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Revisión académica sobre las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia

Consideración previa sobre este documento

El presente documento refleja el resultado del trabajo realizado por el CENTRO DE ESTUDIOS EN DERECHO CONTABLE, organizado y patrocinado por la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana, con el apoyo activo del Departamento de Ciencias Contables de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la misma Universidad, trabajo que se realizó entre el 23 de enero de 2001 y el 21 de mayo de 2001.

Este documento ha sido preparado asumiendo que será leído por personas conocedoras, tanto en forma teórica como práctica, del régimen legal contable colombiano.

Para entender debidamente este documento es indispensable tener presente como contexto el proceso de adopción de estándares internacionales, de cambio y de mejoramiento de la contabilidad que se evidencia ampliamente en los anexos.

Como se explicará más adelante, la revisión académica realizada por el Centro de Estudios en Derecho Contable es de menor alcance que aquélla que, según la Ley, corresponde hacer al Gobierno Nacional.

La Pontificia Universidad Javeriana agradece la colaboración recibida de la Cámara de Comercio de Bogotá, quien realizó una encuesta entre los empresarios de esta ciudad, cuyos resultados se comentan en este escrito. También quiere dejar constancia del apoyo bibliográfico recibido de los doctores Gabriel Suárez Cortés, socio de PricewaterhouseCoopers, Jaime Bueno Miranda y Jorge Humberto Ríos García, socios de KPMG, Alfonso Escobar Barrera, socio de BDO Audit Age y Gustavo Serrano Amaya, Superintendente delegado de la Superintendencia Bancaria.

Antecedentes

Revisión ordenada por la Ley

La Ley número 550 de 1999
 dispuso:

“ART. 63— Armonización de las normas contables con los usos y reglas internacionales. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que se suministre a los asociados y a terceros, el Gobierno Nacional revisará las normas actuales en materia de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de información, con el objeto de ajustarlas a los parámetros internacionales y proponer al Congreso las modificaciones pertinentes.”

Objeto de la revisión

De acuerdo con la Ley el objeto de la revisión que debe hacer el Gobierno Nacional consiste en “las normas actuales”. Se trata, entonces, de un análisis de reglas de orden legal.

Por la materia de la cual tratan, la Ley número 550 de 1999 pretende que el Gobierno Nacional revise las normas que tocan con cuatro asuntos: (1) contabilidad, (2) auditoría, (3) revisoría fiscal y (4) divulgación de información.

Normas contables

En Colombia existen dos grupos de normas legales sobre lo contable: unas son aplicables por las entidades públicas y otras por las privadas.

De este estudio se excluye la contabilidad llamada pública, que mejor fuera denominarla gubernamental, para utilizar una expresión de aceptación y uso más universal. Esa contabilidad está sometida a reglas propias y su desarrollo corresponde principalmente al Contador General
.

Las normas de contabilidad actuales aplicables a las entidades privadas están dispersas a lo largo del ordenamiento y se encuentran recogidas en disposiciones de distinta jerarquía:

1. Al lado de unas pocas pero básicas normas constitucionales
 se encuentran varias normas legales, especialmente en materia de derecho de sociedades y derecho tributario.

2. A renglón seguido se encuentran varios decretos reglamentarios, entre los cuales se destaca el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, “Por el cual se reglamenta la contabilidad en general y se expiden los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia”. Hasta donde fue posible, este decreto tuvo en cuenta y desarrolló las reglas contables previstas en los ordenamientos superiores mencionados en el numeral anterior
.

3. Mediante decretos reglamentarios o mediante resoluciones expedidas por entidades gubernamentales que ejercen inspección, vigilancia o control, se han expedido varios planes únicos de cuentas.

4. Finalmente, en resoluciones o circulares expedidas por entidades gubernamentales que ejercen inspección, vigilancia o control se encuentran una gran variedad de instrucciones en materia contable
.

Las normas de que tratan los numerales 1 y 2, por regla general, son aplicables por todo tipo de entidades.

En cambio, las normas de que tratan los numerales 3 y 4, por regla general, sólo son aplicables por un grupo o sector de entidades, usualmente el mismo sobre el cual la entidad que expide la regulación ejerce inspección, vigilancia o control.

Como parte de la revisión ordenada por la ley, el análisis del Centro de Estudios en Derecho Contable se centra principalmente
 en las disposiciones contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, puesto que este instrumento pretende regular “la contabilidad en general” al paso que los otros son claramente especiales. Bajo el supuesto según el cual el ordenamiento contable es un sistema, se entiende que un cambio de las normas generales debería provocar ajustes correlativos en los otros niveles del ordenamiento.

Normas de auditoría

Con excepción de lo dispuesto en la Ley número 43 de 1990, especialmente en su artículo 7º, y de algunas reglas dispersas y muy específicas, puede decirse que en Colombia no existen normas de auditoría.

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública ha expedido varios pronunciamientos sobre la materia. Pero, como consecuencia de la sentencia de la Corte Constitucional número C-530 del 10 de mayo de 2000, tales pronunciamientos carecen de fuerza legal obligatoria.

Así las cosas, la situación actual de las normas de auditoría es parecida a la que experimentaron las normas contables hacia 1981, como consecuencia de un concepto del Consejo de Estado. Como se sabe, a raíz de la falta de obligatoriedad de las normas contables emanadas del Comité Nacional de Investigaciones Contables, el Gobierno resolvió hacer uso de su facultad reglamentaria, profiriendo el Decreto reglamentario número 2160 de 1986, antecedente directo del actual Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

De la misma manera, el Gobierno Nacional podría desarrollar por vía reglamentaria las normas de auditoría, pero no lo ha hecho hasta el día de hoy.

La carencia aludida debería ser eliminada prontamente, puesto que la existencia y aplicación de un adecuado conjunto de normas de auditoría se considera como un elemento indispensable para el buen funcionamiento de un sistema contable.

Esta revisión académica no cubre las normas de auditoría.

Revisoría Fiscal

La revisoría fiscal, que otrora se hallaba impuesta y regulada para las sociedades comerciales, se encuentra hoy, por ministerio de la Ley, extendida a una gran variedad de personas jurídicas, incluyendo algunas de economía mixta y otras, muy pocas, estatales.

Aunque el régimen propio de las sociedades comerciales sigue siendo utilizado como marco de referencia y se aplica en muchos casos por remisión expresa y en otros por analogía, lo cierto es que no existe homogeneidad entre las disposiciones aplicables a las diferentes entidades.

Por otra parte, es apreciable la cantidad de instrucciones, generalmente con aplicación a ciertas entidades o eventos, que se encuentra vertida en decretos reglamentarios, resoluciones y circulares, usualmente expedidas por entidades gubernamentales que ejercen inspección vigilancia o control.

Actualmente se encuentra en trámite un proyecto de ley, distinguido con los números 009-99 Cámara y 229-2000 Senado, que se encuentra pendiente de un debate final ante la plenaria del Senado. Este proyecto pretende regular íntegramente la revisoría fiscal.

Esta revisión académica no comprende las normas sobre la revisoría fiscal.

Normas sobre divulgación de información

La comunidad internacional, de la mano del Fondo Monetario Internacional, viene promoviendo la difusión de información pertinente para el desarrollo de los mercados. Al efecto se ha establecido un cuerpo de estándares. En http://dsbb.imf.org/overview.htm se lee
:

“(…) Purpose. The Special Data Dissemination Standard (SDDS) was established by the International Monetary Fund (IMF/Fund) to guide members that have, or that might seek, access to international capital markets in the provision of their economic and financial data to the public. Both the General Data Dissemination System (GDDS) and the SDDS are expected to enhance the availability of timely and comprehensive statistics and therefore contribute to the pursuit of sound macroeconomic policies; the SDDS is also expected to contribute to the improved functioning of financial markets. (…)”

“(…)The dimensions and monitorable elements of the standard. The SDDS, in taking a comprehensive view of the dissemination of economic and financial data, identifies four dimensions of data dissemination:

· The data: coverage, periodicity, and timeliness; 

· Access by the public; 

· Integrity of the disseminated data; and 

· Quality of the disseminated data.

For each of these dimensions, the SDDS prescribes two to four monitorable elements--good practices that can be observed, or monitored, by the users of statistics.

The data dimension lists 17 data categories that provide coverage for the four sectors of the economy, and it prescribes the periodicity (or frequency) and timeliness with which data for these categories are to be disseminated. In recognition of differences in economic structures and institutional arrangements across countries, the SDDS provides flexibility. Certain categories are marked for dissemination on an "as relevant" basis. Further, some data categories or components of data categories are identified as encouraged rather than prescribed. With respect to periodicity and timeliness, a subscribing member may exercise certain flexibility options while being considered in full observance of the SDDS.

The monitorable elements of the SDDS for access, integrity, and quality emphasize transparency in the compilation and dissemination of statistics.

· To support ready and equal access, the SDDS prescribes (a) advance dissemination of release calendars and (b) simultaneous release to all interested parties. 

· To assist users in assessing the integrity of the data disseminated under the SDDS, the SDDS requires (a) the dissemination of the terms and conditions under which official statistics are produced and disseminated; (b) the identification of internal government access to data before release; (c) the identification of ministerial commentary on the occasion of statistical release; and (d) the provision of information about revision and advance notice of major changes in methodology. 

· To assist users in assessing data quality, the SDDS requires (a) the dissemination of documentation on statistical methodology and (b) the dissemination of component detail, reconciliations with related data, and statistical frameworks that make possible cross-checks and checks of reasonableness. 

Consistent with this comprehensive view of data dissemination, dissemination itself is broadly defined to include electronic dissemination in addition to the more traditional formats. (…)”

No existe en Colombia un cuerpo sistemático de disposiciones que regule la divulgación de información, que pudiere asemejarse al sistema que acabamos de mencionar. Sin embargo, como se verá más adelante, existe la convicción de que los mercados de capitales requieren de información macro y micro económica.

Tratándose de la difusión de información micro-económica es claro que el acento o énfasis del ordenamiento colombiano ha estado centrado en la información de carácter contable. Dentro del ordenamiento pueden distinguirse normas previstas en el Código de Comercio y en la Ley número 222 de 1995, otras consagradas en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y algunas aplicables al mercado de valores que, por lo general, se derivan de la Ley número 32 de 1979.

Como sucede con los otros grupos de normas, existe una apreciable cantidad de ellas contenidas en resoluciones y circulares, de aplicación específica y usualmente proferidas por las entidades gubernamentales que ejercen inspección, vigilancia y control.

Esta revisión académica comprende normas sobre revelaciones que deben hacerse a través o conjuntamente con la difusión de los estados financieros, aunque se centra principalmente en las reglas contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

Este estudio no cubre otras reglas de divulgación de información, distintas de la que establecen las revelaciones mencionadas en el párrafo anterior.

Finalidad de la revisión

La Ley número 550 de 1999 pretende que el Gobierno Nacional haga la revisión para identificar los asuntos en que es necesario “ajustar” o “armonizar” las reglas colombianas con los “usos”, “reglas” o “parámetros” internacionales.

Se entiende que tal “ajuste” o “armonización” debe contribuir a “... garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que se suministre a los asociados y a terceros...”

En este escrito se reconoce el carácter de uso, regla o parámetro internacional a las International Accounting Standards emitidas por el International Accounting Standards Committee
. No obstante, es necesario advertir que otras expresiones pudieran ser también catalogadas como internacionales
.

De acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española (Real Academia Española, vigésima primera edición, Madrid, 1992) se entiende por

Ajustar: “Hacer o poner una cosa de modo que case y venga justo con otra”, “Conformar, acomodar una cosa a otra, de suerte que no haya discrepancia entre ellas”

Armonizar: “Poner en armonía, o hacer que no discuerden o se rechacen, dos o más partes de un todo, o dos o más cosas que deben concurrir a un mismo fin”.

Ajustar y armonizar son los verbos que utilizó el legislador. Cabría otra opción, la de adoptar, la cual implicaría reemplazar las normas colombianas vigentes en materia de contabilidad por las normas internacionales, como se ha hecho en algunos países. 

Bajo la idea de ajustar y armonizar, el trabajo del Legislador consistiría principalmente en una modificación del régimen vigente. Aunque desde un punto de vista práctico un ajuste o armonización podría ser tan intenso como para provocar una verdadera adopción del cuerpo internacional, es evidente que metodológicamente se trata de cosas diferentes.

La Ley no ha definido qué se entiende por (1) calidad, (2) suficiencia y (3) oportunidad de la información.

Sin embargo, entendemos que los tres términos son categorías relativas y no absolutas. Es decir: la calidad, la suficiencia y la oportunidad son cualidades que pueden endilgarse a la información con relación a un patrón de comparación que se postula como ideal.

Pensamos que las normas internacionales de contabilidad pueden ser percibidas como un patrón de calidad, suficiencia y oportunidad y que por eso es que el Legislador pretende ajustar el ordenamiento nacional a este cuerpo normativo internacional. Hay aquí una decisión política de amplias repercusiones técnicas.

No obstante, fuerza reconocer que la comunidad académica debate permanentemente sobre las normas internacionales de contabilidad, que algunas de estas normas son objeto de fuertes críticas actualmente, que ese cuerpo normativo está llamado a permanente mejoramiento y que siempre habrá normas y prácticas que puedan considerarse de superior factura. Concretamente, en la actualidad, la comunidad estadounidense opina que sus normas son, en términos generales, de mejor clase que las internacionales, razón por la cual ha planteado consistentemente que las normas de contabilidad internacionales deben ser mejoradas.

Entre las variadas críticas que se hacen a las normas internacionales de contabilidad, se encuentran aquéllas que resaltan el carácter social de lo contable, advirtiendo que no existen normas contables neutras, es decir, que sean totalmente indiferentes a las intenciones y finalidades de los sistemas políticos y económicos dentro de los cuales tales normas operan. Desde esta perspectiva, las normas internacionales de contabilidad podrían ser instrumento que proteja o facilite el funcionamiento del sistema económico capitalista. Este sistema, por lo menos hasta el momento y sin que se pueda tener la seguridad de que en el futuro ello no será así, no ha sido capaz de disminuir la pobreza. Antes bien, la pobreza tiende a aumentar, al mismo tiempo que el ingreso se concentra cada vez en menos manos.

Escapa a este estudio un análisis de la forma como las normas internacionales de contabilidad podrían estar fomentado mediciones y revelaciones incorrectas, favoreciendo intereses políticos y económicos. Sin embargo, es muy claro que, especialmente al interior de las comunidades académicas, esa reflexión debe ser hecha.

Destino de la revisión

De acuerdo con la Ley número 550 de 1999, la revisión debe permitir al Gobierno Nacional “... proponer al Congreso las modificaciones pertinentes.”

Como se sabe, el Congreso es el órgano del Estado Colombiano facultado para hacer leyes. Es decir, que las posibles modificaciones, en caso de ser aceptadas por dicho cuerpo colegiado, se plasmarían en normas jurídicas.

Una revisión orientada a proponer modificaciones para ajustar o armonizar el ordenamiento vigente a parámetros internacionales puede dejar de lado cuestiones que escapen al ámbito de lo jurídico. Por tanto, no puede esperarse que este documento constituya una especie de exposición meramente contable. Sin duda las reflexiones vendrán a ser más propias del Derecho Contable
.

Ahora bien: el Congreso de la República puede obrar finalmente con un alcance distinto al de la revisión que ordenó. Así, por ejemplo, puede desistir de su propósito de armonización o efectuar un ajuste meramente parcial. Puede reducir o ampliar las cuestiones actualmente previstas en la Ley. Puede  resolver adoptar las normas internacionales de contabilidad. Al fin y al cabo, la Ley número 550 de 1999 no ata al Legislativo, quien, en últimas, no tiene más frontera que la Constitución Política.

Por otra parte, atendiendo a la estructura de las normas jurídicas en Colombia, en dónde se distinguen claramente tres niveles, el constitucional, el legal y el reglamentario, una propuesta del Gobierno al Congreso debe adoptar un sólido criterio sobre qué requiere Ley y qué puede ser objeto de desarrollos reglamentarios. Este es un punto sobre el cual, lamentablemente, no existe una referencia jurisprudencial pacífica.

Aunque pudieran invocarse pronunciamientos jurisprudenciales en otro sentido y aunque el fallo respectivo fue objeto de un importante salvamento de voto, conviene recordar las manifestaciones de la Corte Constitucional en su sentencia C-290 de junio 16 de 1997, de la cual fue ponente el doctor Jorge Arango Mejía:

“(...) En cuanto a los principios de contabilidad generalmente aceptados, encuentra la Corte que la ley los menciona en forma general, esto es, sin entrar a definirlos en su detalle. Así, el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, se refiere a ellos en las siguientes palabras:

“De los principios de contabilidad generalmente aceptados. Se entiende por principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente, sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas”.

En estas condiciones, la reglamentación de una materia de la que el legislador sólo ha dicho que atañe al conjunto de principios que deben guiar el registro y la información contables, es imposible por sustracción de materia. Como confirmación de este aserto, el mismo numeral 1º del artículo 44 se vio en la necesidad de pasar de lo abstracto a lo concreto, al ordenar que “tales principios comprenderán, entre otros temas, el marco conceptual de la contabilidad, así como disposiciones sobre reconocimiento, estados financieros, libros, comprobantes y soportes”. Pues bien, puesto que los textos citados demuestran que en esta materia el Presidente de la República no cuenta con un desarrollo legal antecedente, específico y concreto, el ejercicio de su potestad reglamentaria es imposible. La ausencia de ley por reglamentar llevará a la Corte a declarar la correspondiente inexequibilidad por violación del numeral 11 del artículo 189 de la Constitución, disposición que establece que:

“Corresponde al Presidente de la República como jefe de Estado, jefe de gobierno y suprema autoridad administrativa (...).

11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes”.

Lo dicho explica también la inexequibilidad de la anotada parte del numeral 1º que dice que “tales principios comprenderán, entre otros temas, el marco conceptual de la contabilidad, así como disposiciones sobre reconocimiento, estados financieros, libros, comprobantes y soportes”, pues es claro que estos aspectos, considerados como principios de contabilidad, al ser extraños a la potestad reglamentaria, no pueden ser sino de naturaleza legal. En este campo, la violación de la Constitución obedece a la violación de la cláusula general de competencia del Congreso en la elaboración de las leyes, es decir, la contenida en el artículo 150 de la Carta. (...)”

Revisión académica

Invitación a proponer

Entre otras acciones, en desarrollo de lo previsto en el artículo 63 de la Ley número 550 de 1999, el señor Superintendente de Sociedades, mediante comunicación número 100-50135 del 8 de agosto del año 2000, tuvo a bien invitar a la Pontificia Universidad Javeriana para que rindiera un concepto técnico sobre las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia y su armonía con las normas internacionales de contabilidad emitidas por IASC.

Consideraciones de la propuesta

La Pontificia Universidad Javeriana, en su propuesta fechada el 3 de septiembre de 2000, hizo las siguientes consideraciones:

“(...) La información contable es indispensable para el adecuado progreso económico. Es, también, insustituible para los procesos de supervisión estatal.

El actual modelo contable colombiano requiere de una revisión para armonizarlo con los cambios internos y las tendencias internacionales. Una relación de los principales eventos que hay que tener en cuenta, es la siguiente:

1. El 1º de enero de 1994 entró en vigencia el Decreto Reglamentario número 2649 de 1993, por el cual se reglamentó la contabilidad en general y se expidieron los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia.

2. En la Ronda Uruguay – Gatt - (1993-1994) el Consejo de Ministros instó al Consejo del Comercio de Servicios para que en forma prioritaria formule recomendaciones para la elaboración de disciplinas multilaterales en el sector de la contabilidad, asegurándose que las prescripciones nacionales se basen en criterios objetivos y transparentes y no sean más gravosas que lo necesario para garantizar la calidad del servicio.

3. Con posterioridad, la Ley número 174 de 1994 dispuso que para efectos de la contabilidad comercial se utilice el sistema de ajustes integrales por inflación de acuerdo con lo previsto en los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia.

4. La Ley número 190 de 1995 estableció que todas las personas jurídicas y las personas naturales que cumplan los requisitos señalados en el reglamento deberán llevar contabilidad de acuerdo con los principios generalmente aceptados e impuso la obligación de preparar estados financieros consolidados.

5. La Ley número 222 de 1995 consagró normas sobre los estados financieros.

6. La Ley número 223 de 1995 estableció nuevas reglas para contabilizar los contratos de arrendamiento financiero o leasing con opción de compra.

7. La Ley número 298 de 1996 organizó la Contaduría General de la Nación, a quien corresponde determinar las políticas, principios y normas sobre la contabilidad, que deben regir en el país para todo el sector público.

8. Mediante la sentencia número C-290 del 16 de junio de 1997, de la cual fue ponente el doctor Jorge Arango Mejía, la Corte Constitucional declaró inexequibles las funciones en materia de contabilidad encomendadas al Gobierno Nacional por el artículo 44 de la Ley número 222 de 1995.

9. La Ley número 488 de 1998 eliminó el deber de ajustar por inflación los inventarios, las compras y las cuentas del estado de resultados y ordenó que se envíen los estados financieros consolidados a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

10. El Consejo del Comercio de Servicios de la Organización Mundial de Comercio adoptó el 14 de diciembre de 1998 las disciplinas sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad, elaboradas por el Grupo de Trabajo sobre los Servicios Profesionales.

11. La Ley número 527 de 1999 determinó que los mensajes de datos satisfacen el requisito que la información conste por escrito y los hizo admisibles como medio de prueba.

12. La Ley número 550 de 1999 ordenó que, para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que se presente a los asociados y a terceros, el Gobierno Nacional revise las normas actuales en materia de contabilidad, con el objeto de ajustarlas a los parámetros internacionales y proponer al Congreso las modificaciones pertinentes.

13. Por otra parte, diversos organismos internacionales están trabajando en la determinación de un currículo modelo para la enseñanza de contabilidad. Entre las diferentes propuestas se destaca el plan de estudios unificado propuesto por el Intergovernmental Working Group of Experts on International Standars of Accounting and Reporting (ISAR), bajo el auspicio de la UNITED NATIONS CONFERENCE ON TRADE AND DEVELOPMENT (UNCTAD), aprobado en febrero de 1999.

14. El Decreto Legislativo número 266 del año 2000, determinó que los libros de ciertas personas jurídicas sin ánimo de lucro se inscriban en la cámara de comercio respectiva, en los mismos términos, derechos y condiciones previstos para el registro de actos de las sociedades comerciales.

15. Mediante la sentencia número C-530 del 10 de mayo del año 2000, de la cual fue ponente el doctor Antonio Cabrera Carbonell, la Corte Constitucional consideró que carecen de obligatoriedad los pronunciamientos o disposiciones profesionales emanadas del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

16. Con la expedición del Decreto Reglamentario número 2649 de 1993 se hizo un gran esfuerzo por acercar las normas contables colombianas a las normas internacionales de contabilidad, expedidas hasta 1992 por el International Accounting Standards Committee –Iasc–. Con posterioridad a este año Iasc ha reordenado o modificado prácticamente la totalidad de esas normas y ha emitido nuevos estándares.

17. El proceso de diseño e implantación de un cuerpo común de normas contables al nivel internacional se ha visto reforzado de manera significativa por la International Organization of Securities Commissions –Iosco–, de la cual forma parte la Superintendencia de Valores de Colombia, quien en mayo del año 2000 recomendó la aplicación de 30 estándares emitidos por Iasc. 
Por otra parte:

1. Existen dificultades derivadas de la multiplicidad de reguladores contables.

2. Continúa la colisión entre la contabilidad tributaria y la contabilidad financiera.

3. El actual modelo contable no es adecuado para ciertas industrias.

4. El actual modelo contable no considera debidamente la problemática de la micro y pequeña empresa.

5. Las reglas actuales no proporcionan una base clara de tratamiento para asuntos tales como:

a. Ajustes por inflación

b. Consolidación de estados financieros

c. Crédito mercantil (adquirido y formado)

d. Flujo de efectivo

e. Método de participación

f. Otros intangibles

g. Registro de instrumentos financieros

h. Valoración de inversiones

Entre las funciones de la Superintendencia de Sociedades se encuentran las siguientes:

1. Unificar las reglas de contabilidad a que deben sujetarse las sociedades comerciales sometidas a su inspección, vigilancia y control

2. Exigir la preparación y difusión de estados financieros y ordenar la rectificación de ellos o de sus notas cuando no se ajusten a las normas legales

3. Dar apoyo en los asuntos de su competencia al sector empresarial y a los organismos del Estado. (...)”

Contrato

Con fecha 23 de enero de 2001, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) celebró con la Pontificia Universidad Javeriana un contrato de servicios de consultoría para la “Revisión y adecuación de las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia, para ajustarlas a las actuales circunstancias del medio empresarial y de la normatividad contable tanto a nivel nacional como internacional”.

Actúa como “organismo de ejecución” el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y como interventor del contrato el Superintendente de Sociedades.

IASC

Representatividad

Como puede verse en la introducción de la publicación denominada “International Accounting Standards 2000”, el International Accounting Standards Committee (Iasc) fue fundado en 1973 por cuerpos profesionales de distintos países. A enero de 2000, Iasc tenía 143 miembros en 104 países, que representaban algo más de dos (2) millones de contadores.

El Instituto Nacional de Contadores Públicos de Colombia es miembro de Iasc.

Objetivos

Objetivos estatutarios

De acuerdo con su documento de constitución (aprobado el 11 de octubre de 1992), Iasc tenía por objetivos
:

a) formular y publicar, buscando el interés público, normas contables que sean observadas en la presentación de los estados financieros, así como promover su aceptación y observación en todo el mundo, y

b) trabajar, de forma general, para la mejora y armonización de las regulaciones, normas contables y procedimientos relacionados con la presentación de estados financieros.

Ahora bien: el 24 de mayo de 2000, Iasc aprobó un nuevo texto de su documento de constitución, en el cual se lee
:

“(...) 2. The objectives of IASC are: 

(a) to develop, in the public interest, a single set of high quality, understandable and enforceable global accounting standards that require high quality, transparent and comparable information in financial statements and other financial reporting to help participants in the world's capital markets and other users make economic decisions; 

(b) to promote the use and rigorous application of those standards; and 

(c) to bring about convergence of national accounting standards and International Accounting Standards to high quality solutions. (...)”

Cambio de rumbo

Atención centrada en el mercado de capitales

Es necesario resaltar el cambio introducido a los objetivos de Iasc.

En 1992 el propósito de Iasc era formular normas contables aplicables por TODA clase de preparadores al elaborar estados financieros. Aunque en la realidad su marco de referencia eran las empresas multinacionales, que experimentan en gran medida la necesidad de un único conjunto de reglas contables aplicables o admisibles en todas las latitudes, teóricamente las normas deberían servir incluso a empresas de otro orden o naturaleza.

A partir del año 2000 Iasc cambió su rumbo. Ahora su objetivo PRINCIPAL es formular normas contables para los participantes en el mercado mundial de capitales. En los documentos que anteceden a la mencionada modificación estatutaria se explica el sentido de esta nueva orientación. No se trata tanto de abandonar los objetivos inicialmente propuestos, como de jerarquizarlos, atendiendo, entre otras cosas, a los recursos disponibles para llevarlos a cabo. Recuérdese, tal como se recalca en tales antecedentes, que existe la convicción según la cual al atender a las necesidades de los participantes en los mercados de capitales se está también respondiendo a las necesidades de otros usuarios de la información.

 En http://www.iasc.org.uk/frame/cen1_144.htm#C3 se lee
:

“(...) 45. IASC's Framework states that it is concerned with general purpose financial statements directed toward the common information needs of a wide range of users. The Framework argues that the objective of financial statements is to provide information about the financial position, performance and changes in financial position of an enterprise that is useful to a wide range of users in making economic decisions. 

46. If financial statements meet the needs of participants in the capital markets (present and potential investors and lenders), the Framework suggests they will also meet most of the needs that are common to other users of financial statements, such as employees, suppliers and other trade creditors, governments and their agencies and the public. 

47. The Working Party strongly supports the Framework's focus on information that will meet the needs of the capital markets and so also meet most of the common needs of other users. (...)”

De acuerdo con la Misión de estudios del mercado de capitales
:

“... El mercado de capitales es el conjunto de mecanismos a disposición de una economía para cumplir la función básica de asignación y distribución, en el tiempo y en el espacio, de los recursos de capital, los riesgos, el control y la información asociados con el proceso de transferencia del ahorro a la inversión
.

La estructura del mercado de capitales se resume en el Gráfico I.1. De acuerdo con el tipo de instrumentos e instituciones que se utilicen, el mercado de capital se puede clasificar en intermediado o bancario cuando la transferencia del ahorro a la inversión se hace por medio de intermediarios (bancos, corporaciones financieras, fondos mutuos, etc.) o no intermediado, cuando dicha transferencia se hace directamente a través de instrumentos. En este caso, el mercado se considera no bancario y se compone de cuatro sub-mercados: el de acciones, el de bonos, el de derivados y el de otros mecanismos de contacto directo entre oferentes y demandantes de recursos
.

El mercado de capitales juega un papel necesario en la transferencia del ahorro hacia la inversión debido a que:

· No necesariamente tiene que haber coincidencia temporal y/o espacial de oferentes de recursos (ahorradores) y demandantes (inversionistas).

· Los ahorradores netos quieren colocar sus recursos por plazos cortos, mientras que los inversionistas buscan recursos a largo plazo.

· Los ahorradores individuales disponen generalmente de pequeños excedentes. Por otra parte, los inversionistas requieren de sumas mayores para emprender sus proyectos.

· Existen asimetrías de información entre ahorradores e inversionistas que hacen de la transferencia directa de recursos una actividad con problemas de selección adversa por parte de los ahorradores y riesgo moral por parte de los inversionistas. Estos problemas surgen cuando los acreedores tienen información imperfecta acerca de las acciones y características de los deudores. En resumen, los bancos y demás intermediarios enfrentan problemas para categorizar las solicitudes de crédito, juzgar la capacidad de pago y monitorear las acciones de los demandantes de recursos (Stiglitz y Weiss, 1981 y 1983)
.

· Los ahorradores no quieren enfrentar el riesgo de “enterrar” sus recursos en inversiones de difícil realización. Por otra parte, la actividad del inversionista, de más largo plazo, enfrenta riesgos que es necesario minimizar y diversificar.

El mercado de capitales provee un conjunto de mecanismos donde los anteriores inconvenientes son subsanados en mayor o menor grado de acuerdo con su nivel de desarrollo. En particular, realiza las siguientes labores fundamentales:

· Aglomera los recursos de los ahorradores, de forma tal que proyectos de inversión que excedan la capacidad de ahorro de un individuo puedan llevarse a cabo.

· Convierte los plazos, gracias a (i) la captación de recursos de los ahorradores por medio de instrumentos de corto plazo y (ii) colocación de recursos a largo plazo entre los inversionistas.

· Reduce los costos de transacción al existir economías de escala en la movilización de recursos.

· Facilita el flujo de información y el monitoreo permanente, lo cual reduce los problemas de selección adversa y riesgo moral.

· Reduce los riesgos mediante la oferta de instrumentos líquidos a los ahorradores y la provisión de herramientas de cobertura, aseguramiento y diversificación para los inversionistas. ...”

Pequeña empresa

Al mismo tiempo que Iasc centra sus esfuerzos en la contabilidad para los participantes en el mercado de capitales, a lo largo del mundo hay cada vez más voces que propenden porque las pequeñas y medianas empresas sean objeto de regulaciones especiales, que consideren las características de éstas.

En el documento titulado Shaping Iasc for the future Executive Summary
se lee:
“(…) 15. The Working Party believes that: 

(a) regulators and standard setters in each country should decide, in the light of local circumstances: 

(i) whether International Accounting Standards are appropriate for small and medium-sized enterprises (SMEs) in that country; 

(ii) how SMEs should be defined in that country; and 

(iii) what accounting standards should be used by SMEs in that country; and 

(b) it is likely that many countries will choose to bring accounting standards for smaller enterprises into line with International Accounting Standards. Therefore, IASC must be prepared to re-evaluate the entire package of International Accounting Standards from the view point of smaller enterprises. (...)”

Contabilidad para países en desarrollo

Los documentos antecedentes también se pronunciaron sobre otros asuntos. Así, sobre la contabilidad de países en desarrollo en http://www.iasc.org.uk/frame/cen1_144.htm#C3 se dice:

“(...) 64. As IASC's resources are limited, IASC could not devote enough time and effort to succeed with the IOSCO programme and at the same time carry out a comprehensive review to ensure that its Standards meet the needs of countries in transition and developing countries. Instead, IASC chose a more realistic strategy - first concentrate on the IOSCO programme and then see whether more needs to be done for developing countries. Also, the growing acceptance of International Accounting Standards in industrialised countries is likely to increase IASC's credibility in developing countries. 

65. For the reasons given earlier, the Working Party's belief is that, in time, all listed and other economically significant enterprises (including those in countries in transition and developing countries) should apply International Accounting Standards. Also, many developing countries have decided that International Accounting Standards are useful for SMEs. (…)”

Contabilidad gubernamental

En relación con la contabilidad gubernamental se precisó:

“(...) 69. Some countries, notably Australia and New Zealand, are establishing common standards for both private and public sectors. The standard setters in those countries might find it more convenient if IASC were to take over responsibility for financial reporting in the public sector from IFAC. The Working Party acknowledges that this may be desirable in the longer term but notes the need to make the most effective use of IASC's limited resources. For this reason, the Working Party believes that IASC should continue to concentrate on business enterprises in the private sector for the time being and maintain a close dialogue with the Public Sector Committee. (...)”

Contabilidad para entidades sin ánimo de lucro

Respecto de la contabilidad de las entidades sin ánimo de lucro se sostuvo:

“(...) 70. The Working Party believes that IASC should not focus on financial reporting by not-for-profit organisations at this stage. However, it is likely to become important for IASC to address this topic at some point in the future. (...)”

Consecuencias para la normatividad colombiana del cambio de rumbo de Iasc

Cuando se preparó el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se utilizó como marco de referencia el conjunto de normas internacionales de contabilidad expedidas por Iasc vigentes por ese entonces.

Puesto que Iasc pretendía expedir normas para todos los preparadores, resultaba adecuado usar sus reglas con propósitos generales.

En la actualidad, debido al cambio de rumbo de Iasc, es necesario considerar que sus normas se dirigen principalmente al mercado MUNDIAL de capitales. Muy pocas empresas colombianas participan en el mercado mundial de capitales.

Por ello, más adelante se discutirá cuál puede ser el adecuado alcance de un ordenamiento colombiano armonizado con las normas internacionales de contabilidad y cuál debería ser el tratamiento aplicable a entes que no participen en el mercado de capitales.

Ajuste a la estructura orgánica de Iasc

Se lee en la página electrónica de Iasc
:

“… IASC is in the process of a restructuring, based on the recommendations of the report Recommendations on Shaping IASC for the Future. 

The new structure has the following main features: IASC would be established as an independent organisation such as a foundation. The organisation would have two main bodies, the Trustees and the Board, as well as a Standing Interpretations Committee and Standards Advisory Council. The Trustees would appoint the Board members, exercise oversight and raise the funds needed, whereas the Board would have sole responsibility for setting accounting standards. 

The new structure is expected to be effective on or about 1 April 2001. ...”

Esta nueva forma de organización
 tiene gran semejanza con la que en su momento se adoptó en los Estados Unidos de América (traslado de competencias entre Aicpa y Fasb). La profesión contable tomó la iniciativa de diseñar y expedir normas contables. Con el tiempo esta función pasa a manos de organismos independientes y dentro de éstos se confía la gestión de las reglas a un cuerpo claramente técnico.

En el resumen ejecutivo del documento denominado Recommendations on Shaping IASC for the Future, que se encuentra disponible en la página electrónica de Iasc se lee – traducimos en forma libre el texto cuyo original se encuentra en inglés​–:

“...19. IASC ha logrado un magnífico resultado con la estructura actual. Ha desarrollado estándares de alta calidad y creíbles. Sus estándares son ampliamente aceptados por los principales mercados internacionales. Un número creciente de países está adoptando los estándares de contabilidad internacionales como sus propios estándares (en algunos casos, con modificaciones relativamente secundarias) o reduciendo drásticamente las disposiciones de sus propios estándares que chocan con los estándares de contabilidad internacionales. 

20. A pesar de la fuerza de la actual estructura de IASC, los cambios en el ambiente de IASC advierten que se necesitan cambios estructurales para que IASC pueda anticipar los nuevos desafíos y satisfacerlos efectivamente. El grupo de trabajo ha identificado los siguientes asuntos claves que se deben atender:

(a) asociación con los emisores de estándares nacionales - IASC debe entrar en una asociación con los emisores de estándares nacionales para que pueda trabajar junto con ellos acelerando la convergencia entre los estándares nacionales y los estándares de contabilidad internacionales, alrededor de soluciones que proporcionen información de alta calidad, transparente y comparable que pueda ayudar a los participantes en los mercados de capitales y a otras personas a tomar decisiones económicas; 

(b) participación más amplia en la Junta de IASC - un grupo más amplio de países y organizaciones debe tomar parte en la Junta de IASC, sin diluir la calidad del trabajo de la Junta; y 

(c) nombramiento - el proceso de nombramiento de la Junta de IASC y de los comités claves de IASC debe ser responsabilidad de una variedad de distritos electorales, asegurando que los designados sean competentes, independientes y objetivos. Las propuestas del grupo de trabajo para hacer el debido proceso de IASC más efectivo se enuncian en una sección separada más adelante. 

21. Las propuestas del grupo de trabajo pretenden atender estos asuntos claves con los siguientes cambios:

(a) asociación con los emisores de estándares nacionales: 

i. los comités orientadores serían reemplazados por un Comité de Desarrollo de Estándares, en cual los emisores de estándares nacionales jugarían un mayor papel en el desarrollo de los estándares de contabilidad internacionales. El Comité del Desarrollo de Estándares sería también responsable de aprobar la publicación de las interpretaciones finales preparadas por el Comité de Adopción de Interpretaciones; y

ii. el Comité de Desarrollo de Estándares sería apoyado por un Comité Consultor para el Desarrollo de Estándares que actuaría como un canal de comunicación con los emisores de estándares nacionales que sean incapaces de participar directamente en el Comité de Desarrollo de Estándares a causa de su limitado tamaño; 

(b) participación más amplia en la Junta de IASC - la Junta tendría una participación más amplia que en el presente. La Junta sería todavía responsable de la aprobación final de los Estándares de Contabilidad Internacionales y de los Borradores para Exposición; y 

(c) nombramientos - el Concilio Consultor sería reemplazado por Fideicomisarios. Entre otras cosas, los Fideicomisarios designarían a los miembros del Comité del Desarrollo de Estándares, de la Junta y del Comité de Adopción de Interpretaciones. Los Fideicomisarios tendrían también la responsabilidad de supervisar la eficacia de IASC y sus finanzas. ...”

Normas contables

Propósito armonizador y carácter general de las normas expedidas por Iasc

En desarrollo de sus objetivos, a diciembre de 2000, Iasc había expedido 41 normas internacionales de contabilidad, algunas de las cuales han sido derogadas.

Con relación a las normas contables, en el “Prólogo a los pronunciamientos sobre normas internacionales de contabilidad” (texto vigente desde marzo de 1978)
, Iasc precisa:

“(...) 8. La presentación de los estados financieros es objeto de regulación, en mayor o menor grado, por parte de la normativa legal vigente en cada país. Tal normativa puede provenir, bien de la autoridad pública, bien de organismos profesionales del país en cuestión.

9. Con anterioridad a la formación del Iasc, existían con frecuencia diferencias de forma y contenido entre las normas contables publicadas en la mayoría de los países. El Iasc toma conocimiento de los proyectos y de las normas contables ya promulgadas sobre cada tema y, a la luz de tal conocimiento, produce una Norma Internacional de Contabilidad, buscando su aceptación generalizada. Uno de los objetivos del Iasc es el de armonizar, tanto como sea posible, la diversidad de normas y prácticas contables de los diferentes países.

10. Al llevar a cabo esta tarea de aceptación de las normas existentes, y al formular Normas Internacionales de Contabilidad sobre nuevos temas, el Iasc se concentra en lo esencial. Se procura no hacer las Normas Internacionales de Contabilidad tan complejas que no puedan ser aplicadas efectivamente con carácter general. Las Normas Internacionales de Contabilidad emitidas por el Iasc son revisadas constantemente para tener en cuenta las posiciones actuales y la necesidad de puesta al día. (...)”

Requisitos de procedimiento para emitir normas de contabilidad internacionales

En el resumen ejecutivo del documento denominado Recommendations on Shaping IASC for the Future, que se encuentra disponible en la página electrónica de Iasc se lee – traducimos en forma libre el texto cuyo original se encuentra en inglés​–:

“...Debido Proceso

47. Para salvaguardar la legitimidad de IASC, el debido proceso de IASC debe asegurar que los Estándares de Contabilidad Internacionales sean de alta calidad, que proporcionen información transparente y comparable que pueda ayudar a los participantes en los mercados y a otras personas para tomar decisiones económicas y que sean aceptables para los usuarios y preparadores de estados financieros. El grupo de trabajo cree que: 

(a) todas las discusiones formales del Comité de Desarrollo de Estándares, del Comité de Adopción de Interpretaciones (SIC) y de la Junta en asuntos técnicos deben estar abiertos al público. Sin embargo, ciertas discusiones (selección preliminar, nombramientos y otros asuntos del personal) necesitarían ser de contenido privado. Aspectos de las reuniones de los Fideicomisarios deben estar también abiertos al público, según la discreción de los Fideicomisarios; 

(b) IASC debe hacer más uso de la nueva tecnología (tal como el Internet, la web, la observación electrónica de reuniones), para vencer las barreras geográficas y los problemas de logística para lograr que los miembros del público puedan asistir a las reuniones abiertas por el cuerpo internacional; 

(c) IASC debe publicar por adelantado los órdenes del día para cada reunión del Comité de Desarrollo de Estándares, del Comité de Adopción de Interpretaciones, de la Junta y de los Fideicomisarios y debe publicar inmediatamente las decisiones adoptadas en esas reuniones (IASC actualmente publica el orden del día para reuniones de la Junta en su boletín trimestral, Insight, y en su sitio web, y publica las decisiones de la Junta inmediatamente después de cada reunión de la Junta en Update y las decisiones de SIC en News del SIC); y 

(d) cuando IASC publique un Estándar, debe continuar su práctica recientemente adoptada de publicar la base de sus conclusiones para explicar públicamente cómo alcanzó sus conclusiones y para dar información de fondo que puede ayudar a usuarios de los estándares de IASC para aplicarlos en la práctica. IASC debe publicar también las opiniones en contrario (la actual Constitución de IASC prohíbe esto). 

48. El grupo de trabajo cree que el Comité de Desarrollo de Estándares debe utilizar el siguiente procedimiento, aunque no necesariamente para cada proyecto:

(a) audiencias públicas para discutir los estándares propuestos; y

(b) pruebas de campo (en países desarrollados y en mercados nacientes) para asegurar que las propuestas sean prácticas y maleables.

Donde sea posible, las audiencias públicas y las pruebas de campo deben ser coordinadas con los emisores nacionales de estándares. ...”

El convenio con Iosco y sus implicaciones

En orden a poder lograr su objetivo de diseñar unas normas contables de aceptación universal, Iasc ha desarrollado varias acciones, entre las cuales se destaca el convenio que celebró con Iosco
. Una buena descripción de los caminos recorridos en cumplimiento de esa estrategia es la siguiente
 –cuya traducción libre nos permitimos hacer–:

“... Armonización / proyecto de mejoramiento.

A.35 Para avanzar en el logro de los objetivos de IASC, éste decidió al final de los años 80 comenzar un programa de revisión de sus principales estándares con objeto de perfeccionarlos, particularmente quitando tantas opciones como fuera posible, mejorando las revelaciones y proporcionando más dirección para su puesta en práctica, de modo que los IAS constituyeran un conjunto riguroso de estándares. Un objetivo era persuadir a los reguladores bursátiles, particularmente a IOSCO y a su miembro estadounidense Securities and Exchange Commission (SEC), aceptar estados financieros elaborados por emisores multinacionales de acuerdo con los IAS. Tales estados financieros se aceptan ya en varias bolsas (por ejemplo, la mayoría de las bolsas en Europa) pero no en otras (por ejemplo, Nueva York, Tokio y Toronto).

A.36 El primer paso de este proceso fue terminado a finales de 1993 con la emisión de diez estándares revisados que contenían bastante menos tratamientos alternativos que los originales. Estos estándares entraron en vigencia en enero de 1995. En 1994, los estándares que habían sido publicados antes de 1992 pero que no habían sido revisados fueron cambiados de formato usando el estilo adoptado en los estándares revisados. Se describen estos estándares como ‘reformateados’.

A.37 Una característica de los estándares publicados como resultado del proyecto de mejoramiento fue que donde las alternativas siguieron siendo admitidas, IAS presentó un ‘benchmark treatment’ y un ‘allowed alternative’. La Junta actuante en 1990 en su ‘Declaración sobre un intento de armonización de los estados financieros’ explicó este tratamiento de la siguiente manera: 

“La Junta ha concluido que debe utilizar el término ‘benchmark’ en esos pocos casos en donde continúa permitida una opción de tratamiento contable para transacciones y acontecimientos semejantes. El término ‘benchmark’ refleja más de cerca la intención de la Junta de identificar un punto de referencia cuando se trate de elegir entre varias alternativas.”

Esto no significa que el tratamiento ‘benchmark’ sea necesariamente preferible. De alguna manera el establecimiento de tratamientos opcionales como ‘benchmark treatment’ o ‘allowed alternative’ fue un acercamiento a IOSCO en anticipación de su eventual aceptación de estados financieros elaborados de acuerdo con los IAS. Se creyó que algunos miembros de IOSCO podrían requerir como condición para tal aceptación que la empresa pudiera adoptar los ‘benchmark treatment’ o incluir una reconciliación de cualquier ‘allowed alternative’ con los correspondientes ‘benchmark treatment’. Debe observarse, sin embargo, que no se requiere incluir tal reconciliación para dar cumplimiento con los IAS.

El proyecto de estándares básicos de IOSCO

A38 En 1993, IOSCO aceptó el IAS revisado 7, ‘Cash Flow Statements’ como acorde con sus requisitos, aunque éste no había sido parte del proyecto de mejoras de IASC. Después de esto, SEC también aceptó IAS 7 para los estados de flujos de efectivo de emisores no nativos. IOSCO aceptó que habían sido introducidas mejoras a otros estándares y que algunos eran aceptables, pero la aprobación de cualquier otro estándar individual fue diferida hasta que IOSCO pudiera concluir que, tomándolos en su totalidad, los IAS constituían una comprensiva y generalmente aceptada base de contabilidad, compuesta de estándares de alta calidad susceptibles de rigurosa interpretación y aplicación. En concreto, IOSCO identificó 12 áreas en las cuales mejoras específicas eran requeridas antes de que tal aceptación pudiera ser alcanzada.

A.39 En julio de 1995 IASC y IOSCO emitieron un comunicado de prensa conjunto anunciando un programa de cuatro años para introducir mejoras y emitir nuevos estándares a fin de lograr la aceptación de IOSCO. Aunque IOSCO no tiene ningún poder directo sobre SEC, ésta estaba de acuerdo con el programa propuesto. IASC sugirió en 1996 que el programa se podría terminar en 1998. Durante este lapso, SEC fue más lejos que IOSCO aceptando elementos de otros estándares (por ejemplo, las reglas de IAS 22, ‘Business Combinations’, para determinar si una combinación de negocios es una adquisición o una unión de intereses) en lugar de las reglas estadounidenses para los emisores no nativos, aunque reservándose el poder de revisar la aplicación del estándar en circunstancias determinadas.

A.40 El proyecto de IASC de establecer unas normas básicas consumió la mayoría de su energía en años recientes. Todos menos uno de los componentes del proyecto fue terminado antes de noviembre de 1998; quizás el más difícil y discutible no tiene un estándar: instrumentos financieros. E62, ‘Instrumentos Financieros: Reconocimiento y Medida’ se discute en el capítulo 39. Este representa la tentativa de IASC de una solución interina al asunto. Si E62 dará lugar a un estándar final es un incierto, y el cronograma para su aprobación es ciertamente ambicioso dada la complejidad del tema y la carencia de consenso internacional sobre cuestiones claves tales como la medición de instrumentos derivados. Los participantes dominantes en el proceso han criticado a IASC por procurar una solución interina, siendo de la opinión que aprobar un estándar de calidad menos que alta sería más destructivo que no cumplir el plazo auto impuesto para la terminación de los estándares básicos del proyecto con IOSCO.

A.41 ¿Qué significaría la aceptación de IOSCO para una empresa que intenta llevar capital más allá de su propia jurisdicción, particularmente a los E.E.U.U.? En algunas jurisdicciones, las empresas no nativas podrán preparar sus informes (prospectos) conteniendo estados financieros elaborados de acuerdo con IAS sin requisitos adicionales. La situación en los E.E.U.U. es levemente diferente. Actualmente, un emisor privado no nativo en los E.E.U.U. debe elaborar sus estados financieros de acuerdo con los principios de contabilidad de E.E.U.U. o bien proporcionar una detallada conciliación con los E.E.U.U. GAAP. ¿Dicha aceptación cambiará esto? Probablemente, no en lo fundamental; pero el nivel requerido de la conciliación probablemente disminuirá. Otra cuestión que condiciona la aceptación es el requerimiento de alta calidad, aplicación constante y exigibilidad de IAS. Parte de la responsabilidad por asegurar esto recae en los preparadores y sus auditores pero los reguladores bursátiles también tienen un papel importante. SEC, por ejemplo, tiene la responsabilidad estatutaria de hacer cumplir estándares de contabilidad en las empresas que se registran ante él, y toma este papel muy seriamente. Ya ha indicado que utilizará sus poderes estatutarios para requerir a los emisores que aplican IAS a cambiar los tratamientos que cree son incorrectos. ...”

Efectos de la evolución de las normas internacionales sobre la reglamentación colombiana

Como se puede advertir, puesto que prácticamente las reglas expedidas en 1993 conservan su vigencia, las normas colombianas perdieron rápidamente armonía con las normas internacionales de contabilidad, en la medida en la cual éstas se han actualizado, modificado y adicionado durante el lapso 1993 - 2000.

La otrora flexibilidad de Iasc permitió en su momento mantener prácticas contables que luego, en la revisión adelantada, se consideraron inadmisibles
. Las normas colombianas, siguiendo el ejemplo de las internacionales vigentes en 1992, consagraron en las disposiciones técnicas varias alternativas para reconocer ciertos asuntos. A la luz del estado actual del ordenamiento internacional algunas de esas alternativas ya no serían de recibo.

Mas, aún más importante que esa pérdida de armonía, es la notoria dificultad y lentitud de los organismos gubernamentales colombianos para mantener un cuerpo contable actualizado y en línea con el movimiento internacional, con todo y la participación de estamentos colombianos en los organismos protagonistas del cambio.

Estructura actual de los pronunciamientos del Iasc
En la actualidad los pronunciamientos del iasc se agrupan en cuatro cuerpos:

1. Prólogo a los pronunciamientos sobre normas internacionales de contabilidad

2. Marco conceptual para la preparación y presentación de los estados financieros

3. Normas internacionales de contabilidad

4. Interpretaciones de las normas internacionales de contabilidad

El prólogo y el Marco no tienen el carácter de regla. El cuerpo regulador está formado tanto por las normas internacionales como por sus interpretaciones (véase NIC 1, párrafo 11)

Los pronunciamientos aprobados son publicados oficialmente por Iasc, en inglés.

Es muy probable que la estructura actual sufra cambios significativos. Entre los múltiples proyectos de Iasb se encuentra el de emitir un nuevo marco conceptual. Este proyecto incluye el estudio formal de una propuesta para cambiar la técnica de exposición de las normas, que de ser aprobada, como es muy posible, eliminaría la estrategia de entremezclar reglas con explicaciones.

Acogida

El número de gobiernos, organismos internacionales, organismos intergubernamentales, cuerpos profesionales y empresas que han acogido las normas de Iasc es creciente
. Entre los adherentes se pueden mencionar:

Fondo Monetario Internacional. En el presente, este organismo cuenta con 183 estados miembros, dentro de ellos Colombia
. 

El Fondo “(...) se creó para fomentar la cooperación monetaria internacional; facilitar la expansión y el crecimiento equilibrado del comercio internacional; fomentar la estabilidad cambiaria; coadyuvar a establecer un sistema multilateral de pagos; poner a disposición de los países miembros con dificultades de balanza de pagos, temporalmente y con las garantías adecuadas, los recursos generales de la institución, y acortar la duración y aminorar el grado de desequilibrio de las balanzas de pagos de los países miembros. (...)”
. 

Para cumplir sus objetivos, entre otras acciones el Fondo ejerce supervisión: “(...) La supervisión es el proceso mediante el cual el FMI evalúa la política cambiaria de los países miembros en el marco de un análisis global de la situación económica general y la estrategia en materia de política económica adoptada por cada país miembro. El FMI cumple su tarea de supervisión a través de: las consultas anuales bilaterales del Artículo IV con cada país miembro; la supervisión multilateral en el contexto del estudio sobre las perspectivas de la economía mundial, que se lleva a cabo dos veces al año, y los acuerdos de carácter precautorio, la supervisión reforzada y la supervisión de programas, que ofrecen al país miembro un seguimiento directo por parte del FMI cuando no se utilizan los recursos de la institución. (Los acuerdos de carácter precautorio fortalecen la confianza a nivel internacional en las políticas del país miembro. La supervisión de programas puede incluir la aplicación de indicadores de referencia en el marco de un programa sombra, pero no constituye un respaldo oficial del FMI.) (...)”

En la actualidad se considera que el establecimiento de adecuadas políticas económicas y el fortalecimiento del sistema financiero internacional puede ser fomentado mediante la adopción y observancia de estándares internacionales y códigos de buena conducta. Esos estándares y códigos cubren una serie de asuntos tales como revelación de información, transparencia fiscal, políticas monetarias y financieras, supervisión bancaria, gobierno de las sociedades, contabilidad, auditoría, régimen de insolvencia...

Tal como aparece en http://www.imf.org/external/np/rosc/2000/stand.htm#tab2 mostramos a continuación un esquema del sistema de estándares y códigos
:

[image: image1.png]‘Figure 1. Tentative Framework for Assessing Observance of Interational Standards

oy T
el e I v (R i Pl S TP
| | |2

e i e

e e Y e a

B2 o B .

e [
P =
prm il oo I -





1With standard setting bodies as appropriate.
2Work is also underway in other contexts to address questions of data quality and fiscal vulnerabilities.
3This remains the responsibility of the IMF when conducted in the context of the FSAP.
4Including accounting practices of banks. 

Ahora bien: el establecimiento de normas de contabilidad para el sector privado ha sido confiado a Iasc
.

Banco Mundial. En http://www.worldbank.org/ifa/rosc_aa.html se lee
:

“(…) In recent years it has become increasingly clear that economic and financial stability can be affected by developments in a range of areas. In response, the international community has emphasized the development and implementation of international standards as part of the ongoing efforts to strengthen the architecture of the international financial system. Transparent, timely and reliable corporate financial reporting is a core component of this architecture.

As part of the Reports on the Observance of Standards and Codes (ROSC) initiative, the World Bank will undertake reviews of observance with accounting and auditing standards in a number of countries. This review, described as a Review of Accounting and Auditing Practices, will be carried out initially on a pilot basis in six countries. It is intended to provide a basis for comparing practice in the countries reviewed to both national and international accounting and auditing standards. It will facilitate cross country comparison and the design of programs to strengthen corporate financial reporting.

Specifically, the objectives of the review are to assess the comparability of national accounting and auditing standards with International Accounting Standards (IAS) and International Standards on Auditing (ISA), respectively; and the degree to which corporate entities comply with established accounting and auditing standards in the country. (…)”

Banco Interamericano de Desarrollo. En el documento “Financial Market Development, Issues, Strategies and Inter-American Development Bank Group Activities” se sostiene que, para mejorar la información de contexto necesaria para el desarrollo de los mercados de capitales en América Latina y el Caribe, se requiere difundir información macroeconómica, acoger estándares globales en contabilidad y auditoría y establecer y fortalecer requisitos de revelaciones acordes con los niveles internacionales de exigencia. Respecto de la contabilidad se afirma:

“(…) One of the most effective ways of improving the information environment is through the adoption of globally accepted accounting principles and auditing standards. The International Accounting Standards Committee (IASC) is finalizing a set of truly international core accounting principles. While the IASC standards have not yet been accepted for securities offered in the United States, the International Organization of Securities Regulators (IOSCO) is working with the IASC to assure that the core principles are sufficiently strong to be used for cross-listing purposes. In their December 1997 meeting, the finance ministers of the Western Hemisphere reaffirmed their support for “greater harmonization of accounting procedures and concrete steps toward consistency of information disclosure.” The countries of Latin America and the Caribbean should take advantage of the attention given to this subject to upgrade and harmonize their accounting principles and auditing standards. (…)”

International Organization of Securities Commissions (Iosco), de la cual es miembro la Superintendencia de Valores de Colombia. En mayo de 2000 el Comité de Presidentes de Iosco recomendó a sus miembros
:

“(...) permit incoming multinational issuers to use the 30 IASC 2000 standards to prepare their financial statements for cross-border offerings and listings (…)”.

Unión Europea. La Unión
 

“(...) es el resultado de un proceso de cooperación e integración que se inició en 1951 entre seis países (Bélgica, Alemania, Francia, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos). 

Tras casi cincuenta años y cuatro tandas de adhesión (1973: Dinamarca, Irlanda y Reino Unido; 1981: Grecia; 1986: España y Portugal; 1995: Austria, Finlandia y Suecia), la UE cuenta hoy con quince Estados miembros y se prepara para su quinta ampliación, esta vez hacia la Europa oriental y del sur.(...)

En la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo titulada “La estrategia de la EU en materia de información financiera: el camino a seguir” (Bruselas, 13 de junio de 2000) se señaló
:

“(...) Antes de finales de 2000, la Comisión presentará una propuesta formal por la que se requerirá a todas las sociedades de la UE que coticen en bolsa que a partir de 2005 elaboren sus cuentas consolidadas de conformidad con un único tipo de normas contables, a saber las normas internacionales de contabilidad (NIC). Los Estados miembros podrán ampliar la aplicación de las NIC a las empresas que no coticen en bolsa y a las cuentas individuales. En esta propuesta también figurarán acuerdos transitorios para promover la pronta aplicación de las NIC, junto con las normas para el establecimiento de un mecanismo de aprobación de la UE,. (…)”

El Consejo del Comercio de Servicios de la Organización Mundial de Comercio
 adoptó el 14 de diciembre de 1998 las “Disciplinas sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad”
, elaboradas por el Grupo de Trabajo sobre los Servicios Profesionales, en las cuales se lee:

“(...) 2. Los Miembros se asegurarán de que no se elaboren, adopten o apliquen medidas no sujetas a consignación en Listas en virtud de los artículos XVI y XVII del AGCS relativas a las prescripciones y procedimientos en materia de licencias, las normas técnicas y las prescripciones y procedimientos en materia de títulos de aptitud que tengan por objeto o efecto crear obstáculos innecesarios al comercio de servicios de contabilidad. A tal fin, los Miembros se asegurarán de que dichas medidas no restrinjan el comercio más de lo necesario para cumplir un objetivo legítimo. Son objetivos legítimos, entre otros, la protección de los consumidores (incluidos todos los usuarios de los servicios de contabilidad y el público en general), la calidad del servicio, la competencia profesional y la integridad de la profesión. (...)”

“(...) 25. Los Miembros se asegurarán de que las medidas relativas a las normas técnicas se elaboren, adopten y apliquen únicamente para cumplir objetivos legítimos.

26. Al determinar si una medida está en conformidad con las obligaciones dimanantes del párrafo 2, se tendrán en cuenta las normas internacionalmente reconocidas de las organizaciones internacionales competentes que aplique ese Miembro. (...)”

La Organización para la cooperación economica y el desarrollo (oecd), a quien se ha confiado el desarrollo de estándares internacionales en materia de gobierno corporativo ha señalado: 

“(…) Participants agreed to intensify efforts to develop accounting legislation and regulations for financial, investment and business users involved in the transition process. Taking into consideration the growing trend towards the use of International Accounting Standards (IAS) for world-wide cross-border information, as opposed to national standards, the Council called upon its members to promote the global harmonisation of accounting by exploring the establishment of formal links between the CIS as a group, and the International Accounting Standards Committee (IASC). The Council approved a comprehensive work programme comprising a number of plenary sessions and subgroup meetings, and indicated its support for the creation of the CCET-sponsored OECD-CIS Accounting Information Centre. (...)”

Otros prestigiosos organismos están estudiando la conveniencia de admitir la aplicación de las normas internacionales de contabilidad. Así, por ejemplo, la Securities and Exchange Comisión solicitó formalmente una opinión al respecto, en los siguientes términos
:

“(…) One aspect of this is seeking input to determine under what conditions we should accept financial statements of foreign private issuers that are prepared using the standards promulgated by the International Accounting Standards Committee. (…)”

En el mismo sentido en el “Report to G7 Finance Ministers and Central Bank Governors on International Accounting Standards Basel Committee on Banking Supervision Basel April 2000”
 se lee:

“(…) The Committee is encouraged by the constructive dialogue that is emerging between the IASC and representatives of banking associations which, at the Committee’s suggestion, was initiated by the joint IASC/Basel working group. Moreover, it is vital that the IASC's due process is effective and is seen to be followed in practice. Only if all relevant stakeholders in the international standard setting process feel committed to, and part of, the process will the output of the IASC be widely accepted.

On this basis, the Committee expresses its support for the standards developed by the IASC. It will continue a close dialogue with the IASC and the banking industry to monitor future developments with care. (…)”

En Colombia las normas internacionales de contabilidad, además de haber sido, en su momento, utilizadas como punto de referencia para diseñar el que ahora es el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, en ocasiones son mencionadas por el sistema legal, permitiendo su aplicación.

Así, por ejemplo, en la Circular externa número 1 de 1996, la Superintendencia de Valores dispuso:

“(...) 1.14.  Aplicación de otras normas. Cuando en la aplicación del método de participación se presenten situaciones no contempladas en esta circular, se podrán aplicar las normas internacionales de contabilidad, siempre y cuando no contraríen las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia, señaladas en el Decreto 2649 de 1993 y demás normas que lo modifiquen o sustituyan. (...)”

“(...)2.7.  Aspectos no contemplados en esta circular. Cuando en la preparación de los estados financieros consolidados se presenten situaciones no contempladas en esta circular, se podrán aplicar las normas internacionales de contabilidad sobre la materia, siempre y cuando no contraríen las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia, señaladas en el Decreto 2649 de 1993 y demás normas que lo modifiquen o sustituyan. (...)”

De la misma manera, en la Circular externa número 2 de 1998, dicha Superintendencia determinó:

“(...) 8. Aplicación de otras normas

Los eventos que surjan en la elaboración de los estados financieros consolidados no contemplados en esta circular externa, se deben sujetar a lo previsto en las normas internacionales de contabilidad emitidas por IASC, siempre y cuando no se contraríen las disposiciones de la presente circular externa, ni las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia, señaladas en el Decreto 2649 de 1993 y demás normas que lo complementen, modifiquen o sustituyan, que sean aplicables a tales informes. (...)”

Cuestiones que es necesario considerar al intentar la armonización con las reglas internacionales

Teniendo en cuenta la información suministrada en el aparte anterior, dedicado a describir a Iasc, es necesario señalar que existen varias cuestiones que es necesario tener en cuenta en la hora de intentar mediante una Ley la armonización entre las normas contables colombianas y las normas internacionales de contabilidad.

Diferente naturaleza de los emisores

Mientras que el Congreso y el Gobierno Nacional son entidades estatales propias de la República de Colombia, el Comité Internacional de Normas de Contabilidad es un organismo privado integrado por personas de diferentes nacionalidades.

Poder regulador

El Congreso y el Gobierno Nacional tienen poder jurídico para regular las conductas de los habitantes del territorio de la República de Colombia.

El Comité Internacional de Normas de Contabilidad carece de poder jurídico para obligar a los habitantes de un territorio. A lo sumo, su derecho corporativo le permite establecer reglas aplicables a sus miembros, quienes, en todo caso, tienen la posibilidad de separarse del organismo y sustraerse así de cumplir las normas del Comité.

No obstante, las normas internacionales de contabilidad podrían llegar a ser obligatorias en Colombia como consecuencia de los tratados internacionales que el País ha suscrito.

Finalidades

Existe una profunda diferencia entre las finalidades de los órganos del Estado colombiano y las del Comité Internacional de Normas de Contabilidad. De manera general puede decirse que a aquél interesa propender por una convivencia pacífica y próspera de los habitantes del territorio, lo que lo obliga a considerar muy diversos principios y reglas, mientras el Comité se preocupa fundamentalmente de mejorar la calidad de la información contable, sin que sea de su competencia asuntos de diferente naturaleza.

Alcance de sus reglas

Mientras los órganos del Estado colombiano han suministrado un cuerpo legal que regula el sistema contable y la información que de él emana, el Comité se ha orientado solamente a proponer reglas sobre la información contable.

Aunque existen reglas sobre la información contable tanto en el Derecho Contable colombiano como en las Normas Internacionales de Contabilidad, aquéllas incluyen reglas sobre asuntos tales como el valor de prueba de los documentos contables que no son aspectos considerados por el Comité, a quien preocupa básicamente regular la cantidad, calidad y suficiencia de la información suministrada a los participantes en los mercados de capitales.

Específicamente las normas contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 están concebidas como normas generales para ser observadas por todos los obligados a llevar contabilidad en Colombia.

Al mismo tiempo que las Normas Internacionales de Contabilidad se han concebido para operar en diferentes países, al centrarse principalmente en el mercado de capitales pueden no ser aplicables a sectores que no participan en éste, como las pequeñas y medianas empresas. Estas son hoy claramente objeto de reflexiones y pronunciamientos separados. Otro tanto ocurre con la contabilidad gubernamental, que también tiene sus propias expresiones.

Al respecto téngase en cuenta que según datos suministrados por la Cámara de Comercio de Bogotá, la siguiente es la participación de las empresas según su tamaño en Bogotá:

	TAMAÑO(1)
	
	
	TOTAL CCB(3)
	

	
	
	
	Número
	%

	Microempresas

Hasta 120 millones en activos
	
	
	 217,458 
	86.61%

	PYMES

De 120 a 3´050 millones en activos
	
	
	 29,166 
	11.62%

	Mediana Grande

De 3´050 a 4´650 millones en activos
	
	
	 1,156 
	0.46%

	Gran Empresa

Mas de 4´650 millones en activos
	
	
	 3,285 
	1.31%

	TOTAL
	
	
	 251,065 
	100%

	(1) Clasificación de activos del IFI - 1999
	
	
	
	

	(2) Dato a Diciembre 31 de 1999
	
	
	
	

	(3) Dato a Noviembre 5 de 1999
	
	
	
	


Diferente naturaleza de las reglas

Como se desprende de la naturaleza del emisor y de su poder regulador, las normas emanadas de los órganos del Estado colombiano tienen el carácter de normas jurídicas aplicables en Colombia.

Las Normas Internacionales de Contabilidad no son normas jurídicas. Pueden catalogarse como normas técnicas. Se aspira a que ellas sean aplicadas internacionalmente.

Las normas técnicas pueden llegar a tener aplicación o consecuencias dentro de lo jurídico, en la medida y con el alcance que el ordenamiento jurídico les reconozca.

No existe en la actualidad ningún mecanismo mediante el cual Iasc tenga poder regulador en algún Estado. En cambio, muchos países, mediante procedimientos jurídicos, han incorporado en forma más o menos amplia las Normas Internacionales de Contabilidad en sus ordenamientos. Convenios, como el establecido con Iosco, son mecánicas que permiten a Iasc avanzar en su propósito de extender la aplicación de sus normas, apoyándose en el poder jurídico regulador de ciertos organismos.

Diferente proceso de gestación

La formación de las normas jurídicas colombianas sobre lo contable está sometida a los procedimientos previstos en la Constitución y las Leyes de la República, los cuales actualmente no necesariamente imponen la participación de los interesados en ellas.

El Comité Internacional de Normas de Contabilidad está sometido al procedimiento previsto en su constitución, el cual, entre otras cosas, impone una amplia consulta a los interesados en sus normas, así éstos no sean miembros del Comité.

Diferente técnica de expresión formal

Las normas contables colombianas se conciben y expresan siguiendo el estilo y modo de las normas jurídicas. Suelen carecer de explicaciones y estar redactadas de modo imperativo.

Las Normas Internacionales de Contabilidad se expresan según la metodología definida por el mismo Comité; en múltiples ocasiones incluyen explicaciones y ejemplos y mezclan expresiones de tipo prescriptivo con descriptivo. Con alguna frecuencia plantean métodos alternativos y encomiendan la selección de la conducta más apropiada al preparador de la información.

Aunque acopladas con el resto del conjunto, es usual que cada norma internacional de contabilidad procure un tratamiento completo de cada tema, incluyendo así referencias conceptuales, lineamientos técnicos para la aplicación de aquellos y disposiciones sobre revelaciones. Este estilo difiere notoriamente al que se empleó en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, en el cual los conceptos se agrupan y presentan en una sección, las normas técnicas en otro y las normas sobre revelaciones en otro.

Diferente escenario jurídico de destino

Las normas contables colombianas se destinan a insertarse dentro del cuerpo legal del País, el cual se compone de un conjunto de normas jurídicas ordenadas jerárquicamente, conjunto que pretende ser un sistema, de lo cual se deriva el imperativo de cierto grado de coherencia.

Aunque las Normas Internacionales de Contabilidad son diseñadas considerando los cuerpos legales de los diferentes países, están destinadas a insertarse en las prácticas económico empresariales al nivel global. De esta manera tratan de operar “por encima” de los cuerpos legislativos, con la pretensión de que éstos se adapten a ellas. Esta característica implica el esfuerzo de Iasc de construir un cuerpo normativo de “general aceptación” lo que de suyo de impone ciertas limitaciones.

Dificultades para su aplicación

El International Forum on AccountancyDevelopment (Ifad), en su visión
, señala:

“(…) The Vision will not be achieved overnight and will require significant long-term efforts. National accounting standards of most countries should be raised with IAS as the benchmark or minimum standards. The exception would be where national GAAP is more developed than IAS. Blind adoption of IAS by unprepared countries, may be more detrimental than beneficial. Such countries must be given time to develop a sufficient infrastructure to effectively adopt IAS. This change will take time. In the meantime, there is a need to ensure that the financial statements, which are used across borders, are clearly marked as being in accordance with the national standards of the issuer rather than international or other national standards. This disclosure would be included in the notes to the financial statements as well as the audit report. (…)”

Dinámica de las normas internacionales

Tal como se evidencia ampliamente en este documento y en sus anexos, la contabilidad se encuentra en permanente cambio y mejoramiento. En consecuencia, son múltiples los asuntos sobre los cuales se está estudiando para proferir nuevos estándares. Así, la normatividad internacional está y seguirá cambiando, por lo cual es necesario que el País adopte un proceso que le permita mantener su ordenamiento interno debidamente actualizado.

Comentarios sobre el marco conceptual de la contabilidad en Colombia a la luz del Marco para la preparación y presentación de estados financieros emitido por Iasc

La función de los marcos conceptuales

Una revisión histórica del desarrollo de las normas de contabilidad señala que primero se expidieron reglas concretas para orientar asuntos específicos y que sólo tiempo después, mediante un esfuerzo teórico, se vino a extraer los postulados y principios subyacentes en tales reglas.

Al conjunto de postulados, principios y conceptos básicos se le suele denominar marco conceptual. 

Un marco conceptual cumple básicamente dos funciones: de un lado ayuda a entender y a integrar un conjunto de reglas específicas en forma tal que su aplicación sea sistémica y, de otra parte, orienta la formulación de nuevas disposiciones.

Acotación histórica

El Marco para la preparación y presentación de estados financieros fue aprobado por el Consejo de Iasc en abril de 1989 y publicado en julio del mismo año.

El grupo de trabajo que redactó el proyecto que luego se convirtió en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 propuso, como primera parte de la norma, introducir un marco conceptual. Las fuentes documentales de esa propuesta fueron, básicamente, dos: el citado Marco emitido por Iasc y la serie Conceptos emitida por el Financial Accounting Standards Board.

Desde la expedición del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, como ya se anotó, se ha producido un profundo cambio de las Normas Internacionales de Contabilidad. Aunque el Marco de éstas no ha sido objeto de modificaciones, es válido afirmar que las nuevas normas pueden llevar consigo cierto grado de separación conceptual con el Marco o, también, una reformulación del sentido y alcance de las expresiones del Marco. En este aparte del documento no se pretende referirse a las eventuales modificaciones que implícitamente haya sufrido el Marco como consecuencia de la expedición de nuevas Normas Internacionales de Contabilidad.

Por su origen, en términos generales existe armonía entre el marco conceptual consagrado en el citado decreto y el correspondiente Marco de Iasc. Sin embargo, la cuestión no puede reducirse a un problema de fuentes, ni a una aparente igualdad facial. Es necesario reflexionar sobre la manera como esos marcos normativos se interpretan y aplican. La experiencia indica que las disposiciones del marco conceptual colombiano no han sido leídas y practicadas en consonancia con el que podría ser un correcto entendimiento del Marco propuesto por Iasc. Así la afinidad de origen y la similitud facial no han sido suficientes para asegurar que la hermenéutica y la gestión contable se haga y mantenga alineada con el pensamiento de Iasc.

Estructura del Decreto reglamentario número 2649 de 1993

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se divide en cuatro títulos. A su vez, los títulos se dividen en capítulos y éstos en secciones. La siguiente es su estructura:

TÍTULO PRIMERO

Marco conceptual de la contabilidad

CAPÍTULO I.—
De los principios de contabilidad generalmente aceptados

CAPÍTULO II.—
Objetivos y cualidades de la información contable

CAPÍTULO III.—
Normas básicas


CAPÍTULO IV.—
De los estados financieros y sus elementos


SECCIÓN I.– 

De los estados financieros

SECCIÓN II.–

De los elementos de los estados financieros

TÍTULO SEGUNDO

De las normas técnicas

CAPÍTULO I.—
De las normas técnicas generales 

CAPÍTULO II.—
Normas técnicas específicas


SECCIÓN I.–

Normas sobre los activos


SECCIÓN II.–

Normas sobre los pasivos


SECCIÓN III.–
Normas sobre el patrimonio


SECCIÓN IV.–
Normas sobre las cuentas de resultado


SECCIÓN V.–

Normas sobre las cuentas de orden


SECCION VI.–
Operaciones descontinuadas y empresas en liquidación

CAPÍTULO III.—
Normas técnicas sobre revelaciones

TÍTULO TERCERO

De las normas sobre registros y libros

TÍTULO CUARTO

Disposiciones finales

Como ya se anotó, no existe coincidencia entre los asuntos regulados por las normas internacionales de contabilidad y el Decreto reglamentario número 2649 de 1993. Las diferencias más evidentes son las siguientes:

Las normas internacionales de contabilidad no se ocupan de establecer reglas sobre registros y libros, como sí se hace en el título tercero del mencionado decreto.

Por otra parte, las en Colombia denominadas normas técnicas específicas pueden ser y han sido modificadas por normas técnicas especiales, conforme a lo que previó y expresamente permite el decreto en cuestión. Las normas técnicas especiales aplican a sectores determinados de empresas, normalmente sometidos un mismo supervisor gubernamental. Sólo recientemente las normas internacionales de contabilidad han venido a ocuparse de regular en forma particular la contabilidad de ciertas industrias.

Las normas internacionales de contabilidad no regulan las denominadas cuentas de orden, aunque en ocasiones se refieren a “información fuera de balance” la cual, en nuestro medio vendría a estar parcialmente contenida en tales cuentas de orden.

En este aparte del documento los comentarios NO incluyen las normas técnicas ni las normas sobre revelaciones. Se hacen al nivel de lo que el decreto colombiano denomina marco conceptual de la contabilidad (título primero del decreto).

Método de la exposición

Las explicaciones que a continuación se presentan siguen el orden en que se desenvuelve el discurso del Marco de Iasc.

Mas que glosas al Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se incluyen reflexiones a propósito del Marco. Aunque se utilizan títulos para ordenar y guiar la discusión, ellos no necesariamente incluyen la totalidad de las cuestiones que se plantean en cada aparte.

No se pretende hacer una comparación o un comentario respecto de cuestiones de forma, que son insubstanciales para el estudio que tenemos entre manos, aunque son muchas debidas a la distinta naturaleza de los documentos.

Al fin y al cabo, como salta a la vista, el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 es una norma jurídica, mientras que dicho Marco es un pronunciamiento de orden técnico (contable).

Así, mientras el Decreto ordena, el Marco orienta.

La versión de referencia utilizada en adelante es la que corresponde a la siguiente publicación: International Accounting Standards Committee, Normas Internacionales de Contabilidad 1999, Instituto Mexicano de Contadores Públicos A.C., México, 2000
.

Comentarios

Información de propósito general versus información de propósito especial

Como se sabe, en la teoría contable, se han superado tanto las concepciones legalistas como los modelos patrimonialistas de contabilidad. Esos entendimientos fueron reemplazados por el denominado “paradigma de la utilidad”. 

Bajo el paradigma de la utilidad la información se justifica, tiene sentido y es gobernada por la idea según la cual el servicio principal de la contabilidad es el de suministrar datos pertinentes y confiables para la toma de decisiones.

No es suficiente que la información contable esté diseñada de tal manera que apoye la resolución de cuestiones legales, como por ejemplo, la comprobación del estado financiero del quebrado, o la determinación de causales de disolución del ente corporativo.

Tampoco es satisfactorio que la contabilidad se oriente básicamente a la correcta medición del patrimonio (que para el Derecho es uno de los atributos de la personalidad que se suele definir como el conjunto de derechos y obligaciones de una persona).

Es necesario que la información contable permita adoptar decisiones de negocios, razonables y adecuadas. Lo que, entre otras cosas, supone que el usuario de esa información pueda encontrar en ella los datos necesarios para hacer predicciones sobre las probables consecuencias de obrar de una u otra forma.

El propósito de Iasc es crear una base contable común. Que sirva a todos por doquier. La estandarización o normalización ha sido siempre la finalidad principal de este organismo internacional.

Sin embargo, en forma coherente con el paradigma de la utilidad, Iasc reconoce que en cada país, el gobierno respectivo “... puede fijar requisitos diferentes o adicionales para sus propios intereses. ...”

No obstante ese reconocimiento, en el Prólogo del Marco, Iasc señala:

“ (...) Sin embargo, tales requisitos contables no deben afectar a los estados financieros publicados para beneficio de otros usuarios, a menos que cubran también las necesidades de esos usuarios. (...)”

La distinción entre las necesidades que se presumen comunes y las que se sabe son propias de cierto sector, son el motivo de que se diferencie la información de carácter general de la de propósito especial, tal cual se consagra en el ordenamiento colombiano
.

Sin embargo, existe amplia evidencia documental para sostener que las autoridades colombianas no han entendido y respetado esa distinción. Es claro que dentro del trámite de autorización (previo) o de aprobación (posterior) de los estados financieros de propósito general, las autoridades han impuesto un conjunto de revelaciones que atienden fundamentalmente a necesidades de esas autoridades o de usuarios determinados. La consecuencia es una información muy abundante, no pertinente.

De contera, es necesario que el ordenamiento colombiano, que ya consagró la diferencia, profundice en su caracterización e impida la tendencia de imponer una información de propósito general que expresamente se oriente a satisfacer necesidades particulares.

Ahora bien: en manera alguna la estrategia de diferenciar entre información de propósito general y de propósito especial debiera tener la finalidad de reducir la capacidad de las agencias supervisoras del Estado para exigir y obtener la información que ellas requieran para el cumplimiento de sus funciones. Lo que se trataría de lograr es que cada tipo de información tenga sus propias características, formato y destinatario.

Por otra parte, es necesario que las autoridades de supervisión, además de respetar la información de carácter general, aprendan a usarla en su beneficio
. 

Modelo y bases comprensivas (o comprensibles) de contabilidad

Personas ajenas a lo contable, autoridades gubernamentales, abogados, muchos diletantes de la contabilidad y, lamentablemente, algunos contadores, piensan que existe una sola forma o modelo contable. Esta percepción es incorrecta.

Marco esquemático de un modelo contable 

Una definición general de modelo, simplemente como referencia es, “un esquema teórico, generalmente en forma matemática, de un sistema o de una realidad compleja, que se elabora para facilitar su comprensión y el estudio de su comportamiento”.
 

La realidad compleja, que se convierte en el espíritu del modelo, implicaría desnudar el cambio propuesto en el nuevo esquema, que bien puede ser: “determinar la evolución y situación del valor real de la empresa”, por contraste con el esquema anterior: “la evolución patrimonial de la empresa”, en el marco de un esquema anterior.

Pero representar este nuevo esquema, hace preciso tener claro cuáles serían entonces, los elementos del modelo. En otras palabras, cuales son los elementos que pueden determinar esa realidad compleja que el modelo quiere medir y representar: 

1. Cuándo deben registrarse los hechos que la determinan. (Bases de reconocimiento) 

2. Cómo y qué deben medir los hechos para determinar el valor que la representan. (Enfoque y Bases de medición)  

3. Cómo determinar el valor de los excedentes sobre el capital mantenido, que representa el crecimiento en el valor de la empresa. (Enfoque de determinación del excedente). 

Desde esta perspectiva, una base es un elemento del modelo, y un modelo, es un conjunto de bases, que con arreglo a la dimensión de un enfoque, respondería a una realidad que quiere representar. Las bases en sí mismas, tienen objetivos distintos, puede ser para el reconocimiento o para la medición, lo cual hace evidente las distintas posibilidades alternativas determinadas por un modelo. 

Bases de reconocimiento. 

Un concepto de base de reconocimiento contable se encuentra en los estudios adelantados sobre la información financiera para los Gobiernos por la IFAC, en los siguientes términos –traducción libre-
:  

 “ Base de contabilidad: Se refiere al cuerpo de principios contables que determina cuando los efectos de las transacciones o acontecimientos deben reconocerse para efectos de la información financiera. Se relaciona con la oportunidad de la medición realizada, independientemente del carácter de dicha medición.” (subrayado fuera de texto).
  

Agrega además, “ las bases contables comunes son la base contable de efectivo (es decir, los efectos de las transacciones o acontecimientos que se reconocen cuando se paga o se recibe efectivo) y la base contable de causación (es decir, los efectos  de las transacciones y acontecimientos se reconocen cuando ocurren). Existen diversas variaciones de ambas bases.”

En efecto, existe un espectro de bases contables que varía desde: la base contable del efectivo, efectivo modificado, causación modificada, o causación total, que se diferencian en la oportunidad del reconocimiento de los recursos, de suerte que tales bases son en verdad “bases de reconocimiento”.
 
 

Base de medición

Cosa distinta, es hablar de bases de medición que corresponde a “la determinación de los importes monetarios a los elementos de los estados financieros serán (...) mantenidos en el balance general y en el estado de resultados.”
 Las bases de medición que incluye IAS son: Costo histórico, Costo actual, Valor de realización o liquidación y Valor presente.

Las bases de medición a utilizar en un modelo, depende del objetivo a considerar que varía entre i) medir los resultados de las transacciones y en consecuencia, utilizar sólo costos históricos, ii) medir tanto los resultados de las transacciones como los de tenencia sin esfuerzo, y por lo tanto emplear Costos Históricos y Valores netos de realización, o iii) medir los dos anteriores, teniendo en cuanta el valor actual de los recursos.

Enfoque de Medición

Un tercer elemento de un modelo se denomina “enfoque de medición” que se refiere a “lo que se mide, recursos económicos, total de recursos financieros, recursos financieros o flujos y saldos de caja”. 

El mismo estudio de IFAC señala que “un enfoque de medición particular se logra considerando no sólo cuando los efectos de las transacciones y acontecimientos que incluyen dichos recursos se reconocen (es decir las bases contables), sino que recursos se miden también”.
 En este sentido, el mensaje de los estados financieros puede estar diseñado para medir el flujo y acervo de los recursos económicos, el flujo y acervo total de los recursos financieros o el flujo de los recursos financieros actuales.
 

Capital determinante de la utilidad

“El concepto – de capital- escogido indica el objetivo a lograr en la determinación de la utilidad.”
 “ Es por ello que el concepto de capital financiero debe adoptarse si los usuarios de los estados financieros están interesados en el mantenimiento del capital nominal, o el poder de compra de capital invertido. En cambio si el interés principal de los usuarios es la capacidad operativa de la empresa, un concepto físico de capital deberá ser adoptado”.   

Un modelo contable, en consecuencia, sería la integración de estos cuatro elementos: las distintas bases de reconocimiento, las bases de medición, el enfoque de medición y el enfoque de determinación de la utilidad. Así, se estaría resolviendo la “realidad compleja” en el contexto de las revelaciones y mensajes en los estados financieros. De manera esquemática, podría representarse como un cubo, con cuatro factores,  que evidencia distintas alternativas. Estos serían las variaciones de modelos que pueden generarse: 

	BASE DE RECONOCIMIENTO/

BASE DE MEDICION
	Efectivo
	Efectivo Modificado
	Causación Modificada
	Causación

Total
	ENFOQUE DE MEDICIÓN

	Costo Histórico 

Costos Actuales

Valor de Realización o Liquidación

Valor Presente
	x
	X
	X
	X
	RE/RF

	
	X
	X
	X
	X
	RE/RF

	
	X
	X
	X
	X
	RE/RF

	
	x
	X
	X
	X
	RE/RF

	CAPITAL DETERMINANTE DE LA UTILIDAD
	F/O
	F/O
	F/O
	F/O
	


CAPITAL DETERMINANTE: F: Financiero O:Operativo      ENFOQUE DE MEDICIÓN: RE/RF

Ubicación del modelo tradicional de IAS

El modelo contable propuesto por IAS, sometido a examen frente a la metodología propuesta, integra la base de reconocimiento de causación total, con algunas de las bases de medición –con énfasis en el costo histórico-, dando preponderancia al enfoque de mantenimiento de capital financiero
 para la determinación de la utilidad, e incorporando como enfoque de medición la valuación de recursos económicos, por lo menos desde la perspectiva del marco de conceptos.
   

Ubicación del Nuevo modelo IOSCO-IAS.

Un repaso general de los puntos en discusión IOSCO-IAS muestra como “las bases de medición”
 
, constituyen un tema central, entre otros aspectos, en la medida en que IAS, al permitir criterios alternativos para la medición de algunos recursos, desdibuja la realidad de las operaciones y por ende divorcia la información financiera revelada de las empresas frente a la dinámica de valoración determinada en los mercados de capitales, produciéndose en consecuencia un  efecto perturbador con impactos nocivos
. 

Esto no quiere decir, sin embargo, que la tesis central propia de los mercados de capitales, cifrada en que es el mercado eficiente quien tiene la condición y atributo de establecer los valores económicos que aproximan la realidad de los recursos, de manera que las bases de medición no puedan ser otros distintas a los precios que el mercado determina, sea el punto obligado de referencia de IOSCO para aceptar un estandar IAS.

El tema no se centra en debatir sí la única base aceptada de medición para la totalidad de los recursos deban ser los precios de mercado, sino que, las bases de medición aceptadas: 

1. No privilegien el costo histórico sobre cualquier medida de valor actual
 

2. No acepten alternativas de valor actual que hagan incierto el valor justo de los recursos, en función de su valor económico (vocación y potencial negociabilidad en el mercado para los recursos económicos y valor de mercado para los recursos financieros)
. 

Tal situación puede percibirse al evaluar la aceptación expresa de IOSCO a IAS 2 y 16, relacionadas con inventarios y activos fijos, en tanto formula observaciones en torno a nuevas revelaciones, en el segundo caso, y la presencia de alternativas para la formulación de costeo, en el primer caso. Esto quiere decir, que las bases de medición a “valor neto realizable” para el caso de inventarios, y de “valor justo” determinado bien por “un reavaluo estimado” o “costo de reposición”
, son criterios perfectamente aceptados por IOSCO.  

Reflexión sobre regulaciones de pequeñas y medianas empresas.

Llevar esta discusión, con el marco de referencia expuesto sobre marcos contables para pequeñas y medianas empresas, desde luego adquiere trascendencia e interés, no sólo académico sino fundamentalmente prácticos. 

Los mercados, independientemente de su eficiencia, no tienen la capacidad de construir indicadores específicos de valor para empresas pequeñas y medianas, sino de los recursos y obligaciones que en forma separada componen su estructura financiera, lo que es distinto. 

Mas allá de la discusión sobre la capacidad de los mercados para establecer precios eficientes
, las bases de medición aplicables a valores justos para cada uno de los recursos de estas empresas son criterios estáticos que, si bien pueden configurar la situación real de la empresa en un momento determinado, no determinan el valor de la actividad en su conjunto (empresa), en la medida en que no contemplan sus riesgos, sus perspectivas de crecimiento económico y financiero (activos y utilidades) y su competitividad, entre otras variables, que en un mercado de capitales constituyen óbice para establecer el valor real de la empresa, y se objetiva en un indicador de precio. 
  

Así, se podría aceptar, en principio, que es mejor disponer de esta información financiera para el caso de estas empresas, que nada; es decir, que si se pueden construir estados financieros que revelen su realidad económica, el debate de diseñar un modelo contable distinto pierde relevancia.  

Sin embargo, se pone en tela de juicio, si en verdad la fuerza del mercado, en lugar de hacer objetiva esta información, genera distorsiones de interpretación para los usuarios específicos, y no sólo eso, sino que incremente significativamente la relación costo - beneficio en la producción de información.
 

Por esto, cuando IASC reduce las alternativas de medición en el sentido expuesto, para conciliar IOSCO, esta reduciendo posibilidades de representación contable, que pueden ser a la postre, mucho más eficaces, en términos de calidad y transparencia, para la generación de información de pequeñas empresas.
 

La cuestión de los modelos y bases en Colombia

Iasc adoptó el modelo, que pretende sea de general aceptación, pero reconoce la existencia de esos otros modelos. Así, refiriéndose a los de mejor calidad, en el Prólogo del Marco anota:

“(...) Si se tiene el objetivo de proveer información útil para tomar decisiones económicas, otro tipo de modelos y concepciones pueden ser más apropiados, si bien no existe en el momento presente consenso para llevar a cabo el cambio. (...)”

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 introdujo al derecho colombiano la noción de bases comprensivas (o comprensibles) de contabilidad y expresamente señaló que es admisible, tratándose de información de propósito especial, usar bases de contabilidad distintas de la base generalmente aceptada (artículo 31 del Decreto).

Cuando se estaba preparando el proyecto del hoy Decreto reglamentario número 2649 de 1993, la expresión y el concepto de “bases comprensibles de contabilidad” se tomó de la traducción al español hecha por los mexicanos de las Guías Internacionales de Auditoría, en las cuales este tema se trata al referirse a los informes especiales que en ocasiones debe emitir un auditor. También se tuvo en cuenta lo que al respecto disponían las normas de contabilidad argentina, que describen el asunto en los términos que explica Fowler. 

La intención clara era combatir la idea de un único modelo, de una única base.

Ahora bien: la existencia de diferentes modelos y bases no significa que puedan mezclarse, sin lógica o fundamento, reglas o criterios de unos y otras. Por eso se califica el término “base” con la expresión “comprensible”.

Desafortunadamente, las autoridades no han reparado en este concepto. Especialmente a través de los denominados Planes únicos de cuentas y de las resoluciones o circulares que regulan las revelaciones que deben hacerse en los estados financieros, revuelven unos y otros criterios, sin reparar en las exigencias sistémicas del conjunto. Normalmente esto sucede por la actitud con que se producen los reglamentos: atender a casos concretos, a situaciones meramente circunstanciales, a propósitos específicos, perdiendo de vista el conjunto.

El resultado es un modelo sui generis, que en muchas ocasiones es objeto de descalificación por su falta de rigor técnico.

Así como el ordenamiento colombiano debería profundizar la diferencia entre información de propósito general y de propósito especial, debería incrementar sus esfuerzos por evitar la mezcla no justificada de diferentes modelos o bases.

Nada debería impedir que los entes contables, a título de información de propósito especial, usen bases de contabilidad más sofisticadas o complejas, aunque éstas aún no gocen de aceptación general. Esta posibilidad les permitiría gozar de información más apropiada para tomar las decisiones que les incumben y serviría de campo de práctica o experimentación de estructuras que seguramente terminarán imponiéndose (como los modelos orientados a la medición de la creación de valor).

Papel regulador del marco conceptual

En el mencionado Marco, Iasc precisa:

“(...) 2. Este Marco Conceptual no es una Norma Internacional de Contabilidad, y por tanto no define reglas para ningún tipo particular de medida o presentación. Tampoco tiene poder derogatorio sobre ninguna Norma Internacional de Contabilidad.

3. El Consejo del Iasc reconoce que, en un número limitado de casos, puede haber conflicto entre el Marco Conceptual y alguna Norma Internacional de Contabilidad. En tales casos, los requisitos fijados en la Norma afectada prevalecen sobre las disposiciones del Marco Conceptual. No obstante, como el Consejo del Iasc se guiará por el Marco Conceptual al desarrollar futuras Normas o revisar las existentes, el número de casos en conflicto disminuirá con el tiempo.

4. El Marco Conceptual será revisado de vez en cuando sobre la base de la experiencia que el Consejo haya adquirido trabajando con él. (...)”

Así las cosas, como ya se dijo, el Marco tiene el propósito de orientar y no el de regular. Se trata, ante todo, de un documento de corte teórico.

Obviamente, si las normas se apartan del Marco, el modelo caería en la inconsistencia.

Pero el peligro de inconsistencia solo es pasajero puesto que el Marco no es inmutable. Bien advierte Iasc que lo revisará y ajustará.

Una correcta apreciación del Marco debe considerar varias circunstancias y, entre ellas, principalmente dos. En primer lugar, el Marco fue expedido luego de la emisión de varias normas de contabilidad. En segundo lugar, el convenio entre Iasc e Iosco y la presión de Sec, han generado un cambio de énfasis u objetivo principal del sistema.

Como puede verse en los cambios introducidos a la Constitución de Iasc, que ya transcribimos, si bien el objetivo inicial fue formular una base común de contabilidad para todo tipo de usuarios en un contexto internacional, hoy es claro que el fin primordial es suministrar información de calidad a los participantes en el mercado de capitales.

Ese cambio de orientación no pasa inadvertido para los lectores cuidadosos de las nuevas normas de contabilidad internacionales. Incluso pudiera pensarse que en lugar de disminuir las diferencias entre las normas y el Marco, éstas han aumentado. No falta razón en esta apreciación, si se considera que el Marco no ha sido objeto de modificaciones recientes.

No obstante lo anterior, el modelo contable acogido por el Marco es el modelo desarrollado por las normas. Habría que hacer ciertos ajustes al Marco pero ellas no tocarían en sustancia la estructura contable escogida.

Respecto a esta problemática, no debe perderse de vista la importantísima hipótesis según la cual Iasc sería el único regulador internacional.

La expedición de un marco conceptual dentro del ordenamiento jurídico contable colombiano también tuvo un propósito de orientación. Pero no a título de mera sugerencia o guía, sino, como corresponde a la legislación, con un carácter imperativo.

El problema que estudió el grupo de trabajo que proyectó el luego Decreto reglamentario número 2649 de 1993, fue el de cómo mantener la multiplicidad de reguladores contables y, simultáneamente, evitar una diversidad de modelos contables en aplicación.

El grupo comprendió y aceptó que en atención al concepto básico denominado “características y prácticas de cada industria” no era (ni es) posible imponer un solo conjunto de reglas contables.

Pero el grupo vio con claridad la necesidad de asegurar que la información contable sirviera para generar información agregada, lo cual exige cierta uniformidad en los principios y normas utilizados por los distintos operadores.

También consideró la presencia transversal de los denominados grupos económicos, que suelen estar compuestos de empresas correspondientes a distintos sectores económicos. Como hoy está repetidamente consagrado en nuestro régimen legal, es propio de los grupos el deber de presentar información consolidada.

En tercer lugar, el grupo reflexionó sobre cómo un mismo ente puede encontrarse bajo varios reguladores. Tal es el caso de bancos y aseguradoras que son emisores de valores. Y, más recientemente, aquél en que se encuentran muchas entidades sometidas al poder regulador del Contador General de la Nación pero que participan en mercados donde la mayoría de participantes son agentes privados bajo la competencia de otros reguladores.

Considerando que para la época todos los reguladores trabajaban un mismo tipo de contabilidad, la contabilidad financiera, el grupo propuso y así se aprobó que existiera un marco conceptual al que se sujetarían todos los reguladores, creándose así una información contable homogénea en sus grandes acumulados y criterios, aunque distinta en ciertas particularidades. Confió el grupo, además, que los novedosos conceptos de información de propósito especial y de otras bases comprensivas de contabilidad, permitiría la solución de muchas necesidades de información, sin colisionar con la información de propósito general.

Como ya ha sido parcialmente señalado en este escrito, las expectativas del grupo fallaron. No solo se mezcló información de propósito general con de propósito especial y no se desarrollaron las otras bases de contabilidad, sino que los reguladores, repetidamente, se han apartado del marco conceptual previsto en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

Para justificar las desviaciones, el argumento más socorrido es de orden legal más no técnico. Se trata del principio según el cual “lo especial prima sobre lo general”. Este argumento jurídico pasa por alto la pretensión teórica de hacer del conjunto de reglas contables un “sistema”.

Algunas desviaciones de los reguladores han sido corregidas por la jurisprudencia. Otras, a pesar de fallos en contra, no han sido aceptadas, recurriéndose al expediente de emitir nuevas normas “dándole la vuelta al palo”.

En otros casos, se ha sustraído del regulador por naturaleza al emisor de información, para colocarlo solamente bajo la égida del supervisor de su actividad principal, como sucede con el claro recorte de competencias de la Superintendencia de Valores respecto de entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

En el caso de las entidades del sector público, ha sido bastante largo el camino recorrido para lograr que el Contador General de la Nación expida normas admisibles para el supervisor de la actividad, como fue en el caso del sector salud. Aunque es evidente que el Contador ha hecho avances importantes en esta materia, quedan aún problemas por resolver, incluyendo entre ellos una sobrecarga del sistema contable que no ha permitido sistemas de registro más sencillos.

La Ley número 222 de 1995 quiso elevar de rango el carácter regulador del marco conceptual, pasándolo del nivel reglamentario al de ley en sentido estricto. Pero, como se sabe, la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 44 de dicha ley, en el cual se encontraba el precepto en mención.

También pretendió la aludida Ley número 222 aliviar la problemática de la micro, pequeña y mediana empresa, mediante la introducción de la institución de los “estados financieros abreviados”. Esta norma vigente no ha sido desarrollada y las mipymes parecen estar soportando un régimen demasiado complejo.

En este estado de cosas, sigue siendo imposible eliminar la multiplicidad de reguladores contables. Pero, igualmente, parece seguir siendo válida la idea de un marco conceptual común obligatorio. La Ley debería ocuparse de resolver este asunto.

Aplicación del marco conceptual respecto de la información de propósito especial

Luego de señalar que el Marco aplica a los estados financieros de propósito general (párrafo 6), Iasc manifiesta:

“(...) Los informes financieros para propósitos especiales, por ejemplo los folletos de información bursátil o las declaraciones para efectos fiscales, caen fuera del alcance de este Marco Conceptual. No obstante, el Marco Conceptual puede usarse, en la preparación de tales informes para propósitos especiales, cuando las normas por las que se rigen lo permitan (...)”

También el reglamento colombiano consagra la posible aplicación por remisión de las reglas de la base generalmente aceptada a la información de propósito especial, así como la posibilidad de su uso supletivo.

En la práctica, la aplicación supletiva del marco conceptual es muy difícil. El sentido general de las reglas especiales sobre revelaciones y los planes de cuentas se tienen en cuenta antes que dicho marco
. Los fines o valores del regulador (solidez del sistema, por ejemplo) se sobreponen al marco conceptual, desplazándolo.

La hermenéutica aludida es admisible. También una base distinta de la generalmente aceptada, o las reglas sobre una información de propósito especial tienen un fin o requerimiento sistémico.

Sin embargo, la posición resulta inconveniente en la medida en la cual, como se ha reiterado muchas veces, se pretende que lo especial forme parte de la información de propósito general.

El permanente conflicto con la contabilidad tributaria

El caso de la contabilidad tributaria requiere de mención especial.

Como consecuencia del principio según el cual “no hay tributo sin ley”, la generalidad de las disposiciones tributarias tienen un carácter de preeminencia sobre las reglas consagradas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

Debe reconocerse la inmensa contribución del Derecho Tributario colombiano a la gestación y desarrollo de las normas contables. Siendo el impuesto de renta un tributo sobre la utilidad, es obvio que necesita de una información contable que permita la determinación de la base gravable. Como las reglas de la época eran pocas o débiles o insuficientes, la Ley tributaria y sus reglamentos vinieron a construir el sistema que les hacía falta.

Pero el Derecho Tributario ha demostrado repetidamente su falta de neutralidad. En el interés de asegurar cierto nivel de recaudos, en la búsqueda de mediciones “objetivas” y tras una más fluida administración tributaria, ha impuesto reglas que poco o nada tienen que ver con la realidad económica.

El recorrido de la separación y la convivencia de la contabilidad financiera y la contabilidad tributaria ha avanzado y retrocedido. En las décadas de los años 40, 50 y 60 del siglo pasado se alzaron muchas voces buscando una contabilidad financiera adecuada. Especial contribución prestó a este propósito la Superintendencia de Sociedades. Por su parte la Comisión Revisora del Código de Comercio de 1958 se ocupó profundamente del asunto.

La intromisión de lo tributario en lo contable tuvo, más recientemente, especial encuentro con motivo de la implantación de los “ajustes integrales por inflación”. Larga y difícil fue la discusión para lograr hacer comprender la necesidad de que cada cuerpo contable caminara su propia senda, así estas fuesen paralelas.

Luego de expresa manifestación de las autoridades competentes
, se propusieron medidas para separar lo tributario de lo contable, originándose la expedición en decretos distintos de los regímenes respectivos (Decreto Ley 2911 de 1991 y Decreto Reglamentario 2912 del mismo año). 

Al expedirse el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se pretendió mantener la separación acordada entre la contabilidad tributaria y la financiera, precisando que las reglas de aquélla tendrían prelación solamente en su propia materia. Se arbitró, además, el instrumento de las cuentas de orden fiscales, destinado a efectuar los registros necesarios para distinguir los datos de la contabilidad financiera de la tributaria, se dispuso la obligatoria revelación de la conciliación entre unos y otros datos, se reguló el reconocimiento contable de los impuestos de renta diferidos, tanto en su modalidad débito como crédito y se categorizó expresamente el cuerpo contable tributario como una base comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados. 

La dicha duró poco. La Ley tributaria no ha dejado de penetrar “como Pedro por su casa” en la contabilidad financiera. Especial y discriminatorio trato se ha dispensado al sector financiero. Este posee un alto poder de negociación y le ha sido posible obtener normas más razonables, al menos respecto de ciertos asuntos.

Son muchos los puntos en que la contabilidad tributaria está interviniendo negativamente en la contabilidad financiera, entre los que se encuentran las reglas sobre la valuación de inventarios, las normas de determinación del costo de las inversiones, el régimen de admisibilidad de las provisiones, el tratamiento de los activos diferidos, las normas sobre el contrato de leasing y el disparatado sistema de ajustes por inflación que de integral no tiene nada.

Esa intromisión ha creado una cultura. Muchas empresas llevan su contabilidad conforme a la legislación tributaria
, así con ello se violen principios básicos de la teoría contable. Muchos doctrinantes intentan hacer explicaciones y aplicaciones sistémicas de lo tributario con lo contable, aunque siempre dando prelación a aquello. No han faltado los fallos que atendiendo discursos tributarios han eliminado del mundo jurídico reglas de la contabilidad financiera, como el célebre caso de la valuación de inversiones a precios de mercado, el que, por cierto, dio lugar primero a inteligentes normas reglamentarias y, finalmente, a normas de orden legal para el sector financiero.

Pero sea cual sea la tradición histórica, tenga los adeptos que tenga y así esté tan profundamente enraizada en la legislación, los doctrinantes y las empresas y aunque la magnitud del problema sea de gran envergadura, debe decirse con claridad y sin vacilación que la contabilidad financiera no tiene esperanza de tener calidad y ser aceptada como una medida útil, mientras la citada intromisión permanezca.

Por lo demás, existen muchos países que tienen correctamente regulada la convivencia entre una y otra base de contabilidad. Hay, pues, solución al engendro y lo que falta es claridad conceptual y voluntad política.

Cuestión diferente a la planteada en los párrafos anteriores es la que toca con la determinación del pasivo por concepto de impuestos y su revelación en los estados financieros. Partiendo de que existen diferencias entre la contabilidad tributaria y la contabilidad financiera, tanto Iasc como la norma colombiana establecen métodos para medir las diferencias y reflejarlas en los estados financieros. En otro lugar de este documento se hará una comparación entre las normas internacionales de contabilidad y las normas colombianas.

El ente (contable)

Como se recordará, el deber de llevar contabilidad se impuso primeramente a los comerciantes.

En nuestro país, ese deber se extendió a las entidades sin ánimo de lucro y luego, aunque transitoriamente, se ha exigido a ciertas organizaciones sin personalidad jurídica, como los consorcios.

Durante largos períodos, al amparo de una doctrina francamente mayoritaria, las sociedades civiles se encontraron exentas de dicha obligación, aunque no faltaron intentos para cambiar esa situación.

La Ley número 43 de 1990 aludió expresamente al “ente económico”, como receptor u objeto de los servicios profesionales de los contadores públicos.

Finalmente, la Ley número 190 de 1995, vino a extender el deber de llevar contabilidad a todas las personas, aunque permite al reglamento determinar ciertas condiciones que de cumplirse podrían exonerar a algunas.

En la teoría actual “el ente” es uno de los postulados básicos del sistema contable. La noción de los elementos básicos de los estados financieros –activo, pasivo, patrimonio, ingreso, costo, gasto...– implica una entidad de las cual unos y otros se puedan predicar.

El punto concreto de reflexión es si por “ente” solo debe tenerse el que a su vez, a los ojos del Derecho, sea “persona”.

El párrafo 8 del Marco indica:

“(...) Una empresa que informa es toda organización para la cual existen usuarios, que confían en los estados financieros como su principal fuente de información acerca de la entidad. (...)”

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993, refiriéndose a la noción legal de ente económico, identificó a éste con la empresa. Se trata de una concepción de ente en sentido económico más que propiamente jurídico.

En la vida real muchas empresas sin personalidad, que obviamente son de alguien, una o varias personas, llevan contabilidad. No existe razón alguna para que no lo hagan y, en cambio, sobran los motivos de conveniencia.

Sin embargo, en Colombia, con una concepción legalista de la contabilidad, superada por la teoría y por la práctica de muchos países, se sigue insistiendo, especialmente por los abogados, que solo las personas pueden ser obligadas a llevar contabilidad. Eso dicen las normas legales mayores, como los códigos, pero no faltan normas derivadas, decretos y resoluciones de baja divulgación que, cediendo ante las necesidades reales, obran diferentemente.

Con la posición legalista quedan por fuera todas las hoy denominadas formas asociativas sin personalidad y se resuelve insuficientemente la problemática de los estados financieros consolidados.

El ordenamiento colombiano debe avanzar, sin duda, para arbitrar tratamientos adecuados a esas nuevas realidades y conceptos, sobre todo si se considera la gran actividad económica que se realiza a través de tales formas asociativas y el incremento de los conglomerados empresariales.

Información apropiada para el análisis

La publicidad de las cuentas fue un fenómeno de gran crecimiento en el siglo xx. Otrora el secreto, la reserva o intimidad, fue la regla preferente.

La vía de aumentar la revelación y la transparencia es un camino lento y difícil, tanto por los costos y complejidades que tiene el suministro de mayor información, como por los riesgos comerciales (competencia) y, en países como el nuestro, por los riegos físicos (secuestro de personas adineradas).

Pero la tendencia hacia una mayor información es la orden del día. Ella se encuentra claramente recogida en las normas internacionales de contabilidad. Que los mercados de capitales viven y crecen a partir de información es hoy un corolario indiscutible, recogido por multitud de legislaciones bursátiles y adoptado por diversidad de supervisores de valores.

También es claro que nulos o bajos niveles de información son instrumentos adecuados para la corrupción, permitiendo que en esos sectores se refugien lavadores de activos y evasores de impuestos.

El punto, sin embargo, no se limita al requerimiento de una mayor cantidad de información. Comprende el suministro de información más apropiada para el análisis y, especialmente, con mayor valor de predicción, de lo cual depende que el sistema efectivamente satisfaga el paradigma de la utilidad.

Una buena muestra de la ineficacia de nuestro sistema se encuentra en el apreciable volumen de información remitida a las autoridades, quien tiene que disponer de grupos de numerosos empleados para revisarla. En muchos casos, como se sabe, las observaciones de los Despachos son verdaderamente tardías y traumáticas.

Un apropiado llamado por información para un mejor análisis y predicción es la afirmación de Iasc consignada en el párrafo 17 del Marco según la cual:

“(...) A este respecto, la información sobre la variabilidad de los resultados es importante. (...)”

Qué debe pedirse y cómo debe pedirse no es un asunto que deba o pueda resolverse abstractamente. Es necesario hacer verificaciones del grado de “comprensibilidad” o “legibilidad” de la información, así como permanentes revisiones de la comunidad de preparadores y auditores. En Colombia carecemos de tales estudios y de instrumentos para auscultar la opinión de forma sistemática, cuestiones que el ordenamiento legal debería solucionar.

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 contribuyó de manera importante en aumentar la cantidad de información que debe difundirse. Sin embargo avanzó muy tímidamente en requerir información más apropiada para el análisis. Nuevas reglamentaciones deberían mejorar en este aspecto.

Estados financieros básicos

En el Decreto reglamentario número 2160 de 1986 se introdujo el concepto de estados financieros básicos.

Cuando se redactaba el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se discutió qué estados deberían presentarse para que se entendiera suministrada la información básica. Finalmente se enlistaron el estado de situación o posición financiera (balance), el estado de resultados (pérdidas y ganancias), el estado de cambios en la situación financiera, el estado de flujos de efectivo y el estado de cambios en el patrimonio. Se ordenó, además, que ellos fueran acompañados por notas.

Sin embargo, la discusión sobre la pertinencia de exigir el estado de cambios en la situación financiera continuó. La Ley número 222 de 1995 omitió mencionarlo.

En todo caso, la comunidad contable internacional tiene claro que se necesita de un conjunto mínimo de estados para ofrecer la información básica necesaria. En ese orden de ideas, en el párrafo 20 del Marco Iasc manifiesta:

“(...) Aunque cada uno de los estados suministra información que es diferente de los demás, no es probable que ninguno sea suficiente para un propósito en particular o contenga toda la información necesaria para alguna necesidad de los usuarios en particular. (...)”

En la práctica, la exigencia de estados financieros básicos parece que se ha limitado a cuando se presentan estados financieros de fin de período. Mucha información intermedia, gran parte de los reportes a las autoridades que ejercen inspección, vigilancia o control y múltiples requerimientos en el seno de la contratación estatal, se limitan a contener el balance y el estado de resultados, en la mayoría de veces sin notas.

Lo anterior sería plenamente procedente en el contexto de la información de propósito especial. Pero resulta preocupante cuando alcanza la información de propósito general. O cuando, tratándose de información de propósito especial, las autoridades resultan exigiendo de ella el cumplimiento de requisitos propios de la información de propósito general.

Empresa en marcha

El postulado o hipótesis fundamental de “empresa en marcha” o “continuidad” se encuentra claramente consagrado en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993. Los principios de contabilidad generalmente aceptados orientan la generación de una información contable sobre el supuesto de que la empresa respectiva continuará funcionando normalmente. Es decir, en los términos del número 23 del Marco

“(...) se asume que la empresa no tiene intención ni necesidad de liquidar o cortar de forma importante la escala de sus operaciones. (...)”

El mencionado decreto enumeró algunos criterios para auxiliar el examen sobre la continuidad de la empresa. La Ley número 222 de 1995 fortaleció este concepto, imponiendo cargas concretas respecto de él a los revisores fiscales.

Cuando el postulado de empresa en marcha falla en un caso concreto, la entidad respectiva debería cambiar su base contable por una base de liquidación.

Lentamente, la comunidad de auditores ha venido expresando incertidumbres sobre la continuidad de ciertas empresas.

Sin embargo, en la práctica los administradores, los socios y en ocasiones el mismo Gobierno son reacios a que se declare que una empresa probablemente no podrá seguir funcionando normalmente. El cambio por la base de liquidación se retrasa hasta tanto la situación es de tal naturaleza que ya no es posible ocultarla. Mientras esto sucede los usuarios de la información financiera no reciben un mensaje claro.

En adición a lo anterior, las normas contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 para las empresas en liquidación son demasiado escuetas. En el presente se vive cierta controversia sobre el contenido de los estados en liquidación y sobre si es necesario seguir preparando los estados financieros básicos.

Un nuevo ordenamiento contable debería ser más asertivo sobre los casos en que debiera cambiarse la base contable y debiera orientar de mejor manera la preparación de información en estado de liquidación.

Ahora bien: el postulado de la continuidad aplica no solo cuando la totalidad de la empresa no podrá seguir funcionando normalmente. También debería observarse cuando un segmento del negocio será vendido o desmontado. La tímida regulación del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 contrasta con las claras reglas contenidas en las normas internacionales de contabilidad.

Comprensibilidad

Una de las características cualitativas básicas de la información contable, consagrada tanto en el Marco como en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 es la comprensibilidad.

Entronizado el paradigma de la utilidad esa característica no es una cuestión meramente teórica. Si en la realidad la información no es comprendida le será imposible prestar el servicio para el cual se prepara.

En el escenario de la información de propósito general el usuario no es otro que el “público”. Esto arroja un grado de complejidad puesto que siendo el público un conjunto heterogéneo de personas no identificadas resulta difícil establecer a priori su grado de preparación y capacidad de entendimiento de la información contable.

Para resolver este punto, Iasc, en el canon 25 de su Marco asume:

“(...) Para este propósito, se supone que los usuarios tienen un conocimiento razonable de las actividades económicas y del mundo de los negocios, así como de su contabilidad, y también la voluntad de estudiar la información con razonable diligencia. (...)”

En el mundo de los mercados de capitales esa suposición viene a ser correcta. Pero fuera de él y en países como el nuestro, la más de las veces los usuarios concretos de la información no la entienden adecuadamente.

Aunque las normas pueden hacer algo para mejorar la comprensibilidad de la información contable, es evidente que el asunto requiere de estrategias exógenas al sistema regulatorio, que deben comprender, principalmente, la academia contable y una política de formación del público como la que se ha practicado durante años por la profesión contable en los Estados Unidos de América.

Ante la patente realidad según la cual muchos contadores no han percibido los cambios en el nivel teórico de la normatividad contable, ellos mismos constituyen un elemento tergiversador del sentido de las reglas. La influencia, ya anotada, de la contabilidad tributaria –que filosóficamente no ha avanzado desde sus orígenes– concurre a generar visiones incorrectas.

Fuerza comprender que el sistema contable se inserta en el sistema social y que las características de éste hacen que se realicen o no los cometidos de aquél. El País debería adelantar estrategias educativas para elevar el nivel de cultura contable de sus habitantes. Así, modelos y reglas acrisolados en otras latitudes tendrían una mayor expectativa de eficacia.

El uso de estados financieros abreviados podría ayudar a aumentar la comprensión de la información contable de ciertas empresas.

Valor predictivo de la información

El Código de Comercio colombiano consagra que la contabilidad debe suministrar “la historia clara, completa y fidedigna” de las operaciones.

Sin embargo, como cualquier historiador lo comprende, el cometido no es solamente brindar un confiable recuento de lo sucedido (supuesto asociado con la posibilidad de brindar un valor de realimentación) sino que es necesario que esa historia sirva para orientar la toma de decisiones, cuyo acierto depende de la capacidad de predecir el comportamiento futuro de la economía y de la empresa.

Iasc tiene claro que debe esforzarse por arbitrar reglas que contribuyan a auxiliar el afán predictivo de los usuarios de la información. Así, por ejemplo, en el párrafo 28 de su Marco señala:

“(...) Sin embargo, la capacidad de hacer predicciones a partir de los estados financieros puede acrecentarse por la manera como es presentada la información sobre las transacciones y otros sucesos pasados. Por ejemplo, el valor predictivo del estado de resultados se refuerza si se presentan separadamente los gastos o ingresos no usuales, anormales e infrecuentes. (...)”

Atrás hemos indicado que el valor predictivo de la información se reforzaría si los datos son más elaborados, mas orientados a facilitar el análisis.

Este punto debería estudiarse junto con el establecimiento de señales de alerta, como las que se espera orienten al Superintendente de Sociedades para someter a una empresa a su vigilancia, o las que recientemente se han expedido para mejorar la supervisión bancaria.

El valor predictivo de la información depende, en gran medida, de la disponibilidad de series de datos que permitan monitorear el comportamiento a lo largo de períodos significativos. El bajo requerimiento de comparabilidad (período anterior) pero, por sobre todo, la variabilidad de la normatividad contable, impide la determinación de tendencias de comportamiento. El ordenamiento debería solucionar esta deficiencia.

El incremento del valor predictivo de la información también se logra cuando se alienta la valoración en términos de la consideración de los flujos futuros de fondos que se espera controlar o sacrificar en el curso de los negocios, al paso que se disminuye cuando se privilegia enfoques de mera acumulación histórica.

Materialidad de la información por segmentos

Si algún concepto ha resultado de tortuosa introducción y aplicación ha sido el de materialidad, importancia relativa, o significatividad.

El concepto de materialidad es discutido dentro del Marco. Se encuentra también una exposición al respecto en la serie Conceptos de Fasb. Se discurre en torno a él en los más variados textos de contabilidad.

La materialidad está fuertemente relacionada con el concepto de pertinencia o relevancia de la información contable, junto con el cual suele discutirse, como sucede en el Marco. La materialidad tiene consecuencias en el reconocimiento, afectando en ocasiones la clasificación, en ocasiones el grado de detalle o acumulación de los datos. La materialidad también tiene efecto en el proceso de formación de la información a difundir.

¿Qué es importante? La naturaleza relativa de la importancia la hace de muy difícil manejo en un país acostumbrado a las medidas y criterios absolutos.

La materialidad resulta especialmente conflictiva en la medida en la cual ella se usa como excusa. Cierta superintendencia ha llegado a sostener que se le debe informar de todo y que es a ella a quien corresponde valuar la importancia de las cosas. Pero esto no puede ser así, debido a que la materialidad es un criterio básico para la formulación de la información contable.

La doctrina, oficial y académica, debería orientarse a la formación del criterio. Es necesario que la comunidad de interesados aprehenda a evaluar las situaciones concretas y a establecer de manera neutral y razonable la importancia de los hechos.

Uno de los aspectos en que un adecuado juicio de materialidad es indispensable es aquél que tiene que ver con la definición de qué información y con qué grado de detalle y análisis debe suministrarse al público. El afán de revelación y transparencia puede inducir a un exceso de información. Pero en otros casos, la imposición de ciertas revelaciones resulta crucial para el debido entendimiento del comportamiento futuro de una organización. Tal es el caso de la información por segmentos, respecto de la cual el número 29 del Marco de Iasc explica:

“(...) Por ejemplo, la presentación de información sobre un nuevo segmento, puede afectar a la evaluación de los riesgos y oportunidades a los que se enfrenta la empresa, con independencia de la importancia relativa de los resultados alcanzados por ese nuevo segmento en el período contable. (...)”

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 prácticamente ignoró la información por segmentos.

Debe estudiarse la experiencia desarrollada por la Comisión de Regulación, por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y por las respectivas empresas, orientada a preparar y difundir información separada para cada línea de negocios, como lo ordenó la Ley número 142 de 1994.

También debe pensarse seriamente sobre la tendencia a discriminar los ingresos por fuentes o actividades, al paso que se mantiene la presentación de los costos y gastos por el criterio de naturaleza. Este tipo de información no permite conocer de qué manera una actividad de una empresa está contribuyendo o no a la generación de excedentes.

Ahora bien: la información por segmentos alienta la idea de que es necesario flexibilizar el sistema documental de la contabilidad, concretamente a lo que se refiere con el registro mismo de las operaciones. No cabe duda, tanto teórica como prácticamente, que la generación de información bajo criterios cambiantes, según las necesidades de los usuarios, demanda un sistema de registro menos engorroso que el actual.

Porque una cosa es regular la clasificación y grado de detalle que debe tener un informe y otra, muy distinta, es el sometimiento de la estructura de registro a las inflexibles normas consagradas en los planes únicos de cuentas.

Debe admitirse que la contabilidad de una empresa no es otra cosa que un subsistema que forma parte del sistema de información de la entidad. Debe facilitarse el amplio uso de base de datos relacionales que, entre otras cosas, disminuyen la duplicación de registros.

La experiencia en la implantación y “personalización” de paquetes computarizados de punta muestra una gran dificultad para conciliar las normas contables colombianas que regulan el registro de la información, principalmente contenidas en los denominados planes únicos de cuentas, con las estructuras relacionales y de almacenamiento de tales paquetes. La rigidez de las normas contables hace que prontamente deban reemplazarse unas aplicaciones por otras, cuando esto sería innecesario si no se pretendiera la aplicación de la normativa contable al nivel de “documento fuente”. Leve paliativo ha resultado para este problema la posibilidad de conversión de datos que admite el Decreto reglamentario número 2650 de 1993.

Evaluación de la materialidad

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 consagra un adecuado concepto de materialidad, que armoniza con el adoptado por Iasc. Sin embargo, como se señala en el aparte precedente, en la práctica la aplicación del criterio de importancia relativa a resultado difícil. Vale la pena, entonces, insistir, para lo cual empezamos por traer a cuento el número 30 del Marco en el cual se lee:

“(...) La información tiene importancia relativa, o es material, cuando su omisión o presentación errónea pueden influir en las decisiones económicas de los usuarios, tomadas a partir de los estados financieros. La materialidad depende de la cuantía de la partida omitida, o del error de evaluación en su caso, juzgados siempre dentro de las circunstancias particulares de la omisión o el error.(...)”

En la trascripción anterior hemos puesto en letra inclinada los asuntos que ahora queremos resaltar.

La materialidad no es asunto que se valúa respecto de toda la información de que pueda disponer un usuario, sino a partir de los datos suministrados por los estados financieros. Además, lo material debe establecerse en casos concretos. Esta son las razones por las cuales no se encuentra en la literatura contable, prescriptiva o descriptiva, reglas o patrones unívocos, universales e inflexibles para determinar la significatividad de un asunto.

Por eso, nos parece adecuado la línea seguida por la Superintendencia de Valores que en lugar de imponer criterios de materialidad, como lo pretenden otras autoridades, propende por la revelación de las bases o criterios utilizados en cada caso concreto para evaluar la importancia relativa de los datos.

Fiabilidad de la información

Otro de los grandes temas de debate dentro de la contabilidad colombiana es el que se refiere a la fiabilidad, fidelidad o exactitud de la información. Franco
 afirma:

“(...) La auditoría financiera se concibe en los parámetros tradicionales, razonabilidad de los estados financieros. La razonabilidad se orienta a establecer el grado de coherencia entre los datos contenidos en los estados financieros y la aplicación de los principios de contabilidad generalmente aceptados, sin preocupación por la verdad como correspondencia propia de la calificación de fidedignidad establecida por la legislación contable y la lógica del conocimiento. (...)”

Iasc, en el párrafo 31 del Marco enseña:

“(...) La información posee la cualidad de fiabilidad cuando está libre de error material y de sesgo o prejuicio, y los usuarios pueden confiar en que la imagen fiel de lo que se pretende representar, o de lo que puede esperarse razonablemente que represente. (...)”

Luego, en el número 32, ídem, afirma:

“(...) En otros casos, puede ser relevante reconocer ciertas partidas y revelar el riesgo de error que rodea su reconocimiento y medida. (...)”

Como se ve, Iasc no se matricula con la exactitud de la información, puesto que basta que ésta esté exenta de error material y considera que en algunos casos puede ser pertinente revelar partidas sujetas a error en cuanto a su reconocimiento y medida.

Tampoco el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se inscribe en la corriente de la exactitud de la información.

Ni Iasc ni la norma colombiana descartan la pretensión de exactitud. Pero uno y otra son concientes que esa categoría no es pertinente tratándose de información contable.

Más claramente dicho: por su naturaleza, la información contable no admite ser calificada de fiel o de inexacta. La información contable, más allá de su apariencia matemática y de su naturaleza histórica y verificable, es en primer lugar una representación y en segundo lugar el fruto de una gran serie de juicios basados en criterios técnicos.

La inmensa e importantísima temática de la “subjetividad contable”, presente en todos los casos de valuación, tales como la estimación de valorizaciones o la determinación de la probabilidad de las contingencias, suministra un discurso amplio y convincente sobre esta problemática.

Por otra parte, tampoco es adecuado confundir razonabilidad con aproximación. Puede ser que una información razonable sea en ciertos casos aproximada (o, mejor, estimada) pero ciertamente no es razonable aproximar lo que se conoce con certeza.

Aunque la Ley, el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, varias normas derivadas y un creciente número de pronunciamientos jurisprudenciales han acogido el concepto de razonabilidad, este sigue siendo confuso para la mayoría y, consecuentemente inadmitido, como suele suceder especialmente dentro de los procedimientos de evaluación de conducta de naturaleza penal, contravencional, administrativa o disciplinaria. Inadmisión que genera un alto grado de inseguridad jurídica al hacer impredecible la forma como serán apreciados y fallados tales procesos.

Nuevamente debemos expresar que la calidad de la información contable no va a mejorar significativamente porque se establezca una gran cantidad de reglas inflexibles, que arrojarían un inmenso sentimiento de “objetividad”, sino en la medida en la cual aumente la cultura contable del país y se hagan esfuerzos por la formación del criterio de la comunidad involucrada en la preparación, evaluación y aprobación de la información.

Por último repárese que en el Marco la importancia relativa o materialidad no se discute al interior del concepto de fiabilidad sino de la característica denominada relevancia. Materialidad es un asunto de pertinencia, no un asunto de fidelidad. O, si se prefiere, adviértase que en el serie Conceptos del Fasb la materialidad se presenta como límite o umbral a partir del cual se produce información y no como un elemento de la confiabilidad o de la pertinencia de la información.

Este tema está estrechamente asociado con la introducción del concepto de probabilidad al definir los elementos de los estados financieros. Un activo o un pasivo no es más que la probabilidad de tener beneficios o sacrificios económicos futuros.

Se lee en el Marco:

Numeral 85.

“(...) El concepto de probabilidad se utiliza, en las condiciones para su reconocimiento, con referencia al grado de incertidumbre que los beneficios económicos futuros asociados al mismo llegarán a, o saldrán, de la empresa. (...)”

Numeral 91.

“(...) En la práctica, las obligaciones derivadas de contratos, en la parte proporcional todavía no cumplida de los mismos (por ejemplo las deudas por inventarios encargados pero no recibidos todavía), no se reconocen como tales obligaciones en los estados financieros. No obstante, tales deudas pueden cumplir la definición de pasivos y, supuesto que satisfacen las condiciones para ser reconocidas en sus circunstancias particulares, pueden quedar cualificadas para su reconocimiento en los estados financieros. (...)”

Como es evidente lo probable no es cierto. Pero debe usarse el concepto de probabilidad en lugar del de certeza si verdaderamente se quiere que la información tenga un valor predictivo.

Esencia sobre forma

Dice Iasc en el párrafo 35 de su Marco:

“(...) Si la información sirve para representar fielmente las transacciones y demás sucesos que se pretenden reflejar, es necesario que éstos se contabilicen y presenten de acuerdo con su esencia y realidad económica, y no meramente según su forma legal. (...)”

En desarrollo del concepto de esencia sobre forma, en el párrafo 57 se anotó:

“(...) Al determinar la existencia o no de un activo, el derecho de propiedad no es esencial, así, por ejemplo, los terrenos que se disfrutan en régimen de arrendamiento financiero son activos si la empresa controla los beneficios económicos que se espera obtener de ellos. (...)”

Desde la expedición del Decreto reglamentario número 2160 de 1986 se introdujo al Derecho Contable colombiano el concepto de “esencia sobre forma” o “sustancia”.

Sin embargo, fuerza reconocer que esta consagración es extremadamente débil, en la medida en que no se encuentra en una Ley sino en decretos reglamentarios.

La antigua base legal y la influencia innegable de la contabilidad tributaria hacen que muchos crean que solo hay una realidad: la que arroja la prueba dentro del debate jurídico.

Mas prueba y forma (o, mejor, formalidad) son asuntos que van de la mano desde antiguo, cuando el rito fue usado para establecer de manera inequívoca el sentido de una manifestación de voluntad.

La contabilidad, y dentro de ella especialmente la financiera, ha sido y es un sistema de información económica. Versa sobre hechos económicos y no sobre hechos jurídicos. Como bien lo ha señalado la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano, aún las operaciones ilegales son objeto de registro. Por otra parte, la misma jurisprudencia ha negado que el contador, especialmente el revisor fiscal, sea una especie de censor jurídico.

Así fue en el pasado. Pero esto ha cambiado. No interesa medir, comprobar, asegurar la forma legal. Interesa establecer el estado económico de las empresas, su realidad.

Las discusiones sobre lo real han comprendido asuntos tales como los ajustes por inflación, los costos de investigación, el crédito mercantil, el know how, las provisiones por futuros despidos, el leasing, los derivados, la combinación de negocios, el diferimiento de los costos financieros, las valorizaciones, los intangibles, los patrimonios fiduciarios... En fin... Es una larga lista de temas.

Se necesita, con urgencia, elevar el concepto de esencia sobre forma al nivel legal y hacerlo prevalente en materia de formulación de información contable, por encima de cuestiones legales que deben debatirse y establecerse en otros estadios.

Se requiere impulsar la evaluación de conjunto de las operaciones, para evitar la maraña secuencial de actos jurídicos que busca generar apariencias convenientes por sus repercusiones tributarias o por sus consecuencias en el ámbito de los derechos y obligaciones, especialmente ante el Estado.

Igualmente es indispensable aumentar la habilidad de apreciar la posibilidad de obtener beneficios económicos en el futuro, como condición indispensable para establecer si algo es o no un activo o un pasivo.

Sin duda estamos ante otra cuestión en que al lado de un mejoramiento de lo normativo es imprescindible apoyar la formación del criterio.

Prudencia

En armonía con el Marco, el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 consagra el concepto de prudencia.

En la teoría contable, prudencia o conservadurismo no es un postulado ni un principio, sino una limitación del sistema.

Prudencia no es un concepto que se sobreponga o supere al de fiabilidad. En el párrafo 37 del Marco, Iasc dice:

“(...) Sin embargo, el ejercicio de la prudencia no permite, por ejemplo, la creación de reservas ocultas o provisiones excesivas, la minusvaloración deliberada de activos o ingresos ni la sobrevaloración consciente de obligaciones o gastos, porque de lo contrario los estados financieros no resultarían neutrales y, por tanto, no tendrían la cualidad de fiabilidad. (...)”

Todo cuanto se reconoce en la contabilidad debe responder a la realidad económica y debe ser verificable. Prudencia no es una forma de llevarse por delante la verdad, por el temor de que algo pueda pasar.

Cuando, como sucede con frecuencia, aduciendo la prudencia, se exigen por las autoridades cosas tales como abstenerse de registrar un ingreso o de reconocer un activo o se exige contabilizar provisiones genéricas que no se sabe a que partidas corresponden, en verdad las autoridades actúan como administradores o propietarios de los entes y degradan la fiabilidad de la información contable.

Actitud que es de mayor gravedad cuando lo que se permite a uno se niega a otro.

Que la autoridad deba propiciar un régimen prudencial y que su actividad deba ser precautelativa no es motivo suficiente para tergiversar la realidad económica, exigiendo el registro de partidas sin evidencia que soporte su reconocimiento. En muchas ocasiones bajo el manto de la prudencia se esconde una decisión arbitraria, inspirada en temores o conveniencias de orden político o social, que no son propias de un sistema de información al que se ha encomendado mostrar la imagen fiel de una entidad.

La legislación colombiana debe precisar de mejor manera el ámbito de aplicación del concepto de prudencia.

Costo – beneficio

Dice el párrafo 38 del Marco:

“(...) Para ser fiable, la información en los estados financieros debe ser completa dentro de los límites de la importancia relativa y el costo. (...)”

Más adelante, en el párrafo 44 se lee:

“(...) El equilibrio entre costo y beneficio es una profunda restricción, más que una característica cualitativa. [...] No obstante, los elaboradores de normas contables en particular, así como los que preparan los estados financieros y los usuarios en general, deben ser conscientes de esta restricción. (...)”

Mientras que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 consagró las reglas de revelación plena y de materialidad se abstuvo de acoger el concepto de costo beneficio, el cual es claramente aceptado tanto por Iasc como por Fasb. Omisión que se produjo de manera expresa al rechazar la propuesta emanada del respectivo grupo de trabajo.

Existen dos costos asociados con la información contable: el costo de preparar y difundir la información y el costo de analizarla y usarla.

Así las normas legales omitan la consagración del concepto del costo – beneficio éste está presente en la racionalidad de los operadores y demás protagonistas del mercado y sus decisiones se adoptan considerándolo.

La creación de información costosa y no beneficiosa hace que la contabilidad contribuya al deterioro social por la vía del consumo innecesario de recursos. La necesidad de insumir grandes recursos para analizar y utilizar la información termina restándole utilidad al provocar que solo algunos sean capaces de afrontar las erogaciones respectivas.

En Colombia la infracción a la racionalidad que conlleva la aplicación del concepto de costo – beneficio es generalizada, sobre todo por los constantes cambios que introducen los reguladores contables a los sistemas de información, por la inflexibilidad, ya anotada, de las estructuras de registro y por la pretensión de aplicar tales cambios de manera más o menos rápida.

Una visión moderna, alimentada por las técnicas y razonamientos del análisis económico del derecho, sin duda concluye que el desconocimiento de la ecuación costo – beneficio en las labores de diseño de los sistemas contables y en la determinación de cargas de revelación en realidad está disminuyendo la eficacia del sistema.

Como en otros países, la legislación, a más de consagrar el principio, debería exigir estudios en esta materia, que sirvan de sustento para justificar los costos provocados para modificar el sistema.

Los esfuerzos pasados encaminados a crear formularios únicos, bases de información únicas, se frustraron por la falta de reglas comunes, como se explicará en mayor detalle más adelante. Sin embargo, se debe seguir estudiando cómo llevar a la realidad el deseo de disminuir la cantidad de información, simplemente reclasificada, que debe enviarse a diferentes instancias.

Comparabilidad

Esta claro dentro de la teoría contable la necesidad de que la información, construida sobre bases homogéneas, permita la comparación entre períodos y entre empresas. Tanto el Marco como el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 así lo consagran.

La práctica de presentar estados comparativos, que comprenden dos períodos, se ha ido extendiendo y es generalmente observada.

Sin embargo, hay algunos asuntos respecto de los cuales quedan cosas por hacer.

Iasc en el párrafo 39 del Marco dice:

“(...) También deben ser capaces los usuarios de comparar los estados financieros de empresas diferentes, con el fin de evaluar su posición financiera, desempeños y cambios en la posición financiera en términos relativos. (...)”

Y en párrafo 40 anota:

“(... ) Una implicación importante, de la característica cualitativa de la comparabilidad, es que los usuarios han de ser informados de las políticas contables empleadas en la preparación de los estados financieros, de cualquier cambio habido en tales políticas y de los efectos de tales cambios. (...)”

Luego en el numeral 41 afirma:

“(...) También es inapropiado para una empresa conservar sin cambios sus políticas contables cuando existan otras más relevantes o fiables. (...)”

Una de las cuestiones en que es necesario mejorar toca con la comparabilidad entre empresas. Esta se encuentra dificultada por la variedad de reguladores contables, de planes de cuentas y de cargas en materia de revelaciones.

Una segunda cuestión tiene que ver con la pérdida de comparabilidad generada dentro de un mismo período por los cambios introducidos al régimen legal. No es extraño observar que el período se inicie con ciertas reglas de valuación de inversiones o de cartera y termine con otras. Así, no solo falta comparabilidad de un período a otro, sino que, además, las cifras acumuladas no son el producto de bases homogéneas. 

Ciertamente los cambios, por principio, se fundamentan en el propósito de mejorar la calidad de la información. Esto, sin embargo, no está demostrado. El punto es que las revelaciones sobre cambios contables no son tan detalladas como se debiera.

Los casos en que la información pierde comparabilidad por la decisión de no incurrir en los costos que tendría el recálculo de ciertas cifras son abundantes.

Por otra parte, de forma inconsciente si se quiere, el País ha sido demasiado lento en adoptar nuevas políticas y reglas contables. Esto suena a paradoja. Es que de un lado con gran frecuencia se alteran las normas técnicas pero con ello no siempre se adoptan las nuevas tendencias internacionales.

Es así como desde su expedición no se hace una actualización del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, a pesar que su punto de referencia, las normas internacionales de contabilidad emitidas por Iasc, ha sufrido una modificación sin precedentes.

Las consecuencias son dos: obsolescencia del sistema y perdida de coherencia. Obsolescencia porque las cosas ya no son como eran en el contexto internacional. E incoherencia porque en algunos casos las normas técnicas han aquilatado reglas más modernas pero que no armonizan correctamente con el marco conceptual colombiano.

Un nuevo ordenamiento debe procurar su oportuna actualización, mejores reglas para respetar la comparabilidad y estrategias concretas para absorber los efectos de los cambios sin traumas y con los menores costos.

Aplicación equilibrada de las características de la información

El Marco, en su párrafo 43, señala:

“(...) La gerencia puede necesitar sopesar los méritos relativos de la presentación a tiempo frente al suministro de información fiable. (...)”

Y en el número 45 concluye:

“(...) En la práctica, es a menudo necesario un equilibrio o contrapeso entre características cualitativas. (...)”

La problemática de la oportunidad versus la exactitud se ha desenvuelto principalmente en el terreno de la información financiera intermedia, tan usual en los mercados de valores y tan indispensable para los supervisores.

Obviamente, los estados financieros intermedios deben satisfacer como mejor se pueda la pretensión de exactitud. En el caso colombiano la Ley número 222 de 1995 vino expresamente a dar valor legal a esos estados, con la sola exclusión de su uso para efecto del reparto de utilidades.

La fraseología utilizada por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 y el aumento de valor producto de la Ley 222, citada, han hecho pensar a muchos que ha desaparecido la cuestión de oportunidad versus exactitud.

También viene a restar importancia a la problemática el impresionante avance de la tecnología de la información que permite manejar cada vez mayores volúmenes de datos en tiempos más cortos.

Pero tanto para iasc como para Fasb pertinencia y confiabilidad (que incluye el dilema entre oportunidad y fidelidad representativa) son características que se encuentran en extremos opuestos de la balanza que pretende arrojar utilidad.
Como la gran mayoría de preparadores contables colombianos son pequeñas empresas el dilema entre los extremos de la balanza continúa y se expresa claramente en la velocidad con la que se formulan las cuentas de fin de período y en la frecuente presentación de declaraciones tributarias sobre la base de registros auxiliares.

Estrategias tales como los estados financieros abreviados, el reconocimiento de valor a los libros auxiliares, el uso de bases estadísticas, que consagró el citado decreto, han tenido poco efecto. Mientras tanto los requerimientos de información interina se han incrementado notoriamente.

Finalmente debe decirse que en la sede de la evaluación de la conducta de los preparadores de la información sólo se mira la confiabilidad, sin considerar las circunstancias concretas en que se hubiere encontrado el preparador cuando estaba generando la información. Resultará de especial interés saber de qué manera culminarán los procesos en que se viene discutiendo la diligencia de ciertos funcionarios que se encontraban en medio de cambios de planes contables y reorganizaciones empresariales.

Control versus propiedad

En la senda de desprender la contabilidad de su concepción legalista y de entronizar definitivamente un modelo contable de inspiración, objeto y finalidad económica, es necesario reemplazar las nociones anteriores de los elementos de los estados financieros por significados más económicos que jurídicos.

Aparece así en la literatura contable el concepto de control de los recursos, el cual se logra en la mayoría de los casos a través de su propiedad, pero que puede darse sin que ésta se encuentre presente. Además, también existen casos en que teniendo la propiedad no pueda disponer de sus beneficios económicos, caso en el cual bajo una concepción económica no se estaría en presencia de un activo.

Es así como, por ejemplo, el número 49 del Marco define:

“(...) Un activo es un recurso controlado por la empresa como resultado de eventos pasados, del que la empresa espera obtener, en el futuro, beneficios económicos. (...)”

La referencia al control de los recursos en vez de a su propiedad se encuentra tanto en Iasc como en Fasb. El grupo de trabajo que preparó el proyecto del que luego fue el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 acogió ampliamente esta nueva concepción.

Desafortunadamente, funcionarios del Gobierno, en la revisión final del proyecto, introdujeron cambios en algunas de las normas. Es así como, por ejemplo, activo fue definido como un recurso obtenido y no como un recurso controlado.

Es claro que esa mezcla entre conceptos antiguos y actuales afecta la coherencia teórica del modelo y es fuente de interpretaciones enrarecidas que encuentran amparo en la letra de la Ley.

Un nuevo ordenamiento debe velar por la pureza del sistema.

Realización

Siguiendo la guía de Iasc, consignada en su Marco, el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 quiso establecer un criterio de realización económico, antes que jurídico y tan amplio como para reconocer todo cambio en los recursos y no solamente los provenientes de transacciones
. Esta posición se anexa a aquélla, muy antigua, según la cual la contabilidad opera bajo el criterio de causación y no bajo el reconocimiento exclusivo de flujos de efectivo.

Entre otros números del Marco pueden citarse:

Numeral 59.

“(...) De igual manera, la ausencia de un desembolso relacionado no impide que se esté ante una partida que satisfaga la definición de activo, y que se convierta por tanto en una candidata para reconocimiento como tal en el balance de situación general. (...)”

Numeral 60.

“(...) No obstante, las obligaciones también aparecen por la actividad normal de la empresa, por las costumbres y por el deseo de mantener buenas relaciones comerciales o actuar de forma equitativa. (...)”

Numeral 75.

“(...) La definición de ingresos incluye también las ganancias no realizadas; por ejemplo aquéllas que surgen por la revalorización de los títulos cotizados o los incrementos de valor en libros de los activos a largo plazo. (...)”

Numeral 80.

“(...) La definición de gastos también incluye a las pérdidas no realizadas, por ejemplo aquéllas que surgen por el efecto que los incrementos en la tasa de cambio de una determinada divisa tienen, sobre los préstamos tomados por la empresa en esa moneda. (...)”

Numeral 101.

“(...) Además, algunas empresas usan el costo corriente como respuesta a la incapacidad del modelo contable del costo histórico para tratar con los efectos de los cambios en los precios de los activos no monetarios. (...)”

Sin embargo, en la práctica esta visión tiene un gran rechazo, en especial por las consecuencias que tiene en materia tributaria. Si esta comunicabilidad entre la contabilidad financiera y la contabilidad tributaria, ya censurada, no existiera, posiblemente habría menos oposición a las concepciones indicadas.

Con todo, no cabe duda alguna que en la actualidad el modelo contable imperante reconoce al lado de los resultados por transacciones, los resultados por exposición a la inflación y los resultados por tenencia. Así mismo, el modelo de valor o costo histórico se abandona cada vez más por el modelo de valor razonable de mercado, con el consecuente reconocimiento en las cuentas de resultados.

En las décadas de los años 70 y 80 del siglo pasado existía una gran confrontación teórica sobre los criterios de valuación. Muchas personas se aferraban –como aún hoy sucede en Colombia– al modelo de costo histórico
.

Sin embargo, en los años 90 y ya para el siglo xxi es claro el triunfo del concepto de valores razonables de mercado, que en nuestro medio han ido introduciendo las Superintendencias Bancaria y de Valores
.

Capital nominal versus Capital operativo

En el siglo xx arreciaron las críticas contra la contabilidad financiera por su incapacidad para medir la realidad económica al omitir múltiples consideraciones que los economistas, en cambio, han venido reconociendo centurias atrás. Como reacción una nueva escuela contable puja por hacerse campo preocupándose por medir la creación de valor económico y por reflejar asuntos tales como el conocimiento.

Entre los conceptos que ciertamente son un obstáculo para que la contabilidad sea plenamente un medio de reflejo de lo económico se encuentra el concepto de capital nominal, extendido en todas las bases contables de estirpe legalista, el cual implica ciertos conceptos de los elementos de los estados financieros y una muy concreta definición de utilidad o resultado.

Iasc, al igual que Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se inscriben en el modelo de capital nominal. No obstante, tímidamente, Iasc en el número 103 de su Marco reconoce que

“(...) La selección del concepto apropiado del capital, por parte de una empresa, debe estar basada en las necesidades de los usuarios de los estados financieros. (...)”

Y, consecuentemente, en el número 106, advierte que

“(...) El concepto de mantenimiento del capital físico exige la adopción del costo corriente como base de la medición contable. (...)”.

Mientras en el modelo de capital nominal la utilidad es cuestión que depende de los ingresos, costos y gastos que son definidos como los resultados de las transacciones, en el modelo de capital operativo la utilidad depende de los cambios en los activos y pasivos y los ingresos, costos y gastos pasan a ser definidos como incrementos o decrementos de los activos y pasivos y no simplemente como los resultados de las operaciones de venta de bienes o prestación de servicios.

Otras cuestiones sobre el marco conceptual consagrado en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993

Definición de principios o normas de contabilidad generalmente aceptados

¿Contabilidad legal?

Tal cual se definieron los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados por el artículo 6º de la Ley número 43 de 1990, reproducido por el artículo 1º del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se ha llegado a considerar que tales principios o normas requieren de consagración legal para que puedan ser exigibles.

En este orden de ideas resulta especialmente preocupante la posición adoptada en veces por la jurisprudencia en el sentido de exigir que de una u otra manera toda obligación contable esté prevista en la ley, pues de lo contrario, en su sentir, el reglamento no podría establecer requisitos.

Resulta necesario que la legislación acepte que la contabilidad es una disciplina autónoma. También es indispensable que la legislación admita la evolución de las teorías contables, evitando impedir su recepción por la vía de no reconocer más contabilidad que la regulada legalmente.

En otras palabras: es necesario rescatar el valor normativo de lo técnico.

Libertad en materia de registros

Con ocasión de los comentarios que se incluyen en una parte anterior de este documento con relación a la información por segmentos, se sostuvo que la clasificación impuesta por los planes únicos de cuentas, generalmente basada en la naturaleza de las transacciones y no en la actividad a la cual pertenecen, en la medida en la cual es de necesaria aplicación al nivel de registro, dificultad enormemente el uso de sistemas de registro flexibles y hechos a la medida de cada ente.

Como se recordará, el Código de Comercio Terrestre, que rigió de 1887 a 1972, se ocupaba casi exclusivamente del registro contable en sus aspectos formales.

Esas normas fueron consideradas como inconvenientes, razón por la cual, desde la Comisión Revisora del Código de Comercio que culminó sus trabajos en 1958 y luego en las Comisiones Revisoras que presentaron sus trabajos en 1971, se propuso adoptar una mayor libertad.

Es así como el artículo 48 del Código de Comercio vigente dispuso que “...será permitida la utilización de otros procedimientos de reconocido valor técnico contable, con el fin de asentar sus operaciones, siempre que facilite el conocimiento y prueba de la historia clara, completa y fidedigna de los asientos individuales y el estado general de los negocios.”

En la realidad la libertad consagrada ha venido a ser muy reducida.

La debilidad comprobada de los subsistemas documentales de la contabilidad impulsó la expedición del Decreto reglamentario número 1798 de 1990, que fue recogido, con pequeñas mejoras, por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993. Además algunas entidades gubernamentales de supervisión han expedido normas en materia de registros y libros.

Por la misma época, el artículo 6° de la Ley número 43 de 1990 incluyó dentro de los principios de contabilidad las “... reglas que deben ser observados al registrar ... contablemente...” las actividades económicas de una persona.

Así, al contrario de lo que sucede en muchas otras latitudes, los principios no se limitan a un conjunto de conceptos básicos, sino que incluyen reglas sobre el subsistema documental de la contabilidad. Ya se ha resaltado que las normas internacionales de contabilidad no se ocupan de dicho subsistema.

Ahora bien: aludiendo estrictamente al tema de registros y libros debe recordarse que en muchos países no existen normas especiales a este respecto, dejando en verdadera libertad a los preparadores. Esto demuestra que no es necesaria o imprescindible una detallada reglamentación de la materia, siendo posible juzgar los subsistemas documentales a partir de ciertos criterios generales.

El país no ha sido aún capaz de admitir medios de prueba electrónicos. Aunque es presumible que una nueva cultura en este sentido se logre al influjo de los desarrollos tecnológicos y de la aplicación de la Ley número 527 de 1999, en materia contable esta modernización no se dará mientras se siga exigiendo que la contabilidad se vierta en libros registrados, pues esto impone necesariamente la utilización del papel. Como se sabe, los medios electrónicos solo tienen una real cabida en tratándose de la conservación de información, pero no suelen ser admitidos tratándose de la contabilidad de recientes períodos.

Se contestará que ciertos ramos de la legislación son más amplios en materia de aceptación de la información electrónica, como la legislación tributaria. Este es cierto en teoría pero debe replicarse que la mayoría de las instituciones gubernamentales y judiciales del país no tiene medios humanos ni físicos para adelantar su gestión frente a medios electrónicos.

Además del hecho que los libros de contabilidad están legalmente atados al papel, muchas normas sobre los soportes implican también la utilización de ese medio material.

La rigidez en materia del subsistema documental ha aumentado, como ya se dijo, porque los planes únicos de cuentas no son otra cosa que la regulación de los registros contables.

Mientras ésta es la situación en nuestro país, al nivel internacional se viene tratando de desarrollar un modelo electrónico común para manejar la información contable.

En www.xbr.org se lee
:

“… What are we doing? XBRL.ORG is developing the eXtensible Business Reporting Language (XBRL) for the preparation and exchange of business reports and data. The initial goal of XBRL is to provide an XML-based framework that the global business information supply chain will use to create, exchange, and analyze financial reporting information including, but not limited to, regulatory filings such as annual and quarterly financial statements, general ledger information, and audit schedules.

XBRL is freely licensed and facilitates the automatic exchange and reliable extraction of financial information among various software applications anywhere in the world.

The XBRL Specification and the first taxonomy for financial reporting of commercial and industrial companies under US GAAP was released on July 31, 2000. This was a major milestone for the XBRL framework.

This release will allow for the creation of XML-based financial statements using XBRL. …”

De manera que también en esta materia se está transitando el camino de la estandarización, que en este caso concreto es claramente electrónica.

El país debe modificar sus reglas documentales en materia contable y verdaderamente permitir la utilización de estos nuevos conceptos y herramientas.

Ambito de aplicación del Decreto 2649 de 1993

El grupo de trabajo que preparó el proyecto que luego se convirtió en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 propuso que se excluyera de su aplicación a las entidades que estuvieran sometidas a las reglas expedidas por el Contador General de la Nación. Sin embargo, el Gobierno decidió eliminar dicha exclusión, lo que permitió que, al menos temporalmente, las normas del decreto fuesen aplicadas por entidades estatales.

En la actualidad existe clara diferenciación entre los sujetos que son o no son obligados por las normas expedidas por el Contador General de la Nación.

No obstante, es un hecho que muchas empresas estatales, como ya se anotó, participan en mercados donde actúan mayoritariamente entes privados.

Así las cosas, hay que resolver el siguiente interrogante: ¿puede existir un único marco conceptual para la contabilidad de los entes públicos y los entes privados?

Iasc ha decidido no ocuparse de la contabilidad gubernamental, manteniendo cierta coordinación con el cuerpo técnico que al interior de Ifac se ocupa de tal contabilidad.

Parece conveniente crear mecánicas de coordinación y armonización entre la contabilidad gubernamental y la contabilidad privada.

Objetivos de la información contable

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 hace una completa enumeración de los objetivos que debería satisfacer la información contable.

Sin embargo, resulta orientando la contabilidad financiera, sobre la cual centra sus esfuerzos, a satisfacer los objetivos propios de otras modalidades de la contabilidad y a contribuir a la solución de necesidades que no son propias de los participantes en el mercado de capitales.

Es necesario separar los objetivos de la contabilidad financiera de los que corresponden a otras modalidades contables y a usuarios distintos de los que participan en el mercado de capitales.

Normas básicas

Enfrentado a la discusión sobre qué debe entenderse por principios, normas y políticas contables, el grupo de trabajo que preparó el proyecto de decreto que hoy se distingue con el número 2649 de 1993, prefirió utilizar la expresión normas básicas y afirmar que ellas se componen de postulados, conceptos y limitaciones.

Sin embargo, al describir cada uno de esos postulados, conceptos y limitaciones evitó clasificarlos entre estas categorías.

Un mejor entendimiento del marco conceptual podría lograrse si se separan debidamente estos elementos de las normas básicas, así:

Postulados – ente, continuidad, unidad de medida y período.

Conceptos – Valuación o medición, esencia sobre forma, realización, asociación, mantenimiento del patrimonio y revelación plena.

Limitaciones – Importancia relativa o materialidad, prudencia, características y prácticas de cada industria y costo beneficio (éste último, como ya se dijo, no aparece en el decreto en comento).

Unidad de medida

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 consagró el postulado de la unidad de medida. Al efecto acogió el principio de moneda funcional y luego, dentro de las normas técnicas generales, precisó que en Colombia la moneda funcional es el peso.

Es claro que hoy se contempla como información contable ciertos datos que no son expresados en unidades monetarias y que, en veces, se vierten a manera de texto.

También es evidente que, no obstante operar en Colombia, existen empresas dentro del territorio cuya moneda funcional no es el peso. En ocasiones la moneda funcional es el dólar.

La legislación debería mejorar el concepto de unidad de medida y admitir el uso de la real moneda funcional.

Período

Aunque el año calendario puede ser dividido en varios períodos contables, la legislación fuerza un cierre a 31 de diciembre de cada año.

En otros países existe plena libertad para determinar el período.

La conveniencia de acercar el período contable al concepto de ciclo de negocio, que redundaría en mejor información y disminuiría la problemática de los diferimientos, es asunto del que se debiera ocupar la legislación.

Valuación o medición

La norma colombiana consagra diferentes maneras de valuación: valor histórico, valor de reposición, valor de realización y valor presente. Hace un leve uso de estas alternativas a lo largo de las normas técnicas, aunque dando clara preponderancia al valor histórico.

La tendencia internacional hacia el valor de mercado implica un cambio en la primacía del valor histórico con grandes consecuencias al nivel de las normas técnicas.

Por lo demás, el legislador debiera impulsar el desarrollo de los sistemas, métodos e instituciones que son necesarios para poder contar con valores de mercado utilizables por la contabilidad financiera.

Estados financieros

Indebidamente el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 considera que los estados financieros básicos son una especie de estados financieros de propósito general.

También incorrectamente asume que todos estados financieros intermedios son de propósito especial.

La caracterización de los estados financieros extraordinarios ha resultado conflictiva.

Las categorías de estados financieros deben ser ajustadas para acoger correctos criterios de clasificación y las respectivas definiciones deben ser afinadas.

Comparación de las normas internacionales de contabilidad con las normas colombianas

Precisiones previas

Existe una marcada tendencia a hacer comparaciones entre normas, enfrentando su tenor literal. Se trata de una comparación facial. Este método es útil para darse una idea sobre el detalle de una regulación y para advertir conceptos y prácticas específicas que no son comunes.

Sin embargo, ese método es bastante precario y el valor de las conclusiones que de él se deriven, si no son acompañadas de otras consideraciones, puede ser muy criticable desde un punto de vista científico.

El correcto sentido de una norma está dado, entre otras cosas, por su puesto dentro del sistema al cual pertenece. Existen múltiples relaciones de coordinación y subordinación dentro de un sistema, cuyo conocimiento es necesario para derivar el correcto entendimiento de una norma específica.

Así, el método comparativo exige el conocimiento del contexto en que se produce un ordenamiento, lo cual, entre otras cosas, supone el conocimiento de la respectiva cultura. Exige también conocimiento de su historia. De sus finalidades. De su estructura. De sus marcos conceptuales y de sus limitaciones. De su lenguaje...

El método comparativo privilegia el análisis al nivel de cuerpos completos o de instituciones, dejando para un lugar posterior la comparación entre expresiones individuales del sistema.

En consecuencia, la realización de una comparación o el uso de sus conclusiones puede dar lugar a errores conceptuales si es practicada exclusivamente de manera facial o por personas desprovistas del conocimiento global de los sistemas a los cuales pertenecen las normas.

Entre las normas internacionales de contabilidad y las normas contables colombianas existen grandes diferencias de contexto. Una de ellas, que ya se anotó, corresponde a la diferencia del marco jurídico de referencia y destino. Las normas internacionales se han concebido sobre los sistemas legales de los diferentes países. Resulta, entonces, un gran error reconducir sus reglas al interior de un cuerpo jurídico específico.

En segundo lugar, es necesario repetir que las normas internacionales de contabilidad tienen como objetivo principal apoyar el desarrollo de un mercado de capitales mundial. Esta aspiración es totalmente opuesta a las pretensiones de un ordenamiento local que, por razones jurídicas, se agota en las fronteras del territorio respectivo y que tuvo como propósito establecer una regulación general de la contabilidad.

En tercer lugar, ha de volverse sobre la advertencia según la cual las normas internacionales de contabilidad dejan de lado la problemática de las cuentas y de sus relativos sistemas de contabilidad. Se ocupan de la información al público y de las revelaciones que las acompañan.

En cuarto lugar, los 140 artículos que componen el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 fueron expedidos simultáneamente (aunque luego se le han hecho pequeñas modificaciones). En cambio, las normas internacionales de contabilidad se han expedido a lo largo de varios años. No al mismo tiempo como aquéllos lo fueron. Además el orden de expedición de las normas internacionales de contabilidad no corresponde al orden de los números que las distinguen.

A sabiendas de todo lo anterior, se presenta a continuación una comparación preliminar (metodológicamente hablando) entre las normas internacionales de contabilidad y las normas contables colombianas, advirtiendo de su carácter principalmente facial.

Esta comparación preliminar será usada como insumo para elaborar la parte final de este documento, en el cual se harán las consideraciones del caso para lanzar un juicio de conjunto, superando así las eventuales distorsiones de dicho análisis.

Método de la exposición

Se analizan a continuación las normas de contabilidad internacionales vigentes. Sin embargo, no se incluyen las normas que ya se sabe perderán vigencia en el inmediato futuro. Se discuten según su orden numérico y no según su fecha de expedición o de entrada en vigencia. Se presentan individualmente y no por eventuales agrupaciones de orden temático que serían procedentes. Se omite una referencia a los proyectos de Iasc que podrían dar lugar a adiciones o cambios de esas normas en un futuro cercano.

En primer lugar se presenta el resumen oficial de la norma respectiva. Este ha sido tomado de la página electrónica de Iasc (www.iasc.org.uk). Se mantiene en su lengua oficial, el inglés.

En segundo lugar, se presentan las ponencias elaboradas por los diferentes miembros del Centro de Estudios en Derecho Contable, en las cuales se enumeran las diferencias faciales identificadas y unos breves comentarios sobre la posibilidad de introducir la norma respectiva al ordenamiento colombiano
. Esto último NO debe entenderse como que tal introducción pudiera hacerse con miras a su aplicación general y de manera no condicionada, asuntos que se discutirán posteriormente.

Se considera que existe vacío en la regulación aún cuando de normas generales pudiera llegarse a aplicaciones concretas similares a las dispuestas por las normas internacionales de contabilidad.

En muchas ocasiones se computa como diferencia el diferente grado de extensión de las normas en cuestión. En varios casos esta diferencia podría considerarse como no substancial y achacarse al estilo jurídico o técnico del respectivo cuerpo normativo. Sin embargo la experiencia indica que el mayor grado de detalle auxilia de mejor manera el entendimiento y aplicación de la norma.

Se considera que hay vacío aunque el punto pueda estar tratado por normas de carácter tributario o por orientaciones del Consejo Técnico de la Contaduría Pública. Las soluciones fiscales se descartan por asumir que han sido establecidas principalmente para determinar la base gravable y no para propósitos de mostrar la realidad económica ante usuarios indeterminados (exceptuamos algunos casos en que la norma legal es aplicable contablemente por expresa disposición en este sentido, como en el caso de los arrendamientos financieros). Las orientaciones del Consejo se excluyen por su declarada falta de obligatoriedad.

IAS 1: PRESENTATION OF FINANCIAL STATEMENTS
Revised effective for periods beginning on or after 1 July 1998.

Replaces existing:

IAS 1, Disclosure of Accounting Policies,

IAS 5, Information to Be Disclosed in Financial Statements, and 

IAS 13, Presentation of Current Assets and Current Liabilities.

The old IAS 1, 5, and 13 remained effective until 1 July 1998. 
Summary of IAS 1 

IAS 1 defines overall considerations for financial statements: 

· Fair presentation 

· Accounting policies 

· Going concern 

· Accrual basis of accounting 

· Consistency of presentation 

· Materiality and aggregation 

· Offsetting 

· Comparative information 

Four basic financial statements: IAS 1 prescribes the minimum structure and content, including certain information required on the face of the financial statements: 
· Balance sheet (current/noncurrent distinction is not required) 

· Income statement (operating/nonoperating separation is required) 

· Cash flow statement (IAS 7 sets out the details) 

· Statement showing changes in equity. Various formats are allowed: 

1. The statement shows (a) each item of income and expense, gain or loss, which, as required by other IASC Standards, is recognised directly in equity, and the total of these items (examples include property revaluations (IAS 16, Property, Plant and Equipment), certain foreign currency translation gains and losses (IAS 21, The Effects of Changes in Foreign Exchange Rates), and changes in fair values of financial instruments (IAS 39, Financial Instruments: Recognition and Measurement)) and (b) net profit or loss for the period, but no total of (a) and (b). Owners' investments and withdrawals of capital and other movements in retained earnings and equity capital are shown in the notes. 

2. Same as above, but with a total of (a) and (b) (sometimes called 'comprehensive income'). Again, owners' investments and withdrawals of capital and other movements in retained earnings and equity capital are shown in the notes. 

3. The statement shows both the recognised gains and losses that are not reported in the income statement and owners' investments and withdrawals of capital and other movements in retained earnings and equity capital. An example of this would be the traditional multicolumn statement of changes in shareholders' equity. 

Other matters addressed: 

· Notes to financial statements 

· Requires certain information on the face of financial statements 

· Income statement must show:

· --revenue

· --results of operating activities

· --finance costs

· --income from associates and joint ventures

· --taxes

· --profit or loss from ordinary activities

· --extraordinary items

· --minority interest

· --net profit or loss

· Offsetting (netting) 

· Summary of accounting policies 

· Illustrative Financial Statements 

· Disclosure of compliance with IAS 

· Limited "true and fair override" if compliance is misleading 

· Requires compliance with Interpretations 

· Definitions of current and noncurrent 
Diferencias advertidas

1) La norma internacional no es aplicable a la información intermedia (estados financieros de períodos intermedios) que se presente en forma abreviada o condensada. Como se verá más adelante, las normas colombianas consideran los estados financieros intermedios como estados financieros de propósito especial.

2) La norma internacional es de aplicación para todos los tipos de empresas, incluyendo los bancos y las compañías de seguros. Los requisitos adicionales de la información a suministrar por bancos y otros establecimientos financieros similares, están fijados en la NIC 30, información a revelar en los estados financieros de bancos e instituciones financieras similares. En Colombia, los estados financieros de las instituciones financieras, dentro de las cuales se encuentran los bancos, se rigen por las disposiciones especiales que determina la Superintendencia Bancaria. El artículo 113 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 dispuso que “(...) Los estados financieros y demás información contable que deben ser presentados a las autoridades o publicados con su autorización, se rigen por normas especiales que éstas dicten, las cuales deben sujetarse al marco conceptual de la contabilidad y a las normas técnicas generales (...)”. Así las cosas, las normas sobre revelaciones tienen una aplicación muy restringida. Entre las empresas a que estas normas no aplican se encuentran también las entidades sometidas a la vigilancia o el control de la Superintendencia de Valores (adviértase que los emisores de valores, que son uno de los principales destinatarios de las normas internacionales de contabilidad, son controlados por esta Superintendencia).

3) La norma internacional advierte que utiliza terminología propia de las empresas con ánimo de lucro. Indica la norma que las empresas o entidades sin ánimo de lucro pueden tener necesidad de modificar descripciones utilizadas para ciertas partidas de los estados financieros. Tales empresas podrán optar, igualmente, por incluir en la presentación de los estados financieros los componentes adicionales que precisen. El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 fue diseñado para ser aplicado por todo tipo de entidades. Algunas de sus normas se refieren a cuentas, eventos o transacciones propias de entidades sin ánimo de lucro. Sin embargo, es evidente que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 no considera suficientemente las peculiares características de las entidades sin ánimo de lucro. La norma colombiana consagra dentro de sus normas básicas la denominada “características y prácticas de cada actividad”, sin embargo a lo largo del decreto no existen aplicaciones concretas de esta limitación que permitan a las entidades sin ánimo de lucro apartarse de normas que claramente se ocupan de empresas con ánimo de lucro.

4) Las empresas públicas con ánimo de lucro, pueden, aplicar los requisitos establecidos en la norma internacional. En Colombia los estados financieros de las entidades públicas, con o sin ánimo de lucro, se rigen por las disposiciones emanadas del Contador General de la Nación.

5) La norma internacional no incluye como estado financiero de propósito general el estado de cambios en la situación financiera. Aunque el estado de cambios en la situación financiera está enlistado dentro de los exigidos por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, la Ley número 222 de 1995, al regular los estados financieros de las sociedades –artículo 35–, no se refirió a él. La doctrina oficial ha considerado que no obstante esta falta de mención, dicho estado sigue siendo exigible a las sociedades.

6) La norma internacional aplica solamente a estados financieros de propósito general; no hace ninguna referencia a estados financieros de propósito especial. En Colombia existe una definición y una enumeración de estados financieros de propósito especial. Las reglas generales sólo se aplican a éstos en forma residual.

7) La norma internacional aconseja a las empresas que presenten aparte de los estados financieros un informe financiero de los administradores que describa y explique los principales hechos de la actividad llevada a cabo por la entidad, así como de su posición financiera y de las principales incertidumbres a las que se enfrenta e indica otros aspectos que debe considerar el informe, por ejemplo: La gestión del riesgo, su política de dividendos, la política de inversiones que sigue para mantener y mejorar sus resultados, entre otros. En Colombia un informe similar, tal vez de menor alcance, se exige a algunas empresas, como a las sociedades. Este informe no está sometido a las mismas reglas de difusión que aplican a los estados financieros. Así, por ejemplo, el artículo 41 de la Ley número 222 de 1995, no exige el depósito del informe de gestión. 

8) Aconseja la norma internacional que las empresas presenten, adicional a sus estados financieros, otros estados e informaciones tales como los que se refieren a la generación y reparto del valor agregado, a los informes medioambientales, particularmente en los sectores industriales donde los trabajadores se consideran un importante grupo de usuarios o los factores ambientales resultan significativos. En Colombia, por regla general, no se exige, ni se difunde voluntariamente, información complementaria similar a la que mencionan las normas internacionales.

9) La norma internacional número 1 fue objeto de la interpretación número 8 (SIC-8), “Aplicación por primera vez de las NIC como base de contabilización”. De acuerdo con esta interpretación se requiere dar aplicación retrospectiva a las normas internacionales de contabilidad cuando éstas son utilizadas por primera vez. En Colombia no se considera la hipótesis de que una entidad venga utilizando una base especial de contabilidad y decida o quede obligada a utilizar los principios de contabilidad generalmente aceptados, a pesar que, según las normas colombianas, se consideran de propósito especial “(...) los estados financieros que se presentan a las autoridades con sujeción a las reglas de clasificación y con el detalle determinado por éstas( ...)” –artículo 24 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993– y de que se enumera como una base de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados “(...) en ciertos casos, las bases utilizadas para cumplir requerimientos o requisitos de información contable formulados por las autoridades que ejercen inspección, vigilancia o control. (...)” –artículo 31, ibídem–.

10) La norma internacional prohíbe que se afirme que unos estados financieros están conformes con las normas internacionales de contabilidad cuando ellos no cumplan con todos  los requisitos en ellas establecidos. Por tanto los entes colombianos no podrán hacer una declaración en tal sentido si perduran en Colombia tratamientos distintos a los previstos en el cuerpo de las normas emitidas por Iasc.
11) La norma internacional menciona el caso en que la gerencia concluye que el cumplimiento de un requisito exigido por una norma podría confundir, y por tanto es preciso abandonarlo para lograr una presentación razonable y la información que se debe acompañar o suministrar como sustento de lo anterior. En Colombia este procedimiento no sería aplicable en el caso que el requisito esté previsto en una Ley, caso en el cual cabría solamente una revelación.

12) La existencia de una norma nacional que esté en contradicción con las normas internacionales no es, por si misma, suficiente para justificar la falta de observación de una norma en los estados financieros preparados utilizando las normas internacionales de contabilidad. En Colombia, debido a que las normas contables están consagradas en regulaciones legales, la existencia de una norma en contra de la base generalmente aceptada, obliga el abandono de ésta.

13) La norma internacional contempla qué aspectos son necesarios considerar para evaluar si se hace necesario el abandono de un requisito específico establecido en las normas internacionales y la necesidad de que los usuarios estén suficientemente informados de esta situación con el propósito que ellos se formen un juicio sobre el particular y para calcular los ajustes que es preciso efectuar para cumplir con la norma. En Colombia el abandono de un requisito de la base generalmente aceptada es posible y se hace únicamente con fundamento en consideraciones sobre la jerarquía de las normas legales implicadas.

14) Se define o establece que es la gerencia de la entidad la que debe seleccionar y aplicar las políticas contables, de forma que los estados financieros cumplan con todos los requisitos establecidos en cada una de las normas internacionales de contabilidad y en cada una de las interpretaciones emanadas del Comité de Interpretaciones. En Colombia no es clara la diferencia entre normas y políticas. Por lo demás las obligaciones en materia contable se predican genéricamente de los administradores y no de uno de ellos, como es el Gerente.

15) En la norma internacional se considera que una empresa no está en marcha, tanto cuando no existe evidencia de que pueda continuar funcionando, como cuando se ha tomado la decisión de suspender y/o liquidar sus operaciones. La norma internacional exige que la valuación sobre la posibilidad de continuar funcionando se haga por un período que no sea inferior a los doce meses siguientes a la fecha de corte de los estados financieros. Estas precisiones no son expresas en las normas colombianas.

16) En la norma internacional se hace una amplia explicación sobre temas como la uniformidad en la presentación, importancia relativa y agrupación de datos, compensación e información comparativa. En Colombia la uniformidad se trata como característica de la información contable y se consagra como norma que se debe observar al momento del reconocimiento. La regla sobre estados comparativos no se refiere expresamente a la necesidad de que se utilicen bases homogéneas. De hecho se presentan estados financieros comparados cuyos saldos han sido formados con sujeción a reglas diferentes. La materialidad está consagrada como norma básica y orienta las revelaciones. Sin embargo el grado de agrupación de las partidas es usualmente reglado por formatos oficiales, de los cuales muchas veces no es lícito separarse. La compensación de saldos solo es permitida cuando ella ha operado de acuerdo con las normas legales y, por tanto, ha implicado un pago o extinción de las obligaciones involucradas.

17) El período en el cual se informa y la oportunidad en la presentación de los estados financieros es mucho más amplia en la norma internacional. La norma internacional contempla la hipótesis de estados financieros que correspondan a más de un año. Admiten como razonable que los estados financieros se presenten dentro de los seis meses siguientes a la fecha de cierre. En Colombia se consagra como período máximo el de un año y se exige en la mayoría de los casos la presentación de información dentro de los tres meses siguientes al cierre.

18) En el tema de estructura y contenido de los estados financieros se hace también una amplia explicación sobre cada uno de los estados financieros: balance general, estado de resultados, estado de cambios en el patrimonio, estado de flujos de efectivo y sus correspondientes notas y de la información que se debe presentar y revelar que contiene más detalle que las normas colombianas. Cuando se expidió el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, las exigencias internacionales en esta materia eran muy inferiores. Dicho decreto se ocupa más de las revelaciones que deben acompañar a los estados, que de la estructura de éstos. Los ejemplos contemplados en la norma internacional muestran estados elaborados considerando la solidez primero que la liquidez.

19) La norma internacional no obliga a distinguir entre partidas corrientes y no corrientes cuando esto no sea apropiado. Las normas colombianas exigen esta distinción.

20) En la norma internacional con relación al estado de resultados se indica que se debe presentar ya sea en el estado respectivo o en notas, un análisis de gastos usando una clasificación basada ya sea en la naturaleza de los gastos o su función dentro de la empresa, se da una amplia explicación sobre este particular. En Colombia no se exige la presentación de los gastos según la actividad o función de la empresa.

21) En la norma internacional se menciona que en el estado de cambios en el patrimonio se debe mostrar “(...)  cada una de las partidas de gastos, ingresos, pérdidas o ganancias que, según lo requerido por otras normas, se cargue o abone directamente al patrimonio neto, así como el total de esas partidas (...)” –lo subrayado no es del texto original–. En Colombia, por regla general, no es posible cargar o abonar directamente el patrimonio neto. Además, dicho estado debe mostrar “(...) el efecto acumulado de los cambios en las políticas contables y en la corrección de errores fundamentales (...)”, contenido que no es exigido en Colombia.
Apreciación preliminar

Es conveniente para el país y para la comunidad empresarial, adoptar la NIC –1 sobre presentación de estados financieros; es necesario continuar hablando el lenguaje internacional en materia contable.

Queda la inquietud hasta dónde sería recomendable adoptarla; para ser aplicada por el sector de la micro y pequeña empresa sería prudente y útil un debate amplio sobre la materia (ventajas, desventajas, alternativas, etc.).

Una de las mayores dificultades que se encontraría con la aplicación de la norma internacional número 1, es la posición que sobre estos asuntos en algunas ocasiones asumen las entidades de vigilancia y control – Superintendencias – y la Dian.

También los empresarios y administradores en ciertas oportunidades no reconocen la importancia de estos temas, porque piensan que ellos no son responsables de los mismos, en muchas ocasiones con la participación y concurso de contadores públicos y de profesionales de otras disciplinas.

IAS 2: INVENTORIES
Summary of IAS 2 

· Inventories should be valued at the lower of cost and net realisable value. Net realisable value is selling price less cost to complete the inventory and sell it. 

· Cost includes all costs to bring the inventories to their present condition and location. 

· If specific cost is not determinable, the benchmark treatment is to use FIFO or weighted average. An allowed alternative is LIFO, but then there should be disclosure of the lower of (i) net realisable value and (ii) FIFO, weighted average or current cost. 

· The cost of inventory is recognised as an expense in the period in which the related revenue is recognised. 

· If inventory is written down to net realisable value, the write-down is charged to expense. Any reversal of such a write-down in a later period is credited to income by reducing that period's cost of goods sold. 

· Required disclosures include 

1. accounting policy, 

2. carrying amount of inventories by category, 

3. carrying amount of inventory carried at net realisable value, 

4. amount of any reversal of a write-down, 

5. carrying amount of inventory pledged as security for liabilities, 

6. cost of inventory charged to expense for the period, and 

7. LIFO disclosures mentioned above. 

Diferencias advertidas

Existen diferencias entre las normas colombianas y la norma internacional y más que diferencias, las normas colombianas tienen muchos vacíos, pues no aportan criterios suficientes para cumplir con el objetivo fundamental de la norma internacional que es la correcta valuación de los inventarios y aplicar la norma básica de la asociación.

Se advirtieron las siguientes diferencias:

1) En Colombia la definición del término inventario no tiene en cuenta los inventarios para las empresas de servicios, se limita a empresas de manufactura y comerciales.

2) Las normas colombianas no definen los elementos que conforman el costo de los inventarios de un proveedor de servicios.

3) La norma colombiana, al ordenar ajustar los inventarios al cierre del ejercicio a su valor neto de realización se refiere al valor "reexpresado" de los inventarios. Esta expresión tenía validez en Colombia en la medida en que este rubro estaba sujeto a ajuste por inflación, pero, como se sabe, en la actualidad la Ley no permite la reexpresión de los inventarios.

4) La norma internacional de contabilidad trata con mayor amplitud que nuestra legislación el tema del costo de los inventarios y existe diferencia en el criterio aplicable al costo de los préstamos o gastos financieros, pues mientras las normas colombianas (artículo 104 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993) hablan de la capitalización de estos gastos que se destinan a la adquisición de activos, la norma internacional de contabilidad sólo permite capitalizar esos gastos cuando se trata de activos calificables. En cuanto a la diferencia en cambio se sigue el criterio de la norma internacional de contabilidad y se precisa hasta qué momento ésta es capitalizable aplicando la norma básica de asociación.

5) Las normas colombianas no aportan criterios para orientar la clasificación de erogaciones como costo o gasto, según sea el caso, ni tampoco sobre las partidas que forman parte del costo del rubro inventarios.

6) La técnica o método del costo estándar no es admisible en Colombia como método de reconocido valor técnico para la valorización de inventarios, solo es admisible en la preparación de estados financieros de periodos intermedios (artículo 63 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993; artículo. 450, inciso 3, del Código de Comercio; Consejo Técnico de la Contaduría Pública Conceptos números 1 de noviembre de 1995 y 037 de enero 25 de 1996)

7) Las normas colombianas ordenaron al igual que la norma internacional de contabilidad el ajuste del valor de los inventarios al cierre del periodo contable a su valor neto de realización, pero el tema se trata con mayor amplitud en la norma internacional de contabilidad donde adicionalmente se orienta sobre la metodología a emplear y los criterios a seguir (párrafos 26,27,28,29 y 30 de la NIC 2)

8) La norma internacional de contabilidad exige que los estados financieros deben revelar:

34d) " La cantidad de cualquier reversión de cualquier rebaja que sea reconocida al ingreso en el periodo".

34 e) "Las circunstancias o eventos que llevaron a la reversión de una rebaja de inventarios".

9) El párrafo 36 de la norma internacional de contabilidad número 2 exige que cuando se utilice el método LIFO se revele en los estados financieros la diferencia entre la cantidad de inventarios según se muestra en los estados financieros y cualquiera de los dos siguientes:

(a) La más baja de la contabilidad determinada de acuerdo al PEPS y el valor neto realizable; o 

(b) El más bajo del costo actual a la fecha de los estados financieros y el valor neto realizable.

10) La SIC 1 (Interpretación número 1 de la IASC) trata el tema de la consistencia en la aplicación de los métodos de valuación de inventarios, lo cual aparentemente está en armonía con el parágrafo del articulo 65 del Estatuto Tributario, artículo 2 de la Ley número 223 de 1995. Sin embargo, la norma internacional de contabilidad es más profunda al analizar y contemplar la posibilidad de utilizar más de un método de valuación en el año pero solamente para inventarios que por su uso o naturaleza difieren radicalmente entre sí. Pero aclara que los inventarios con características similares o naturaleza semejante deben ser valuados utilizando la misma fórmula. 

Apreciación preliminar

Adoptar la norma internacional sería beneficioso para la legislación contable colombiana porque orientaría una serie de aspectos que carecen de tratamiento en nuestra legislación (tanto en lo referente a normas como a la jurisprudencia sobre el tema).

La definición de inventarios (artículo 63 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993), prácticamente retoma la definición de los párrafos 4 y 5 de la NIC, pero desconoce que el rubro inventarios también puede existir en el sector servicios. También el artículo 99 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 desconoce el tema y, más aún, es contrario al tratamiento que sugiere la NIC en el numeral tercero del artículo citado.

Debe ampliarse la definición de inventarios incluyendo “el costo del servicio”, como se describe en el párrafo 16, por el cual la empresa aún no ha reconocido el ingreso relacionado (párrafo 5 de la NIC). De esta manera se evita que los ingresos se reconozcan solamente y simultáneamente con la facturación del servicio, la cual en la mayoría de los casos de contratos a largo plazo o proyectos se hace al final y de esta manera sólo hasta ese momento se afecta el estado de resultados con el costo incurrido sin atender a la norma básica de asociación.

Respecto al tema del costo de los inventarios el artículo 63 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 tiene el mismo sentido y alcance del párrafo 7 de la NIC. Pero la NIC trata el tema de los costos de conversión en los párrafos 10, 11 y 12 el cual está ausente en nuestras normas, lo cual es un reflejo de nuestra cultura contable pues la gran mayoría de empresas carecen de una contabilidad de costos y el tema es tratado con un criterio estrictamente administrativo (que es válido para la toma de decisiones, fijación de precios, etc.) utilizando datos estadísticos más que costos históricos. Esto ultimo está contemplado por la norma internacional siempre y cuando el resultado se aproxime al costo real, pero en Colombia en muchos casos no se tienen datos sobre costos históricos por productos, por dificultades técnicas en su cuantificación o, en otros casos, porque no se lleva la historia o registros ordenados sobre los consumos de las áreas de producción.

La anterior afirmación explica el fracaso de la norma fiscal (artículo 2 de la Ley número 174 de 1994 que se adicionó al artículo 62 del Estatuto Tributario) que obliga a ciertos contribuyentes a utilizar únicamente el sistema permanente para establecer el costo de sus activos movibles, según se argumenta en la exposición de motivos, con la aparente finalidad de cerrar un foco de evasión por la dificultad de su adecuado control. Posteriormente la DIAN admitió (cuando las circunstancias técnicas lo ameriten) el uso de este sistema “en forma combinada” con el sistema periódico (artículo 2 del Decreto reglamentario número 1333 de 1996). Adicionalmente en la Reforma Tributaria del 95, atendiendo la solicitud de FENALCO, se introdujo una norma que permite para el producto en proceso mantener un sistema regular y permanente que permita verificar el movimiento mensualmente (periódico) así como la asignación de los costos indirectos de fabricación hacerla también en forma mensual; otra vez se vuelve al sistema periódico, mensual, pero al fin y al cabo periódico (artículo 267 de la Ley número 223 de 1995, adicionado al artículo 62 del Estatuto Tributario). Es más, según concepto número 9342 de febrero de 2.000, no hay sanción para quien utilice el sistema periódico, salvo que aplicando el sistema permanente se demuestre que se aumentó el costo de ventas. La Administración de Impuestos también debe adherirse y promover la adopción de la NIC, pues ésta si apunta en la dirección correcta, al establecer los criterios que se deben seguir en la correcta valuación de los inventarios, independientemente del sistema que se utilice, ninguno de los cuales garantiza un mejor control a la evasión. Al fin y al cabo la DIAN tiene la misma finalidad de la NIC, la correcta valuación de los inventarios y la asignación de costos debidamente correlacionados con los ingresos que originan en el período.

Deben adoptarse y promulgarse los criterios de los párrafos 10, 11 y 12 de la norma sobre la clasificación y asignación de los costos de producción. De tal manera que el criterio para acumular una transacción en las cuentas 72 y 73 del Plan Único de Cuentas para Comerciantes, no sea simplemente el centro de costos o sección donde se origina, o porque simplemente es un gasto de producción, sin tener en cuenta por ejemplo, el nivel de producción, para saber si realmente es un costo o gasto y evitar el castigo de los inventarios con factores ajenos a los costos normales de producción (ver párrafo 11de la NIC). Adicionalmente con la globalización de la economía y las nuevas exigencias en calidad y eficiencia no es posible trasladarle ciertos gastos (o “costos innecesarios”) al cliente en el precio. Hoy en día no aplica el concepto de precio como costo de ventas y/o gastos más margen de utilidad, sino que es el precio del mercado menos mis costos los que definirá mi margen de rentabilidad. Sobre este tema de los costos de conversión lo único que se encuentra es un concepto de la DIAN donde explica por qué no es admisible el costeo directo como sistema de reconocido valor técnico, porque no tiene en cuenta los costos o gastos indirectos para poner los inventarios en condiciones de utilización o venta (concepto número 74234 de octubre 15 de 1995).

Para finalizar el tema de los costos de conversión hay que señalar que nuestra legislación no trata tampoco el tema de los productos conjuntos con costos conjuntos y su asignación a cada producto. 

Bajo el título de OTROS COSTOS la Norma internacional plantea un tema bien interesante, el de otras expensas en que se incurre y que no son directas del área de producción pero sin los cuales no es posible traer los inventarios a su condición de venta y locación y cita como ejemplo los costos de diseño para clientes específicos. A propósito del tema, el diseño es fundamental por ejemplo en la industria de los empaques, pues producción requiere para la impresión del empaque del “arte” o plancha y este es un costo del producto que no debe formar parte de los gastos de ventas (clasificación que se hace en algunas empresas del sector). Siguiendo la definición de inventarios dada por la norma internacional este sería un costo a incluir en el valor de los inventarios.

Debe reflexionarse cuidadosamente sobre los efectos de la norma internacional cuando afirma como ejemplo de costos que se deben excluir del costo de ventas y tratarse como gastos del período los de almacenamiento, porque debido a nuestra situación social y política en Colombia no aplica tan fácilmente el criterio de inventarios justo a tiempo, corriendo el riesgo de incumplir compromisos por falta de materia prima. Adicionalmente se manejan criterios como fluctuaciones del precio de las materias primas, particularmente en aquellas que son derivados del petróleo cuyo precio es fluctuante para un sobre abastecimiento que bien compensa o cubre los gastos de almacenamiento. En este punto es muy discutible el término necesario, es decir, ¿el costo de almacenamiento es realmente un costo necesario para poner un bien en condiciones de utilización o venta? La NIC afirma que salvo que sea necesario para una etapa posterior de la producción se puede clasificar como costo.

El tema de los costos de los préstamos aparentemente está en conflicto con el tratamiento que se le debe dar según el artículo 104 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, que algunos interpretan solo aplica para activos fijos, pero la norma habla de activos en general. La NIC permite su capitalización sólo si se trata de activos calificables (ver NIC23), así en la práctica poco se vean capitalizados intereses en los inventarios, pues normalmente es difícil establecer la relación directa de un crédito de tesorería o capital de trabajo exclusivamente con la compra de materia prima o mercancías.

Deben adoptarse en su totalidad los párrafos 26, 27, 28, 29 y 30 de la NIC como complemento fundamental de lo ordenado por el artículo 63 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, sobre el ajuste de los inventarios a su valor neto de realización, por la completa orientación que brindan garantizando su correcta aplicación.

En cuanto a la diferencia enunciada en el numeral 8 debe advertirse que haciendo una interpretación de los artículos 115-12 y 116-3 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, podría concluirse que están implícitas estas revelaciones, pero es preferible la precisión y claridad con que lo exige la norma internacional.

Finalmente es indispensable adoptar el párrafo 36 de la norma internacional de contabilidad, por la importancia que recobra el método LIFO en cualquiera de sus modalidades (doble extensión, índices o índices encadenados) debido al desmonte del ajuste por inflación a los inventarios, exigiendo la revelación de las diferencias enunciadas en numeral 9). Además que al adoptar este párrafo sobran las normas que ordenan la aplicación consistente de un método de valuación (artículo 62 del Estatuto Tributario) salvo que se trate de inventarios de diferente naturaleza o uso así como la que ordena el desmonte de la provisión LIFO (ver SIC 1). Es decir puede retirarse este artículo de la legislación fiscal y contable. 

Al adoptar la norma internacional debe derogarse el inciso 3 del artículo 450 del Código de Comercio sencillamente porque son incompatibles y porque este inciso carece de cualquier fundamento, pues desconoce algo tan elemental como que el tema de los métodos de valuación de inventarios es un tema eminentemente contable, independientemente de su uso para fines fiscales.
Adoptar las NIC no significa “adaptarlas” mediante un decreto como los que tenemos actualmente en nuestra legislación contable, fiscal y comercial, por cuanto las NIC son una forma diferente de regular. Son orientaciones profesionales o criterios vivos y vigentes, es decir, que se enriquecen con la investigación y el deseo de responder con un marco teórico a los cuestionamientos de la práctica profesional, ligada al desarrollo económico y con miras a brindar información útil a diferentes sectores.

Convertirlas en un tipo de norma como las que hoy existen en materia contable y fiscal es acabar las NIC, negarles su continuo cambio para adaptarse a las nuevas exigencias y peor aún es dar la razón a quienes afirman que la Contaduría no es una ciencia sino una técnica. Sería, valga el ejemplo, como si la medicina sacara un manual para cirujanos sobre cómo deben operar un apéndice, etc.

Legislar en materia contable más que establecer límites, sanciones y órdenes, es orientar, brindar CRITERIOS que son de una mayor utilidad para los fines que persigue la legislación fiscal y sirven de guía al momento de fallar sobre controversias contables y fiscales. Adicionalmente se promueve un ejercicio profesional pro-activo y no reactivo, permitiendo que la contaduría se afirme como ciencia, se desarrolle cambiando y respondiendo a las exigencias que haga el ejercicio profesional a la teoría.

Al adoptar las NIC, las autoridades fiscales deben conocerlas, estudiarlas y aplicarlas pues solo así se darán cuenta que no es necesario viciar un medio de prueba idóneo, como lo es una contabilidad ajustada a las NIC, con normas fiscales que primen sobre las contables. Deben aceptar que existen las bases comprensivas de contabilidad y que una de ellas es la fiscal, que las NIC no son opuestas sino que contribuyen a un sistema contable más confiable y veraz que permite una correcta tasación del tributo. No se pretende desconocer que existen diferencias, por ello se alude a las diferentes bases comprensivas de contabilidad, para eso existen las partidas conciliatorias, que obviamente deben ser mínimas para facilitar tanto la fiscalización como la labor tributaria del contador.

IAS 7: CASH FLOW STATEMENTS
Summary of IAS 7 

· The cash flow statement is a required basic financial statement. 

· It explains changes in cash and cash equivalents during a period. 

· Cash equivalents are short-term, highly liquid investments subject to insignificant risk of changes in value. 

· Cash flow statement should classify changes in cash and cash equivalents into operating, investing, and financial activities. 

· Operating: May be presented using either the direct or indirect methods. Direct method shows receipts from customers and payments to suppliers, employees, government (taxes), etc. Indirect method begins with accrual basis net profit or loss and adjusts for major non-cash items. 

· Investing: Disclose separately cash receipts and payments arising from acquisition or sale of property, plant, and equipment; acquisition or sale of equity or debt instruments of other enterprises (including acquisition or sale of subsidiaries); and advances and loans made to, or repayments from, third parties. 

· Financing: Disclose separately cash receipts and payments arising from an issue of share or other equity securities; payments made to redeem such securities; proceeds arising from issuing debentures, lians, notes; and repayments of such securities. 

· Cash flows from taxes should be disclosed separately within operating activities, unless they can be specifically identified with one of the other two headings. 

· Investing and financing activities that do not give rise to cash flows (a nonmonetary transaction such as acquisition of property by issuing debt) should be excluded from the cash flow statement but disclosed separately. 

Diferencias advertidas

1) La presentación del estado de flujos de efectivo está prevista en el artículo 120 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 y en él manifiesta la necesidad de presentar los flujos de efectivo recibidos y pagados por los conceptos operacionales, de inversión y financiación. Por su parte la NIC 7 no solo menciona la generalidad e importancia en la determinación de los flujos de efectivo, incluye la metodología en la preparación buscando la estandarización en los análisis de diferentes empresas, destaca la importancia para los usuarios de la información contable y en general como se puede evaluar la capacidad de la empresa en la generación de los fondos.

2) En el artículo 3 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, sobre los objetivos básicos de la información contable, se menciona que es necesario predecir los flujos de efectivo, la NIC 7 no solo menciona el alcance de la predicción, sino que ofrece los elementos necesarios para su elaboración e interpretación.

3) En el artículo 15 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, revelación plena, se resalta la capacidad de la empresa para generar flujos futuros de efectivo; la NIC aunque no detalla la preparación de flujos proyectados de fondos, coincide con la norma colombiana.

Las diferencias entre la norma colombiana y la internacional eran menores cuando se atribuyó obligatoriedad a los pronunciamientos emanados del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

Dada la característica de la NIC 7, es necesario destacar sus principales aspectos, que deberían complementar la normatividad en Colombia, que se pueden resumir así:

Objetivo

El principal objetivo del estado de flujos de efectivo es determinar la capacidad de la empresa para generar efectivo por actividades de operaciones, de inversión y de financiación que sirvan de base para el proceso de los usuarios en la toma de decisiones.

Alcance

La norma obliga a la presentación del estado de flujos de efectivo de acuerdo a los parámetros de la norma para que los usuarios se enteren como la empresa general y usa el efectivo en general.

Beneficios de la información sobre flujos de efectivo

El estado de flujos de efectivo se debe usar en conjunto con los demás estados financieros y son base para medir la eficacia individual de las compañías y en general hace comparables su gestión de negocios, ya que elimina los sesgos macro y micro económicos, permitiendo analizar diferentes empresas ubicadas en diversos mercados.

De otro lado permite analizar el comportamiento futuro en la generación de flujos, base para determinar el valor financiero de las empresas, por cualquier método de reconocido valor técnico, concepto mucho más consecuente con los valores de mercado.

Normatividad

De ser necesario se debe incluir un resumen de los principales elementos técnicos que contiene la norma, los cuales contienen el detalle de la preparación del estado financiero de flujos de efectivo.

Apreciación preliminar

La normatividad colombiana debería incluir todos lo elementos contemplados en NIC 7 ya que es una norma eminentemente técnica y que mantiene de presente el carácter científico de la contabilidad ya que ofrece en general el marco conceptual y práctico necesario para preparar, interpretar y clasificar la capacidad de generar flujos de efectivo. Como los demás estados financieros, éste va dirigido tanto a usuarios internos como externos, eliminando el carácter contable de la interpretación de las cifras, trasladándose a un medio netamente financiero. En el caso particular del estado de flujos de efectivo, existe una mejor homologación sobre conceptos comunes como los tipos de moneda, lo que permite una mejor dinámica de intercambio y de la interpretación de los flujos de efectivo.

No se deberían incluir temas aislados de las NIC’s en la legislación colombiana, por el contrario su adopción debe ser integral, ya que en promedio existen alcances distintos que permiten una mejor universalidad de la información en un mundo cada día más global y con menores fronteras de conocimiento, evitando transcripciones que distorsionan el sentido original de la información contable, o por el contrario mantener la adopción de un sistema doble de presentación de informes que sea aceptable para las normas de cada país y las regulaciones internacionales. 

IAS 8: NET PROFIT OR LOSS FOR THE PERIOD, FUNDAMENTAL ERRORS AND CHANGES IN ACCOUNTING POLICIES
Summary of IAS 8 

· Separate disclosure of extraordinary items of profit or loss is required on the face of the income statement, after the total of profit or loss from ordinary activities. Such extraordinary items are rare and beyond management control. Examples are expropriation of assets and effects of natural disasters. 

· Items of income or expense arising from ordinary activities that are abnormal because of their size, nature or incidence are separately disclosed, usually in the notes. 

· A change in accounting estimate should be reflected prospectively. The nature and effect of the change should be disclosed, even if the effect will only be significant in a future period. If the effect cannot be quanitified, that fact should be disclosed. 

· A correction of a fundamental error should be treated as a prior period adjustment (benchmark) or recognised in current profit or loss (allowed alternative). The nature and effect of the change in the current and prior periods should be disclosed. 

· A change in accounting policy should be treated retrospectively by restating all prior periods presented and adjusting opening retained earnings (benchmark). If the adjustments relating to prior periods cannot be reasonably determined, the change may be accounted for prospectively. An allowed alternative for the adjustment arising from a retrospective change in accounting policy is to include it in the determination of the net profit or loss for the current period. 

· Disclosure is required of the reasons for and effect and accounting treatment of the change. 

· A change in accounting policy should be made only if required by statute or by an accounting standard-setting body, or if the change results in a more appropriate presentation of financial statements. 

· IAS 8 disclosure requirements for discontinued operations have been replaced by IAS 35.

Diferencias advertidas

Existen diferencias entre IAS 8 y las normas colombianas. Se enumeran a continuación.

1) Método de registrar cambios en los principios contables: La diferencia significativa se resume en la forma en que se tratan los ajustes derivados de un cambio, las normas colombianas exigen su revelación (naturaleza, justificación, efecto actual y prospectivo) para el periodo en que ocurren, sin afectar ningún otro periodo, mientras que IAS 8 exige claramente la aplicación retroactiva a los estados financieros del ejercicio anterior, a menos que el valor del ajuste a utilidades retenidas o por repartir no sea razonablemente determinado. Existe un procedimiento alterno, que permite afectar los resultados del ejercicio en el que se propicien dichos cambios. La norma internacional contempla no sólo el caso de cambios en principios sino también los cambios en políticas contables.

2) Presentación de información pro forma. Procedimiento utilizado para observar la incidencia en los estados financieros de la aplicación retroactiva del nuevo principio de contabilidad, en donde se utiliza el tratamiento de una alternativa permitida. Este tema no es permitido en la legislación colombiana.

3) Revelación de pérdidas y ganancias que surgen por la conversión de los estados financieros de una entidad extranjera, tratado con mayor especificidad en la IAS 21. En Colombia, es un asunto no tratado en las normas generales que regulan la contabilidad para el sector privado, existen normas específicas emitidas por los entes de regulación.

4) Tratamiento de ajustes a resultados de ejercicios anteriores. Idem numeral 1).

5) Tratamiento de los activos Propiedad, Planta y Equipo, retenidos para uso, tratado en la IAS 16. La diferencia se presenta en que en Colombia el cambio de estimaciones respecto de esta clase de activos no se trata en las normas generales, mientras que IAS 16 se refiere al tema en dos formas: un tratamiento por punto de referencia y uno alternativo. 

6) Finalidad de los ajustes de partidas extraordinarias. En esta diferencia, el punto central se refiere a que en Colombia se ajustan las partidas extraordinarias y se revelan indicando el efecto sobre los impuestos, mientras en IAS 8, se orienta su reconocimiento hacia la generación de una mayor confiabilidad de los estados financieros para sus stakeholders, pues la norma internacional es más exigente en materia de revelaciones.

Apreciación preliminar

En las normas colombianas existe una referencia al tema, de cómo se revela la incidencia sobre la utilidad o pérdida del período cuando se detectan errores o se deben realizar ajustes por cambios de políticas o normas contables. También es pertinente reconocer que dichos ajustes se realizan para el período en que ocurren dichas circunstancias o para efectos futuros, sin tener en cuenta que estas cifras han tenido incidencia en el resultado de periodos anteriores, por lo tanto, existe la necesidad de reconocer esta situación en los estados financieros, con el fin de aumentar la confiabilidad de los mismos en sus usuarios, olvidando la parte fiscal. 

Considero apropiado adoptar IAS 8. Esto permite, como lo enuncia el objetivo del estándar, “prescribir criterios de clasificación, información a revelar y tratamiento contable de ciertas partidas del estado de resultados, de manera que todas las empresas preparen y presenten el mismo de manera uniforme. Con ello se mejora la comparabilidad de los estados financieros de la empresa, tanto los emitidos por ella en periodos anteriores, como los elaborados por otras empresas. (El subrayado no pertenece al texto original)

Adicionalmente se obtendría el beneficio de una presentación más razonable al informar el impacto sobre el resultado del ejercicio de tales reconocimientos, dado que se exige una adecuada clasificación y revelación de la información de tales circunstancias, diferenciando esto de las actividades ordinarias. 

IAS 10: EVENTS AFTER THE BALANCE SHEET DATE
IAS 10 was revised in May 1999 to cover only events after the balance sheet date. In 1998, the portion of IAS 10 dealing with contingencies was replaced by IAS 37, Provisions, Contingent Liabilities and Contingent Assets. 
Summary of IAS 10 (Revised) 

· an enterprise should adjust its financial statements for events after the balance sheet date that provide further evidence of conditions that existed at the balance sheet; 

· an enterprise should not adjust its financial statements for events after the balance sheet date that are indicative of conditions that arose after the balance sheet date; 

· if dividends to holders of equity instruments are proposed or declared after the balance sheet date, an enterprise should not recognise those dividends as a liability; 

· an enterprise may give the disclosure of proposed dividends (required by IAS 1, Presentation of Financial Statements) either on the face of the balance sheet as an appropriation within equity or in the notes to the financial statements; 

· an enterprise should not prepare its financial statements on a going concern basis if management determines after the balance sheet date either that it intends to liquidate the enterprise or to cease trading, or that it has no realistic alternative but to do so. The existing IAS 10 contains a similar requirement; 

· there should no longer be a requirement to adjust the financial statements where an event after the balance sheet date indicates that the going concern assumption is not appropriate for part of an enterprise; 

· an enterprise should disclose the date when the financial statements were authorised for issue and who gave that authorisation. If the enterprise's owners or others have the power to amend the financial statements after issuance, the enterprise should disclose that fact; and 

· an enterprise should update disclosures that relate to conditions that existed at the balance sheet date in the light of any new information that it receives after the balance sheet date about those conditions. 

The Standard is effective for annual financial statements covering periods beginning on or after 1 January 2000. 

Diferencias advertidas

La naturaleza de los efectos financieros de los hechos y contingencias que ocurren con posterioridad a la fecha de cierre del balance, implica, cuando menos tener en cuenta las siguientes consideraciones:

· Las normas deben entenderse a partir de la coherencia con otras normas y en particular las referentes al marco conceptual y a las contingencias, las causaciones y a las revelaciones.

· Tales efectos tienen sentido involucrarlos en el proceso contable en razón del objetivo de la información contable de servir de instrumento a los usuarios para los fines de tal comunidad.

· Para el caso que nos ocupa se ha atendido particularmente el contenido de los artículos 3º al 18º del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, como marco conceptual, el artículo 59 – Tratamiento de informaciones conocidas después de la fecha de cierre, 81 Contingencias de Pérdidas, así como los artículos 113, 114, 115 y 121, reglas sobre revelaciones.

· La contabilidad financiera como disciplina que provee información, mediante procedimientos de medición y con un núcleo central de procedimiento denominado Reconocimiento.

Si tomamos como punto de referencia el hecho de que las diferencias en las normas pueden tratarse en dos grandes grupos, diferencias formales y diferencias de fondo y, para el caso que nos ocupa teniendo como base el artículo 59 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, frente a la Nic 10, tenemos que si existen diferencias y pueden clasificarse como diferencias formales y quizá de tamaño explicativo.

La gran diferencia la constituye la extensión explicativa de la norma, dado que la disposición colombiana en solo un párrafo (artículo) plantea el contenido. Por el contrario, la norma internacional desarrolla un contenido bastante detallado, cuyos principales temas y estructura comprenden:

a) Alcance

Es esencialmente excluyente al enunciar cuales temas no quedan incluidos, así: 

i) Pasivos en compañías de seguros

ii) Obligaciones en planes de beneficios a empleados

iii) Compromisos en contratos de arrendamiento a largo plazo 

iv) Impuestos sobre utilidades.

b) Definiciones

i) Define la NIC 10 el concepto básico, como punto de referencia.

(1) Hechos ocurridos después de la fecha del balance

(a)  Favorables y desfavorables entre la fecha del balance y antes de emisión para publicación

c) Hechos ocurridos después de la fecha del balance

En diez párrafos explica las situaciones que pueden presentarse para ser considerados como tales, resumo:

i) Algunos hechos requieren ajustes o revelaciones 

ii) El proceso para autorización de los estados financieros depende de la estructura de la empresa, pero esa fecha puede coincidir con la de su disponibilidad para circulación.

iii) Es necesario ajustar los estados financieros siempre que haya evidencia adicional cuantificable de no continuidad como ente en marcha.

iv) Se requiere ajuste en caso de evidencia, como la quiebra de un cliente.

v) Un deterioro de los resultados posterior a la fecha del balance puede cuestionar el supuesto de empresa en marcha.

vi) Hechos posteriores que afecten las decisiones de los usuarios no requieren ajustes pero si revelaciones.

vii) No se requieren ajustes si los hechos posteriores no tienen relación directa con las condiciones a la fecha de cierre como en el caso del valor de las inversiones, pero requieren revelación, si tales hechos son considerados extraordinarios, como la destrucción de una planta de producción.

viii) Hechos posteriores requieren revelación, si el no hacerlo perjudica la capacidad de decisión de los usuarios.

ix) Dividendos decretados posteriormente pero antes de la aprobación de los estados financieros requieren ajuste o revelación.

x) Existen hechos posteriores que requieren registro por prescripción legal.

d) Información a revelar

Si resulta obligatorio para conveniencia de los usuarios, es necesario revelar:

i) Naturaleza del hecho

ii) Estimación del monto o, revelación de la imposibilidad de calcularlo.

Apreciación preliminar

Del análisis a la norma internacional y su comparación con el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, resulta determinante la conveniencia de adoptarla en el esquema jurídico-contable colombiano.

A riesgo de entrar en el mundo de la casuística, con la adopción de la norma, las diferencias entre los entes de control y las instituciones vigiladas presentan permanentes controversias que generalmente deben ser resueltas sin la ayuda de un instrumento normativo suficientemente detallado, con lo cual se ocasionan traumatismos a ambos lados y en muchos casos queda resuelto el problema con definiciones completamente subjetivas.

Debe observarse que el título de la norma en inglés no alcanza a expresar todo su contenido y en cambio dentro de lo regulado ocupa un importante espacio lo referente a las contingencias, con lo cual se prestaría una ayuda valiosa a la hora de resolver problemas prácticos en el mundo empresarial colombiano.

En las empresas en donde la intervención de instituciones de vigilancia y control es menos fuerte o notoria, el problema es mucho más acuciante por cuanto es el profesional el que debe asumir posiciones en muchos casos controversiales que pueden también facilitar la manipulación hacia la conveniencia más poderosa, con lo cual sale mal librado el ejercicio profesional y la respuesta disciplinal.

Debido a las nuevas necesidades de información y al valor atribuido a la misma, así como ante las exigencias de los usuarios y el fortalecimiento del mercado de valores, es de capital importancia dar claridad a los hechos posteriores que deben incorporarse en los estados financieros, así como a las revelaciones cuando ello sea pertinente.

No hay diferencias de fondo entre la NIC 10 y las normas colombianas, las consecuencias de su adopción son positivas por cuanto clarifican situaciones que la normativa actual no alcanza a resolver, por lo exiguo de su contenido.

IAS 11: CONSTRUCTION CONTRACTS
Summary of IAS 11 

· If the total revenue, past and future costs, and the stage of completion of a contract can be measured or estimated reliably, revenues and costs should be recognised by stage of completion (the "percentage-of-completion method"). 

· Expected losses should be recognised immediately. 

· If the outcome cannot be measured reliably, costs should be expensed, and revenues should be recognised to the extent that costs are recoverable ("cost recovery method"). 

· Disclosure requirements include (for each major contract or class of contracts): 

1. Amount of contract revenue recognised. 

2. Method for determining that revenue. 

3. Method for determining stage of completion. 

4. For contracts in progress, disclose aggregate costs incurred, recognised profits or losses, advances received, and retentions. 

5. Gross amount due from customers under the contract(s). 

6. Gross amount owned to customers under the contract(s). 

Diferencias advertidas

No existe en las normas contables colombianas vigentes nada que haga referencia a los contratos de construcción. No hay lineamientos específicos y por lo tanto la determinación de las utilidades generadas por estos contratos se vuelve un cálculo subjetivo.

Por tratarse de un tema que NO está regulado en la actual normativa contable colombiana, todo el contenido del IAS 11, revisada 1993, constituye diferencia. 

En la práctica se ha venido haciendo uso extensivo de los métodos permitidos por la legislación tributaria para contabilizar fiscalmente los denominados contratos de servicios autónomos.

Apreciación preliminar

Actualmente no existe en la normatividad contable colombiana el tratamiento específico para los ingresos costos y gastos derivados de los contratos de construcción. IAS 11 trata con suficiencia el tema, considerando cuidadosamente los principios de realización de los ingresos y los costos así como los períodos en que estos se deben causar. Por lo anterior se considera que IAS 11 puede ser adoptada ya que no sólo no presenta dificultades para su implantación sino que por el contrario es conveniente que se regule sobre el tema para evitar la aplicación indiscriminada y subjetiva del criterio del contador de turno.

IAS 12: INCOME TAXES
Revised 1996 effective for financial reporting periods beginning on or after 1 January 1998. Certian limited revisions were approved by the Board in October 2000, effective for financial years beginning on or after 1 January 2001. 

Summary of IAS 12 Revised 

IAS 12 (revised 2000) is effective for financial reporting periods beginning on or after 1 January 2001. It provides, among other things: 

· Accrue deferred tax liability for nearly all taxable temporary differences. 

· Accrue deferred tax asset for nearly all deductible temporary differences if it is probable a tax benefit will be realised. 

· Accrue unused tax losses and tax credits if it is probable that they will be realised. 

· Use tax rates expected at settlement. 

· Current and deferred tax assets and liabilities are measured using the tax rate applicable to undistributed profits. 

· Non-deductible goodwill: no deferred tax. 

· Unremitted earnings of subsidiaries, associates, and joint ventures: Do not accrue tax. 

· Capital gains: Accrue tax at expected rate. 

· Do not "gross up" government grants or other assets or liabilities whose initial recognition differs from initial tax base. 
Diferencias advertidas

Existen diferencias de fondo entre NIC 12 y las normas contables colombianas sobre registro contable de los impuestos sobre la renta. En síntesis estas son:

· En cuanto a la contabilización de pasivos y activos por impuestos del período corriente el tratamiento contable de NIC 12 puede dividirse en dos aspectos:

a.- Contabilización del impuesto sobre la renta correspondiente al ejercicio actual, tanto NIC 12 como las normas contables colombianas señalan que deberá registrarse como pasivo el saldo insoluto del impuesto del período y como un activo los pagos en exceso y/o saldos a favor presentados igualmente en el período actual. Por tanto, en cuanto al registro del importe de los impuestos a la renta del período pagaderos o reembolsables existe similitud.

b.- NIC 12 señala que deberá contabilizarse como un activo las pérdidas fiscales del período actual que puedan legalmente utilizarse retroactivamente para recuperar impuestos causados en períodos anteriores. Las normas contables colombianas no tratan esta hipótesis, tal vez por que la legislación tributaria permite el uso de las pérdidas fiscales ultra-activamente y no en forma retroactiva.

· Respecto a la contabilización de activos y pasivos por impuestos diferidos las diferencias son aún más manifiestas. NIC 12 requiere la contabilización del impuesto diferido mediante el método de “pasivo de balance (método activo / pasivo)” y prohíbe el método del diferimiento. Las normas contables colombinas siguen el lineamiento del método del diferimiento.

Una relación detallada de las diferencias es la siguiente:

1) Existen diferencias relativas al reconocimiento de un activo por causa de pérdidas fiscales generadas en el período actual, que conllevan el beneficio fiscal consistente en la posibilidad de emplearlas para recuperar impuestos causados en períodos anteriores, es decir, sobre el tratamiento contable para las pérdidas fiscales con efecto retroactivo. NIC 12 considera que tales pérdidas son un activo porque le otorgan a la empresa el derecho a un flujo real que además puede ser cuantificado en forma confiable.

Este tratamiento contable no se encuentra especificado en las normas colombianas, tal vez, por que la legislación tributaria colombiana no consagra, por lo menos explícitamente, beneficios fiscales con efectos retroactivos. No obstante con la ausencia de una norma definida en tal sentido, cualquier beneficio fiscal (pérdidas fiscales o créditos tributarios) que permitieran el reembolso de impuestos ya causados en periodos anteriores sería considerado, de conformidad con las normas contables básicas y técnicas generales, un flujo económico futuro cuantificable al cual tiene derecho la empresa y por tanto su expresión contable sería como un activo. Por tanto, al nivel teórico, esta omisión en las normas contables colombianas es superable, sin embargo, la referencia normativa expresa a esta hipótesis mejoraría y aclararía cualquier circunstancia, otorgándole al modelo normativo contable un enfoque sistemático integral.

2) Existen diferencias en la contabilización de los impuestos sobre la renta diferidos. Como se señaló anteriormente las diferencias en este punto son estructurales o esenciales en consideración a que NIC 12 requiere la contabilización del impuesto diferido mediante el método de “pasivo de balance (método activo / pasivo)” y prohíbe el método del diferimiento, las normas contables colombinas siguen el lineamiento del método del diferimiento.

a) Por lo anterior, NIC 12 indica que las diferencias temporales gravables darán lugar a la contabilización de un pasivo por impuesto diferido; esta norma considera bajo el concepto de diferencias temporales no sólo las diferencias en tiempo ( diferencias entre la utilidad contable y la utilidad fiscal susceptibles de revertirse en uno o más períodos futuros) sino además cuando: a) las diferencias entre la base para impuestos (monto atribuido o declarado para fines tributarios) de un activo o pasivo y su monto en libros en el balance, b) los negocios subsidiarios, asociados o conjuntos no han distribuido sus utilidades totales a la controlante, c) los activos son valorizados contablemente y no se hace un ajuste equivalente para fines de impuestos, d) cuando el costo de una combinación de negocios es asignado a los activos y pasivos identificables pero no se hace un ajuste equivalente para fines de impuestos, e) los activos y pasivos no monetarios informados por las operaciones en el exterior se incorporan a tasas de cambio históricas, f) los activos y pasivos no monetarios son expresados por efectos de la inflación (NIC29), g) el monto en libros de un activo o pasivo en su reconocimiento inicial difiere de su base inicial para impuestos. El anterior listado es enunciativo y no taxativo. Por tanto, se puede decir que el objetivo de la metodología de NIC 12 es valuar adecuadamente los activos y pasivos reportados en el balance general.

Las normas contables por el contrario buscan a través del método del diferimiento evaluar adecuadamente el gasto de impuestos que se registra en el estado de resultados y solo considera como diferencias temporales las diferencias en tiempo (diferencias entre la utilidad contable y la utilidad fiscal susceptibles de revertirse en uno o más períodos futuros).

b) Existen diferencias en la contabilización de un activo por impuesto diferido (impuesto diferido débito) por causa de perdidas fiscales y créditos fiscales susceptibles de utilización en períodos subsiguientes. Mientras NIC 12 (tanto la original como la norma revisada) permiten este tratamiento las normas contables colombianas bajo el método del diferimiento, según el cual hay lugar al reconocimiento de un impuesto diferido cuando se presentan diferencias entre la utilidad contable y fiscal, no permitirían tratar tales pérdidas como una diferencia temporal ( no son una diferencia entre la utilidad contable y fiscal en el período en que se originan) y por tanto no originan un impuesto diferido débito. Cabe decir que este punto no ha sido pacífico y ha dado lugar a pronunciamientos jurisprudenciales y de las entidades de control (Superintendencias) colombianas.

3) NIC 12 señala explícitamente la contabilización de los efectos para impuesto causado y diferido de una transacción o suceso, indicando que el impuesto causado o diferido deberá ser reconocido como un ingreso o como un gasto e incluido en la utilidad o pérdida neta por el ejercicio, excepto cuando se origine por una transacción o suceso que sea reconocido directamente en el capital o por una combinación de negocios que sea una adquisición.

Las normas colombianas no indican específicamente los registros del impuesto diferido y las pocas referencias al respecto figuran en la dinámica de créditos y débitos del plan único de cuentas (Dto.2650/ 93) indicaciones que para algunos interpretes no son adecuadas con la metodología del impuesto diferido incluido en las normas técnicas especificas.

Apreciación preliminar

1) NIC 12 no se puede adoptar sin el conjunto de normas internacionales de contabilidad. Tal vez sea posible tomar sus elementos esenciales, sin embargo, la eficacia de esta norma radica en su interpretación sistemática y complementaria con el conjunto de NIC’s.

2) NIC 12 no puede ser aplicable en nuestro país en todos sus contenidos y parámetros debido a que varios de los sucesos reguladas no están contenidos en el modelo jurídico tributario colombiano para el impuesto sobre la renta, desarrollado entre otras consideraciones para gravar únicamente los ingresos de fuente nacional con el fin de atraer la inversión extranjera, sobre una base de ajustes por inflación con diversidad de efectos tributarios y contables, y con frecuentes saneamientos fiscales sobre el patrimonio que dificultarían la adecuada valuación de impuestos diferidos sobre el concepto de valor en libros versus base fiscal.

3) La posibilidad explicita de contabilizar impuesto diferido de naturaleza débito producto de las pérdidas fiscales aprovechables en períodos subsecuentes es una puerta a la sobre-valoración de los activos y por ende a la pérdida de credibilidad sobre la verdadera garantía de los acreedores (prenda general de los acreedores) y los resultados de la empresa, circunstancia que implicaría pasar a complementar la norma con mayores exigencias y estudios que permitan considerar que efectivamente tales perdidas se revertirán.

4) La metodología del impuesto diferido planteado en NIC 12 permitiría valorar con mayor certeza el balance general de la empresa para el período corriente. No obstante las implicaciones en el estado de resultados podrían confundir a los lectores de esta información. Debemos considerar que en nuestro país se le otorga una altísima importancia a las cifras del estado de resultados a diferencia de otras culturas contables que dan mayor importancia al estado de flujo de efectivo y al balance general.

5) NIC 12 es una norma detallada y sistemática, sin embargo, gran parte de sus consideraciones se fundamentan en estimaciones subjetivas dejadas al buen criterio de la empresa. Puesto que en Colombia la evaluación de las circunstancias y posibles efectos de los hechos económicos suele hacerse con base en la conveniencia que de ellas pudieran derivarse para el ente respectivo, mas que en evidencia convincente, menciono esta circunstancia como una desventaja que desmerita la posibilidad de tener información financiera comparable entre empresas, y que podría ocasionar insalvables discrepancias de criterio entre empresas y autoridades de control.

IAS 14: SEGMENT REPORTING
Revised in 1997 effective for financial reporting periods beginning on or after 1 July 1998. 

Summary of IAS 14 Revised 

Basis of Segment Reporting: 

· Public companies must report information along product and service lines and along geographical lines 

· One basis of segmentation is primary, the other is secondary 

· Segment accounting policies the same as consolidated. 

Segment Disclosures: 

· The following should be disclosed for each primary segment:

· --revenue (external and intersegment shown separately); --operating result (before interest and taxes);

· --carrying amount of segment assets;

· --carrying amount of segment liabilities;

· --cost to acquire property, plant, equipment, and intangibles;

· --depreciation and amortisation;

· --non-cash expenses other than depreciation;

· --share of profit or loss of equity and joint venture investments;

· --the basis of inter-segment pricing.

· The following should be disclosed for each secondary segment:

· --revenue (external and intersegment shown separately);

· --carrying amount of segment assets;

· --cost to acquire property, plant, equipment, and intangibles;

· --the basis of inter-segment pricing.

Segment definition: 

· Segments are organisational units for which information is reported to the board of directors and CEO unless those organisational units are not along product/service or geographical lines, in which case use the next lower level of internal segmentation that reports product and geographical information. 

· Never construct segments solely for external reporting purposes. 

· 10% materiality thresholds. 

· Segments must equal at least 75% of consolidated revenue. 

Diferencias advertidas

No existe en las normas contables colombianas regulación que haga referencia a la presentación de reportes sobre segmentos. 

La causa principal es que las normas colombianas solamente hacen referencia a la contabilidad, mientras que los estándares internacionales de contabilidad (IASs) diferencian tres procesos técnicos: 

· Accounting: CONTABILIDAD (entendida solamente en cuanto hace referencia a la preparación y presentación de estados financieros)

· Reporting: PRESENTACION DE REPORTES (entendida como la elaboración de reportes específicos sobre temas particulares. Por esta razón, en los IASs se hace más referencia a contabilidad y revelación, y solamente en ciertos casos a la presentación de reportes. Debe recordarse que IAS 14, revisada 1997, incorpora una práctica relativamente nueva incluso al nivel de estándares internacionales)

· Disclosure: REVELACION (entendida como desagregar y detallar información contenida en los estados financieros).

Por tratarse de un tema que NO está regulado en la actual normativa contable colombiana, todo el contenido del IAS 14, revisada 1997, constituye diferencia. 

Apreciación preliminar

1) La adopción de IAS 14 (revisado) depende de sí se adopta o no, en Colombia, el conjunto completo de estándares de IASC, dado que IASC 14 (revisado) se debe aplicar en conjuntos completos de estados financieros publicados que cumplen con IASs.

2) La principal dificultad radica en que IAS son estándares, esto es, responden a un interés técnico básico de calidad, que está respaldado por una estructura específica: (1) emisor de estándares; (2) organismo regulador; y (3) profesión que lo aplica, con independencia entre estos tres componentes. En Colombia se intentan hacer cuerpos legales (normativos) y se carece de tal estructura.

3) IAS 14 (revisado) tiene un ámbito de aplicación restringido: EMPRESAS CUYAS ACCIONES O BONOS SE NEGOCIAN PUBLICAMENTE O POR EMPRESAS QUE ESTAN EN PROCESO DE EMITIR TITULOS DE ACCIONES O DE DEUDA EN MERCADOS PUBLICOS DE VALORES. Por consiguiente: Aplica solamente a empresas que cotizan en bolsas de valores, EXCEPTO que la empresa escoja hacer REVELACION VOLUNTARIA de la información sobre segmentos, caso en el cual debe cumplir completamente este Estándar.

4) IASC 14 (revisado) NO ES UN ESTANDAR DE CONTABILIDAD GENERAL. No puede pretender incorporarse en un Reglamento General. Debe tenerse muy en cuenta que en los IASs existe una diferenciación técnica entre ACCOUNTING (Contabilidad: Preparación y Presentación de Estados Financieros), REPORTING (Presentación de reportes) y DISCLOSURE (Revelación). IAS 14 (revisado) hace referencia a ese segundo elemento técnico: presentación de reportes sobre segmentos.

En el cuerpo normativo de la contabilidad colombiana no se hace esta diferenciación, conviene incorporarla, desde una perspectiva técnica.

5) IAS 14 (revisado) tiene una base: ESTADOS FINANCIEROS CONSOLIDADOS. Esto quiere decir que hay estrecha vinculación entre la presentación de reportes sobre segmentos y los estados financieros consolidados.

6) Surgen dificultades adicionales en relación con los siguientes contenidos de IAS 14 (revisado):

a) El parágrafo 28 hace una precisión importante: "Para la mayoría de las empresas, la fuente predominante de riesgos y retornos determina la manera como la empresa se organiza y administra. La estructura organizacional y administrativa de una empresa, así como su sistema interno de presentación de reportes financieros, normalmente proporciona la mejor evidencia de la fuente predominante de riesgos y retornos de la empresa para propósitos de su presentación de reportes sobre segmentos. Por consiguiente, excepto en raras circunstancias, una empresa reportará información sobre segmentos en sus estados financieros sobre la misma base en que reporta internamente a la alta gerencia. Su fuente predominante de riesgos y retornos se convierte en su formato principal de presentación de reportes sobre segmentos. Su fuente secundaria de riesgos y retornos se convierte en su formato secundario de presentación de reportes sobre segmentos"

En consecuencia: Los reportes sobre segmentos se deben basar en criterios GERENCIALES y no en regulaciones normativas de tipo formal.

b) El parágrafo 29 no requiere, pero tampoco prohíbe, una "presentación en forma de matriz". En esto hay una lógica importante, dado que privilegia los criterios GERENCIALES una vez más, por encima de las regulaciones normativas de tipo formal.

7) Finalmente, la presentación de reportes sobre segmentos, vinculada a los estados financieros consolidados, sugiere el uso de BASES DE DATOS RELACIONALES aunque no haga expresa mención de ello. De otra forma, no es posible ni preparar ni presentar dicha información. En consecuencia, el sistema de PARTIDA DOBLE NO ES UTIL PARA ESTOS FINES.

Por lo tanto, la implementación de IAS 14 (revisado) implica, para que sea aplicable, derogar el artículo 50 del Código de Comercio (DL 410/71) que señala: "La contabilidad solamente podrá llevarse en idioma castellano, por el sistema de partida doble, en libros registrados, de manera que suministre una historia clara, completa y fidedigna de los negocios del comerciante, con sujeción a las reglamentaciones que expida el gobierno".

IAS 15: INFORMATION REFLECTING THE EFFECTS 
OF CHANGING PRICES
Note: This standard is not mandatory.

Summary IAS 15

Enterprises should disclose the following information on a general purchasing power or a current cost basis: 

· depreciation adjustment; 

· cost of sales adjustment; 

· monetary items adjustment; and 

· the overall effect of the above and any other adjustments. 

Diferencias advertidas

1) La NIC 15 se aplica solo a empresas cuyo nivel de ingresos, resultados, volumen de activos y número de empleados sea significativo, en el medio económico en el que operen. Las NCC (Normas Contables Colombianas) en general, deben ser aplicadas por todas las personas legalmente obligadas a llevar contabilidad.

2) La NIC 15 plantea dos enfoques para reconocer el efecto sobre los estados financieros del cambio de precios (enfoque del poder adquisitivo general y, por otra parte, enfoque del costo corriente) o su combinación. En el caso nuestro, en primera instancia, los estados financieros se deben ajustar para reconocer el efecto de la inflación, aplicando el sistema denominado integral, y en segunda, por el valor de realización mediante el reconocimiento de provisiones o valorizaciones. 

3) El enfoque de costo corriente es descrito en la norma internacional de la siguiente manera:

“(...)Enfoque del costo corriente

12.
El enfoque del costo corriente puede encontrarse en varios métodos diferentes usados para el ajuste. En general, todos ellos usan el costo de reposición como la base principal de medición. Sin embargo, si el costo de reposición es mayor que el valor neto realizable y que el valor presente, se utiliza como base de medida el mayor valor de entre estos dos últimos.

13.
El costo de reposición de un activo concreto se determina, normalmente, a partir del costo actual de adquisición de un activo similar, nuevo o usado, y con una capacidad productiva o un potencial de servicio equivalentes. El valor neto realizable representa normalmente el precio corriente neto de venta del activo. El valor presente es equivalente a una estimación de los cobros netos futuros atribuibles al activo, descontados adecuadamente.

14.
A menudo se usan índices específicos de precios como medio para determinar los costos corrientes de las partidas, particularmente si no se ha producido recientemente ninguna transacción que afecte a dichas partidas, si no se dispone de listas de precios o si el uso de éstas no es práctico.

15.
Los métodos del enfoque del costo corriente generalmente requieren el reconocimiento de los efectos que han tenido en la empresa los cambios en los precios específicos, sobre la depreciación y el costo de las ventas. La mayoría de tales métodos requieren, también, la aplicación de alguna forma de ajustes que tienen en común el reconocimiento general de la interacción entre los cambios en los precios y la financiación de una empresa. Tal como se indica en los párrafos 16 a 18, existen opiniones diferentes sobre la forma en que deben hacerse tales ajustes.

16.
Algunos métodos del costo corriente requieren un ajuste para reflejar los efectos de los precios cambiantes sobre la posición monetaria neta, incluyendo los pasivos a largo plazo, dando lugar a una pérdida por la tenencia de activo monetario neto o de una ganancia por la tenencia de pasivo monetario neto cuando los precios aumentan, y viceversa. Otros métodos limitan este ajuste a los activos y pasivos monetarios comprendidos en el capital de trabajo. Ambos tipos de ajustes reconocen que no sólo los activos no monetarios, sino también las partidas monetarias son elementos importantes para la capacidad de operación de la empresa. Una característica normal de los métodos del costo corriente, descritos anteriormente, es que reconocen la ganancia a partir del mantenimiento de la capacidad productiva de la empresa.

17.
Otro punto de vista es que resulta innecesario reconocer, en el estado de resultados, el costo adicional de reposición de los activos, en la medida en que estén financiados por deudas. Los métodos basados en esta opinión presentan una ganancia que permite mantener la parte de la capacidad productiva de la empresa financiada por sus propietarios. Esto puede conseguirse, por ejemplo, reduciendo los totales de los ajustes efectuados en la depreciación, en el costo de ventas y, si el método lo requiere, en el capital de trabajo monetario, en la proporción en que la financiación ajena contribuye al total de los recursos ajenos. .

18.
Algunos métodos de costo corriente aplican al patrimonio neto un ajuste en función de la evolución del índice del nivel general de precios. Esto indica la medida en la cual el neto de la empresa se ha mantenido en términos de poder adquisitivo general, cuando el incremento en el costo de reposición de los activos surgido en el periodo es menor que el decremento en el poder adquisitivo general de los intereses de los propietarios en el mismo periodo. A veces, este cálculo se presenta solamente a fin de permitir una comparación entre los activos netos en términos de poder adquisitivo general, y los mismos activos en términos de costo actual. Bajo otros métodos, que reconocen la ganancia una vez que se ha mantenido el poder adquisitivo general del patrimonio neto de los propietarios, la diferencia entre las dos formas de valorar los activos netos se trata como una pérdida o ganancia que se acumula al valor del patrimonio de los propietarios. (...)”

4) En las NCC está previsto que tanto los recursos como los hechos económicos que los afecten deben ser apropiadamente cuantificados en términos de la unidad de medida. Con sujeción a las normas técnicas, son criterios de medición aceptados el valor histórico, el valor actual, el valor de realización y el valor presente. Todos los elementos son reconocidos inicialmente al costo histórico. Algunos de ellos son ajustados posteriormente para reconocer el efecto de la inflación. En todo caso es necesario registrar provisiones para reconocer las eventuales pérdidas de valor. En algunos eventos se reconocen valorizaciones que no afectan el estado de resultados.

5) La NIC 15 involucra los inventarios como partida para reconocer el efecto del cambio de precios, las NCC en el año 1998 eliminaron el ajuste integral por inflación para los inventarios y las compras de mercancías, así como el ajuste de los ingresos, costos y gastos del período.

6) Desde el punto de vista de las normas internacionales, no existe todavía acuerdo al nivel internacional sobre este tema, a pesar de que algunas empresas hacen uso de los diversos métodos para reflejar los cambios en los precios descritos en la NIC 15, ya sea en sus estados financieros o como información complementaria. Para nosotros, de acuerdo con lo descrito en el párrafo anterior, el reflejar el efecto de los cambios de precios en los estados financieros reconociendo los cambios en el poder adquisitivo de la moneda y su revelación plena es de obligatorio cumplimiento, de acuerdo con el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

Apreciación preliminar

El sistema de ajustes integrales por inflación ha perdido consistencia y se separa significativamente de lo dispuesto en las normas internacionales de contabilidad, como se explicará en detalle más adelante.

Un sistema contable que reconozca los cambios en los precios requiere de amplia y confiable información sobre éstos. En Colombia no existen suficientes y adecuados sistemas de información de muchos precios que puedan servir como base de reconocimiento.

Sin embargo, la utilización de valores de mercado es cada vez más utilizada y requerida, razón por la cual el País debe adelantar las acciones necesarias para superar los obstáculos que actualmente enfrenta y poder reconocer las variaciones de precios en la contabilidad.

IAS 16: PROPERTY, PLANT AND EQUIPMENT
Impairment provisions were revised in 1998. 

Summary of IAS 16 

· Property, plant and equipment should be recognised when (a) it is probable that future benefits will flow from it, and (b) its cost can be measured reliably. 

· Initial measurement should be at cost. 

· Subsequently, the benchmark treatment is to use depreciated (amortised) cost but the allowed alternative is to use an up-to-date fair value. 

· Depreciation: 

1. Long-lived assets other than land are depreciated on a systematic basis over their useful lives. 

2. Depreciation base is cost less estimated residual value. 

3. The depreciation method should reflect the pattern in which the asset's economic benefits are consumed by the enterprise. 

4. If assets are revalued, depreciation is based on the revalued amount. 

5. The useful life should be reviewed periodically and any change should be reflected in the current period and prospectively. 

6. Significfant costs to be incurred at the end of an asset's useful life should either be reflected by reducing the estimated residual value or by charging the amount as an expense over the life of the asset. 

· Revaluations (allowed alternative): 

1. Revaluations should be made with sufficient regularity such that the carrying amount does not differ materially from that which would be determined using fair value at the balance sheet date. 

2. If an item of PP&E has been revalued, the entire class to which the asset belongs must be revalued (for example, all buildings, all land, all equipment). 

3. Revaluations should be credited to equity (revaluation surplus) unless reversing a previous charge to income. 

4. Decreases in valuation should be charged to income unless reversing a previous credit to equity (revaluation surplus). 

5. If the revalued asset is sold or otherwise disposed of, any remaining revaluation surplus either remains as a separate component of equity or is transferred directly to retained earnings (not through the income statement). 

· If an asset's recoverable amount falls below its carrying amount, the decline should be recognised and charged to income (unless it reverses a previous credit to equity). 

· Gains or losses on retirement or disposal of an asset should be calculated by reference to the carrying amount. 

· Required disclosures include: 

1. Reconciliation of movements. 

2. Capital commitments. 

3. Items pledged as security. 

4. If assets are revalued, disclose historical cost amounts. 

5. Change in revaluation surplus. 

Diferencias advertidas

1) Las normas contables colombianas sobre propiedades, planta y equipo no excluyen, como lo hace la norma internacional los bosques y recursos naturales renovables similares, así como a las inversiones en derechos mineros, exploración y extracción de minerales, petróleo, gas natural u otros recursos no renovables similares.

2) En Colombia no existe un tratamiento especial para la propiedad, planta y equipo en el contexto de las combinaciones de negocios.

3) En Colombia no distinguimos entre propiedades, planta y equipo para el uso e inversiones en propiedades, planta y equipo (no para uso sino para obtener rentabilidad).

4) En Colombia determinamos la vida útil en términos del lapso durante el cual se espera usar un activo. No lo hacemos con referencia al número de unidades de producción o similares que se espera obtener del mismo por parte de la empresa, aunque aceptamos calcular la depreciación en consideración a este número.

5) En Colombia tomamos como costo de un activo recibido a cambio de otro el que las partes hubiesen pactado. A falta de éste utilizamos un avalúo. En la norma internacional únicamente se alude al valor razonable de la contraprestación entregada. En Colombia no se considera el siguiente supuesto previsto en la norma internacional: “(...) Un elemento que pertenezca a las propiedades, planta y equipo, puede ser adquirido mediante un intercambio por otro activo similar, con un uso parecido dentro de la misma línea de actividad y con un valor similar al entregado. Un elemento de las propiedades, planta y equipo, puede también ser vendido a cambio de obtener derechos de propiedad sobre activos similares. En ambos casos, puesto que el proceso de obtención de beneficios queda incompleto, no se reconocerán pérdidas o ganancias de la transacción. En lugar de ello, el costo del nuevo activo adquirido se hará igual al valor en libros del activo entregado. No obstante, la toma en consideración del valor razonable del activo recibido puede suministrar evidencia de desequilibrio, por ser menor que el valor en libros del bien entregado. Bajo tales circunstancias, se dará de baja parte del valor del bien entregado a cambio, y el nuevo valor corregido se asignará como costo del nuevo activo. Ejemplos de permutas sobre activos similares son los intercambios de aeronaves, hoteles, estaciones de servicio y otras propiedades de inversión. Si se incluyen, en la transacción de intercambio, otros activos como efectivo, ello puede ser indicativo de que los activos permutados no tienen valores similares. (...)”

6) En Colombia no está previsto que el valor residual se determine excluyendo de él los costos de disposición del activo depreciado.

7) En Colombia no se ha incluido dentro de la noción de valor de mercado, que aquí asimilamos a la de valor razonable que usa la norma internacional, el elemento consistente en que comprador y vendedor estén debidamente informados.

8) En Colombia el costo de un activo construido por el ente se configura normalmente por el valor acumulado de las erogaciones realizadas para tal efecto. El respectivo avalúo se utiliza para valorizar o provisionar el activo y no para determinar su costo. La norma internacional señala que “(...) en el caso de un activo construido por la propia empresa, una medida fiable del costo puede venir dada por las transacciones, con terceros ajenos a la empresa, para adquirir los materiales, mano de obra y otros factores consumidos durante el proceso de construcción (...)”.

9) En Colombia no se acostumbra tratar por separado elementos que componen un mismo bien. La norma internacional enseña que “(... ) en ciertas circunstancias, puede ser apropiado repartir la inversión total de un activo entre sus partes componentes, para contabilizarlas por separado. Este podrá ser el caso cuando las partes componentes tienen vidas útiles de diferente duración, o bien cuando suministran a la empresa beneficios económicos siguiendo patrones diferentes, por lo que necesitan de métodos y tasas de depreciación diferentes. Por ejemplo, una aeronave y sus motores serán tratados como activos fijos depreciables diferentes, si tienen vidas útiles de distinta duración.(...)”. En el mismo sentido la norma internacional dispone que “(...) Ciertos componentes importantes de algunos elementos de las propiedades, planta y equipo, pueden necesitar ser reemplazados a intervalos regulares. Por ejemplo, un horno puede necesitar revisiones y cambios tras un determinado número de horas de funcionamiento, y los componentes interiores de una aeronave, tales como asientos o instalaciones de cocina, pueden necesitar ser repuestos varias veces a lo largo de la vida del avión. Estos componentes serán tratados contablemente como activos diferentes, puesto que tienen vidas útiles diferentes de los elementos principales de las propiedades, planta y equipo, con los que están relacionados. Por tanto, suponiendo que se satisface el criterio de reconocimiento descrito en el párrafo 8, los desembolsos incurridos, al renovar o reemplazar el componente en cuestión, se contabilizarán como adquisición de un activo separado, al mismo tiempo que se da de baja el activo que ha sido reemplazado. (...)”

10) En Colombia capitalizamos la carga financiera ocasionada por la financiación destinada a la adquisición de un activo hasta el momento en el cual el activo está en condiciones de utilización. La norma internacional se fija en el plazo del crédito, precisando que “(...) Cuando se difiere el pago de un elemento integrante de las propiedades, planta y equipo, más allá de los plazos normales del crédito comercial, su costo será el precio equivalente al contado. La diferencia entre esta cantidad y los pagos totales aplazados se reconocerá como gastos por intereses a lo largo del periodo del aplazamiento, a menos que se capitalice, de acuerdo con el tratamiento alternativo permitido por la NIC 23, Costos por Intereses. (...)”

11) En Colombia no está expresamente prohibido capitalizar beneficios o excesos en las erogaciones. La norma internacional enseña que “(...) Si la empresa fabrica activos similares para su venta, en el curso normal de sus operaciones, el costo del activo será, normalmente, el mismo que tengan el resto de los producidos para la venta (véase la NIC 2, Inventarios). Por tanto, se eliminarán cualesquiera beneficios internos para llegar al costo de adquisición de tales elementos. De forma similar, no se incluirán, en el costo de producción del activo, las cantidades que excedan los rangos normales de consumo de material, mano de obra u otros factores empleados. (...)”

12) En Colombia no necesariamente se disminuye el costo del activo por auxilios o subvenciones recibidos del Gobierno por su adquisición. La norma internacional dispone que “(...) El valor en libros de las propiedades, planta y equipo, puede ser minorado por el importe de las subvenciones gubernamentales, de acuerdo con la NIC 20, Contabilización de las Subvenciones del Gobierno e Información a Revelar sobre Ayudas Gubernamentales. (...)”.

13) En Colombia no reestructuramos el costo de un activo. Los avalúos son usados, como ya se dijo, para registrar valorizaciones o provisiones, según el caso.

14) En Colombia practicamos avalúos cada tres años. No solemos ajustar el valor de un activo en el interregno cuando hay evidencia de su pérdida de valor, aunque debería hacerse por aplicación de la norma de provisiones. La norma internacional resulta más expresa al regular este aspecto dentro del tratamiento dispuesto para la propiedad, planta y equipo y no en otro lugar como sucede en nuestro país.

15) En Colombia, al tenor literal de la norma, cada activo debe ser avaluado en el año de su adquisición y luego cada tres años. Así en teoría unos activos serían avaluados en un período y otros en otro. La norma internacional exige que una eventual revaluación se haga simultáneamente para todos los activos de la misma clase.

16) En Colombia sólo consideramos como una ganancia la valorización de un activo cuando éste es transferido a un tercero. La norma internacional permite que “(...) una parte de la plusvalía registrada puede ser realizada a medida que se usa el activo por parte de la empresa; en cuyo caso el importe realizado es igual la diferencia entre la depreciación calculada según el valor revaluado del activo y la calculada según su costo original. La transferencia del superávit realizada desde la cuenta de revalorización a la de ganancias retenidas no tiene que pasar por el estado de resultados. (...)”

17) En Colombia no distinguimos entre vida útil y vida económica de un activo. La norma internacional establece que “(...) La política de gestión de activos llevada a cabo por la empresa puede implicar la venta de los elementos de las propiedades, planta y equipo después de un periodo específico de uso, o tras haber consumido una cierta proporción de los beneficios económicos incorporados a los mismos. Por tanto, la vida útil de un activo puede ser inferior a su vida económica. La estimación de la vida útil de un elemento de las propiedades, planta y equipo, es una cuestión de criterio, basado en la experiencia que la empresa tenga con activos similares. (...)”

18) La norma internacional de contabilidad es mucho más exigente que la norma colombiana en materia de revelaciones. Así, por ejemplo, aquélla exige en forma expresa mostrar el movimiento ocurrido entre períodos. En Colombia no solemos mostrar en forma detallada las restricciones existentes sobre los activos, como las hipotecas constituidas sobre ellos. La norma internacional recomienda revelar:

a) “(...) el valor en libros de los elementos componentes de las propiedades, planta y equipo, que se encuentran temporalmente fuera de servicio;

b) el valor bruto en libros de cualesquiera elementos componentes de las propiedades, planta y equipo que, estando totalmente depreciados, se encuentran todavía en uso;

c) el valor en libros de los elementos componentes de las propiedades, planta y equipo que, retirados de su uso activo, se mantienen sólo para ser desapropiados, y

d) cuando se utiliza el tratamiento contable por punto de referencia, el valor razonable de los elementos componentes de las propiedades, planta y equipo, para los que el mismo es significativamente diferente del valor en libros. (...)”

Apreciación preliminar

La norma internacional regula de manera más técnica y completa el tratamiento contable de las propiedades, planta y equipo, por lo cual es recomendable su adopción. Los efectos de un eventual cambio contable pueden ser significativos, en atención a que ciertas empresas presentan saldos importantes en esta clase de activos. Las normas deberían disponer reglas de transición que efectuaran efectos indeseables en el comportamiento de los preparadores.

IAS 17: ACCOUNTING FOR LEASES
Recently revised effective 1 January 1999.

Until then the old IAS 17 remains in effect 

Summary of IAS 17 Revised 

· Finance leases are those that transfer substantially all risks and rewards to the lessee. 

· Lessee should capitalise a finance lease at the lower of the fair value and the present value of the minimum lease payments. 

· Rental payments should be split into (i) a reduction of liability, and (ii) a finance charge designed to reduce in line with the liability. 

· Lessee should calculate depreciation on leased assets using useful life, unless there is no reasonable certainty of eventual ownership. In the latter case, the shorter of useful life and lease term should be used. 

· Lessee should expense operating lease payments. 

· For lessors, finance leases should be recorded as receivables. Lease income should be recognised on the basis of a constant periodic rate of return. 

· For a sale and leaseback that results in a finance lease, any excess of proceeds over carrying amount should be deferred and amortised over the lease term. 

· IAS 17 (revised) requirss enhanced disclosures by lessees, including disclosure of rental expenses, sublease rentals, and a description of leasing arrangements. 

· IAS 17 (revised) requires enhanced disclosures by lessors, such as disclosure about future minimum rentals and amounts of contingent rentals included in net profit or loss. 

· IAS 17 (revised) requires that a lessor should use the net investment method to allocate finance income. The net cash investment method is no longer permitted. 

Diferencias advertidas

MARCO LEGAL

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 nada indica expresamente sobre el tratamiento de los contratos de arrendamiento; obliga, solamente, a revelar los activos recibidos en leasing, clasificados según la naturaleza del contrato, y el tipo de bienes, indicando para cada caso el plazo acordado, el número y valor de los cánones pendientes y el monto de la opción de compra respectiva (artículo 116 numeral 4). 

A partir del año 1996, por virtud de la reforma tributaria contenida en la Ley número 223 de 1995, se estableció el tratamiento contable y tributario que debe darse a los contratos de leasing (artículo 127-1 Estatuto Tributario) operándose una "igualación de tratamiento de bases comprensibles de contabilidad" a través de ley.

Por esta razón, cualquier modificación que se proponga y realice sobre la materia, deberá realizarse por medio del Congreso a través de una ley.

ASPECTOS ESENCIALES DEL TRATAMIENTO CONTABLE (Y TRIBUTARIO) EN COLOMBIA.

Con el fin de poder comparar el esquema actual colombiano, preciso es revisar los elementos estructurales vigentes actualmente:

El tratamiento legalmente establecido aplica únicamente en relación con los contratos de leasing, no siendo aplicable, por tanto, a los contratos tradicionales de arrendamiento.

La ley recoge dos modalidades de tratamiento: arrendamiento financiero y arrendamiento operativo.

El arrendamiento operativo obliga a registrar como gasto el monto total del canon de arrendamiento. Bajo esta modalidad, el arrendatario no registra valor alguno dentro de su balance por concepto del activo; utiliza, para estos fines, una cuenta de orden.

El arrendamiento financiero, en cambio, obliga a reconocer el activo dentro del balance del arrendatario, con un pasivo correlativo, el cual se va disminuyendo con la parte de amortización a capital que se deriva de cada canon. Adicionalmente, el arrendatario está obligado a depreciar el activo y a ajustarlo por inflación.

La adopción de uno u otro método de registro depende del tipo de activo, del término del contrato y del patrimonio del arrendatario. A partir del año 2006, todos los contratos de leasing deberán reconocerse como leasing financieros.

En todo caso, los contratos de lease back y los que se celebren sobre terrenos, deben ser reconocidos como financieros.

Para el arrendador, el tratamiento contable es siempre el mismo, independientemente de la modalidad de tratamiento para el arrendatario; es decir que, respecto del arrendador, no opera la modalidad financiera y operativa. Para éste, el manejo contable del leasing es siempre el de arrendamiento financiero, en el sentido de reconocer como ingreso solamente la parte financiera del canon de arrendamiento.

LA NORMA INTERNACIONAL

( a) Conoce las dos modalidades de tratamiento para los contratos de arrendamiento: operativo y financiero. En el arrendamiento financiero se transfieren sustancialmente todos los riesgos y ventajas inherentes a la propiedad del activo; la titularidad del mismo puede o no ser eventualmente transferida. El arrendamiento operativo es cualquier acuerdo distinto al arrendamiento financiero.

(b) La definición de arrendamiento incluye tanto el contrato de leasing como los contratos tradicionales de arrendamiento.

(c) La clasificación de los arrendamientos adoptada por la NIC se basa en el grado en que los riesgos y ventajas, que se derivan de la propiedad del activo, afectan al arrendador o al arrendatario. Entre tales riesgos se incluyen la posibilidad de pérdidas por capacidad ociosa y la obsolescencia tecnológica, así como las variaciones en el rendimiento debidas a cambios en las condiciones económicas. Las ventajas pueden estar representadas por la expectativa de una operación rentable a lo largo de la vida útil del activo, así como en una ganancia por revaluación o realización del valor residual.

(d) El arrendamiento será financiero cuando, en el mismo, se transfieran todos los riesgos y ventajas sustanciales inherentes a la propiedad. En caso contrario, el arrendamiento será como operativo si, en el mismo, no se transfieren los anteriores riesgos y ventajas sustanciales que son inherentes a la propiedad. 

A partir de la aplicación de la esencia sobre la forma, los siguientes ejemplos recogen situaciones donde un alquiler se ha de clasificar como arrendamiento financiero:

(d.1)
El arrendamiento transfiere la propiedad del activo al arrendatario al finalizar el plazo del arrendamiento; por ejemplo, leasing con opción irrevocable de compra.

(d.2.)
El arrendatario posee la opción de comprar el activo a un precio que espera sea notablemente menor que el valor razonable, en el momento que la opción pueda ejercerse, siempre que, al inicio del arrendamiento, se prevea con razonable certeza que tal opción será ejercida.

(d.3)
El plazo del arrendamiento cubre la mayor parte de la vida útil del activo. Esta circunstancia opera incluso si la propiedad no va a ser transferida al final de la operación.

(d.4)
Al inicio del arrendamiento, el valor presente de los pagos mínimos por el arrendamiento es equivalente, al menos, al valor razonable del activo objeto de la operación.

(d.5)
Los activos arrendados son de una naturaleza tan especializada que sólo ese arrendatario tiene la posibilidad de usarlos sin realizar en ellos modificaciones importantes.

Otros indicadores de diferentes situaciones que llevarían, solas o combinadas, a la clasificación de un arrendamiento como de carácter financiero, son las siguientes:

(d.6)
el arrendatario tiene la posibilidad de resolver el contrato de arrendamiento, y las pérdidas sufridas por tal cancelación serían asumidas por el propio arrendatario;

(d.7)
las pérdidas o ganancias derivadas de las fluctuaciones en el importe del valor residual razonable recaen sobre el arrendatario (por ejemplo en la forma de un descuento por importe similar al valor en venta del activo al final del contrato), y

(d.8)
el arrendatario tiene la posibilidad de prorrogar el arrendamiento durante un segundo periodo, con unos pagos de arrendamiento que son sustancialmente menores que los habituales del mercado.

(e) Los arrendamientos de terrenos y edificios se clasifican como operativos o financieros de la misma forma que los arrendamientos de otros activos. Sin embargo, una característica de los terrenos es, normalmente, su vida económica indefinida y, si la titularidad de los mismos no pasa al arrendatario hasta el término del plazo del arrendamiento, aquél no recibirá todos los riesgos y ventajas sustanciales que inciden en la propiedad hasta el final de la operación. Al no recibir todos los riesgos y ventajas, el arrendamiento puede ser, por ende, operativo.

CONTABILIZACIÓN DEL ARRENDAMIENTO POR PARTE DEL ARRENDATARIO

La contabilización de los arrendamientos en los libros de los arrendatarios es similar a la establecida actualmente en Colombia: el arrendamiento financiero debe reconocer un activo y un pasivo del mismo importe, igual al valor razonable del bien alquilado, o bien al valor presente de los pagos mínimos del arrendamiento, si éste fuera menor. Cada una de las cuotas se divide en dos partes: cargas financieras y la reducción de la deuda. La carga financiera total ha de ser distribuida, entre los periodos que constituyen el plazo del arrendamiento, de manera que se obtenga una tasa de interés constante en cada periodo sobre el saldo sin amortizar de la deuda. El arrendamiento financiero da lugar tanto a un cargo por depreciación como a un gasto financiero para cada periodo contable. La política de depreciación para activos arrendados debe ser coherente con la seguida para el resto de activos depreciables que se posean. Si no existe razonable certeza de que el arrendatario obtendrá la propiedad al término del plazo del arrendamiento, el activo debe depreciarse totalmente en el periodo de vida útil o en el plazo del arrendamiento, según cual sea menor.

En el arrendamiento operativo, los cánones deben ser reconocidos como gastos en el transcurso del plazo del arrendamiento, en forma lineal, salvo que resulte más representativa otra base sistemática de reparto, por reflejar más adecuadamente el patrón temporal de los beneficios del arrendamiento para el usuario. Lo anterior es independiente de la forma concreta en que se realicen los pagos de los cánones.

CONTABILIZACIÓN DEL ARRENDAMIENTO POR LOS ARRENDADORES

Bajo arrendamiento financiero, los arrendadores deben reconocer los activos que mantienen en arrendamiento como una partida por cobrar, por un importe igual al de la inversión neta en el arrendamiento. Como todos los riesgos y ventajas sustanciales que inciden en la propiedad son transferidos por el arrendador, las sucesivas cuotas por cobrar se consideran como reembolsos del principal, ingresos financieros a recibir y rendimiento derivado de su inversión y los servicios prestados.

El reconocimiento de los ingresos financieros, en el estado de resultados, deberá basarse en una pauta que refleje una tasa de rendimiento constante, sobre la inversión financiera neta que el arrendador ha realizado en el arrendamiento financiero, en cada uno de los periodos.

Los arrendadores que son también fabricantes o distribuidores deberán reconocer las ganancias o pérdidas, derivadas de la venta, en el resultado del mismo periodo en que se produzca ésta, de acuerdo con las políticas contables utilizadas por la empresa para el resto de las operaciones de venta directa. Si se han aplicado tasas de interés artificialmente bajas, la ganancia por la venta se reducirá a la que se hubiese generado de haber aplicado las tasas de mercado para operaciones comerciales. Los costos directos iniciales deben cargarse a resultados al inicio del arrendamiento.

Cuando el arrendador es a la vez fabricante, habrá lugar a dos tipos de ganancias:

(a)
La ganancia o pérdida equivalente al resultado de la venta directa del activo arrendado, a precios normales de venta, teniendo en cuenta todo tipo de descuentos comerciales y rebajas que sean habituales, y

(b)
La ganancia de tipo financiero en el transcurso del periodo del arrendamiento.

En los arrendamientos operativos, los arrendadores deben reconocer los activos dedicados a arrendamientos operativos de acuerdo con la naturaleza de tales bienes.

Los ingresos procedentes de los arrendamientos operativos deben ser reconocidos como ingresos, en el estado de resultados, de forma lineal a lo largo del plazo de arrendamiento, salvo que resulte más representativa otra base sistemática de reparto, por reflejar más adecuadamente el patrón temporal de agotamiento de las ganancias derivadas del alquiler en cuestión.

Los costos relacionados con cada una de las cuotas de arrendamiento, incluyendo en ellos la depreciación del bien, se cargarán a los resultados del periodo correspondiente. Las cuotas de arrendamiento (excluyendo lo que se reciba por servicios tales como seguro y conservación) se reconocerán como ingreso, normalmente, de una forma lineal en el plazo del arrendamiento, incluso si los cobros no se reciben con arreglo a tal base, a menos que otra fórmula sistemática sea más representativa del comportamiento del proceso de generación de beneficios que esté implícito en el alquiler en cuestión.

La depreciación del activo arrendado se efectúa en forma consistente con las políticas normalmente seguidas por el arrendador para activos similares.

El arrendador, que sea a la vez fabricante o distribuidor de los bienes arrendados, no reconocerá ningún beneficio por venta cuando establezca un contrato de arrendamiento operativo, puesto que la operación no es en ningún modo equivalente a una venta.

EL LEASING BACK

Una venta con arrendamiento posterior es una transacción que implica la enajenación de un activo y su posterior alquiler al vendedor. El tratamiento contable de las operaciones de venta con arrendamiento posterior dependerá del tipo de arrendamiento implicado en ellas. Es decir que permite tomar la modalidad financiera u operativa.

Apreciación preliminar

Como conclusión general, podemos indicar que las normas contables colombianas resultan incompletas en la regulación de tema, básicamente por establecer únicamente la modalidad financiera para los arrendadores, sin obligar su registro bajo la modalidad operativa. En cambio, para los arrendatarios se permite una u otra forma de tratamiento.

En adición, las regulaciones colombianas no conocen la modalidad financiera para los arrendamientos que no sean leasing. En este caso, los contratos de arrendamiento se registran como operativos.

De otra parte, la adopción de una u otra forma de tratamiento no depende de la realidad económica envuelta, sino de los plazos del contrato, del tipo de bien y del monto del patrimonio del arrendatario. 

Las regulaciones nacionales impiden la modalidad operativa para los contratos de leasing back y los que recaigan sobre terrenos. Tal restricción no aplica, como se ha dicho, para la modalidad venta-arrendamiento.

Finalmente, cualquier modificación a la regulación del leasing, como forma de arrendamiento, debe hacerse a través de una ley.

INCLUSIONES NECESARIAS EN UNA NUEVA CONCEPCIÓN Y REGULACIÓN DE LA MATERIA

Dentro del proyecto que se elabore para adecuar las normas contables a las reglas internacionales, será necesario tener en cuenta los siguientes aspectos esenciales:

Implantar el tratamiento operativo y financiero tanto para el leasing como para los arrendamientos puros.

Establecer la obligación de registrar bajo modalidad financiera u operativa para los arrendadores.

Establecer como parámetros de registro la traslación de riesgos y ventajas, tomando como referencia obligada los supuestos que, al nivel de ejemplo, dispone la NIC.

IAS 18: REVENUE
Summary of IAS 18

· Revenue should be measured at fair value of consideration received or receivable. Usually this is the inflow of cash. Discounting is needed if the inflow of cash is significantly deferred without interest. If dissimilar goods or services are exchanged (as in barter transactions), revenue is the fair value of the goods or services received or, if this is not reliably measurable, the fair value of the goods or services given up. 

· Revenue should be recognised when:

1. significant risks and rewards of ownership are transferred to the buyer; 

2. managerial involvement and control have passed; 

3. the amount of revenue can be measured reliably; 

4. it is probable that economic benefits will flow to the enterprise; and 

5. the costs of the transaction (including future costs) can be measured reliably. 

· For services, similar conditions apply by stage of completion if the outcome can be estimated reliably. 

· Interest revenue is recognised on a time-proportion basis using the effective interest rate. 

· Dividend revenue is recognised when the shareholder's right to receive the dividend is legally established. 

· If revenue has been recognised but collectibility of a portion of the amount is doubtful, bad debt expense should be recognised when the revenue is recognised. 

· Revenues and related expenses must be matched. If future related expenses cannot be measured reliably, revenue recognition should be deferred. 

· Required disclosures include: 

1. Revenue recognition accounting policies. 

2. Amount of each significant category of revenue recognised. 

3. Amount of revenue from exchanges of goods or services. 

Diferencias advertidas

El subrayado indica las similitudes 

La negrilla indica las diferencias 

	
	NIC –18
	REGLAMENTO GENERAL DE LA CONTABILIDAD

(D. R. 2649/93)

	Objetivo
	Prescribir o señalar el tratamiento contable del ingreso que se origina de ciertos tipos de transacciones y eventos.

Para reconocer el ingreso, esta norma identifica las circunstancias en las que habrá un flujo de beneficios económicos futuros hacia la empresa y que estos beneficios pueden ser cuantificados confiablemente. 
	Un ingreso se entiende realizado y por consiguiente, debe ser reconocido en las cuentas de resultados, cuando se ha devengado y convertido o sea razonablemente convertible en efectivo. Esto es, se ha hecho lo necesario para hacerse acreedor al ingreso.

	Alcance
	Debe ser aplicada por todas las empresas.

Trata exclusivamente el reconocimiento del ingreso que se origina de las transacciones y eventos siguientes:

a) la venta de bienes o mercancías

b) la prestación de servicios;

c) el uso por parte de otros de activos de la empresa que rinden interés, regalías y dividendos. 


	El reglamento de la contabilidad debe ser aplicado por todas las personas que de acuerdo con la ley estén obligadas a llevar contabilidad. Su aplicación es necesaria también para quienes sin estar obligados a llevar contabilidad, pretenden hacerla valer como prueba.

Incluye un artículo para el reconocimiento del ingreso por la venta de bienes.

Incluye un artículo para el reconocimiento del ingreso por la prestación de servicios. 

Incluye un artículo para el reconocimiento de otros ingresos entre los que contempla interés, regalías y dividendos.

	Definicio-nes
	Ingreso, es la entrada bruta de beneficios económicos durante el período que se originan en el curso de las actividades ordinarias de una empresa, cuando estas entradas dan como resultado aumentos en el capital distintos a los que se derivan de contribuciones de los propietarios del capital.

Valor justo, es la cantidad por la que podría ser intercambiado un activo, o liquidado un pasivo, entre partes informadas y deseosas en una transacción de libre competencia.
	Los Ingresos, representan flujos de entrada de recursos, en forma de incrementos del activo o disminuciones del pasivo o una combinación de ambos, que generan incrementos en el patrimonio, devengados por la venta de bienes, por la prestación de servicios o por la ejecución de otras actividades, realizadas durante un período, que no provienen de los aportes de capital. 

	Cuantifica-ción del ingreso
	El ingreso debe ser cuantificado al valor justo de la prestación recibida o por recibir.

Cuando la entrada de efectivo o equivalentes de efectivo se difiere el valor justo de la prestación puede ser menor que la cantidad nominal de efectivo recibido o por recibir.

La diferencia entre el valor justo y la cantidad nominal de la prestación es reconocida como ingreso por interés.
	

	Identifica-ción de la transacción
	Los criterios de reconocimiento de esta Norma se aplican generalmente por separado a cada transacción. 

Sin embargo, en ciertas circunstancias es necesario aplicar los criterios de reconocimiento a los componentes que se pueden identificar por separado en una transacción única para reflejar la sustancia de la transacción.
	

	Venta de bienes
	El ingreso por la venta de bienes debe ser reconocido cuando han sido satisfechas todas las condiciones siguientes:

a) la empresa ha transferido al comprador los riesgos y beneficios importantes de la propiedad de los bienes;

b) la empresa no retiene involucramiento administrativo al grado generalmente asociado con la propiedad, ni el control efectivo sobre los bienes vendidos;

c) la cantidad de ingreso puede ser cuantificada confiablemente;

d) es probable que los beneficios económicos asociados con la transacción fluirán hacia la empresa; y

e) los costos incurridos o por ser incurridos respecto de la transacción pueden ser cuantificados confiablemente.
	Artículo 98.- Reconocimiento de ingresos por la venta de bienes. Para que pueda reconocerse en la cuenta de resultados un ingreso generado por la venta de bienes se requiere que:

1. La venta constituya una operación de intercambio definitivo.

2. El vendedor haya transferido al comprador los riesgos y beneficios esencialmente identificados con la propiedad y posesión del bien, y no retenga facultades de administración o restricción del uso o aprovechamiento del mismo.

3. No exista incertidumbre sobre el valor de la contraprestación originada en la venta y que se conozca y registre el costo que ha de implicar la venta para el vendedor.

4. Se constituya una adecuada provisión para los costos o recargos que deba sufragar el vendedor a fin de recaudar el valor de la venta, con base en estimaciones definidas y razonables.

5. Se constituya una adecuada provisión para las probables devoluciones de mercancías o reclamos de garantías, con base en pronósticos definidos y razonables.

6. Si el recaudo del valor de la venta es incierto y no es posible estimar razonablemente las pérdidas en cobro, la utilidad bruta correspondiente se difiere para reconocerla como ingreso en la medida en que se recauden los instalamentos respectivos.

	Prestación de servicios
	Cuando el resultado de una transacción que implica la prestación de servicios puede ser estimado confiablemente, el ingreso asociado con la transacción debe ser reconocido por referencia a la etapa de terminación de la transacción a la fecha de los estados financieros. El resultado de una transacción puede ser estimado confiablemente cuando son satisfechas todas las condiciones siguientes:

a) la cantidad de ingreso puede ser cuantificada confiablemente;

b) es probable que los beneficios económicos asociados con la transacción fluyan hacia la empresa;

c) la etapa de terminación de la transacción a la fecha de los estados financieros puede ser determinada confiablemente; y 

d) los costos incurridos por la transacción y los costos para complementar la transacción pueden ser cuantificados confiablemente.
	Artículo 99.-Reconocimiento de ingreso por la prestación de servicios. Para que pueda reconocerse en las cuentas de resultados un ingreso generado por la prestación de un servicio se requiere que:

1. El servicio se haya prestado en forma cabal o satisfactoria.

2. No exista incertidumbre sobre el monto que se ha de recibir por la prestación del servicio, y se reconozcan los costos que ha de ocasionar dicha prestación.

3. Tratándose de servicios continuados sobre un proyecto o contrato, el valor de los mismos se cuantifique según el grado de avance, si ello es procedente; y que en caso contrario, se reconozca el ingreso con base en proyectos o contratos terminados.

4. En caso de contratos a largo plazo, se constituyan provisiones para pérdidas futuras previstas, tan pronto como sean determinables.

	Interés, regalías y dividendos
	El ingreso originado por el uso por parte de otros activos de la empresa que rinden interés, regalías y dividendos, debe ser reconocido sobre las bases de que:

a) es probable que los beneficios económicos asociados con la transacción fluyan hacia la empresa

b) la cantidad del ingreso puede ser cuantificada confiablemente.

El ingreso debe ser reconocido sobre las bases siguientes:

a) el interés debe ser reconocido sobre una base de proporción de tiempo que toma en cuenta el rendimiento efectivo sobre el activo;
b) las regalías deben ser reconocidas sobre una base de acumulación de acuerdo con la sustancia del convenio pertinente; y 

c) los dividendos deben ser reconocidos cuando es reconocido el derecho del accionista a recibir pago.


	Art.100.- Reconocimiento de otros ingresos. Los intereses, las regalías, dividendos y otras rentas semejantes, se reconocen en las cuentas de resultados cuando no exista incertidumbre sobre su cuantía y cobrabilidad, de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Intereses: proporcionalmente al tiempo, tomado en consideración el capital y la tasa.
2. Regalías: con base en su valor acumulado devengado, de conformidad con los términos del contrato que les da origen.

3. Dividendos, participaciones o excedentes por inversiones que no se manejen por el método de participación: cuando quede establecido el derecho del asociado a recibirlos.

	Revelación
	Una empresa debe revelar:

a) las políticas contables adoptadas para el reconocimiento del ingreso incluyendo los métodos adoptados para determinar la etapa de terminación de transacciones que impliquen la prestación de servicios;


	Artículo 114.- Notas a los estados financieros…3. Las notas iniciales deben identificar el ente económico, resumir sus políticas y prácticas contables y los asuntos de importancia relativa.

Artículo 115.- Norma general sobre revelaciones…

3. Principales políticas y prácticas contable…

11. Principales ingresos y gastos, indicando el método utilizado para determinarlos y las bases utilizadas.



	
	b) la cantidad de cada categoría significativa de ingresos reconocidos durante el período incluyendo los ingresos originados por:

i. la venta de bienes

ii. la prestación de servicios;

iii. intereses, 

iv. regalías; y

v. dividendos; y 

c) la cantidad de ingreso originada por intercambio de bienes y servicios incluidos en cada categoría significativa de ingreso.


	Artículo 117.-Revelaciones sobre rubros del estado de resultados. En adición a lo dispuesto en la norma general sobre revelaciones, a través del estado de resultados o subsidiariamente en notas se debe revelar:

1. Ingresos brutos, con indicación de los generados por la actividad principal, asociados con sus correspondientes devoluciones, rebajas y descuentos.

2. Monto o porcentaje de los ingresos percibidos de los tres principales clientes, o de entidades oficiales, o de exportaciones, cuando cualquiera de estos rubros represente en su conjunto más del 50% de los ingresos brutos menos descuentos o individualmente más del 20% de los mismos.

3. Costo de ventas.

4. Gastos de venta, de administración, de investigación y desarrollo, indicando los conceptos principales.

5. Ingresos y gastos financieros y corrección monetaria, asociados aquéllos con ésta.

Otros conceptos cuyo importe sea del 5% o más de los ingresos brutos.

	Vigencia
	Esta Norma Internacional de Contabilidad es obligatoria para los estados financieros que cubran períodos que comiencen en o posteriores al 1º de enero de 1995.
	El decreto reglamentario rige a partir del 1º de Enero de 1994.


Las normas internacionales de contabilidad distinguen entre ingresos y ganancias. Esta diferencia no se encuentra consagrada de manera expresa en las normas colombianas, aunque muchas ganancias tienen un tratamiento distinto al de los ingresos en la medida en la que representen partidas extraordinarias.

La norma internacional no trata de los ingresos procedentes de:

(a)
contratos de arrendamiento financiero (véase la NIC 17,  Arrendamientos);

(b)
dividendos producto de inversiones financieras llevadas por el método de la participación (véase la NIC 28, Contabilización de Inversiones en Empresas Asociadas);

(c) 
contratos de seguro realizados por compañías aseguradoras;

(d) 
cambios en el valor razonable de activos y pasivos financieros, o productos derivados de su venta (que se tratan en la NIC 32, Instrumentos Financieros: Presentación e Información  a Revelar);

(e) 
cambios en el valor de otros activos corrientes;

(f) 
incremento natural en las ganaderías, así como en otros productos agrícolas o forestales; y

(g) 
extracción de minerales en yacimientos.

La norma internacional precisa que por ingreso debe entenderse una entrada bruta de beneficios económicos. La norma colombiana no hace esta precisión.

La norma colombiana no exige expresamente que se considere el factor financiero envuelto en una transacción. La norma internacional dispone que “(...) cuando la entrada de efectivo u otros medios equivalentes se difiera en el tiempo, el valor razonable de la contrapartida puede ser menor que la cantidad nominal de efectivo cobrada o por cobrar. Por ejemplo, la empresa puede conceder al cliente un crédito sin intereses o acordar la recepción de un efecto comercial, cargando una  tasa de interés menor que la del mercado, como contrapartida de la venta de bienes. Cuando el acuerdo constituye efectivamente una transacción financiera, el valor razonable de la contrapartida se determinará por medio del descuento de todos los cobros futuros, utilizando una  tasa de interés imputada para la actualización. (...)”

En tratándose de los ingresos, la norma colombiana no contempla expresamente el caso de las permutas. La norma internacional señala: “(...) Cuando se intercambien o permutan bienes o servicios por otros bienes o servicios de naturaleza similar, tal cambio no se considerará como una transacción que produce ingresos. (...)”

La norma colombiana no contempla expresamente hipótesis en las cuales una serie de transacciones deba considerarse en forma conjunta. La norma internacional prevé: “(...) Normalmente, el criterio usado para el reconocimiento de ingresos en esta Norma se aplicará por separado a cada transacción. No obstante, en determinadas circunstancias es necesario aplicar tal criterio de reconocimiento, por separado, a los componentes identificables de una única transacción, con el fin de reflejar la sustancia de la operación. Por ejemplo, cuando el precio de venta de un producto incluye una cantidad identificable a cambio de algún servicio futuro, tal importe se diferirá y reconocerá como ingreso en el intervalo de tiempo durante el que tal servicio será ejecutado. A la inversa, el criterio de reconocimiento será de aplicación a dos o más transacciones, conjuntamente, cuando las mismas están ligadas de manera que el efecto comercial no puede ser entendido sin referencia al conjunto completo de transacciones. Por ejemplo, una empresa puede vender bienes y, al mismo tiempo, hacer un contrato para recomprar esos bienes más tarde, con lo que se niega el efecto sustantivo de la operación, en cuyo caso las dos transacciones han de ser contabilizadas de forma conjunta.(...)”.

La norma colombiana sobre ingresos no es expresa en señalar si la transferencia de los riesgos y beneficios en una venta debe evaluarse desde una perspectiva jurídica o de hecho. A esto último debería llegarse por aplicación del principio de esencia sobre forma, pero no es usual que los preparadores actúen teniendo en cuenta esta norma básica. La norma internacional expresa: “(...) El proceso de evaluación de cuándo una empresa ha transferido al comprador los riesgos y ventajas significativos, que implica la propiedad, requiere un examen de las circunstancias de la transacción. En la mayoría de los casos, la transferencia de los riesgos y ventajas de la propiedad coincidirá con la transferencia de la titularidad legal o el traspaso de la posesión al comprador. Este es el caso en la mayor parte de las ventas al por menor. En otros casos, por el contrario, la transferencia de los riesgos y las ventajas de la propiedad tendrá lugar en un momento diferente del correspondiente a la transferencia de la titularidad legal o el traspaso de la posesión de los bienes. (...)” Más adelante indica: “(...) Por ejemplo, un vendedor puede retener, con el único propósito de asegurar el cobro de la deuda, la titularidad legal de los bienes. En tal caso, si la empresa ha transferido los riesgos y ventajas significativos, derivados de la propiedad, la transacción es una venta y se procede a reconocer los ingresos derivados de la misma. (...)”

En Colombia, salvo en el sector financiero y otros sometidos a normas especiales, los intereses se contabilizan con base en la tasa pactada. La norma internacional se refiere a la tasa corriente, al decir que “(...) El rendimiento efectivo de un activo es  la tasa de interés que iguala la corriente descontada de cobros futuros, esperados a lo largo de la vida del mismo, con el valor  en libros inicial del activo. Los ingresos por intereses incluyen la imputación en el tiempo de cualquier  tasa de descuento, primas u otras diferencias entre el valor  en libros inicial del título de deuda y el importe que se obtendrá a su vencimiento. (...)”

Apreciación preliminar

Las principales dificultades, efectos y conveniencias resultantes de comparar la Norma Internacional de Contabilidad 18 con el reglamento general de la contabilidad (Decreto reglamentario número 2649 de 1993) puede concretarse de la siguiente forma:

1) La aplicación de la NIC 18 en nuestro país puede implicar que los criterios de reconocimiento planteados en esta misma se cumplen en diferentes momentos. Por consiguiente es importante considerar el contexto de las leyes relativas al reconocimiento de ingresos en nuestro país.

2) Es importante realizar una discusión exhaustiva de todos los factores pertinentes que podrían inferir en el reconocimiento del ingreso.

3) A diferencia del reglamento general de la contabilidad la norma internacional de contabilidad 18, plantea una serie de transacciones particulares donde muestra como sería el tratamiento para reconocer el ingreso.

4) Las normas internacionales de contabilidad son un conjunto de estándares completos cuya adopción no se podría hacer de manera parcial.

5) Cabe señalar que en la medida en que sean tenidas en cuenta las consideraciones anteriores sería factible adoptar la Norma Internacional de Contabilidad 18, en nuestro país, lo cual permitiría armonizar las regulaciones, normas de contabilidad y procedimientos relativos a la presentación de estados financieros.

6) Por la forma como IASC trabaja en la formulación de las Normas Internacionales de Contabilidad, éstas se concentran en puntos esenciales y no resultan tan complejas que no puedan aplicarse efectivamente sobre una base mundial, adicionalmente son constantemente revisadas para considerar las posiciones actuales y la necesidad de actualizarlas.

IAS 19: EMPLOYEE BENEFITS

Revised January 1998 Effective for Reporting Periods Begining 1 January 1999. A change to the definition of Pension Plan Assets was approved by the Board in October 2000, effective for financial years beginning on or after 1 January 2001. 

Summary of IAS 19 (Revised) 

	POST-EMPLOYMENT BENEFITS INCLUDING PENSIONS 

Defined Contribution Plans 

· Contributions of a period should be recognised as expenses. 

Defined Benefit Plans 

· Current service cost should be recognised as an expense. 

· All companies use the projected unit credit method (an accrued benefit method) to measure their pension expense and pension obligation. 

· Projected benefit methods may not be used. 

· The discount rate is the interest rate on high quality corporate bonds of maturity comparable to plan obligations. 

· Measure plan assets and reimbursement rights at fair value. 

· Present defined benefit obligations net of plan assets. Present reimbursement rights as a separate asset. 

· A net pension asset on the balance sheet may not exceed the present value of available refunds plus the available reduction in future contribution due to a plan surplus. 

· If the net cumulative unrecognised actuarial gains and losses exceed the greater of (a) 10% of the present value of the plan obligation and (b) 10% of the fair value of plan assets, that excess must be amortised over a period not longer than the estimated average remaining working lives of employees participating in the plan. Faster amortisation, including immediate income recognition for all actuarial gains and losses, is permitted if an enterprise follows a consistent and systematic policy. 

· Past service cost should be recognised over the average period until the amended benefits become vested. 

· The effect of termination, curtailment, or settlement should be recognised when the event occurs. 

OTHER EMPLOYEE BENEFITS 

· Including vacations, holidays, accumulating sick pay, retiree medical and life insurance, etc. 

· Accrual basis during period of employee service. 

TABLE COMPARING IAS 19 REVISED 1998 WITH THE OLD IAS 19 and US GAAP 

 
Old IAS 19
New IAS 19
USA
Actuarial valuation methods
Accrued benefit or projected benefit
Projected Unit Credit only
Projected Unit Credit only
Measurement date
At least every 3 years
Balance sheet date
Up to 3 month before B/S date
Attribution of benefit to periods:
 
 
 
Attribution starts
Not specified

When employee becomes entitled to benefits (conditional or unconditional)
When plan grants credit
Attribution ends
Not specified
When entitlement is no longer conditional on future service
Pension costs: end of service
OPEBs: full eligibility
Attribution method
Not specified
Note 1
Note 2
Discount rate
Long-term rates at which obligations are expected to be settled
Rate on high quality corporate bonds at B/S date
Effective settlement rate / return on high-quality fixed-income investments 
Measurement assumes future benefit increases?
If regular or automatic
If part of formal or constructive terms of the plan
If regular or automatic
Actuarial gains and losses
Spread over working life
Optional 10% corridor (note 3)
Optional 10% corridor (note 3)
Spread past service cost for current and former employees?
Current only
Note 4
Yes
Past service cost - amortisation basis
Not specified
Straight-line
Employee / year
Additional minimum liability in certain cases?
Not specified
No
Pensions - yes
OPEBs - no
Measurement of plan assets
Fair value (note 5)
Fair value (note 5)
Market Related or Market Value
Limit on recognition of an overall asset
No
Yes (note 6)
No
Curtailment and settlement loss: timing of recognition 
When probable
When occurs
When probable
Include unrecognised actuarial gains/losses (A) and past service cost (P) in:
 
 
 
Curtailment gains and losses?
A+P 
A+P
P
Settlement gains and losses?
A+P
A+P
A
Multi-employer plans with defined benefit characteristics
No guidance
Use defined benefit accounting
Use defined contribution accounting
Analyse balance sheet and income statement?
No
Yes
Yes
Delayed transition allowed?
Yes (note 7)
Yes (note7)
Yes (note7)
Notes: 

1. Plan benefit formula (but use straight-line if formula is back-loaded) 

2. Pension costs: plan benefit formula, unless back-loaded. OPEBs: straight-line unless front-loaded 

3. Inside 10% corridor: may ignore. Outside 10% corridor: must amortise, but may recognise faster. 

4. Spread over average period until the amended benefits become vested 

5. New IAS 19 - do not use discounted cash flows if a market value (not clear under old IAS 19) 

6. Asset limited to unrecognised actuarial losses and past service cost, plus present value of available refunds and reductions in future contributions. 

7. New IAS 19 - may spread transitional increase (not decrease) in liability over up to 5 years. Old IAS 19, USA and UK - may spread transitional increase or decrease over remaining working life (USA - longer in some cases). 

OPEBs = Other Post-employment Benefits 
	


Diferencias advertidas

IAS 19 es mucho más amplia que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, al punto que no son verdaderamente comparables.

La norma local tan solo desarrollo de manera genérica y no pormenorizada como la internacional, algunos aspectos relacionados con los pasivos y gastos laborales.

Al analizar las normas que regulan el derecho individual y el derecho colectivo del trabajo, se encuentran que la mayoría de los conceptos tratados en las normas internacionales tienen aplicación en Colombia, sólo que las normas contables no los detallan de manera suficiente.

Vale la pena resultar que las normas locales no ordenan el empleo de un método actuarial específico, en tanto que IAS 19 sí (método de la unidad de crédito proyectada), no obstante ordenar el empleo de un sistema de valuación (valor presente neto); así como que las normas generales sobre revelación, resultan aplicables al concepto. Este último punto es consistente en la totalidad de IAS’s, por cuanto éstas desarrollan de manera puntual ciertos aspectos, en tanto que las normas colombianas, por estar incluidas en un solo cuerpo, regulan los temas de manera menos profunda y más genérica.

Apreciación preliminar

No se advierten implicaciones de importancia en la adopción de la norma internacional en la medida en que las Superintendencias se han encargado de establecer algunas obligaciones de carácter contable que emulan, en cierta forma, las medidas internacionales de IAS.

Es necesario definir, eso sí, la estructura legal de las normas contables colombianas, en el sentido de optar o bien por recopilar en un solo cuerpo TODAS las normas contables o, en su defecto, establecer sólo los principios rectores (algo similar al preámbulo o marco conceptual de IAS) y que ALGUIEN se responsabilice por la expedición y revisión de cada norma técnica requerida.

Los efectos de la adopción del estándar internacional serían favorables, en las circunstancias actuales, en la medida en que se aporta más a los usuarios y aún a los responsables de la información contable.

Es necesario conocer el sentido de las disposiciones que en materia de pensiones piensa adoptar el gobierno, a efectos de verificar sus implicaciones de carácter contable.

IAS 20: GOVERNMENT GRANTS
Summary of IAS 20 

· Grants should not be credited directly to equity. They should be recognised as income in a way matched with the related costs. 

· Grants related to assets should be deducted from the cost or treated as deferred income. 

Diferencias advertidas

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 no se ocupa del tema específico, caso en el cual no se puede hablar de la existencia de diferencias en el tratamiento contable del tema.

Apreciación preliminar

Excepto por las definiciones de orden legal que puedan dar lugar a confusión respecto del verdadero alcance de una subvención del gobierno, la disposición puede ser adoptada o incorporada en nuestras normas contables.

Para este efecto, es necesario hacer las adecuaciones necesarias a los casos particulares o circunstancias que se puedan considerar como concesiones o ayudas gubernamentales para su tratamiento como tales. Tales casos particulares pueden ser las concesiones para la explotación de crudo, de servicios públicos, explotación de carreteras, servicios públicos, etc.

Para que esta adopción tenga efecto, es necesario crear la estructura apropiada para que nuestros estándares gocen de aceptación internacional, a saber: (1) un emisor de estándares, (2) un organismo regulador, y (3) la profesión que lo aplica, con independencia entre estos tres componentes. En este sentido estoy de acuerdo, en el entendido de que es necesario crear las condiciones para que las normas (o estándares) puedan mantenerse actualizadas y en consonancia con la técnica contable (más que con la jurídica).

De esta manera se genera unidad de criterio y nos evitamos los manejos por parte de las Superintendencias que no consulten las normas básicas y los criterios internacionales.

Si no procedemos de esta manera, los esfuerzos serán estériles y se sujetará a los vaivenes o circunstancias de nuestro derecho positivo, tal como ha venido ocurriendo con nuestro Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

IAS 21: THE EFFECTS OF CHANGES IN FOREIGN EXCHANGE RATES
Summary of IAS 21

Foreign currency transactions 

· Transactions should be translated on the date of the transaction. Thus, income statement items are translated at the average exchange rate. 

Investments in foreign entities that are integral to the operations of the parent 

· Subsequently, monetary balances should be translated at the closing rate, and nonmonetary balances at the rate that relates to the valuation basis. This means the rate on acquisition date for nonmonetary assets carried at historical cost and the rate at valuation date for revalued nonmonetary assets. 

· Differences on monetary items should be taken to income, unless the items amount to a net investment in a foreign entity, in which case they are reported in equity until the asset or liability is disposed of. 

· The financial statements of foreign operations that are integral to the operations of the parent should be treated as above. 

Investments in other foreign entities 

· Financial statements of other entities should be translated using closing rates for balance sheets and transaction rates (or, in practice, average rates) for income and expenses. Differences should be taken directly to equity. 

Disclosures:
· translation differences included in net income 

· analysis of translation differences in equity 

· changes in rates after balance sheet date 

· foreign exchange risk management policies 

Diferencias advertidas

Al comparar la NIC 21 con las normas de contabilidad colombianas contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se encuentra que existen importantes diferencias, fundamentalmente en lo relacionado con la conversión de estados financieros para incluirlos en los estados financieros consolidados del ente.

De acuerdo con el punto anterior, a continuación se presenta un resumen comparativo de las diferencias encontradas entre la NIC 21 y el Decreto 2649 de 1993, en el orden en que se encuentran en la mencionada NIC:

1) Reconocimiento de Transacciones en Moneda Extranjera

a) Partidas monetarias y no monetarias

NIC 21

Para efectos del reconocimiento de transacciones en moneda extranjera y la diferencia en cambio resultante, la NIC hace una diferenciación entre partidas “monetarias” y “no monetarias”, definiendo como “monetarias” al dinero en efectivo, y a los activos y pasivos que se van a recibir o pagar, mediante una cantidad fija o determinable de dinero.

Decreto 2649 de 1993

No considera ni permite el reconocimiento de diferencias en cambio provenientes de partidas “no monetarias” (ejemplo, propiedades, planta y equipo).

b) La moneda de medición

NIC 21

La NIC propiamente dicha, establece que la empresa utilizará normalmente la moneda del país en que esté domiciliada, en caso contrario deberá revelar las razones existentes.

De acuerdo con la interpretación SIC 19, la moneda utilizable como moneda de medición es aquella que es usada en gran medida o que tiene un impacto significativo en las operaciones del ente. Las monedas distintas a la medición son consideradas extranjeras.

Decreto 2649 de 1993

De acuerdo con el artículo 8, norma básica del Decreto 2649 de 1993, la unidad de medición es la moneda funcional. En concordancia con esta norma básica el artículo 50, norma técnica general del citado Decreto, establece que la moneda funcional es el peso.

c) Partidas reconocidas por su valor razonable

NIC 21

De acuerdo con la NIC 21 (inciso 11), las operaciones en moneda extranjera que se contabilicen por su valor razonable (valor de mercado o realización en los términos del Decreto 2649 de 1993), deben ser valoradas a la tasa de cambio existente en el momento en que se determine dicho valor razonable. Este principio de medición para efectos de reconocimiento se aplica normalmente en el caso de ciertos instrumentos financieros y de propiedades, planta y equipo.

Esta norma supone que el valor razonable se establezca en la moneda de la transacción, es decir en la moneda extranjera.

Decreto 2649 de 1993

De acuerdo con el Decreto todas las operaciones de un ente se reconocen por su valor histórico, es decir no existe la posibilidad de registrar originalmente un activo por su valor razonable; el valor razonable es un problema posterior de ajuste al valor de mercado, de reposición, o presente. Ante esta situación, la tasa de cambio que debe utilizarse para convertir el activo a la moneda de medición, es la tasa vigente en el momento de su adquisición (podría denominarse tasa histórica o “tasa al contado en los términos de la NIC 21”).

d) Inversión neta en una entidad extranjera

NIC 21

En el caso de las partidas monetarias por cobrar o por pagar a una entidad extrajera en la cual se posee una inversión neta, en los términos de la NIC, cuando la liquidación de las mismas no está contemplada o no es probable que se produzca, la diferencia en cambio que se genera debe registrarse en el patrimonio del ente hasta el momento en que, de alguna manera, se disponga de dicha inversión neta. El mismo tratamiento debe darse a la diferencia en cambio derivada de pasivos a largo plazo utilizados como cobertura de la inversión neta.

Decreto 2649 de 1993

En el caso Colombiano, dicha diferencia en cambio debe registrarse en el estado de pérdidas y ganancias.

e) Pasivos por compras recientes de activos

NIC 21

Las diferencias en cambio generadas de dicho pasivo deben registrarse como mayor valor del activo respectivo, siempre que el valor ya ajustado del mismo no supere el valor recuperable del activo, por uso o venta, o su costo de reposición, el que sea menor.

Este procedimiento se encuentra sujeto a los siguientes requisitos:

Que el pasivo no pueda ser pagado (por razones externas a la compañías, por ejemplo: control cambiario, escaces de la moneda extranjera en la que debe amortizarse el pasivo).

Que no se puedan efectuar acciones de cobertura del pasivo relacionado.

Que el activo haya sido adquirido recientemente (es decir, dentro de los doce meses anteriores a la fecha en que se presente la devaluación severa de la moneda de medición).

Decreto 2649 de 1993

En Colombia, en términos generales, dicha diferencia en cambio debe registrarse como un mayor valor del activo hasta que el mismo se encuentre en condiciones de venta o uso.

2) Conversión de Estados Financieros de Operaciones en el Extranjero

NIC 21

Dichas normas consideran la conversión de estados financieros de operaciones en el extranjero a la moneda de medición, para propósitos de consolidación bien sea por el método proporcional o por el de participación.

Decreto 2649 de 1993

En dicho Decreto no existe directriz alguna para efectos de la conversión de estados financieros a la moneda funcional.

Apreciación preliminar

Conveniencia

En términos generales es conveniente la adopción de dicha norma, fundamentalmente por lo siguiente:

Con relación a la conversión de estados financieros, quedarían establecidas reglas claras de conversión para efectos de consolidación, no dejando dicho procedimiento y el manejo de la diferencia en cambio resultante al arbitrio de la administración del ente o sujeto a la técnica o práctica en otros países.

En relación con la determinación del costo de activos adquiridos con créditos en moneda extranjera, se reduciría la posibilidad de que su costo histórico exceda desde un comienzo al valor de realización o de reposición.

Dificultades

En principio no se anticipan dificultades en la adopción de la norma internacional de que se trata, principalmente porque hasta ahora no muchas empresas requieren de la conversión de estados financieros correspondientes a operaciones en el exterior. Sin embargo, en el caso de adoptar como moneda de medición a la moneda funcional, es decir aquella que es usada en gran medida o que tiene un impacto significativo en las operaciones del ente, probablemente se presentarán inconvenientes de tipo tributario mas no de orden contable.

Efectos

En el caso de los entes que hasta la fecha han venido convirtiendo sus estados financieros de operaciones en el exterior, probablemente se les presenten diferencias en el monto de la diferencia en cambio que ha sido incluida en el patrimonio o en el estado de resultados.

IAS 22: BUSINESS COMBINATIONS
Summary of IAS 22 

Certain provisions of IAS 22 were revised in 1998 -- see "1998 Revisions" below 
Two types of business combinations 

· Uniting of interests: A uniting of interests is an unusual business combination in which an acquirer cannot be identified. Such combinations must be accounted for by the pooling of interests method. 

· Acquisitions: All other combinations must be accounted for as acquisitions (purchases). 

Uniting of Interests (Pooling of Interests Method of Accounting) 

· Definition: A business combination in which the shareholders of the combining enterprises combine control over the whole of their net assets and operations, to achieve a continuing mutual sharing in the risks and benefits attaching to the combined entity such that neither party can be identified as the acquirer. Criteria: 

1. the substantial majority of voting common shares of the combining enterprises are exchanged or pooled; 

2. the fair value of one enterprise is not significantly different from that of the other enterprise; 

3. the shareholders of each enterprise maintain substantially the same voting rights and interests in the combined entity, relative to each other, after the combination as before. 

· Carrying amounts on the books of the combining companies are carried forward. 

· No goodwill is recognised. 

· Prior financial statements are restated as if the two companies had always been combined. 

Acquisition (Purchase Method of Accounting) 

· Definition: A business combination in which one of the enterprises (the acquirer) obtains control over the net assets and operations of another enterprises (the acquiree) in exchange for the transfer of assets, incurrence of a liability, or issue of equity. 

· For an acquisition, assets and liabilities should be recognised if it is probable that an economic benefit will flow and if there is a reliable measure of cost or fair value. 

· Assets and liabilities of the acquired company are included in the consolidated financial statements at fair value (acquirer's purchase price). 

· The difference between the cost of the purchase and the fair value of the net assets is recognised as goodwill. 

· The benchmark treatment is not to apply fair valuation to the minority's proportion of net assets; the allowed alternative is to fair value the whole of the net assets. 

· Fair values are calculated by reference to intended use by the acquirer. 

· Goodwill must be amortised over its useful life, but not more than 5 years unless longer (up to 20 years) can be justified. 

· Goodwill must be reviewed each year for impairment. 

· If goodwill is written down for impairment, the writedown is not reversed. 

· The benchmark treatment for negative goodwill is to reduce the non-monetary assets proportionately, and to treat any balance as deferred income. The allowed alternative is to treat negative goodwill as deferred income. 

1998 Revisions to IAS 22 

The main changes to IAS 22 relate to the requirements for the amortisation of goodwill, the recognition of restructuring provisions at the date of acquisition and the treatment of negative goodwill. 

The revised IAS 22 follows Exposure Draft E61, Business Combinations, published in August 1997. It is effective for annual financial statements beginning on or after 1 July 1999 (earlier application is encouraged). 

Key changes to the 1993 version of IAS 22 are that: 

· the 20 year ceiling on the amortisation period of goodwill in IAS 22 has been made a rebuttable presumption rather than an absolute limit. Consistent with the amortisation requirements for intangible assets in IAS 38, Intangible Assets, if there is persuasive evidence that the useful life of goodwill will exceed 20 years, an enterprise should amortise the goodwill over its estimated useful life and: 

(a) test goodwill for impairment at least annually in accordance with IAS 36, Impairment of Assets; and 

(b) disclose the reasons why the presumption that the useful life of goodwill will not exceed 20 years from initial recognition is rebutted and also the factor(s) that played a significant role in determining the useful life of goodwill. 

The revised Standard does not permit an enterprise to assign an infinite useful life to goodwill; 

· the revised Standard restricts the recognition at the date of acquisition of a provision for restructuring costs to those cases where the restructuring is an integral part of the acquirer's plan for the acquisition and, among other things, the main features of the restructuring plan were announced at, or before, the date of acquisition so that those affected have a valid expectation that the acquirer will implement the plan. 

Recognition criteria for such a provision are based on those in IAS 37, Provisions, Contingent Liabilities and Contingent Assets, except that the revised Standard requires a detailed formal plan to be in place no later than 3 months after the date of acquisition or the date when the annual financial statements are approved if sooner (IAS 37 requires the detailed formal plan to be in place at the balance sheet date). This difference from IAS 37 acknowledges that an acquirer may not have enough information to develop a detailed formal plan by the date of acquisition. It does not undermine the principle that no restructuring provision should be recognised if there is no obligation immediately following the acquisition. 

The revised Standard also places strict limits on the costs to be included in a restructuring provision. For example, such provisions are limited to costs of restructuring the operations of the acquiree, not those of the acquirer; and 

· the benchmark and allowed alternative treatments for negative goodwill in IAS 22 are replaced by a single treatment. Under the revised Standard, negative goodwill should always be measured and initially recognised as the full difference between the acquirer's interest in the fair values of the identifiable assets and liabilities acquired less the cost of acquisition. This means that allocating the excess of the fair values of identifiable assets and liabilities acquired over the cost of acquisition to reduce the fair values of identifiable assets acquired (the old IAS 22's benchmark treatment) is no longer permitted. 

The revised Standard now requires negative goodwill to be presented as a deduction from (positive) goodwill. It should then be recognised as income as follows: 

(a) to the extent that negative goodwill relates to expectations of future losses and expenses that are identified in the acquirer's plan for the acquisition and that can be measured reliably, negative goodwill should be recognised as income when the identified future losses and expenses occur; and
(b) to the extent that it does not relate to future losses and expenses, negative goodwill not exceeding the fair values of the non-monetary assets acquired should be recognised as income over the remaining average useful life of the depreciable/amortisable non-monetary assets acquired. Negative goodwill in excess of the fair values of the non-monetary assets acquired should be recognised as income immediately. 

Diferencias advertidas

Entendidas las normas contables colombianas como las desarrolladas por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, no es pertinente afirmar que exista un contenido normativo comparable entre normas contables colombianas e internacionales respecto de la combinación de negocios
, toda vez que el tema no es tratado específicamente en la normativa nacional
.

En efecto, el citado Decreto sólo se refiere de manera tangencial a algunos aspectos de las combinaciones de negocios
, como los siguientes:

En el artículo 29 para aclarar que respecto de las combinaciones de negocios se deben preparar estados financieros extraordinarios, de hecho no se especifica, como si lo hace IAS 22, las revelaciones particulares que en ellos se deben efectuar y el tratamiento para reconocer y valuar los diferentes elementos activos y pasivos que se deben presentar en dichos balances.

Tácitamente se entiende en ese artículo que las combinaciones de negocios son la transformación, fusión y escisión, lo que deja de lado la cesión, que es un elemento tratado en forma importante en IAS 22 como adquisición de activos y pasivos. 

Las normas contables colombianas unen el tratamiento del crédito mercantil al de los activos intangibles (artículo 66 del aludido Decreto), por su parte, IASC excluye el tratamiento del crédito mercantil de la norma sobre activos intangibles (IAS 37), para darle el manejo particular que se presenta en IAS 22, combinación de negocios. Con esto la norma internacional tiene un alcance más amplio que la legislación local, al tocar aspectos como la valoración inicial y posterior del crédito mercantil, su forma de amortización y vida útil, además reconoce la realidad económica de estos negocios al proponer un tratamiento para el crédito mercantil negativo.

Finalmente, se hace referencia al crédito mercantil “good will” en el artículo 95 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, para indicar que el ajuste por inflación al patrimonio proveniente de un crédito mercantil formado no se ajusta por inflación. Frente a este aspecto, IAS 22 no hace referencia, debido a que el tema inflacionario para efectos de reporte de los estados financieros es desarrollado en IAS 29. No obstante, de la lectura de IAS 22 se colige que un crédito mercantil solo se genera en una combinación de negocios, por lo tanto, el crédito mercantil generado no debe ser reconocido en los estados financieros, como lo sugiere la norma colombiana. 

Apreciación preliminar

Es conveniente aplicar IAS 22 en las combinaciones de negocios que se realicen en el país, debido a que ésta representa una mejoría de la información contenida en los estados financieros de las empresas combinadas, más cercana a su realidad económica y por lo tanto, favorable para inversionistas y acreedores reales y potenciales de los negocios que se combinen. 

Además, la expedición de una norma sobre esta materia eliminaría las diferencias de tratamiento que de hecho se han presentado por las distintas posiciones de los supervisores gubernamentales.

Dificultades

Por tener unidad conceptual las normas del IASC, la aplicación de IAS 22 deberá estar soportada en su armonía con los demás estándares, por lo tanto, se deberá acoger en forma integral todos los estándares del IASC.

Efectos

No tiene el país un estudio que determine los efectos patrimoniales de las combinaciones de negocios realizadas para hacerle frente a la crisis económica, no obstante, por el conocimiento de algunos casos particulares en el sector financiero, se debe pensar en mecanismos de diferir el impacto de la norma para los negocios combinados antes de entrar en vigencia la misma, puesto que se podría afectar seriamente los patrimonios de las entidades que han sido objeto de estas combinaciones, y en consecuencia, revertir el fin pretendido al tomar la decisión de combinar.

Para dinamizar la base conceptual propuesta por IAS 22, será necesario ajustar los instrumentos, esto es los diversos “planes únicos de cuentas”, para ajustarlos a las exigencias de los lineamientos expuestos por IAS 22.

IAS 23: BORROWING COSTS
Summary of IAS 23 

· The benchmark treatment is to treat borrowing costs as expenses. 

· The allowed alternative is to capitalise those directly attributable to construction. 

· If capitalised and funds are specifically borrowed, the borrowing costs should be calculated after any investment income on temporary investment of the borrowings. If funds are borrowed generally, then a capitalisation rate should be used based on the weighted average of borrowing costs for general borrowings outstanding during the period. Borrowing costs capitalised should not exceed those actually incurred. 

· Capitalisation begins when expenditures and borrowing costs are being incurred and construction of the asset is in progress. 

· Capitalisation suspends if construction is suspended for an extended period, and ends when substantially all activities are complete. 

Diferencias advertidas

La NIC 23, permite un tratamiento alternativo para los costos de préstamos que son directamente atribuibles a la adquisición, construcción o producción de un activo. Estos costos de préstamos son capitalizados como parte del costo del activo cuando es probable que darán como resultado beneficios económicos futuros a la empresa y que los costos puedan ser cuantificados confiablemente. Otros costos de préstamos son reconocidos como gastos en el período en que son incurridos.

En las normas aplicables en Colombia, la norma internacional en análisis, no esta contemplada como tal, es decir, como costos de préstamos, como tampoco su tratamiento alternativo, como costos de préstamos elegibles para su capitalización (cuentas del pasivo). 

No obstante, en nuestra legislación el tratamiento contable previsto es contemplado desde el punto de vista del activo, y contiene los elementos básicos en el mismo sentido expuesto en la Norma Internacional 23, así se desprende de las normas técnicas especificas, normas sobre activos consagradas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, en especial de los artículos: 61, Inversiones; 63, Inventarios; 64, Propiedades planta y equipos; y subsiguientes hasta el artículo 69. En los que se predica el supuesto básico del costo histórico con el siguiente tenor: “ El valor histórico de estos activos incluye todas las erogaciones y cargos necesarios hasta colocarlos en condiciones de utilización, tales como (...) intereses...” de tal suerte que, en todos se incluye todas las erogaciones necesarias y los cargos directos e indirectos necesarios para ponerlos en condiciones de utilización o de venta. En donde por supuesto se deben considerar los intereses de los préstamos que solicita una empresa específicamente para el propósito de obtener un activo calificable particular.

Planteado lo anterior, pueden advertirse las siguientes diferencias:

1) La norma internacional no tiene la intención de aplicarse a partidas de poca importancia (párrafo 12 del prefacio de NIC), mientras las normas colombianas no hacen distinción, son de general aplicación. 

2) La NIC 23 incluye una definición que no manejamos en nuestro medio, activo calificable. Es un activo que necesariamente requiere de un período sustancial de tiempo para estar listo para el uso o venta a que está designado. Ejemplos de activos calificables son los inventarios que requieren de un periodo sustancial de tiempo para traerlos a una condición vendible, plantas de manufactura, instalaciones de generación de energía y propiedades de inversión. Las inversiones y aquellos inventarios que se manufacturan rutinariamente o de otro modo se producen en grandes cantidades sobre una base repetitiva durante un período corto no son activos calificables. Los activos que están listos para su uso o venta, a que están destinados cuando son adquiridos, tampoco son activos calificados.

3) Revelación. En los estados financieros en nuestra legislación no se establece que se deba revelar la política contable adoptada para los costos de préstamos elegibles para su capitalización, en las notas nunca se observa la cantidad de costos de préstamos capitalizada durante el período ni la tasa de capitalización usada para determinar la cantidad de costos de préstamos elegible para capitalización. Lo que se observa son políticas muy generales en cuanto al costo de los activos. 

4) Las normas aplicables en Colombia no se refieren al grado de aplicación de los préstamos capitalizables, como si lo hace el numeral 15 de la NIC 23 al grado en que se pidan prestados fondos específicamente para el propósito de obtener un activo calificable. La cantidad de costos de préstamos elegible para capitalización sobre ese activo debe ser determinada como los costos reales de préstamos incurridos en ese préstamo durante el período menos cualquier ingreso sobre la inversión temporal de esos préstamos.

5) Igualmente, aunque la norma colombiana lo permite, no existen antecedentes conocidos que indiquen que empresas hayan valuado sus activos al valor de uso, que en el numeral 19 se observa; cuando la cantidad en libros o el costo último esperado del activo calificable excede su cantidad recuperable o valor neto de realización, la cantidad en libros se rebaja o se cancela, de acuerdo con los requisitos de otras Normas Internacionales de Contabilidad.

6) No contamos con normas en detalle cuando la construcción de un activo calificable es terminada en partes y cada parte puede ser usada mientras continúa la construcción de otras partes, en el numeral 28 de la NIC en comento se aprecia un ejemplo de distinción. Así:

“ Un ejemplo de construcción de un activo que resulta en que una parte del activo sea utilizable mientras continúa la construcción de otras partes del activo, es un parque industrial que comprende varios edificios, cada uno de los cuales puede ser usado individualmente. Un ejemplo de un activo que necesita estar completo antes de poder ser usado es una planta industrial que implica varios procesos que son llevados en secuencia en diferentes unidades dentro del mismo sitio, como una planta de acero.” 

La capitalización de los costos de préstamos debe cesar en cada parte al ser terminada.

De este ejemplo surge otra diferencia: la NIC presenta ejemplos que permiten señalar su aplicación económica, caso contrario a nuestro ordenamiento normativo que trata aspectos generales, mostrando una respuesta jurídica a aspectos técnicos.

Apreciación preliminar

Desde el punto de vista técnico es conveniente su adopción siempre y cuando se conciba como un conjunto completo de estándares de IACS.

IAS 24: RELATED PARTY DISCLOSURES
Summary of IAS 24 

· Related parties are those able to control or exercise significant influence. Such relationships include: 

1. Parent-subsidiary relationships (see IAS 27). 

2. Entities under common control. 

3. Associates (see IAS 28). 

4. Individuals who, through ownership, have significant influence over the enterprise and close members of their families. 

5. Key management personnel. 

· Disclosures include: 

1. Nature of relationships where control exisits, even if there were no transactions between the related parties. 

2. Nature and amount of transactions with related parties, grouped as appropriate. 

Diferencias advertidas

Podría afirmarse que diferencias de fondo entre la NIC 24 y las normas colombianas no las hay. El sentido y alcance de la misma, así como su ámbito de aplicación, aunque en forma muy breve y resumida, son recogidas por las normas en Colombia en los artículos 113 y 115 del Reglamento General de la Contabilidad.

Los dos artículos mencionados tratan lo relativo a “Normas técnicas sobre revelaciones” (artículo 113) y “Norma general sobre revelaciones” (artículo 115) cuyo numeral 10 precisa las transacciones con partes relacionadas que deben revelarse. Por otra parte el artículo 116 requiere la revelación de inversiones en los casos de subordinación, que es otro aspecto importante que define la NIC 24. Complementa nuestra normatividad en esta materia el Código de Comercio, principalmente los artículos 446, numeral 3º, literales a) y f) que requieren a las sociedades anónimas (subrayo) detallar los pagos a directivos y la discriminación de inversiones en compañías, respectivamente, y los artículos 26 a 28 de la Ley número 222 de 1995 (que modificó los artículos 260 y 261 del Código de Comercio) en lo relativo a subordinación de sociedades y grupos empresariales.

Adviértase que el concepto de “vinculados económicos” que estaba vigente al momento de expedir el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 es distinto del actual, como consecuencia de las modificaciones que introdujo la Ley número 222 de 1995. Es necesario, por tanto, precisar que para la norma internacional se entiende por partes relacionadas no sólo las entidades controladas (subordinadas) sino también las asociadas.

Lo que sí se puede apreciar son diferencias de forma, en el sentido que la norma internacional compila y desarrolla todo el tema en un grado de detalle amplio, lo que en nuestro caso, como vimos, está disperso en varias normas y aún así son cortas en definición de términos y tipos de relaciones que se consideran “relacionadas” a los propósitos de la norma. Concretamente la NIC 24 es más precisa en:

· Tipos de relación que se consideran “relacionados” para fines de la norma (numeral 3 (a) hasta (e).

· Estados financieros para los que no se exige la norma, por ejemplo consolidados (numeral 4).

· Definición y alcance de los términos utilizados (numeral 5).

· Identificación de las partes relacionadas, así no haya habido transacciones, cuando exista control (numerales 20 y 21).

Apreciación preliminar

Los recientes desarrollos normativos en nuestro medio tanto en lo financiero-contable, como en el control fiscal por parte del Gobierno – necesidad de presentar estados financieros de grupos empresariales a las autoridades de impuestos, por ejemplo– ponen de manifiesto que la necesidad de información sobre transacciones entre partes relacionadas es cada vez más mayor, por lo cual la adopción de una norma integral y amplia (como la NIC 24) es, a todas luces, conveniente, particularmente a la profesión contable cuando de certificar o dictaminar estados financieros se trate.

El efecto de la adopción generalizada, léase no solo al sector comercial e industrial, sino a los sectores regulados y por qué no al sector oficial, sería totalmente positivo tanto para fines de control, como para información a terceros y a inversores del mercado de capitales al momento de decidir sobre sus inversiones. No se ve efecto negativo alguno, sobre todo considerando que de hecho la esencia de la norma ya la tenemos reglamentada y lo que en últimas faltaría, sería una compilación y precisión de conceptos, como se indicó arriba.

Así pues, la adopción de la NIC 24 es no sólo conveniente sino necesaria en los actuales momentos.

IAS 26: ACCOUNTING AND REPORTING BY 
RETIREMENT BENEFIT PLANS
Summary of IAS 26 

· This Standard applies to accounting and reporting by retirement benefit plans. 

· It establishes separate standards for reporting by defined benefit plans and by defined contribution plans. 

Diferencias advertidas

En nuestro país, el Instituto de Seguros Sociales (ISS) y otras entidades autorizadas por la ley, reciben contribuciones de las empresas y de sus trabajadores para asumir la mayor parte del pasivo por pensiones de jubilación a favor de éstos últimos. El pasivo por pensiones directamente a cargo de las empresas se contabiliza con base en estudios actuariales, sin inversión especifica de fondos. El costo diferido de pensiones se muestra en el balance general como una deducción del pasivo acumulado por pensiones de jubilación. Los pagos de pensiones son cargados directamente a resultados. La amortización del cálculo actuarial se efectúa de conformidad con disposiciones legales vigentes, artículo 77 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, las cuales establecen que el porcentaje de amortización acumulado del pasivo al 31 de diciembre de cada año se aumente anualmente hasta completar el 100% en el año 2010, estableciendo una gradualidad en función de la fecha de constitución de las compañías.

Según dicho artículo, es preciso calcular los pasivos pensionales mediante el uso de cómputos actuariales, basados en tasa normal de descuento, aumentos salariales esperados en el futuro, y tablas de mortalidad. El costo neto periódico de pensiones está compuesto por (a) la amortización de la diferencia en presunciones actuariales entre períodos, (b) la amortización del costo no reconocido por servicios pasados, y (c) los pagos hechos a beneficiarios.

Así planteadas las cosas se puede anotar:

1) En relación con el objeto de la revisión, se puede concluir que la norma internacional reúne una mayor amplitud conceptual que abarca toda una casuística propia del mayor desarrollo de la temática de cobertura de esquemas de beneficios sociales en otras culturas.

2) Bajo NIC 26, se requiere que el gasto pensional se calcule con base en una metodología específica, incluyendo un enfoque actuarial designado, que refleje el concepto de la contabilización por causación con montos reflejados en el estado de resultados sistemáticamente a lo largo de las vidas laborales estimadas de los empleados cubiertos por el plan. Las compañías que tienen obligaciones sin provisión específica de fondos, o con provisión insuficiente, deben, generalmente, reportar un pasivo en el balance general. Se contabiliza un pasivo (provisión neta para pensiones) cuando los costos pensionales acumulados no están compensados por pago de contribuciones o por pensiones pagadas directamente. Similarmente, cualquier exceso de contribuciones pagadas sobre los costos pensionales acumulados se contabiliza como un activo.

3) Bajo la NIC 26, es necesario evaluar separadamente la idoneidad de cada una de las presunciones económicas que respaldan los cálculos de pensiones, (aquí es importante destacar que mientras nuestro ordenamiento exige realizar cálculos actuariales anuales, la NIC permite su uso hasta con tres años de vigencia), las más significativas de las cuales son la tasa de descuento, la rata de progresión del salario, y los retornos estimados de los activos del plan respectivo. Las reglas de la norma requieren que la presunción sobre tasa de descuento (esto es, la tasa de descuento utilizada para determinar la obligación pensional y los costos de servicio e intereses) sean reevaluadas y revisadas anualmente en el grado de cambio de las condiciones del mercado. Este requisito da lugar a la situación de que el gasto pensional bajo la norma, puede fluctuar significativamente de un año a otro.

4) Nuestro ordenamiento refleja una indudable influencia de la norma internacional circunscrita al enfoque de nuestro sistema de seguridad social, cuyos últimos desarrollos provienen de la Ley número 100 de 1993. Dicha normativa ha permitido consolidar nuestros esquemas de pensiones generando la alternativa de los fondos privados de pensiones, cuya influencia terminará por liberar de forma total de este tipo de responsabilidades a los empresarios, equiparando nuestro modelo al utilizado en otros países, cuya descripción cubre NIC 26.

5) En la actualidad, nuestro sistema está incurso en un régimen de transición que, a la altura del año 2010, eliminará la diferencia hoy existente entre las normas internacionales y las locales en materia del reconocimiento de la amortización de la diferencia en presunciones actuariales entre periodos actualmente existente, la cual, hoy en día, nuestra legislación permite diferir.

6) La aplicación de la norma permitirá ampliar conceptos tales como el tratamiento contable para la modificación en los supuestos actuariales y la posibilidad de tal reconocimiento a ingresos en los casos en que la situación del balance activo – pasivo, proveniente del manejo del fondo resultara positivo para las entidades.

Apreciación preliminar

Así las cosas, la adopción del estándar internacional cobijado por la NIC 26, no implicaría, en principio, ningún traumatismo importante respecto de su impacto en la razonabilidad de los estados financieros ni demandaría sustanciales modificaciones a nuestro esquema actual en materia de información necesaria para su recopilación, proceso, registro contable y revelación plena.

IAS 27: CONSOLIDATED FINANCIAL STATEMENTS
Summary of IAS 27 

· A subsidiary is defined as a company controlled by another enterprise (the parent). 

· If a parent has one or more subsidiaries, consolidated financial statements are required. 

· All subsidiaries must be included, unless control is temporary or if there are severe long-term restrictions on the transfer of funds from the subsidiary to the parent. 

· Intragroup balances and transactions and resulting unrealised profits must be eliminated. 

· The difference between reporting dates of consolidated subsidiaries should be no more than three months from the parent's. 

· Uniform accounting policies should be followed for the parent and its subsidiaries or, if this is not practicable, the enterprise must disclose that fact and the proportion of items in the consolidated financial statements to which different policies have been applied. 

· In the parent's separate financial statements, subsidiaries may be shown at cost, at revalued amounts, or using the equity method. 

· Required disclosures include: 

1. Name, country, ownership, and voting percentages for each significant subsidiary. 

2. Reason for not consolidating a subsidiary. 

3. Nature of relationship if parent does not own more than 50% of the voting power of a consolidated subsidiary. 

4. Nature of relationship if the parent does own more than 50% of the voting power of a subsidiary excluded from consolidation. 

5. The effect of acquisitions and disposals of subsidiaries during the period. 

6. In the parent's separate financial statements, a description of the method used to account for subsidiaries. 

Diferencias advertidas

La presentación de estados financieros consolidados está reglamentada en el artículo 122 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993; la principal diferencia es la definición de control de la matriz sobre la subordinada, por cuánto las NIC establecen la definición de control real (gobierno) y las normas colombianas establecen solo el control cuando la participación en el capital sea mayor al 50% del capital de otros entes económicos. Adicionalmente existe una definición legal para grupo empresarial y criterios especiales que disminuyen esta diferencia entre las NIC y las normas contables colombianas. Adviértase que las disposiciones de la Ley número 222 de 1995 en principio sólo son aplicables a sociedades.

En general la norma colombiana es como el primer nivel básico para la preparación y presentación de estados financieros consolidados y las NIC tienen un alcance mayor y definido. Por lo anterior las Superintendencias de Sociedades, Bancaria y Valores han definido criterios especiales a cada uno de sus vigilados.

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos enlistar las siguientes diferencias:

	NIC 27
	Normas Colombianas

	Definición de control real mediante la definición de gobierno. Literales del numeral 12:

a) Control de los derechos de votos mayor a la mitad más uno.

b) Definir políticas administrativas y financieras

c) Nombrar o remover la mayoría de los miembros de la junta directiva.

d) Representar la mayoría de los votos en la junta directiva o su equivalente.


	Control por participación mayor al 50% en el capital (sin aclaración de derechos de voto)

Definición adicional de grupos empresariales.

Participación igual o superior al 20% del capital en el cual se ejerza influencia dominante y control según NIC ampliado a regulaciones locales (Superbancaria)

	Posibilidad de ajustar en la consolidación operaciones materiales realizadas entre las fechas de corte de los estados de la matriz y sus subordinadas.
	N/A

Excepciones en circulares Superintendencias.

	Exclusión de subordinadas con limitación en la transferencia de fondos a la matriz
	N/A

Excepciones Supervalores Cir. Ext 002/98

	Lista de entes consolidados, país de origen, proporción de capital poseído y si existe diferencia en la proporción de derechos de votos.
	Lista de entes consolidados

	Lista de entes no consolidados y las razones de su no consolidación
	Lista de entes no consolidados

	Descripción de métodos usados en la contabilidad de las subsidiarias
	N/A



	Efectos en la posición financiera por la adquisición de la subsidiaria, los resultados para el periodo corriente y anterior.
	N/A

	Revelación cuando los principios contables entre la matriz y sus subordinadas no sean uniformes, indicando la proporción que difiere de políticas contables.
	N/A

	Las utilidades no realizadas deberán eliminarse en las transacciones del grupo de empresas y de los balances del grupo, las pérdidas en las transacciones del grupo de empresas y de los balances del grupo a menos que el costo no pueda ser recuperado
	Principio general de eliminación de beneficios o pérdidas entre las operaciones entre compañías.


Apreciación preliminar

Al adoptar IAS 27 como norma en Colombia se facilitaría el proceso de consolidación y presentación de estados financieros consolidados, eliminando la multiplicidad de criterios interpretativos de cada entidad con funciones de vigilancia y control de entes económicos, sobre los principios generales establecidos en las normas de contabilidad.

IAS 28: INVESTMENTS IN ASSOCIATES
Summary of IAS 28 

· An associate is an enterprise, other than a subsidiary or joint venture, over which the investor has significant influence. Significant influence means the power to participate in financial and operating policy decisions. Such influence is presumed to exist if the investor owns more than 20 per cent of the associate. 

· Associates should be accounted for by the equity method in consolidated financial statements. However, if an investment was acquired and held exclusively with an intent to dispose of it in the near future, it should be accounted for by the cost method. 

· In parent company accounts, associates can be reported at equity or as long-term investments (cost or revalued amounts). 

· An investor should discontinue using the equity method if (a) it ceases to have significant influence over the associate or the associate operates under long-term restrictions that impair its ability to transfer funds to the investor. 

· Under the equity method, the investor recognises its proportionate share of the associate's reported net profit or loss whether or not remitted as a dividend. The investor must amortise any goodwill implicit in the investment. 

· Equity-method investments are reported as non-current assets in the investor's balance sheet. 

· The carrying amount of an equity-method investment should be reduced to recognise non-temporary impairment. 

Diferencias advertidas

1) La norma internacional aplica para la contabilización, por parte de un inversionista, de las inversiones en empresas asociadas.

2) La norma internacional define las empresas asociadas como aquellas en las que el inversionista posee influencia significativa, no siendo ni subsidiaria ni joint venture. En el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 no existen reglas previstas para la contabilización en empresas asociadas (diferentes de las controladas).

3) La norma internacional define la influencia significativa como el poder de intervenir en las decisiones de política financiera y de operación de la empresa participada, sin llegar a controlarla.

4) Para la norma internacional la subsidiaria es la empresa controlada. 

5) La norma internacional presume que el inversionista ejerce influencia significativa si posee, directa o indirectamente a través de sus subsidiarias, el 20 % o más de los derechos de voto de la empresa participada, salvo que dicho inversionista pueda demostrar claramente la inexistencia de tal influencia.

6) Contrario a lo anterior la norma internacional presume que el inversionista no ejerce influencia significativa si posee, directa o indirectamente a través de sus subsidiarias, menos del 20 % de los derechos de voto de la empresa participada, salvo que dicho inversionista pueda demostrar la existencia de dicha influencia.

7) La norma internacional considera que si existe otro inversionista con participación mayoritaria, esta condición no impide el ejercicio de la influencia significativa.

8) La norma internacional pone en evidencia que la influencia significativa, por parte del inversionista en una empresa asociada, puede presentarse por:

a) representación en el órgano de administración u órgano equivalente de dirección de la empresa participada;

b) participación en el proceso de fijación de políticas;

c) transacciones de importancia entre el inversionista y la empresa participada;

d) intercambio de personal directivo;

e) suministro de información técnica especial. 

9) La norma internacional indica que las inversiones en asociadas deben contabilizarse, en los estados financieros consolidados, siguiendo el método de la participación, salvo cuando no se tenga la intención de mantenerla, en cuyo caso deberá contabilizarse por el método del costo.

10) Precisa la norma internacional que el ejercicio de la influencia significativa, tiene un cierto grado de responsabilidad por el desempeño de la asociada, por tal razón el inversionista debe reconocer en sus estados financieros consolidados el ejercicio de tal influencia, incluyendo en ellos su parte de los resultados de la asociada, para proporcionar así un análisis de ganancias e inversión, obteniendo como resultado indicadores financieros más útiles.

11) La norma internacional indica que la inversión en una empresa asociada se contabiliza utilizando el método del costo, cuando la asociada opera bajo restricciones severas a largo plazo, que deterioren significativamente su capacidad para transferir fondos al inversionista.

12) La norma internacional precisa que el inversionista debe suspender la aplicación del método de participación, desde la fecha en que no se ejerza tal influencia o cuando la asociada comience a operar bajo restricciones severas de largo plazo. De ahí en adelante se registrará la inversión por el método del costo.

13) La norma internacional precisa que la inversión en una empresa asociada, incluida en los estados financieros de un inversionista que, simultáneamente presente estados financieros consolidados, de la que se tenga la intención de mantener, debe ser:

a) llevada contablemente al costo;

b) contabilizada utilizando el método de la participación, según lo describe esta Norma, o bien

c) contabilizada como activo financiero disponible para la venta, según se describe en la NIC 39, Instrumentos Financieros: Reconocimiento y Medición.

14) La norma internacional indica que la presentación de estados financieros consolidados por parte del inversionista, no la exime de presentar estados financieros individuales.

15) La norma internacional precisa que si la inversión en una empresa asociada, por parte de un inversionista que no emite estados financieros consolidados, deberá igualmente registrarse por el método del costo o por el método de participación o como activo financiero disponible para la venta, según se describe en la NIC 39, Instrumentos Financieros: Reconocimiento y Medición.

16) La norma internacional indica que un inversionista en empresas asociadas puede no emitir estados financieros consolidados porque carece de subsidiarias. Sin embargo, debe proporcionar la misma información sobre sus inversiones en empresas asociadas, que las empresas que presentan estados financieros consolidados.

17) La norma internacional aclara que muchos de los procedimientos necesarios para la aplicación del método de participación, son similares a los establecidos en la NIC 27, Estados Financieros Consolidados y Contabilización de Inversiones en Subsidiarias.

18) La norma internacional indica que la inversión en una empresa asociada se contabiliza por el método de participación, en el momento en que se cumplan las condiciones de la definición de asociada. Las diferencias entre el costo de adquisición y la porción correspondiente al inversionista del valor razonable de los activos netos de la asociada, se contabilizan conforme lo establece la NIC 22, Combinaciones de Negocios.

19) La norma internacional indica que al aplicar el método de participación, han de utilizarse los estados financieros más recientes de la empresa asociada, generalmente los de la misma fecha del inversionista, cuando no es así, la asociada prepara para la inversionista estados financieros a la misma fecha. 

20) La norma internacional indica que si se utilizan estados financieros de diferentes fechas, al aplicar el método de participación, para la consolidación será preciso reflejar mediante ajustes los efectos de cualquier evento significativo o transacción entre la empresa asociada y el inversionista, entre la fecha de los estados financieros de la empresa asociada y la del inversionista.

21) Cuando entre la empresa asociada y el inversionista se utilicen políticas contables diferentes, para circunstancias parecidas, al aplicar el método de participación patrimonial, la norma internacional indica que es preciso registrar los ajustes apropiados en los estados financieros de la asociada. Si no es posible, deberá informarse de tal hecho.

22) Si la empresa asociada tiene en circulación acciones preferentes acumulativas, suscritas por personas distintas del inversionista, el inversionista, indica la norma internacional, calculará su parte proporcional una vez deducidos los dividendos preferidos, háyanse o no declarado estos dividendos.

23) La norma internacional indica que si al aplicar el método de participación patrimonial, la parte del inversionista de las pérdidas de una empresa asociada iguala o sobrepasa el valor en libros de la inversión, el inversionista no deberá registrar su parte en las pérdidas, salvo cuando el inversionista haya comprometido recursos por la asociada o efectuado pagos por cuenta de ésta. Una vez la empresa asociada arroje ganancias, reanudará la inclusión en el valor de la inversión, cuando la porción de las ganancias haya superado la porción de las pérdidas netas, no reconocidas previamente.

24) La norma internacional indica que cuando la inversión en la empresa asociada sufre pérdidas por deterioro, deberá aplicarse lo establecido en la NIC 36.

25) La norma internacional indica que con relación a las contingencias y hechos ocurridos después de la fecha del balance, se han de revelar, la parte de las contingencias y compromisos de la empresa asociada sobre los cuales estaría obligado, si aparecen tales contingencias y, de igual forma, aquellas contingencias que surjan cuando el inversionista tenga responsabilidad solidaria por las deudas de la asociada.

26) La norma internacional precisa que en las revelaciones ha de incluirse una lista con nombre y descripción apropiada de las empresas asociadas significativas, incluyendo porcentaje de participación en la propiedad, y si fueran diferentes, las respectivas proporciones de los derechos de voto poseídos, y los métodos usados para contabilizar las inversiones.

27) La norma internacional precisa que las inversiones en empresas asociadas, contabilizadas según el método de participación, han de clasificarse como activos fijos, presentándose como partida separada en el balance, igual tratamiento da a las ganancias y pérdidas de tales inversiones, en el estado de resultados. Así mismo, deberá darse igual tratamiento a las partidas extraordinarias o procedentes de períodos anteriores.

28) No existe en el ordenamiento colombiano una norma de general aplicación que recoja los planteamientos de la mencionada norma internacional. La Ley número 222 de 1995 se aplica a sociedades en cuanto sean controlantes. Existen diferentes cuerpos especiales, que no se ajustan en un todo a IAS. 

Apreciación preliminar

El desarrollo que ha tenido nuestra economía en los últimos años, muestra claramente que las empresas o las personas naturales, si bien no están en condición de adquirir la cantidad de acciones o partes de interés social que les permita ejercer control en las entidades receptoras, la alternativa es invertir una cantidad tal que garantice, bien sea, mantener una relación comercial permanente, o, a conveniencia de la participada, influir en sus políticas tanto financieras como operativas se refiere, para ello es preciso dotarlas de las herramientas necesarias, que garanticen transparencia de la información hacía sus posibles inversores y posteriormente a sus inversionistas.

Es para el país y para los diferentes inversionistas, adoptar la NIC 28, sobre Contabilización de Inversiones en Empresas Asociadas.

La dificultad se presentaría en la pequeña y mediana empresa, que conforman como bien nos han ilustrado, la gran mayoría de las empresas por lo menos en Bogotá; si miramos su composición accionaria o partes de capital muchas de ellas calificarían para reportar a sus accionistas o socios, a fin de que estos pudiesen consolidar sus estados financieros; bien complicado, si lo común en este tipo de empresarios es tratar de informar lo menos posible, afectados por un pensamiento en extremo fiscalista.

Otro inconveniente sería el poco acceso que se tiene en Colombia al mercado de capitales por parte de los inversionistas, quienes prefieren títulos del Estado de bajo riesgo, a participar con su patrimonio en sociedades que, con inyección de recursos frescos, serían bastante competitivas en este mundo globalizado.

El excesivo celo de los empresarios en abrir las organizaciones a la participación accionaria, impide que los esfuerzos que se hagan por internacionalizar hasta la contabilidad, se queden ahí, en el deseo. Una buena labor le espera a las Superintendencias, a la DIAN y al Estado, para promover empresas, facilitándoles su funcionamiento, haciendo más transparentes los procesos de democratización accionaria, evitando que, como ha sucedido, por buscar cotizar en los mercados internacionales, lo hagan a costa de unos cuantos ingenuos que a la postre ven disminuido su patrimonio, en contra eso sí, de los empresarios que de buena gana participarían en este novedoso “en Colombia” mercado de capitales.

En Colombia no existen dificultades para la aplicación del método de participación, que con unos pocos ajustes en el proceso de consolidación, en especial, en lo relacionado con los eventos y transacciones entre inversionista y asociada y la responsabilidad en cuanto a contingencias se refiera, sería lo suficientemente apropiado para reflejar la verdadera realidad económica de los pequeños grupos económicos y de la consolidación en los estados financieros de empresas que no tienen la calidad de subordinadas y filiales.

IAS 29: FINANCIAL REPORTING IN HYPER-INFLATIONARY ECONOMIES
Summary of IAS 29 

· Hyperinflation is indicated if cumulative inflation over three years is 100 per cent or more (among other factors). 

· In such a circumstance, financial statements should be presented in a measuring unit that is current at the balance sheet date. 

· Comparative amounts for prior periods are also restated into the measuring unit at the current balance sheet date. 

· Any gain or loss on the net monetary position arising from the restatement of amounts into the measuring unit current at the balance sheet date should be included in net income and separately disclosed. 

Diferencias advertidas

La norma internacional (NIC) propone un marco especial para la formulación y presentación de estados financieros básicos y consolidados de empresas que informan en la moneda de una economía, cuya tasa de inflación en los últimos tres años se aproxima o supera el 100%, entre otros factores. La exigencia es que deben presentarse en términos de la unidad de medida monetaria de poder adquisitivo a la fecha del balance general.

Las normas colombianas han adoptado un enfoque para la aplicación de los ajustes por inflación, en condiciones normales, pero no tiene un marco especial que oriente la preparación y presentación de información financiera en períodos económicos con inflación crítica, en el contexto de lo indicado por el estándar internacional. 

No obstante lo anterior, mas allá de las altas tasas inflacionarias vividas a finales de los años setenta y ochenta, la economía colombiana presentó en la última década, indicadores de inflación con tendencia al descenso, pasando de un indicador acumulado de los últimos tres años del 94% en 1992, a tener una tasa inflacionaria acumulada tríanual del 34%. 

Esta situación, en principio hace inaplicable el contenido temático del estándar analizado, a menos que se presente una situación económica adversa, lo que exigiría la existencia de un marco normativo especial, en concordancia con la norma internacional. 

La aplicación de esta Norma Internacional esta correlacionada con el marco definido por la NIC 15, mediante la cual se reglamenta la información que refleja los efectos de los precios cambiantes. Dicha NIC define la existencia de dos metodologías básicas para recomponer el impacto de la inflación en los estados financieros, en condiciones económicas normales, como parámetro de medida para establecer el valor de riqueza disponible (utilidades): 

· El enfoque de costos históricos, que pretende el poder adquisitivo del capital contable de la empresa, y 

· El enfoque de costos actuales que tiende a mantener la capacidad operativa de la empresa.

La situación es que la reexpresión de los estados financieros en una economía hiperinflacionaria, parte de que las empresas pueden estar preparando, en forma general, alguna de las metodologías o enfoques indicados
, o una combinación, que servirá de base para la reexpresión de los estados financieros con fines de comparación y revelación. 

Con esta consideración, la NIC en estudio establece reglas específicas que deben aplicar los enfoques, como base de la reexpresión de valor por condiciones de hiperinflación: 

· Cuando se aplica el enfoque de costos históricos, el valor reexpresado de los activos no monetarios debe reducirse cuando se excede el valor económico actual o aquel que representa el valor recuperable o de generación de beneficios económicos futuros. 

· Cuando se aplica el enfoque de costos actuales, el valor monetario de los ingresos, costos y gastos debe reexpresarse en términos de la unidad de medida monetaria de poder adquisitivo a la fecha del balance. 

En consecuencia, la valoración para aplicación de la NIC 29 en el marco normativo colombiano, debe partir del examen de coherencia de la metodología contable definida en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 para el manejo de los ajustes por inflación frente a los enfoques señalados por el marco internacional de contabilidad. 

Dicho examen advierte, en general, que el “sistema integral de ajustes por inflación”, presenta diferencias que hacen difícil su claro posicionamiento o la definición de la solución combinatoria frente a alguno de los enfoques señalados
. Esto no sólo por los elementos conceptuales que lo orientan, sino porque el procedimiento no parece consistente con el marco de conceptos que lo rigen, en concordancia con el marco de referencia de los estándares internacionales de contabilidad
. Debido a las diferentes disposiciones de origen tributario con efecto contable en la actualidad el ajuste ciertamente NO es integral. En todo caso, ésta discusión tiene lugar y debe acometerse en el contexto de análisis de la Norma Internacional de Contabilidad No.15. 

Apreciación preliminar

El impacto principal de la adopción de la NIC 29 en Colombia, cuando se enfrenten condiciones de hiperinflación se sustenta en el impacto económico, financiero y fiscal que puede producir la determinación y registro de la posición financiera neta de los activos monetarios como parte de los resultados del ejercicio. 

En otras palabras, dado que los estados financieros generados en las etapas económicas previas, en las que el crecimiento inflacionario empieza a ser relevante, no han reconocido el impacto en las utilidades de los activos monetarios netos, y sobreviene la condición de hiperinflación, en la cual se hace preciso dicho reconocimiento, pueden generarse efectos favorables y desfavorables tales como:

Efecto favorable. 

Entendiendo que la ganancia o pérdida neta de la posición de activos monetarios netos puede considerarse como la diferencia resultante de la reexpresión de los activos no monetarios y del capital contable, se produce un efecto compensación en los resultados, que de alguna manera no sólo contribuye a eliminar el sesgo que se produce en los resultados dependiendo del carácter de la empresa
, sino que le permitiría disminuir la carga tributaria.
 

Efecto desfavorable.

Las empresas que tienen excesos en la posición neta de activos monetarios, al perder poder adquisitivo, deben reconocer una pérdida en sus resultados; es decir que la dinámica de crecimiento del capital de trabajo les representaría una pérdida de capacidad patrimonial, lo que podría estimular a las empresas a incrementar aún más los precios, haciendo aún más insostenible la economía local. 

La adopción de la Norma Internacional de Contabilidad No. 29 es conveniente, como marco de referencia especial para el manejo de la información financiera en condiciones críticas de la economía, por transparencia y capacidad de revelación dinámica de la situación financiera de las empresas. Sin embargo, su adopción requiere de una revisión y ajuste del enfoque del modelo de reexpresión de estados financieros aplicado en Colombia. Lo cual seguramente implicaría trazar una clara independencia entre la contabilidad financiera y la contabilidad tributaria en esta materia. 

IAS 30: DISCLOSURES IN THE FINANCIAL STATEMENTS OF BANKS AND SIMILAR FINANCIAL INSTITUTIONS
Summary of IAS 30 

· This standard prescribes special disclosures for banks and similar financial institutions. 

· A bank's income statement should group income and expense by nature and should report the principal types of income and expense. 

· Income and expense items may not be offset except (a) those relating to hedges and (b) assets and liabilities for which the legal right of offset exists. 

· Specific minimum line items for income and expenses are prescribed. 

· A bank's balance sheet should group assets and liabilities by nature. 

· Assets and liabilities may not be offset unless a legal right of offset exists and the offsetting is expected at realisation. 

· Specific minimum line items for assets and liabilities are prescribed. 

· Disclosures are required of various kinds of contingencies and commitments, including off-balance-sheet items. 

· Disclosures are required of information relating to losses on loans and advances. 

· Other required disclosures include: 

1. Maturities of various kinds of liabilities. 

2. Concentrations of assets, liabilities, and off-balance-sheet items. 

3. Net foreign currency exposures. 

4. Market values of investments. 

5. Amounts set aside as appropriations of retained earnings for general banking risks. 

6. Secured liabilities and pledges of assets as security. 

Diferencias advertidas

1) En relación con su alcance:

La NIC plantea la necesidad de revelar la información en los estados financieros de los bancos con destino al mercado público de valores en su condición de emisores, como son considerados los bancos e instituciones similares, de manera que los usuarios puedan obtener una mejor comprensión sobre los riesgos a que está expuesta una entidad bancaria y se anima a la presentación en los estados financieros de comentarios adicionales por parte de la gerencia que describa la forma en que afronta y controla los riesgos asociados a las operaciones del banco, tales como su solvencia, liquidez, fluctuaciones y cambios en las tasas de interés, en los cambios en los precios de mercado y de los fallos financieros de los clientes. 

Entre tanto, la norma colombiana emanada de la Superintendencia Bancaria enmarcada básicamente en el Plan Único de Cuentas para el Sector Financiero y en la Circular Básica Contable y Financiera No. 100 de 1995, como ente de control, dirige la solicitud de información más a satisfacer sus necesidades de supervisión y control sobre los riesgos inherentes a la operación bancaria que a permitir una revelación en los estados financieros hacia el público en general conforme al espíritu de la NIC. Amen de solicitar la revelación en notas a los estados financieros solamente para cortes de ejercicios, sin requerir que se haga también para estados intermedios.

2) En relación con el estado de resultados:

La información a revelar en el estado de resultados o en las notas a los estados financieros, debe incluir, entre otras, las siguientes partidas de ingresos y gastos:

a) Las ganancias y pérdidas surgidas de cada una de las siguientes categorías de operaciones, son normalmente presentadas por sus importes netos: 

b) Las procedentes de ventas y cambios en el valor en libros de los títulos de la cartera de valores para la venta;

c) Las procedentes de ventas de títulos de la cartera de inversión; 

d) Las procedentes de posiciones en moneda extranjera.

Dentro de la norma colombiana no se plantea esta forma de revelar la información sobre estas categorías.

La NIC plantea que es deseable que la administración suministre un comentario acerca de las tasas medias de interés, el importe medio de activos que han producido intereses y el importe medio de pasivos que han acumulado (o devengado) intereses en el período, con el propósito de conocer el margen financiero neto. Así mismo, la administración debe revelar cuando el gobierno, con el fin de suministrar ayudas a los bancos, crea depósitos y facilita créditos a tasas de interés sustancialmente distintas a las de mercado, señalando su incidencia sobre la ganancia neta.

En la norma colombiana esta información esta dirigida solamente hacia los socios y el ente de control, más no hacia el público en general.

3) En cuanto al balance de situación general:

La NIC plantea que la manera más útil de clasificar los activos y pasivos de un banco es agruparlos por su naturaleza, presentándolos en el orden aproximado de liquidez, lo que puede equivaler a clasificarlos por sus vencimientos.

Dentro de la norma colombiana al clasificar la cartera de crédito en comercial y consumo, se está clasificando este activo más por su actividad que por su naturaleza. 

4) En relación con las contingencias y garantías, incluyendo partidas fuera de balance:

La NIC precisa que la mayoría de los bancos realizan transacciones que no se reconocen actualmente como activos o pasivos, pero dan lugar a contingencias y compromisos. Tales operaciones fuera de balance representan a menudo una parte importante de las operaciones del banco, y pueden tener un peso significativo en el nivel de riesgo al que la entidad está expuesta. Esas operaciones pueden acrecentar o reducir otros riesgos. Las partidas fuera de balance pueden surgir por transacciones llevadas a cabo por cuenta de clientes, o bien por cuenta de la propia posición comercial del banco.

En este sentido, los usuarios de los estados financieros necesitan conocer acerca de las contingencias y los compromisos irrevocables del banco, a causa de las exigencias que pueden suponer sobre su liquidez y solvencia, así como por la posibilidad inherente de pérdidas potenciales. Los usuarios necesitan también información adecuada acerca de la naturaleza e importe de las transacciones fuera de balance emprendidas por el banco.

En las normas colombianas reguladas por la Superintendencia Bancaria sobre el particular, esta revelación se encuentra irrigada a través de diferentes fuentes: en cuentas fuera de balance llamadas cuentas de orden contingentes, en las notas a los estados financieros, en el informe de gestión de los administradores y en informes internos dirigidos a la Superintendencia Bancaria, más no se tiene una instrucción que permita consolidar este tipo de revelaciones dirigida al usuario de los estados financieros de manera que surta el efecto que pretende la NIC, mediante la revelación de información integral en nota a los estados financieros, respecto de las contingencias y garantías sobre los rubros descritos en la NIC.

5) En relación con vencimientos de activos y pasivos:

La NIC precisa que el análisis de las partidas de activo y pasivo, según los plazos que faltan hasta el reembolso, suministra la mejor base para evaluar la liquidez del banco. Un banco también puede revelar información sobre los vencimientos a partir de las condiciones originales de reembolso, a fin de suministrar información sobre su estrategia de financiación y operativa. Además, el banco puede revelar información sobre las agrupaciones según plazos de vencimiento, tomando como base al plazo que debe transcurrir hasta que puedan cambiarse las condiciones de tasa de interés, a fin de mostrar su exposición al riesgo de cambio en las tasas. La gerencia puede también suministrar en su comentario sobre los estados financieros, información acerca de la exposición al riesgo de cambio en las tasas de interés, así como sobre la manera de gestionar y controlar tales riesgos.

A fin de proporcionar a los usuarios una comprensión completa de las agrupaciones según vencimiento, los datos en los estados financieros podrían necesitar ser complementados con indicaciones sobre probabilidad de reembolso durante el período que reste hasta el vencimiento. Por ello, la gerencia puede suministrar, en sus comentarios sobre los estados financieros, información acerca de los plazos efectivos y sobre la manera de gestionar y controlar los riesgos y exposiciones asociados con los diferentes perfiles de plazos de vencimiento e intereses.

La norma colombiana a través del “GAP” gestión de activos y pasivos le permite al interior tanto de las entidades como de la Superintendencia Bancaria conocer y controlar los riesgos inherentes a la liquidez y tasa de interés tal como lo precisa la NIC, pero solo para efectos de control y supervisión, más no exige su revelación clara y detallada hacia los usuarios de la información en los estados financieros o notas sobre los mismos, en la forma como lo pide la NIC. Adicionalmente, en el balance general solo los pasivos por depósitos a término se revelan según los plazos que faltan hasta el reembolso, más no los activos. Estos, respecto de la cartera, se revelan solo por su grado de morosidad en su recaudo. 

6) En relación con las concentraciones de activos, pasivos y partidas fuera de balance:

Un banco debe revelar información sobre cualquier concentración significativa en sus activos, pasivos u operaciones fuera de balance. Tales informaciones a revelar deben ser realizadas en términos de áreas geográficas, clientes individuales o grupos de empresas, así como otras formas de concentración de riesgos. Así mismo, el banco debe revelar información sobre el importe neto de las posiciones mantenidas en moneda extranjera. 

El banco revelará información sobre las concentraciones significativas en la distribución de sus pasivos y en las fuentes de financiación, porque ello es una indicación útil de los riesgos potenciales inherentes a la realización de los activos y a la disposición de fondos por parte de la entidad. Tales informaciones a revelar se suministran en términos de áreas geográficas, clientes o grupos industriales u otras clases de concentraciones de riesgo que sean apropiadas a la vista de las circunstancias del banco. También es importante un análisis y explicación similares para las operaciones fuera del balance de situación general. Las áreas geográficas pueden corresponder a países individuales, grupos de países o regiones dentro de un único país; las informaciones a revelar sobre la clientela pueden referirse a sectores tales como gobiernos, autoridades públicas y empresas comerciales. 

Las informaciones a revelar relativas a las posiciones netas de importe significativo en moneda extranjera, son también indicaciones útiles del riesgo de pérdida por diferencias en las tasas de cambio.

La normatividad colombiana no prevé la revelación de las concentraciones de activos, pasivos y partidas fuera de balance en los términos que lo establece la NIC con destino a los usuarios de la información financiera. El análisis sobre concentraciones se realiza al interior del ente de control, por parte de la central de riesgos con fines de supervisión y control solamente. 

7) En relación con las pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos:

La NIC precisa que tipo de revelación de información debe hacer un banco referente a las pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos, de las cuales se extraen las siguientes:

· La política contable debe revelar las bases sobre las cuales se reconocen como pérdidas los préstamos y anticipos de préstamos incobrables, así como el criterio empleado para darlos de baja contablemente.

· El banco revelará información sobre el importe agregado de préstamos y anticipos de préstamos, a la fecha del balance de situación general, cuyos intereses no han sido acumulados (o devengados), así como los criterios para determinar el valor en libros de tales inversiones crediticias. Es también deseable que el banco revele información sobre si reconoce ingresos financieros por tales préstamos y anticipos de préstamos, así como la incidencia que la eventual falta de reconocimiento de los intereses tiene en el estado de resultados.

Si bien la norma colombiana prevé revelación sobre los movimientos, constitución de provisiones y castigos sobre la cartera de créditos, así como la suspensión en la causación de intereses en el estado de resultados sobre cartera con determinado grado de morosidad, es claro que no fija parámetros para revelar con destino a los usuarios de la información, las bases sobre las cuales se reconocen como pérdidas los préstamos y anticipos de préstamos incobrables, así como el criterio empleado para darlos de baja contablemente. Como tampoco señala la necesidad de revelar la incidencia que la eventual falta de reconocimiento de los intereses por la suspensión de causación, pueda tener en el estado de resultados.

· Los demás importes dados de baja en cuentas u objeto de provisiones, por motivo de pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos, por encima de aquellas pérdidas que hayan sido específicamente identificadas como pérdidas potenciales que, según la experiencia, están presentes en la cartera de inversiones crediticias, deben ser contabilizados como una forma de apropiación de beneficios retenidos. Consecuentemente, cualquier crédito procedente de la reducción de tales importes, supone un incremento de las ganancias retenidas, y nunca debe incluirse en la determinación de la ganancia o pérdida neta del período.

· Resulta inevitable que, en el curso normal de su actividad, los bancos sufran pérdidas en préstamos, anticipos y otras inversiones crediticias, el importe correspondiente de préstamos y anticipos de préstamos tras haber sido específicamente identificado, se reconoce como un gasto y se carga contra resultados, deduciéndolo al mismo tiempo del valor en libros de la partida adecuada como una provisión por pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos. El importe de pérdidas potenciales no específicamente identificado, pero que la experiencia indica que está presente en la cartera de inversiones crediticias, se reconocerá también como un gasto, se cargará contra los resultados y se deducirá del valor en libros de la partida adecuada como una provisión para pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos. La evaluación de estas pérdidas dependerá del criterio de la administración, sin embargo es esencial que la administración aplique su valoración de una manera uniforme, de período en período.

· Las circunstancias particulares o la legislación local pueden permitir o exigir al banco que lleve a resultados pérdidas en préstamos y anticipos de préstamos mayores de las que han sido específicamente identificadas o de las pérdidas potenciales que, según la experiencia, están presentes en la cartera de inversiones crediticias. Tales cargos a resultados representan disposiciones de las ganancias retenidas, y no gastos, al determinar la ganancia o pérdida neta del período. De forma similar, todo tipo de recuperaciones a resultados procedentes de la reducción de tales gastos producirá un incremento de las ganancias retenidas, y por lo tanto no se incluirá en la determinación de la ganancia o pérdida neta del período. 

Frente a la consideración de la NIC en el sentido de que el cálculo de las provisiones por pérdidas reales o potenciales sobre préstamos y anticipos de préstamos debe estar en cabeza de la administración con base en su criterio y la experiencia y que en caso que las exigidas por circunstancias especiales o por la legislación local sean mayores a las calculadas según la experiencia, la diferencia debe ser contabilizada afectando las ganancias retenidas y no el estado de resultados, es clara la diferencia frente a la norma colombiana por cuanto las provisiones se constituyen solo con base en los parámetros exigidos por la legislación del ente de control y con cargo al gasto. 

8) En relación con los riesgos generales de la actividad bancaria:

Todos los importes dotados por motivo de riesgos generales de la actividad bancaria, incluyendo pérdidas futuras y otros riesgos imprevisibles o contingencias, distintas de aquellas cuyo reconocimiento debe ser hecho de acuerdo con la NIC 10, deben tratarse contablemente y ser presentados como una categoría de las ganancias retenidas. Cualesquiera créditos a resultados procedentes de la reducción de tales importes, producen un incremento de las ganancias retenidas, y nunca deben incluirse en la determinación de la ganancia o pérdida neta del período.

El estado de resultados podría no presentar una información relevante y fiable sobre la actividad del banco, si la ganancia o pérdida del período incluye cargos no explícitos debidos a provisiones para cubrir riesgos generales o contingencias adicionales, o abonos resultantes de la reversión contable de los anteriores cargos. De forma similar, el balance de situación general puede no presentar una información relevante y fiable sobre la situación financiera del banco si incluye pasivos sobre valorados, activos infravalorados o recogen acumulaciones (o devengos) y provisiones no explícitas en las revelaciones financieras.

La norma colombiana no considera la posibilidad de registrar por ningún concepto provisiones con cargo a utilidades retenidas. 

9) En relación con actividades fiduciarias: 

La NIC precisa que si el banco se encuentra comprometido en actividades fiduciarias importantes, se revelará en los estados financieros la información pertinente sobre esta situación y sobre su alcance, por causa de las responsabilidades que puedan derivarse del incumplimiento de sus obligaciones fiduciarias. Para estos propósitos, las actividades de custodia de seguridad no son consideradas como fiduciarias.

En relación con la normatividad colombiana, con independencia de que existan dentro del Plan Único de Cuentas las cuentas denominadas cuentas de orden fiduciarias, donde se registran en forma separada del balance general del banco, los estados financieros de la fiducia, es claro que no existe norma que precise una revelación hacia los usuarios de la información sobre este tema dirigido a los usuarios de la información financiera. 

Apreciación preliminar

Es necesario resaltar que esta norma tiene vigencia desde 1991 y fue reordenada en 1994 y se planeó una agenda para considerar la necesidad de su revisión para junio de 2000. Dentro de este contexto se aprecia la necesidad de su actualización frente a la evolución de las operaciones bancarias y la revelación de la exposición de nuevos riesgos de mercado y de administración, además de los que trata la NIC. Para esta empresa se destaca la participación conjunta de IASC y del Comité de Supervisión Bancaria de Basilea.

No obstante lo anterior, en Colombia estamos rezagados frente a una verdadera normatividad que permita hacer las revelaciones pertinentes hacia el mercado público de valores y usuarios de la información financiera de los bancos e instituciones similares, de suerte que no obstante la relativa desactualización de la NIC en comento, sería un importante y positivo paso la adopción de la norma internacional, de cara a los usuarios de la información, toda vez que en la actualidad la revelación requerida alimenta principalmente intereses de supervisión y control. 

IAS 31: REPORTING OF INTERESTS IN JOINT VENTURES
Summary of IAS 31 

· A joint venture is a contractual arrangement subject to joint control. These are of three types: 

1. Jointly controlled operations. 

2. Jointly controlled assets. 

3. Jointly controlled entities. 

· Jointly controlled operations should be recognised by the venturer by including the assets and liabilities that it controls and the expenses that it incurs and its share of the income that it earns from the sale of goods or services by the venture. 

· Jointly controlled assets should be recognised on a proportional basis. 

· Jointly controlled entities should be recognised in consolidated financial statements as follows: 

1. The benchmark treatment is proportional consolidation (see IAS 27). 

2. The allowed alternative is the equity method (see IAS 28). 

· However, interests held for resale or under severe long-term restrictions should be treated as investments. 

Diferencias advertidas

El Decreto reglamentario número 2649 de 1.993 no realiza ninguna mención de la forma como se deben presentar los estados financieros y revelar la información cuando se trata de negocios conjuntos o joint ventures. 

La experiencia colombiana en cuanto a la información financiera y contable de los negocios de riesgo compartido normalmente ha estado restringida a la normatividad tributaria, en especial tratándose del tema de consorcios y uniones temporales, ideas sobre las cuales se regresará más adelante, reglas que buscan básicamente garantizar la tasación de impuestos y su adecuado control sin tener en cuenta los aspectos técnicos contables de ese tipo de organización de negocios.

La norma sería aplicable a aquellas inversiones que realizan las empresas en negocios en donde ellos ejercen el control de manera compartida con otro u otros “socios”, es decir que se requiere del consentimiento de todos para tomar una decisión.

Como es de esperarse los usuarios de la información financiera no requieren conocer el diagnóstico del negocio en particular, sino la verdadera situación de los “dueños” quienes en últimas serán los que respondan ante terceros, se trata entonces más de información gerencial al interior de los “asociados” para determinar la viabilidad del negocio
. 

PRINCIPALES características

Aunque, como se argumentará más adelante, la norma sobre informes financieros de los intereses en negocios conjuntos puede ser acogida prácticamente sin variación alguna, se realizará un recuento de los principales aspectos tratados por ella:

· Acuerdo Contractual: para aplicar esta norma se requiere de un acuerdo de voluntades por escrito, donde se especifique su cuerpo directivo, la participación porcentual y la forma en que se toman las decisiones y se dirimen los conflictos. 

· El Control conjunto: esta peculiaridad es tal vez el detalle más importante en la aplicación de esta norma, debido a que es requisito imprescindible que el participante pueda incidir en las decisiones del negocio directamente
, si esta condición no se cumple se estará hablando de una inversión común y corriente – NIC 25-. 

· La norma diferencia tres tipos de negocios conjuntos: El de la operación controlada conjuntamente donde no se requiere registros de contabilidad por separado y cada uno de los participantes en el negocio presenta sus activos, pasivos, ingresos y gastos en sus respectivos estados financieros; Aquél en el cual los activos son controlados conjuntamente en cuyo caso los activos respectivos figuran proporcionalmente en los balances de cada uno de ellos así como cualquier gasto, ingreso o pasivo incurrido que tenga que ver con el activo compartido; y donde se constituye una entidad controlada conjuntamente evento en que existe una persona jurídica, que se registra como si se tratará de una inversión, en donde procede el método de consolidación proporcional (renglón por renglón) anotado en la NIC 28, evitando la compensación entre activos y pasivos del negocio en mención. También se aceptaría como método alternativo de consolidación el denominado método de participación. 

· Cuando se tiene una entidad controlada conjuntamente pero para ser vendida en un futuro cercano, ella debe ser contabilizada como inversiones (NIC 25), este mismo tratamiento se da cuando las circunstancias de largo plazo hace que la entidad opere bajo restricciones severas y no pueda entregar efectivo a sus “asociados”.

Apreciación preliminar

A pesar de la falta de definición en las normas contables colombianas de los negocios conjuntos, es frecuente el uso de uniones temporales o consorcios en el desarrollo de obras públicas por parte de dos o más contratistas del Estado, en donde las diferencias obedecen más a aspectos propios de la obra que a características legales de los contratistas.

Por ejemplo, la unión temporal es utilizada cuando se desea que cada uno de los “asociados” se haga cargo de la tarea o el oficio en donde tiene mayor conocimiento y experiencia, tal es el caso de la construcción de una carretera en donde uno de los miembros de la unión temporal se hace cargo del estudio de suelos y otro del pavimento, especificando desde el principio en el respectivo acuerdo su labor y compromisos, aunque jurídicamente los dos “asociados” puedan responder por la totalidad de la obra.

En el evento del consorcio
 los “consorciados” no establecen las tareas particulares para cada uno, pero si fijan las proporciones en que se distribuirán las utilidades, aunque al igual que las uniones temporales responden solidariamente por todo ante el contratista.

Esta situación haría que en la practica de adopción de la NIC 31 sea muy fácil y no cree ningún efecto de trascendencia dentro de la información financiera que suministra las organizaciones que tradicionalmente utiliza el sistema de uniones temporales o consorcios para desarrollar sus operaciones empresariales.

Si bien la norma se refiere en su mayoría a actividades comerciales donde no existe la creación de una persona jurídica, la misma NIC precisa que en algunas ocasiones se constituyen sociedades para desarrollar negocios conjuntos donde la operación o los activos son compartidos y por lo tanto deben sujetarse a la NIC 31, lo cual podría llevar a alguna confusión con la obligación de consolidar según la norma internacional de contabilidad número 27. 

Otro aspecto que facilitaría la aplicación de la norma es el requisito de la existencia de un acuerdo contractual, situación que se acostumbra en el medio colombiano, en el caso de las uniones temporales y de los consorcios, incluso en prácticamente todas las licitaciones realizadas por el Estado se solicitan la elaboración por escrito de dichos acuerdos, lo que posibilita por completo la adopción de esta norma.

IAS 32: FINANCIAL INSTRUMENTS: 
DISCLOSURE AND PRESENTATION
Recognition and measurement are being addressed in a separate IASC standard, IAS 39, Financial Instruments: Recognition and Measurement. IAS 39 requires certain disclosures about financial instruments in addition to those required by IAS 32. 
Summary of IAS 32 

Presentation 

· Financial instruments should be classified by issuers into liabilities and equity, which includes splitting compound instruments into these components. 

· Classification reflects substance, not form. 

· An obligation to deliver cash or other financial asset is debt. 

· Mandatorily redeemable preferred stock is debt. 

· Split accounting is required for compound financial instruments (such as convertible securities). 

· The cost of a financial liability (interest) is deducted in measuring net profit or loss. 

· The cost of equity financing (dividends) are a distribution of equity. 

· Offsetting on the balance sheet is permitted only if the holder of the financial instrument can legally settle on a net basis. 

Disclosures 

· Terms and conditions. 

· Interest rate risk (repricing and maturity dates, fixed and floating interest rates, maturities). 

· Credit risk (maximum exposure and significant concentrations). 

· Fair values of financial instruments. 

· Assets below fair value. 

· Hedges of anticipated transactions. 

Diferencias advertidas

1) Las normas colombianas no definen qué debe entenderse por instrumento financiero. La norma internacional señala que “(...) Un instrumento financiero es un contrato que da lugar, simultáneamente, a un activo financiero en una empresa y a un pasivo financiero o un instrumento de capital en otra empresa. (...)”

2) Normalmente en Colombia los contratos de compraventa de mercancías no se tratan como instrumentos financieros. La norma internacional determina que “(...) Los contratos sobre mercancías, que dan a una de las partes el derecho de cancelar la operación en efectivo, o por medio de otro instrumento financiero cualquiera, deben ser tratados contablemente como si fueran instrumentos financieros, con la excepción de los contratos de mercancías que: (a) se iniciaron, y todavía continúan, con la intención de cumplir con las exigencias impuestas por una venta, una compra o una utilización que la empresa espera, (b) desde su comienzo fueron señalados para tales propósitos, y (c) se espera cancelar mediante la entrega física de los bienes. (...)”

3) En Colombia utilizamos la noción de inversión. Esta es de menor alcance que la noción de activo financiero que utiliza la norma internacional, para la cual: 

“(...) Un activo financiero es todo activo que posee una cualquiera de las siguientes formas:

(a) 
 efectivo;

(b)
un derecho contractual a recibir efectivo u otro activo financiero por parte de otra empresa;

(c)
un derecho contractual a intercambiar instrumentos financieros con otra empresa, en condiciones que sean potencialmente favorables, o

(d)
un instrumento de capital de otra empresa.(...)”

4) En Colombia no utilizamos la noción de pasivo financiero. Usamos la expresión obligación financiera y definimos ésta como la que corresponde a cantidades de efectivo recibidas a título de mutuo. Para la norma internacional 

“(...) Un pasivo financiero es un compromiso que supone una obligación contractual:

(a)
de entregar dinero u otro activo financiero a otra empresa, o

(b)
de intercambiar instrumentos financieros con otra empresa, bajo condiciones que son potencialmente desfavorables.(...)”

5) En Colombia no existen normas que regulen el tratamiento contable de las obligaciones que han de pagarse con instrumentos de capital. En la norma internacional se indica que “(...) si el número de acciones propias exigidas para cancelar la obligación se modifica con los cambios en el valor razonable de las mismas, de manera que el valor razonable total de las acciones entregadas sea igual al importe de la obligación contractual a satisfacer, el tenedor de la obligación no está expuesto al riesgo de pérdidas o ganancias por fluctuaciones en el valor de las acciones. Tal obligación debe ser contabilizada como si fuera un pasivo financiero por parte de la empresa deudora. (...)”

6) En Colombia no distinguimos entre instrumentos financieros monetarios y no monetarios. En la norma internacional “(...)  Son activos y pasivos financieros de carácter monetario (también denominados instrumentos financieros monetarios), los activos y pasivos financieros a recibir o pagar en forma de importes fijos o determinables de dinero. (...)”

7) En Colombia contemplamos la noción de valor de mercado pero no la de valor razonable. Para IAS 32 “(...)  Valor razonable es el importe por el cual puede ser intercambiado un activo entre un comprador y un vendedor debidamente informados, o puede ser cancelada una obligación entre un deudor y un acreedor con suficiente información, que realizan una transacción libre. (...)” Entre otras cosas la referencia a que se trate de una transacción libre implica que la empresa respectiva se encuentre en marcha.

8) De acuerdo con el artículo 864 del Código de Comercio, “(...) El contrato es un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas una relación jurídica patrimonial, y, salvo estipulación en contrario, se entenderá celebrado en el lugar de residencia del proponente y en el momento en que éste reciba la aceptación de la propuesta. (...)” En Colombia, de acuerdo con el artículo 824 del Código de Comercio, los contratos pueden ser orales, a menos que una norma exija otra formalidad. Sin embargo, el escrito es exigido, muchas veces, como un requisito de prueba y el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 ordena que toda transacción sea documentada. Para la norma internacional “(...)  los términos "contrato" o "contractual" hacen referencia a un acuerdo entre dos o más partes que produce, a las partes implicadas, claras consecuencias económicas que tienen poca o ninguna capacidad de evitar, ya que el cumplimiento del acuerdo es exigible legalmente. Los contratos, y por tanto los instrumentos financieros asociados, pueden tomar una gran variedad de formas, y no precisan ser fijados por escrito.(...)”
9) En Colombia no se distingue entre instrumentos financieros primarios e instrumentos financieros derivados. Según la norma internacional “(...)  Entre los instrumentos financieros se incluyen tanto los instrumentos primarios, tales como cuentas a pagar, partidas por cobrar o participaciones en la propiedad de las empresas; como los instrumentos derivados, tales como opciones, futuros y contratos a plazo de tipo financiero, permutas de tasas de interés y permutas de divisas. Los instrumentos financieros derivados, estén o no reconocidos en el balance de situación general, cumplen la definición de instrumentos financieros y, por tanto, quedan sujetos a las disposiciones de esta Norma. (...)” Respecto de los instrumentos financieros derivados, la norma internacional precisa que “(...) Los instrumentos financieros derivados crean derechos y obligaciones, que tienen el efecto de transferir uno o varios de los riesgos financieros, inherentes a un instrumento financiero primario subyacente, entre las partes que intervienen en la operación. Los instrumentos derivados no producen necesariamente, ni en el comienzo del contrato ni al llegar a la madurez del mismo, la transferencia del instrumento financiero primario subyacente. (...)”

10) En Colombia es usual que de conformidad con los planes de cuentas expedidos por las autoridades los instrumentos financieros se reconozcan según su forma legal –CDT, bono, acción, pagaré, ... –. Según la norma internacional “(...)  Es la esencia económica de un instrumento financiero, por encima de su forma legal, la que ha de guiar la clasificación que el emisor debe darle en el balance de situación general. Si bien la esencia y la forma suelen habitualmente coincidir, no siempre son iguales. Por ejemplo, algunos instrumentos financieros toman la forma legal de instrumentos de capital pero son, en esencia, pasivos; así como otros pueden combinar ciertas características asociadas con instrumentos de capital y algunas otras asociadas con pasivos financieros. La clasificación de un determinado instrumento se hace sobre la base de una evaluación de su contenido sustancial, cuando se reconoce por primera vez. Esta clasificación se mantiene en cada fecha en que se presenten estados financieros hasta que el instrumento desaparezca como elemento patrimonial de la empresa. (...)” En ese mismo orden de ideas, la norma internacional plantea que en ciertos casos una acción debe ser considerada como pasivo financiero y no como instrumento de capital. En su párrafo 22 IAS 32 enseña: “(...) Cuando una acción preferida, en sus condiciones de emisión, prevea su recompra obligatoria por parte del emisor, en condiciones de importe y fecha prefijados, o perfectamente determinables, o bien dé al tenedor el derecho de exigir, frente al emisor, el rescate en o a partir de una fecha, por un importe fijo o determinable, el instrumento cumplirá la definición de pasivo financiero, y se clasificará como tal en el balance de situación general. (...)”
11) En Colombia caracterizamos el capital por su función de servir de garantía para los acreedores. En la norma internacional el criterio para distinguir entre un pasivo financiero y un instrumento de capital consiste en que respecto de aquellos el emisor está obligado a soportar condiciones que son potencialmente desfavorables para él. Si eventualmente un instrumento es simultáneamente pasivo financiero e instrumento de capital, debe ser contabilizado en partes separadas.

12) En Colombia calculamos el valor presente de un elemento utilizando como tasa de descuento la pactada o a falta de ésta la tasa denominada DTF. En la norma internacional se utiliza la tasa vigente en el mercado para operaciones similares a la que se pretende descontar.

13) En Colombia sólo es posible compensar partidas cuando esta forma de extinción de las obligaciones ha operado. En la norma internacional se presentan las partidas compensadas cuando se espera que ésta ocurra: “(...)  Esta Norma exige la presentación de los activos y pasivos financieros compensados entre sí, cuando ello sea reflejo de los flujos de efectivo esperados por la entidad al liquidar dos o más instrumentos financieros separados. Cuando la empresa tiene el derecho de recibir o pagar un único importe, y tiene además la intención de hacerlo así, posee efectivamente un único activo o pasivo financiero, respectivamente. (...)”

14) Aunque en Colombia se postulan unos objetivos generales para toda la información contable, no es usual que éstos se tengan en cuenta a la hora de resolver cómo preparar las revelaciones. IAS 32 específica el objetivo de las revelaciones en materia de instrumentos financieros de la siguiente forma: 

“(...)  42.
El propósito de la información a revelar, exigida por esta Norma, es suministrar los datos que puedan mejorar la comprensión del significado de los instrumentos financieros (ya se encuentren dentro o fuera del balance de situación general), en la posición financiera de la empresa, en sus resultados y en sus flujos de efectivo, ayudando a evaluar los importes, fechas de aparición y certidumbre de los flujos de efectivo futuros asociados con tales instrumentos. Además de suministrar información acerca de las operaciones y saldos de cada instrumento financiero en particular, se aconseja a las empresas que suministren también una descripción de la amplitud con que se utilizan los instrumentos financieros, los riesgos asociados a ellos y los propósitos para los que se tienen en la empresa. La discusión de las políticas de gestión para controlar los riesgos asociados a los instrumentos financieros, cubriendo extremos tales como la política de cobertura de la exposición al riesgo, la ausencia de concentraciones de riesgo indebidas o la exigencia de garantías para mitigar los riesgos de crédito, proporciona una valiosa perspectiva adicional que es independiente de los instrumentos específicos vigentes en un momento en particular. Algunas empresas facilitan esta información en forma de un conjunto de comentarios que acompañan a los estados financieros, pero no como parte de los propios estados financieros.(...)”

15) En Colombia las revelaciones se basan fundamentalmente en la clase de elemento involucrado y se orientan principalmente a exponer detalles sobre circunstancias tales como cantidad, plazo y tasa. La norma internacional propende por la revelación de los grados de riesgo a que estén expuestos los instrumentos financieros. Así, el párrafo 43 de IAS 32 determina:

“(...) 43.
Las operaciones con instrumentos financieros pueden llevar a que la empresa asuma o transfiera, a un tercero, uno o varios de los tipos de riesgo que se describen a continuación. La revelación de la información requerida suministrará, a los usuarios de los estados financieros, datos que les ayudan a la hora de evaluar el riesgo relacionado con los instrumentos financieros, hayan sido reconocidos o no en el balance de situación general.

(a)
Riesgo de precio - Existen tres tipos de riesgos de precio: el riesgo de tasa de cambio, el riesgo de tasa de interés y el riesgo de mercado.

(i)
El riesgo de tasa de cambio consiste en que el valor de un instrumento financiero pueda fluctuar como consecuencia de variaciones en las cotizaciones de las monedas.

(ii)
El riesgo de tasa de interés consiste en que el valor de un instrumento financiero pueda fluctuar como consecuencia de cambios en las tasas de interés en el mercado.

(iii)
El riesgo de mercado consiste en que el valor de un instrumento financiero pueda fluctuar como consecuencia de cambios en los precios de mercado, ya estén causados tales cambios por factores específicos relativos al título en particular, ya por factores que afecten a todos los títulos negociados en ese mercado.

Con el término "riesgo de precio" se hace referencia no sólo a las pérdidas latentes, sino también a las ganancias potenciales.

(b)
Riesgo de crédito - Es el riesgo de que una de las partes del instrumento financiero falle al cumplir sus obligaciones y produzca, en la otra parte, una pérdida financiera.

(c)
Riesgo de liquidez - También llamado riesgo de financiación, que es el riesgo de que la empresa encuentre dificultades al obtener los fondos con los que cumplir compromisos asociados a los instrumentos financieros. El riesgo de liquidez puede ser el resultado de la incapacidad para vender un activo rápidamente y obtener del mismo un importe cercano a su valor razonable.

(d)
Riesgo de flujo de efectivo - Es el riesgo de que los flujos de efectivo asociados con un instrumento financiero monetario puedan fluctuar en su importe. En el caso de un instrumento de pasivo a interés variable, por ejemplo, tales fluctuaciones se producen a consecuencia de los cambios en la tasa efectiva de interés del instrumento financiero, normalmente sin que haya surgido un cambio en su valor razonable. (...)”

16) La norma internacional exige que las revelaciones versen tanto sobre los instrumentos reconocidos en el balance como sobre los que no estén reconocidos en él. Aunque en Colombia existen normas que exigen revelaciones sobre las cuentas de orden, usualmente éstas no se presentan.

17) En Colombia cuando no existe cotización de un valor, usualmente lo estimamos por su valor en libros. La norma internacional admite métodos alternos de valuación, así:

“(...)  82. 
En determinadas ocasiones, como cuando se da una actividad infrecuente en el mercado, la operatoria del mismo no está bien establecida (como pasa, por ejemplo, en algunos mercados secundarios o paralelos) o se negocian volúmenes relativamente pequeños con  relación a las unidades negociadas del instrumento financiero a evaluar, los valores de cotización pueden no ser indicativos del valor razonable del instrumento en cuestión. En esas circunstancias, así como cuando el valor de cotización no está disponible, pueden usarse técnicas de estimación para determinar el valor razonable con suficiente fiabilidad, de manera que se puedan satisfacer las exigencias de esta Norma. Entre las técnicas válidas que han sido establecidas para tal propósito, en los mercados financieros, se encuentran la referencia al valor corriente de mercado de otro instrumento de iguales características, el análisis de flujos de efectivo descontados y los modelos de cálculo del precio de las opciones. Al aplicar el análisis de flujos de efectivo descontados, la empresa utilizará una tasa de descuento igual a la tasa de interés vigente en el mercado para instrumentos financieros que tengan, en esencia, los mismos plazos y características, incluyendo en ellas la solvencia del deudor, el plazo residual sobre el que se fija la tasa de interés, el plazo restante hasta el reembolso del principal y la divisa en la que deben hacerse los pagos. (...)”

18) Si no es posible estimar un valor razonable, la norma internacional exige que se suministre “(...)  en su lugar información que ayude a los usuarios de los estados financieros a realizar sus propias apreciaciones, respecto a la amplitud de las posibles diferencias entre el valor en libros de los activos y los pasivos financieros y su valor razonable. Además de una explicación de las razones de la omisión y de las principales características de los instrumentos financieros que determinan su medición, se suministrará información sobre el mercado para dichos instrumentos. (...)”

Apreciación preliminar

La norma internacional, mucha más extensa y exigente que las disposiciones colombianas de carácter general, privilegia la esencia sobre la forma y se esfuerza porque los usuarios reciban amplia información sobre los riesgos y valores de los instrumentos financieros. Así las cosas, esta norma cumple de mejor manera los requisitos de calidad y suficiencia que postula la Ley 550 de 1999, razón por la cual su contenido debería ser adoptado. Es muy probable que un cambio en este sentido sea muy difícil debido a que los entes contables colombianos tienden a ser bastante parcos y a privilegiar la forma antes que la esencia. Habrá también muchas dificultades en tratar como instrumento financiero activos que hoy no son catalogados como inversiones y es posible que se presenten muchos conflictos en la determinación de valores razonables dado que una evaluación bajo este criterio no suele practicarse en nuestro medio.

IAS 33: EARNINGS PER SHARE
Issued February 1997. Effective for financial reporting periods beginning 1 January 1998
Summary of IAS 33 

· Public companies only. 

· Disclose basic (undiluted) and diluted net income per ordinary share on the face of the income statement with equal prominence. 

· For each class of common having different dividend rights. 

· Diluted EPS reflects potential reduction of EPS from options, warrants, rights, convertible debt, convertible preferred, and other contingent issuances of ordinary shares. 

· Numerator for basic EPS is profit after minority interest and preference dividends. 

· Denominator for basic EPS is weighted average outstanding ordinary shares. 

· "If converted method" to compute dilution from convertibles. 

· "Treasury stock method" to compute dilution of options and warrants. 

· Pro forma EPS to reflect issuances, exercises, and conversions after balance sheet date. Use net income to assess whether dilutive. 

· Will be effective for financial reporting periods beginning on or after 1 January 1998.

Diferencias advertidas

Las normas contables colombianas contenidas en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 establecen que las compañías deberán revelar entre otros índices financieros la ganancia neta por acción del período. Sin embargo no existen normas que desarrollen esta obligación.

De acuerdo con lo anterior, se presentan diferencias importantes con la norma IAS 33 como se describen a continuación:

Las normas de contabilidad en Colombia mencionan la necesidad de revelar en los estados financieros la utilidad por acción sin explicar de manera alguna el procedimiento que deberá seguirse para llegar al resultado. Trata el tema como parte de los índices financieros que las compañías están obligadas a revelar para darle al usuario alguna información sobre el desempeño financiero. 

En la norma IAS 33 se describe detalladamente el procedimiento que deberá seguirse para calcular la utilidad por acción, considerando si se trata de un cálculo por promedio ponderado de acciones ordinarias o el promedio ponderado de las acciones potenciales con efectos dilusivos o antidilusivos.

La norma IAS 33 presenta una serie de ejemplos sobre la forma como deben hacerse los cálculos necesarios para obtener el resultado por acción dependiendo del supuesto que se esté utilizando.
Apreciación preliminar

La norma contable IAS 33 explica en detalle las diferentes situaciones que pueden ocurrir tanto con el numerador como con el denominador que se utiliza para hacer el cálculo del resultado neto por acción.

En cuanto al numerador, es decir el valor de las utilidades o pérdidas a considerar, hace precisiones de las partidas del estado de resultados que deben ser incluidas y excluidas del monto de las utilidades o pérdidas del período como el caso de los dividendos de acciones preferenciales o los gastos por intereses o costos relacionados con la conversión de acciones ordinarias potenciales con efectos dilusivos en los resultados por acción.

En cuanto al denominador, la norma IAS 33 hace una explicación detallada de las diferentes situaciones que se pueden presentar en cuanto al número de acciones a considerar como base para el cálculo del resultado neto por acción, considerando factores tales como el aumento o disminución de las acciones, las acciones potenciales y la adquisición o combinación de negocios.

La aplicación de la norma en Colombia actualmente la hacen las compañías que reportan estados financieros a las Superintendencias Bancaria, de Valores y de Sociedades que generalmente les exigen, de conformidad con el citado Decreto número 2649 de 1993, cumplir con la totalidad de los requisitos de revelación allí establecidos. Las compañías utilizan el sistema del cálculo promedio ponderado de acciones en circulación en el período en el cual están reportando, ajustándose en un todo a la norma internacional IAS 33.

Esta aplicación no es muy difundida por lo que el público en general no conoce realmente la manera como se calcula el valor que se reporta en el renglón de resultado neto por acción y la importancia que el mismo representa para terceros diferentes a los accionistas mayoritarios. En el Decreto 2649 de 1993, no se estableció la obligación de revelar como parte de las notas a los estados financieros el procedimiento para efectuar el cálculo, lo cual hace complejo a los usuarios de los estados financieros interpretar las cifras que aparecen en el renglón de resultado por acción.

Siendo el objetivo de la norma la comparabilidad de los resultados de diferentes compañías en un mismo período, esta premisa no se aplica en Colombia debido a no todas las empresas están obligadas a reportar el resultado neto por acción. Adicionalmente no se incluye dentro de los cálculos del resultado neto por acción el efecto de las acciones ordinarias potenciales con efectos dilusivos, ni se excluye dentro del mismo el valor de las acciones ordinarias con efectos antidilusivos.

De lo anterior se deduce que en Colombia existe una aplicación parcial de la norma IAS 33, que no cumple muchos de los planteamientos allí expresados.

La norma IAS 33 tiene como objetivo primordial la comparabilidad de los resultados de diferentes compañías en un mismo período o de la misma compañía en diferentes períodos. Por lo anterior se considera apropiado adoptar completamente la norma contable y establecer su obligatoriedad, al menos para las compañías que negocian sus acciones en las bolsas de valores. 

Es importante mencionar que en muchos países se aplica lo dispuesto en la norma IAS 33 y en general las normas internacionales de contabilidad, por lo que cobra mas importancia para los usuarios internacionales contar con estados financieros de compañías colombianas que revelen lo requerido en las normas internacionales. 

En los Estados Unidos de Norteamérica al mismo tiempo que se redactó la norma IAS 33, se promulgó el FASB 128, como parte integrante de los principios de contabilidad generalmente aceptados (US GAAP). Este FASB se refiere al tema de la utilidad por acción (EPS) de forma similar y aún mas detallada que la NIC 33.

IAS 34: INTERIM FINANCIAL REPORTING
Issued February 1998. Effective for financial reporting periods beginning 1 January 1999

Summary of IAS 34 

IAS 34, Interim Financial Reporting: 

· contains both presentation and a measurement guidance, 

· defines the minimum content of an interim financial report, and 

· sets out the accounting recognition and measurement principles to be followed in any interim financial statements. 

IAS 34 does not specify which enterprises must publish interim financial reports, how frequently, or how soon after the end of an interim period. Those are deemed matters that are best left to be decided by law or regulation. IAS 34 applies if an enterprise is required or elects to publish an interim financial report in accordance with International Accounting Standards. In IAS 34, IASC expresses encouragement that public enterprises ought to provide, at least, half-yearly reports within 60 days after mid-year. 

IAS 34 defines the minimum content of an interim financial report as a condensed balance sheet, condensed income statement, condensed cash flow statement, condensed statement showing changes in equity, and selected explanatory notes. An enterprise might choose to go beyond that and present full financial statements or something in between full and condensed. If condensed financial statements are provided, they must contain, at a minimum, the same headings and subtotals as were in the enterprise's latest annual financial statements, plus only selected notes. 

Interim financial statements, complete or condensed, must cover the following periods: 

· a balance sheet at the end of the current interim period, and comparative as of the end of the most recent full financial year; 

· income statements for the current interim period and cumulatively for the current financial year to date, with comparative statements for the comparable interim periods of the immediately preceding financial year; 

· a statement of changes in equity cumulatively for the current financial year to date and comparative for the same year-to-date period of the prior year; and 

· a cash flow statement cumulatively for the current financial year to date and comparative for the same year-to-date period of the prior financial year. 

The IASC views the notes in an interim financial report primarily as an update since the last annual report. Examples of those kinds of notes would include disclosures about changes in accounting policies, seasonality or cyclicality, changes in estimates, changes in outstanding debt or equity, dividends, segment revenue and result, events occurring after balance sheet date, purchases or disposals of subsidiaries and long-term investments, restructurings, discontinuing operations, and changes in contingent liabilities or contingent assets. 

Because research has shown that an investor is much better able to use interim information to make forecasts if recurring and nonrecurring cash flow and earnings data are segregated, IAS 34 requires special disclosures about unusual events and transactions. 

Enterprises are required to apply the same accounting policies in their interim financial reports as in their latest annual financial statements. The frequency of an enterprise's reporting - annual, half-yearly, or quarterly - does not affect the measurement of its annual results. To achieve that objective, measurements for interim reporting purposes are made on a year-to-date basis. 

An appendix to IAS 34 contains guidance for applying the basic recognition and measurement principles at interim dates to such items as employer payroll taxes, periodic maintenance costs, provisions, year-end bonuses, contingent lease payments, intangible assets, pensions, compensated absences, income taxes, depreciation, inventories, foreign currency translation, and impairments. 

Diferencias advertidas

Existe gran cantidad de diferencias conceptuales entre la información financiera intermedia preparada con destino a un mercado de valores altamente desarrollado, que tiene como objetivo la distribución eficiente de los recursos, y la información financiera intermedia generada en Colombia, la cual para propósitos de revelación se encuentra altamente influenciada por requerimientos de las entidades  gubernamentales que ejercen vigilancia y control.

Del análisis de las normas colombianas contenidas en el Código de Comercio (incluyendo la Ley número 222 de 1995), el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 y las resoluciones y circulares externas emitidas por Entidades de Control, es posible concluir que los estados financieros intermedios representan estados financieros de propósito especial. No obstante, en la práctica dichos estados también suministran información de propósito general, ya sea en forma directa o indirecta, a otros usuarios de la información
.

El propósito fundamental de IASC es suministrar información de calidad a los participantes en el mercado de valores razón por la cual los informes financieros de períodos intermedios representan estados financieros de propósito general que mantienen una relación directa con los estados financieros de fin de ejercicio. En este contexto, la información financiera intermedia es aquella categoría de información financiera que elaboran las empresas regularmente, con una periodicidad concretada en intervalos de tiempo inferiores al año, cuyos destinatarios naturales son todos los usuarios de la información contable y, particularmente accionistas e inversores potenciales, siendo su finalidad básica la de anticipar la evolución de los negocios de las empresas así como la de dar a conocer su situación económica y financiera con el objeto de promover la asignación eficiente de los recursos.

Para facilitar el estudio, el documento presenta las diferencias en el siguiente orden: clasificación, usuarios de la información, relación beneficio costo, estimaciones, revelaciones, comparabilidad, organismos reguladores y tamaño del mercado bursátil. 

Clasificación:

Los informes financieros intermedios– Decreto reglamentario número 2649 de 1993 – son clasificados en el grupo de estados financieros de propósito especial; lo que representa una diferencia fundamental frente a la regulación internacional 

Los criterios de clasificación de los estados financieros y las referencias legales a los mismos deben modificarse para evitar la confusión que se genera en el árbol construido en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, que es el siguiente: 

	Clasificación
	Detalle
	Usuarios

	Estados Financieros de Propósito General
	Estados Financieros Básicos

· Balance general

· Estado de resultados

· Estado de cambios en el patrimonio

· Estado de cambios en la situación financiera

· Estado de flujos de efectivo
	Indeterminados



	
	Estados Financieros Consolidados

Balance general

Estado de resultados

Estado de cambios en el patrimonio

Estado de flujos de efectivo.
	Indeterminados



	Estados Financieros de Propósito Especial
	· Balance inicial

· Estados financieros de períodos intermedios

· Estado de costos

· Estado de inventarios

· Estados financieros extraordinarios

· Estados de liquidación

· Estados financieros que se presentan a las autoridades.

· Estados financieros preparados sobre una base comprensiva de contabilidad distinta de los P.C.G.A.
	Satisfacen necesidades especificas de los usuarios con circulación limitada


Algunas de los criterios para la clasificación de los estados financieros podrían ser los siguientes:

	Criterio de Clasificación
	Clasificación
	Clasificación
	Clasificación

	Según los usuarios a los que están dirigidos
	Estados Financieros de Propósito General

Estados Financieros de Propósito Especial
	
	

	Según el tipo de información que presentan
	Estados Financieros Básicos

Estados financieros complementarios
	
	

	Según el Ente
	Estados Financieros Individuales

Estados Financieros Consolidados
	
	

	Según el período
	Estados Financieros de Fin de período.
	
	

	
	Informes Financieros de períodos intermedios


	Según la metodología contable aplicada para la asignación de gastos e ingresos
	información intermedia discreta

Información intermedia mixta

Información intermedia mixta

	
	
	Según la frecuencia de la presentación
	Información intermedia mensual

Información intermedia trimestral

Información Intermedia semestral

Información intermedia continua

	
	
	Según el grado de elaboración
	Información intermedia simplificada

Estados financieros intermedios básicos

Estados financieros intermedios complementarios.

	
	
	Según los requisitos legales
	Información intermedia voluntaria

Información intermedia según legislación bursátil

Información intermedia exigida por otros organismos reguladores públicos o privados

	
	
	Según el nivel de calidad
	Informes intermedios auditados

Informes intermedios no Auditados.

	
	
	Según el criterio de valuación aplicado
	Información intermedia a costos históricos

Información intermedia a costos corrientes.


En Colombia, el problema de clasificación ha sido identificado por la Superintendencia de Valores en el numeral 2 de la circular externa número 2 de 1998

Usuarios de la información intermedia:

La existencia de un mercado altamente regulado y controlado, que mantiene secuelas de la visión patrimonialista de la contabilidad, es una limitante para la aplicación integral de la norma sobre informes financieros intermedios. Las diferentes regulaciones generadas en Colombia por las entidades de control responden a necesidades individuales del ente controlante según la calificación de riesgo que se haya otorgado al sector económico al que pertenecen.

En una visión general aplicable a los estados financieros de propósito general, una de las mayores virtudes de los estados financieros intermedios reside en su capacidad para satisfacer la necesidad primordial de cualquier mercado de recibir información financiera con antelación y al cierre del ejercicio, con el fin de anticipar las decisiones a tomar y evitar los costos que de otro modo se producen.

Relación beneficio – costo:

El marco conceptual de la contabilidad en Colombia no menciona las limitaciones de costo – beneficio para la generación de la información financiera y la falta de una cultura contable en nuestro país puede generar costos adicionales por el suministro de información. Los costos de suministrar información en un mercado altamente regulado son trasladados por los entes de control a las entidades controladas; bajo este esquema los costos pueden medirse fácilmente pero los beneficios no se percibirán. 

Según el marco conceptual de las normas internacionales de contabilidad la información intermedia representa una valiosa herramienta para los usuarios internos y externos de la información y contribuye a la formación de mercados más eficientes y a una asignación de recursos más adecuada. Desde un punto de vista social la información financiera intermedia contribuye a la correcta formación de precios de los valores convirtiendo los mercados de capitales en más eficientes y eliminando la desigualdad de la disponibilidad de la información entre el equipo gestor y el público inversor. 

Los suministradores de capital, principalmente accionistas y prestamistas, obtienen beneficios al disponer de la información financiera intermedia disminuyendo los costos de administración (control) que de otra manera se producirían. Indudablemente la información financiera interina genera beneficios a los usuarios de la misma los cuales no pueden ser medidos solo internamente. En un mercado debidamente informado, los costos de las transacciones se reducirán por efecto de una valoración más adecuada de los riesgos generando un efecto positivo en la estructura de financiación de las empresas y una mayor transparencia del mercado.

Estimaciones contables:

La aplicación de métodos alternos o bases estadísticas sugeridos por nuestra regulación parecería que incorpora sin aclarar suficientemente el problema de las estimaciones contables. Aún cuando nuestra regulación contiene referencias explícitas sobre el tema de las estimaciones contables este tema no ha logrado un desarrollo amplio en nuestro país
. La confusión entre cambio en un principio contable y cambio en una estimación contable
 genera interpretaciones erradas respecto de las necesidades de revelación de la información e impide una medición más adecuada de los hechos económicos en períodos intermedios.

El uso de estimaciones contables es propio de la preparación de estados financieros de fin de período y estados financieros de períodos intermedios, como resultado de la incertidumbre generadas en el reconocimiento de hechos económicos propio del sistema de causación. La NIC 34 reconoce que el uso de estimaciones razonables es una parte esencial de la preparación de los estados financieros intermedios y establece diferencias con respecto a las estimaciones de fin de período. Por ejemplo: IAS 34 no exige el ajuste retrospectivo cuando se presenten cambios en las estimaciones contables pero si exige que se efectúen las revelaciones y ajustes necesarios en los estados financieros actuales y futuros.

Por otra parte, al indicar IAS 34 la necesidad de aplicar los mismos principios de contabilidad generalmente aceptados para la preparación de los estados financieros de fin de período pero reconocer que la frecuencia de información de una empresa no afecta la cuantificación de sus resultados anuales, reconoce la aplicación de un criterio integral o predictivo dentro del reconocimiento de hechos económicos de períodos intermedios. El reconocimiento literal de la aplicación de los mismos principios de contabilidad generalmente aceptados sugiere la aplicación la aplicación de un método discreto para el reconocimiento de hechos económicos en períodos intermedios y corta de entrada la posibilidad de efectuar estimaciones contables más razonables. 

Revelaciones:

Aún cuando las entidades de control a través de sus regulaciones exigen la presentación de un volumen importante de información de períodos intermedios no existe una base general que indique la información mínima que debe ser revelada.

Las revelaciones de los informes intermedios tampoco se integran adecuadamente con la información financiera suministrada por los estados financieros de fin de período debido a que no existe claridad sobre si las revelaciones de estados financieros de propósito general se aplican a los estados financieros de propósito especial
.

En cambio, IAS 34 exige la necesidad de incorporar en los estados financieros notas explicativas selectivas. La información financiera intermedia se elabora con la intención de poner al día el último conjunto de estados financieros anuales completos razón por la cual, se pone énfasis en las nuevas actividades, sucesos y circunstancias, y por tanto no se duplica la información publicada previamente.

Es innecesario, por lo tanto, que las notas a un informe financiero intermedio proporcionen actualizaciones relativamente insignificantes de la información que fue ya presentada en las notas en el informe anual más reciente.

 Comparabilidad:

Aún cuando en nuestra legislación se han presentado intentos de regular el tema de la comparabilidad de estados financieros de propósito general y algunas entidades como la Superintendencia Bancaria
 ha emitido resoluciones sobre el tema, sin duda alguna este tema representa una limitación para la armonización de las normas colombianas con las normas internacionales y en particular las relacionadas con la comparabilidad de estados financieros intermedios.

IAS en cambio, señala para cada estado financieros los períodos con los cuales se debe establecer su comparabilidad. 

Organismos reguladores:

No obstante que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 desarrolló un marco conceptual para la emisión de normas relacionadas con la preparación y presentación de estados financieros no existe un cuerpo estructurado y coordinado que permita integrar las diferentes necesidades de los usuarios de la información. La multiplicidad de organismos reguladores y la influencia de la contabilidad fiscal limitan las posibilidades de adopción de IAS 34.

Tamaño del Mercado Bursátil:

IAS 34 regula los criterios de preparación y presentación de información intermedia de empresas que cotizan en el mercado de valores; aún cuando las necesidades de otros usuarios pueden estar contenidas en las necesidades de los inversionistas, la implementación de esta norma podría tener complicaciones operativas por la existencia de un mercado cerrado y altamente regulado.

Otro punto de reflexión, relacionado con el entorno colombiano, es la existencia de una gran cantidad de pequeñas y medianas empresas, cuyas necesidades en la preparación y revelación de información pueden diferir de manera importante de las necesidades de las grandes de empresas.

Apreciación preliminar

La norma internacional de contabilidad 34 podría ser adaptada en Colombia como información complementaria de los estados financieros de fin de período, como un mecanismo que contribuya dar mayor transparencia a los mercados y fomentar una mayor cultura contable en nuestro país. Por lo menos esta norma debería exigirse para la preparación y revelación de información de empresas que coticen en el mercado bursátil.

Sin embargo, deben tenerse en cuenta las limitaciones propias de nuestro entorno y realidad económica:

· El tamaño del mercado bursátil.

· El sector financiero como principal financista de las actividades económicas.

· Nuestra legislación exige la presentación de estados financieros de propósito por lo menos una vez al año
.
· La facultad de expedir normas por organismos reguladores

· La incidencia de las normas fiscales 

Los ajustes a la normatividad colombiana deben caminar hacia la creación de un único cuerpo normativo coordinado y coherente que construya un marco conceptual básico para la preparación y revelación de información financiera intermedia aplicables a los diferentes usuarios de la información. La gran cantidad de reguladores contables de nuestro país debe estar adecuadamente coordinados para dar mayor consistencia al conjunto de normas que nos regulan.

IAS 35: DISCONTINUING OPERATIONS
Issued June 1998.

Effective for financial reporting periods beginning 1 January 1999 

Summary of IAS 35 

The International Accounting Standards Committee (IASC) has published today, a new Standard on presentation and disclosures of discontinuing operations. The objectives of the new Standard, IAS 35, Discontinuing Operations, are to establish a basis for segregating information about a major operation that an enterprise is discontinuing from information about its continuing operations and to specify minimum disclosures about a discontinuing operation. 

IAS 35 is a presentation and disclosure Standard. It focuses on how to present a discontinuing operation in an enterprise's financial statements and what information to disclose. It does not establish any new principles for deciding when and how to recognise and measure the income, expenses, cash flows, and changes in assets and liabilities relating to a discontinuing operation. Instead, it requires that enterprises follow the recognition and measurement principles in other International Accounting Standards. 

A discontinuing operation is a relatively large component of an enterprise - such as a business or geographical segment under IAS 14, Segment Reporting - that the enterprise, pursuant to a single plan, either is disposing of substantially in its entirety or is terminating through abandonment or piecemeal sale. 

The new Standard requires that disclosures about a discontinuing operation begin at the earlier of the following: 

· an enterprise has entered into an agreement to sell substantially all of the assets of the discontinuing operation; or 

· its board of directors or other similar governing body has both approved and announced the planned discontinuance. 

Required disclosures include: 

· a description of the discontinuing operation; 

· the business or geographical segment(s) in which it is reported in accordance with IAS 14, Segment Reporting; 

· the date that the plan for discontinuance was announced; 

· the timing of expected completion (date or period), if known or determinable; 

· the carrying amounts of the total assets and the total liabilities to be disposed of; 

· the amounts of revenue, expenses, and pre-tax profit or loss attributable to the discontinuing operation, and related income tax expense; 

· the amount of any gain or loss that is recognised on the disposal of assets or settlement of liabilities attributable to the discontinuing operation, and related income tax expense; 

· the net cash flows attributable to the operating, investing, and financing activities of the discontinuing operation; and 

· the net selling prices received or expected from the sale of those net assets for which the enterprise has entered into one or more binding sale agreements, and the expected timing thereof, and the carrying amounts of those net assets. 

Financial statements for periods after initial disclosure must update those disclosures, including a description of any significant changes in the amount or timing of cash flows relating to the assets and liabilities to be disposed of or settled and the causes of those changes. 

The disclosures would be made if a plan for disposal is approved and publicly announced after the end of an enterprise's financial reporting period but before the financial statements for that period are approved. The disclosures continue until completion of the disposal. 

Comparative information for prior periods that is presented in financial statements prepared after initial disclosure must be restated to segregate the continuing and discontinuing assets, liabilities, income, expenses, and cash flows. This improves the ability of a user of financial statements to make projections. 

Appendices to IAS 35 provide (a) illustrative disclosures and (b) guidance on how prior period information should be restated to conform to the presentation requirements of IAS 35. 

Diferencias advertidas

1) La norma internacional es más amplia en concepto y exposición que el ordenamiento local.

2) El ordenamiento local está contenido dentro de los conceptos de la norma internacional, es decir que no existen discrepancias que hagan inaplicable la norma internacional.

Apreciación preliminar

Comprando lo dispuesto por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 con las normas que lo precedieron es evidente que el ordenamiento local ha venido teniendo cambios en materia de presentación, medición y revelación de las operaciones descontinuadas, sin embargo, de acuerdo con la norma internacional es necesario seguir avanzando a con el propósito de que este tipo de operaciones sea adecuadamente informadas y expuestas en los estados financieros.

La norma internacional puede ser implementada en Colombia sin ningún inconveniente, entre otras cosas por:

· Es mejor definida la expresión “operación descontinuada”

· Sugiere una clara metodología de presentación de estas operaciones en los estados financieros tomados en conjunto.

· Las revelaciones exigidas proveen al lector de los estados financieros mejor información para el análisis y toma de decisiones.

· Define qué hacer en caso de abortar la decisión de descontinuar una operación.

· Define la información que se debe proporcionar en los estados financieros de períodos intermedios.

La implementación de la norma internacional en Colombia no tiene ningún efecto en relación con la práctica local, entre otras, porque de la manera como se están tratando estas operaciones no existe una metodología uniforme, es más, lo usual –a pesar de lo exigido por la norma colombiana– es que este tipo de operaciones no se expongan en los estados financieros y sólo el reconocimiento de las ganancias o pérdidas se reflejen en el período en que se finaliza la descontinuación de la operación; en algunos otros casos, en especial las firmas multinacionales de auditoría utilizan la Norma Internacional. 

IAS 36: IMPAIRMENT OF ASSETS
Issued June 1998. Effective for financial reporting periods beginning 1 July 1999
Summary of IAS 36 

IAS 36, Impairment of Assets, deals mainly with accounting for impairment of goodwill, intangible assets and property, plant and equipment. The Standard includes requirements for identifying an impaired asset, measuring its recoverable amount, recognising or reversing any resulting impairment loss, and disclosing information on impairment losses or reversals of impairment losses. 

IAS 36 prescribes how an enterprise should test its assets for impairment, that is: 

· the procedures that an enterprise should apply to ensure that its assets are not overstated in the financial statements; 

· how an enterprise should assess the amount to be recovered from an asset (the "recoverable amount"); and 

· when an enterprise should account for an impairment loss identified by this assessment. 

Fundamental Requirement of IAS 36 

An impairment loss should be recognised whenever the recoverable amount of an asset is less than its carrying amount (sometimes called "book value"); 

Other Requirements of IAS 36 

· the recoverable amount of an asset is the higher of its net selling price and its value in use, both based on present value calculations; 

· net selling price is the amount obtainable from the sale of an asset in an arm's length transaction between knowledgeable willing parties, less the costs of disposal; 

· value in use is the amount obtainable from the use of an asset until the end of its useful life and from its subsequent disposal. Value in use is calculated as the present value of estimated future cash flows. The discount rate should be a pre-tax rate that reflects current market assessments of the time value of money and the risks specific to the asset; 

· an impairment loss should be recognised as an expense in the income statement for assets carried at cost and treated as a revaluation decrease for assets carried at revalued amount; 

· an impairment loss should be reversed (and income recognised) when there has been a change in the estimates used to determine an asset's recoverable amount since the last impairment loss was recognised; 

· the recoverable amount of an asset should be estimated whenever there is an indication that the asset may be impaired. IAS 36 includes a list of indicators of impairment to be considered at each balance sheet date. In some cases, the International Accounting Standard applicable to an asset may include requirements for additional reviews; 

· in determining value in use, an enterprise should use:

· (a) cash flow projections based on reasonable and supportable assumptions that reflect the asset in its current condition and represent management's best estimate of the set of economic conditions that will exist over the remaining useful life of the asset. Estimates of future cash flows should include all estimated future cash inflows and cash outflows except for cash flows from financing activities and income tax receipts and payments; and

· (b) a pre-tax discount rate that reflects current market assessments of the time value of money and the risks specific to the asset. The discount rate should not reflect risks for which the future cash flows have been adjusted; 

· if an asset does not generate cash inflows that are largely independent from the cash inflows from other assets, an enterprise should determine the recoverable amount of the cash-generating unit to which the asset belongs. A cash-generating unit is the smallest identifiable group of assets that generates cash inflows that are largely independent of the cash inflows from other assets or group of assets. Principles for recognising and reversing impairment losses for a cash-generating unit are the same as those for an individual asset. The concept of cash-generating units will often be used in testing assets for impairment because, in many cases, assets work together rather than in isolation. IAS 36 includes guidance and examples on how to identify the cash-generating unit to which an asset belongs and further requirements on how to measure an impairment loss for a cash-generating unit and to allocate this loss between the assets of the unit; 

· an impairment loss recognised in prior years should be reversed if, and only if, there has been a change in the estimates used to determine recoverable amount since the last impairment loss was recognised. However, an impairment loss should only be reversed to the extent the reversal does not increase the carrying amount of the asset above the carrying amount that would have been determined for the asset (net of amortisation or depreciation) had no impairment loss been recognised. An impairment loss for goodwill should only be reversed if the specific external event that caused the recognition of the impairment loss reverses. A reversal of an impairment loss should be recognised as income in the income statement for assets carried at cost and treated as a revaluation increase for assets carried at revalued amount; 

· when impairment losses are recognised or reversed an enterprise should disclose certain information by class of assets and by reportable segments. Further disclosure is required if impairment losses recognised or reversed are material to the financial statements of the reporting enterprise as a whole; and 

· on first adoption of IAS 36, the requirements should be applied prospectively only, that is, prior periods will not be restated. 

Diferencias advertidas

La norma internacional de contabilidad tiene como objetivo asegurar que el valor de los activos no supere en ningún momento el valor a recuperar de los mismos ya sea por la venta o el uso. Y define el valor a recuperar como el mayor entre el valor de mercado y el de uso.

Al comparar esta norma con los principios de contabilidad colombianos, se observan que existen varios artículos que conducen a objetivos similares, a saber –se cita el Decreto reglamentario número 2649 de 1993–: 

Artículo 10– Valuación Medición. Este artículo señala adicional al valor de mercado el valor histórico, el valor actual o de reposición, como criterios de medición aceptados. El valor presente o descontado ( es el mismo concepto del valor de uso de la norma internacional en comento). se definen de manera diferente pero el significado es el mismo

En la norma internacional los activos se valoran (excepto en algunos casos especiales) por el valor recuperable, que es el mayor entre el valor de mercado y el valor de uso. Las normas contables colombianas en algunos caso lo deja opcional. En otros, como en el caso de los inventarios toma el menor entre el costo histórico y el valor de mercado.

es pertinente establecer un solo mecanismo de valuación siempre con referencia al valor recuperable.

Artículo 49– (Norma Técnica General) Medición al valor histórico. Este artículo permite como complemento del uso del valor histórico, cuando sea del caso, ajustar el valor de los recursos y hechos económicos, una vez reexpresados como consecuencia de la inflación, al valor actual, al valor de realización (entiéndase valor de mercado) o el valor presente (entiéndase valor de uso) (este concepto en las normas internacionales se denomina revalorizados).

Artículo 54– (Norma Técnica General) Asignación. En este artículo se menciona la depreciación como un método de asignación o distribución del costo de las propiedades, planta y equipo (reconocimiento del uso del activo en la generación de ingresos en cumplimiento de la norma básica de la asociación)

En la norma internacional de contabilidad la depreciación se usa para reconocer la perdida del valor de los activos, se toma como un mecanismo de valuación, es necesario establecer en las normas contables que la disminución del valor de los activos se debe reconocer también mediante la depreciación

Artículo 61– Inversiones. Se registran a su valor histórico ajustado por inflación, luego se ajustan al valor de realización, mediante provisiones o valorizaciones. Excepto para las inversiones en subordinadas, las cuales se registran por el método de participación. Las entidades de control han establecido sus propios métodos de valuación.

Artículo 63– Inventarios. El más bajo entre costo ajustado y valor neto de realización ( Valor de mercado), mediante provisión.

Artículo 64– Propiedades, planta y equipo. Se menciona nuevamente la depreciación como mecanismo de asignación (Reconocimiento de la contribución a la generación de ingresos) Este reconocimiento se realiza sobre la base del valor histórico ajustado no sobre su valor de mercado o de uso.

Valuación final al valor de realización (mercado), o actual ( de reposición), o a su valor presente (uso) Nótese que la norma da la opción de escoger no toma como criterio el valor recuperable.

Nótese que el mecanismo de valuación es la provisión y no la depreciación como se hace en la norma internacional de contabilidad en comento.

La norma estipula que este ajuste (llevar al valor de mercado o uno de los otros señalados) se debe realizar en el cierre del período en cual se adquirió o formó el activo y de ahí en adelante y al menos cada tres años. El “al menos” expresa el tiempo máximo. Es conveniente adicionar el articulo así “ El valor de los activos se debe revisar siempre que ocurran hechos internos o externos que afecten el valor de los mismos.” 

Artículo 105– Reconocimiento de la extinción o pérdida de utilidad futura: Este artículo implícitamente habla del valor de uso al referirse al beneficio futuro que se había esperado de un activo. Señala que la pérdida se reconoce como gasto o pérdida, pero no indica si es contra la depreciación o contra el valor del activo directamente. Es necesario revisar redacción y contenido.

Art. 115– Normas generales sobre revelaciones. Numeral 9. Se usa la provisión como método de valuación del activo.

Apreciación preliminar

En términos generales las normas contables colombianas contienen las consideraciones de la norma internacional; es conveniente realizar pequeños cambios para una completa adaptación, lo cual contribuiría a unificar los criterios de valuación de los activos. 

IAS 37: PROVISIONS, CONTINGENT LIABILITIES AND CONTINGENT ASSETS
Issued September 1998

Effective for annual financial statements covering periods beginning on or after 1 July 1999. 

Summary of IAS 37 

IAS 37 requires that: 

· provisions should be recognised in the balance sheet when, and only when: an enterprise has a present obligation (legal or constructive) as a result of a past event; it is probable (i.e. more likely than not) that an outflow of resources embodying economic benefits will be required to settle the obligation; and a reliable estimate can be made of the amount of the obligation; 

· provisions should be measured in the balance sheet at the best estimate of the expenditure required to settle the present obligation at the balance sheet date, in other words, the amount that an enterprise would rationally pay to settle the obligation, or to transfer it to a third party, at that date. For this purpose, an enterprise should take risks and uncertainties into account. However, uncertainty does not justify the creation of excessive provisions or a deliberate overstatement of liabilities. An enterprise should discount a provision where the effect of the time value of money is material and should take future events, such as changes in the law and technological changes, into account where there is sufficient objective evidence that they will occur; 

· the amount of a provision should not be reduced by gains from the expected disposal of assets (even if the expected disposal is closely linked to the event giving rise to the provision) nor by expected reimbursements (for example, through insurance contracts, indemnity clauses or suppliers' warranties). When it is virtually certain that reimbursement will be received if the enterprise settles the obligation, the reimbursement should be recognised as a separate asset; and 

· a provision should be used only for expenditures for which the provision was originally recognised and should be reversed if an outflow of resources is no longer probable. 

IAS 37 sets out three specific applications of these general requirements: 

· a provision should not be recognised for future operating losses; 

· a provision should be recognised for an onerous contract - a contract in which the unavoidable costs of meeting the obligations under the contract exceed the expected economic benefits; and 

· a provision for restructuring costs should be recognised only when an enterprise has a detailed formal plan for the restructuring and has raised a valid expectation in those affected that it will carry out the restructuring by starting to implement that plan or announcing its main features to those affected by it. For this purpose, a management or board decision is not enough. A restructuring provision should exclude costs - such as retraining or relocating continuing staff, marketing or investment in new systems and distribution networks - that are not necessarily entailed by the restructuring or that are associated with the enterprise's ongoing activities. 

IAS 37 replaces part of IAS 10, Contingencies and Events Occurring After the Balance Sheet Date. IAS 37 prohibits the recognition of contingent liabilities and contingent assets. An enterprise should disclose a contingent liability, unless the possibility of an outflow of resources embodying economic benefits is remote, and disclose a contingent asset if an inflow of economic benefits is probable. 

Diferencias advertidas

IAS 37- 

Pronunciamiento con identificación específica del tema: provisiones, contingencias pasivas, activos contingentes.

COLOMBIA-

En estricto sentido, parcialmente el tema es tratado en un solo artículo del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 (Art. 52- PROVISIONES Y CONTINGENCIAS ) y como un “asunto satélite”; el artículo 81 incluye superficialmente el tema de las CONTINGENCIAS DE PERDIDAS..

IAS 37- 

El pronunciamiento como tal tiene una estructura definida: Objetivo; Alcance; Definiciones; Reconocimiento; Medición; Reembolsos; Cambios en provisiones; Uso de provisiones; Aplicación de las reglas para reconocimiento y medición; Revelación; Normas sobre Transición y Fecha de aplicación.

Asimismo, debe resaltarse en forma especial el que cada uno de los tópicos anteriores no sólo es definido sino considerado de manera especial, a la luz de la norma tratada y sus respectivas implicaciones, dentro de las cuales se precisan de manera particular las excepciones correspondientes.

COLOMBIA-

Nuestro pronunciamiento sobre el tema además de carecer de un tratamiento ordenado y coherente, suele mezclar los diferentes tópicos incluyendo como un todo y sin distingo alguno, las situaciones particulares que requieren un tratamiento especial, sus excepciones, variantes, etc., etc.

Al no precisar ni aislar el término “provisión” (bajo el entendido aplicable a ésta clase de situaciones) deja de lado los dos criterios fundamentales que deben ser considerados en ésta norma, como son el tiempo y el monto.

IAS 37-

Involucra y da una gran participación y responsabilidad en la determinación de los hechos y las respectivas opciones de acción a la administración de las empresas, en el caso de ciertas situaciones que pueden llegar a generar “obligaciones contractuales” por parte de ellas, las cuales pueden o no ser asumidas en su totalidad o con la participación de terceras partes. Derivado de lo anterior, la norma amplía las diferentes situaciones que pueden presentarse incluyendo también los diferentes criterios a ser asumidos tanto para el reconocimiento de la “obligación”, la participación de los terceros, la constitución o no de provisiones, el respectivo tratamiento de los eventuales reembolsos etc., etc.

COLOMBIA-

No se evidencia la participación y responsabilidad de la administración de las empresas o entidades reportantes, dejándose muy tímidamente un cierto criterio de responsabilidad en cuanto a “(...) la calificación y cuantificación de las contingencias (...) con fundamento en el concepto de expertos (...)” En la práctica ésta situación no se respeta en la medida en que el artículo 81 del citado Decreto número 2649 fija como un único criterio de expertos a dos actores: peritaje o concepto único: el jurídico; y naturaleza de los procesos: solo aquellos calificables como de naturaleza judicial o administrativa, concluyendo que de existir la contingencia de pérdida probable, el reconocimiento de la misma deberá hacerse en la fecha de notificación del primer acto del proceso.

Algunas entidades de supervisión, como la Superintendencia Bancaria, ratifican ésta orientación cuando en la Circular Externa número 032 de 1996 relativa a los estados financieros de fin de ejercicio, solicita como un informe adicional a los estados financieros básicos y sus correspondientes notas, el anexo relativo a los procesos judiciales en contra, precisando dentro de la información solicitada sobre el tema, “... el concepto reciente del abogado externo o del departamento jurídico sobre el estado de la contingencia...”.

Apreciación preliminar

Una vez analizado y cotejado el contenido de la IAS 37 con sus similares colombianos, se concluye:

1) Desde el punto de vista TECNICO es difícil y algo pretencioso considerar que puedan ser comparables: los conceptos colombianos son pocos, faltos de profundidad, confusos, y disgregados. Tampoco existe unidad de criterio en su aplicación por parte de las diferentes entidades de control y supervisión. 

2) Los asuntos contenidos en la IAS 37, son, en su totalidad, pertinentes en Colombia, entendiendo como tal, el estudio juicioso y analítico de las diferentes situaciones y circunstancias particulares del país, su idiosincracia, el estado y naturaleza general de los negocios y especialmente la coherencia que debe existir en el manejo de los temas al nivel interno y su adecuación para efectos de entendimiento y comprensión universal de la información financiera con la de otros países.

3) Desde el punto de vista práctico y funcional, es necesario en principio, la constitución de un grupo interdisciplinario perteneciente a diversas entidades de supervisión, agrupaciones de profesionales, entidades prestadoras de servicios profesionales de auditoría de estados financieros y de revisoría fiscal, universidades y estudiosos de los temas contables, jurídicos y técnicos, para llevar a cabo y desarrollar la norma colombiana que trate los temas de PROVISIONES, PASIVOS CONTINGENTES Y ACTIVOS CONTINGENTES.

IAS 38: INTANGIBLE ASSETS
Issued September 1998.

Effective for annual financial statements covering periods beginning on or after 1 July 1999. 

Summary of IAS 38 

IAS 38, Intangible Assets, applies to all intangible assets that are not specifically dealt with in other International Accounting Standards. It applies, among other things, to expenditures on: 

· advertising, 

· training, 

· start-up, and 

· research and development (R&D) activities. 

IAS 38 supersedes IAS 9, Research and Development Costs. IAS 38 does not apply to financial assets, insurance contracts, mineral rights and the exploration for and extraction of minerals and similar non-regenerative resources. Investments in, and awareness of the importance of, intangible assets have increased significantly in the last two decades. 

The main features of IAS 38 are: 

· an intangible asset should be recognised initially, at cost, in the financial statements, if, and only if: 

(a) the asset meets the definition of an intangible asset. Particularly, there should be an identifiable asset that is controlled and clearly distinguishable from an enterprise's goodwill; 

(b) it is probable that the future economic benefits that are attributable to the asset will flow to the enterprise; and 

(c) the cost of the asset can be measured reliably. 

This requirement applies whether an intangible asset is acquired externally or generated internally. IAS 38 also includes additional recognition criteria for internally generated intangible assets and the requirements reflect those of IAS 9; 

· if an intangible item does not meet both the definition, and the criteria for the recognition, of an intangible asset, IAS 38 requires the expenditure on this item to be recognised as an expense when it is incurred. An enterprise is not permitted to include this expenditure in the cost of an intangible asset at a later date; 

· it follows from the recognition criteria that all expenditure on research should be recognised as an expense. The same treatment applies to start-up costs, training costs and advertising costs. IAS 38 also specifically prohibits the recognition as assets of internally generated goodwill, brands, mastheads, publishing titles, customer lists and items similar in substance. However, some development expenditure may result in the recognition of an intangible asset (for example, some internally developed computer software); 

· in the case of a business combination that is an acquisition, IAS 38 builds on IAS 22, Business Combinations, to emphasise that if an intangible item does not meet both the definition and the criteria for the recognition for an intangible asset, the expenditure for this item (included in the cost of acquisition) should form part of the amount attributed to goodwill at the date of acquisition. This means that, among other things, unlike current practices in certain countries, purchased R&D-in-process should not be recognised as an expense immediately at the date of acquisition but it should be recognised as part of the goodwill recognised at the date of acquisition and amortised under IAS 22, unless it meets the criteria for separate recognition as an intangible asset; 

· after initial recognition in the financial statements, an intangible asset should be measured under one of the following two treatments: 

(a) benchmark treatment: historical cost less any amortisation and impairment losses; or 

(b) allowed alternative treatment: revalued amount (based on fair value) less any subsequent amortisation and impairment losses. The main difference from the treatment for revaluations of property, plant and equipment under IAS 16 is that revaluations for intangible assets are permitted only if fair value can be determined by reference to an active market. Active markets are expected to be rare for intangible assets; 

· intangible assets should be amortised over the best estimate of their useful life. IAS 38 does not permit an enterprise to assign an infinite useful life to an intangible asset. It includes a rebuttable presumption that the useful life of an intangible asset will not exceed 20 years from the date when the asset is available for use. IAS 38 acknowledges that, in rare cases, there may be persuasive evidence that the useful life of an intangible asset will exceed 20 years. In these cases, an enterprise should amortise the intangible asset over the best estimate of its useful life and: 

(a) test the intangible asset for impairment at least annually in accordance with IAS 36, Impairment of Assets; and 

(b) disclose the reasons why the presumption that the useful life of an intangible asset will not exceed 20 years is rebutted and also the factor(s) that played a significant role in determining the useful life of the asset; 

· required disclosures on intangible assets will enable users to understand, among other things, the types of intangible assets that are recognised in the financial statements and the movements in their carrying amount (book value) during the year. IAS 38 also requires disclosure of the amount of research and development expenditure recognised as an expense during the year; and 

· IAS 38 is effective for accounting periods beginning on or after 1 July 1999. Earlier application is encouraged. IAS 38 includes transitional provisions that clarify when the Standard should be applied retrospectively and when it should be applied prospectively. 

IAS 38 follows the publication of two Exposure Drafts (E50, Intangible Assets, published in June 1995, and E60, Intangible Assets, published in August 1997). In 1997, after significant concerns had been expressed by commentators on E50, the Board of the IASC revised its initial proposals for the amortisation of intangible assets - an absolute 20 year limit for almost all intangible assets. IAS 38's amortisation requirements reflect those proposed in E60. 

To avoid creating opportunities for accounting arbitrage in an acquisition by recognising an intangible asset that is similar in nature to goodwill (such as brands and mastheads) as goodwill rather than an intangible asset (or vice versa), the amortisation requirements for goodwill have also been changed to make them consistent with those of IAS 38 (see IAS 22 (revised 1998)). 

Diferencias advertidas

El artículo 66 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 regla acerca de los activos intangibles en Colombia y por su contenido se puede afirmar que más que diferencias, lo que se observa es la superficialidad de la norma, pues se queda corta en la regulación de este tipo de activos, que representan el capital intelectual de las compañías, significando para muchas de ellas la única fórmula de salvación al dotarlas de herramientas que les proporcionaran ventajas competitivas en el mercado.

El contenido de la norma seguramente es adecuado para la antigua concepción de activos intangibles y es así como lo limita a patentes, marcas, derechos de autor, crédito mercantil, franquicias y derechos derivados de bienes entregados en fiducia mercantil, pero en el contexto internacional se manejan conceptos mas amplios, pues se consideran además todos los conocimientos que dan ventaja competitiva y que son producto del uso de la tecnología, derivada de la investigación y desarrollo no solo de productos, sino de procesos. 

En relación con el costo, la norma sólo habla de costo histórico y la necesidad de ajustarlo por inflación y para los intangibles formados las erogaciones necesarias, pero no fija las pautas de conformación de valor.

Respecto al periodo de amortización solo se menciona la vida útil o la del amparo legal, pero no expresa tiempo alguno. En cuanto a los métodos de amortización no se considera instructivo alguno para su aplicación, solo se limita a mencionar algunos.

Como se manifestó antes, más que diferencias, lo que se observa en la norma colombiana son carencias, por lo cual es oportuno mencionar algunos puntos a tener en cuenta para la adecuación de la norma al estándar internacional.

· Un activo intangible es un activo identificable, de carácter no monetario y sin apariencia física, que se posee para ser utilizado en la producción o suministro de bienes y servicios, para ser arrendado a terceros o para funciones relacionadas con el desarrollo de la actividad económica del ente. (nótese que la actividad económica va mas allá del desarrollo del objeto social, lo cual da mayores alternativas, pues se amplía el portafolio empresarial)

· Como características, además de ser identificable, el ente debe tener pleno control sobre este recurso y debe existir la certeza de beneficios económicos futuros.

· El costo es el importe de dinero o medios líquidos equivalentes pagados, o bien el valor razonable de la contraprestación entregada para comprar un activo, en el momento de su adquisición o construcción por parte de la empresa. En algunos casos, se debe considerar que el costo equivale a una contraprestación cuando la compañía adquiere el intangible en forma temporal o definitiva, en virtud de una alianza con otro ente, a través de la realización de una actividad que es su fortaleza en el mercado.

· Además de los intangibles enumerados en el artículo 66 del citado Decreto 2649, es necesario dar alcance a la adquisición, desarrollo, mantenimiento o mejora de recursos intangibles tales como: conocimiento científico o tecnológico, diseño e implementación de nuevos procesos o nuevos sistemas, licencias o concesiones, propiedad intelectual, conocimientos comerciales o marcas, programas informáticos, patentes, derechos de autor, películas, listas de clientes, derechos sobre rendimientos financieros, licencias de explotación de recursos naturales, cuotas de importación, franquicias, ventajas de relaciones comerciales entre clientes y proveedores, cierto grado de lealtad de los clientes, cuotas de mercado, derechos comerciales que dan exclusividad y en general todo aquello que pueda representar beneficios futuros medibles, controlados y garantizados por ser en el presente una ventaja competitiva que es necesario mantener. 

· Es necesario que se haga revelación en notas a los estados financieros, sobre el estado de los activos intangibles, el impacto sobre los ingresos del periodo y la potencialidad de generar recursos en el futuro. Así mismo se informará acerca del valor razonable del intangible a la fecha de corte de los estados financieros y un estudio de mercado que fundamente los flujos de efectivo que generará este activo.

· Deberá la normativa colombiana definir, regular y adoptar en forma amplia y concreta las características en las que IASC insiste para los activos intangibles, a saber: identificabilidad del intangible, control sobre este activo con capacidad de restringir su uso por parte de terceros y que sean procedentes, evidentes y comprobables los beneficios económicos futuros.

· Igualmente será menester definir la forma de adquisición, sus condiciones, la transparencia con que se efectúen este tipo de transacciones y en tratándose de intangibles formados fijar los requisitos para su conformación en el tiempo, el impacto en los estados financieros, descripción de la ventaja competitiva y una evaluación de los beneficios futuros a través del cálculo de mayores utilidades sobre las normales, por el uso del intangible.

· En relación con la amortización será necesario que la normativa contemple un método que considere la relación con los ingresos generados a través del uso del bien en el tiempo y fijar un plazo máximo como lo sugiere IASC.

Apreciación preliminar

Para adoptar la IAS 38 como norma colombiana será indispensable que se acojan en un todo los estándares IAS, pues hay normas relacionadas que se deben aplicar simultáneamente.

Será necesario que exista: un marco general de la contabilidad que permita la universalidad, un ente emisor de normas que dé forma permanente y consultando la realidad económica emita las adecuadas y un organismo profesional altamente calificado que recomiende su adopción por parte de las empresas.

Es indispensable desligar definitivamente la técnica contable de las normas de carácter fiscal.

Se requiere adecuar y modernizar el contenido del Código de Comercio a la luz de la globalización económica y a la forma de hacer negocios en el mundo.

Debido a la importancia que hoy tienen los intangibles para los negocios modernos y que su uso es tal vez la única tabla de salvación para muchas compañías, pues es la tecnología lo que diferencia los productos y la que garantiza la permanencia en el mercado, es urgente y necesario reglar sobre este tema, lo cual implica una decisión política que se debe tomar si se quiere que el país progrese económicamente y participe de los mercados internacionales.

En un contexto económico globalizado será necesario adoptar los estándares internacionales, todos y a la vez, a sabiendas de las dificultades que se van a presentar, mas peor será si no se hace.

IAS 39: FINANCIAL INSTRUMENTS: RECOGNITION AND MEASUREMENT
Approved by the Board December 1998.

Effective for financial statements for financial years beginning on or after 1 January 2001. Earlier application permitted for financial years ending after 15 March 1999. 

Summary of IAS 39 

· Under IAS 39, all financial assets and financial liabilities are recognised on the balance sheet, including all derivatives. They are initially measured at cost, which is the fair value of whatever was paid or received to acquire the financial asset or liability. 

· An enterprise should recognise normal purchases and sales of financial assets in the market place either at trade date or settlement date. Certain value changes between trade and settlement dates are recognised for purchases if settlement date accounting is used. 

· Transaction costs should be included in the initial measurement of all financial instruments. 

· Subsequent to initial recognition, all financial assets are remeasured to fair value, except for the following, which should be carried at amortised cost: 

(a) loans and receivables originated by the enterprise and not held for trading; 

(b) other fixed maturity investments with fixed or determinable payments, such as debt securities and mandatorily redeemable preferred shares, that the enterprise intends and is able to hold to maturity; and 

(c) financial assets whose fair value cannot be reliably measured (generally limited to some equity securities with no quoted market price and forwards and options on unquoted equity securities). 

· An enterprise should measure loans and receivables that it has originated and that are not held for trading at amortised cost, less reductions for impairment or uncollectibility. The enterprise need not demonstrate an intent to hold originated loans and receivables to maturity. 

· An intended or actual sale of a held-to-maturity security due to a non-recurring and not reasonably anticipated circumstance beyond the enterprise's control does not call into question the enterprise's ability to hold its remaining portfolio to maturity. 

· If an enterprise is prohibited from classifying financial assets as held-to-maturity because it has sold more than an insignificant amount of assets that it had previously said it intended to hold to maturity, that prohibition expires at the end of the second financial year following the premature sales. 

· After acquisition most financial liabilities are measured at original recorded amount less principal repayments and amortisation. Only derivatives and liabilities held for trading (such as securities borrowed by a short seller) are remeasured to fair value. 

· For those financial assets and liabilities that are remeasured to fair value, an enterprise will have a single, enterprise-wide option either to: 

(a) recognise the entire adjustment in net profit or loss for the period;
or 

(b) recognise in net profit or loss for the period only those changes in fair value relating to financial assets and liabilities held for trading, with the non-trading value changes reported in equity until the financial asset is sold, at which time the realised gain or loss is reported in net profit or loss. For this purpose, derivatives are always deemed held for trading unless they are designated as hedging instruments. 

· IAS 39 requires that an impairment loss be recognised for a financial asset whose recoverable amount is less than carrying amount. Guidance is provided for calculating impairment. 

· IAS 39 establishes conditions for determining when control over a financial asset or liability has been transferred to another party. For financial assets a transfer normally would be recognised if (a) the transferee has the right to sell or pledge the asset and (b) the transferor does not have the right to reacquire the transferred assets. With respect to derecognition of liabilities, the debtor must be legally released from primary responsibility for the liability (or part thereof) either judicially or by the creditor. If part of a financial asset or liability is sold or extinguished, the carrying amount is split based on relative fair values. 

· Hedging, for accounting purposes, means designating a derivative or (only for hedges of foreign currency risks) a non-derivative financial instrument as an offset in net profit or loss, in whole or in part, to the change in fair value or cash flows of a hedged item. Hedge accounting is permitted under IAS 39 in certain circumstances, provided that the hedging relationship is clearly defined, measurable, and actually effective. 

· Hedge accounting is permitted only if an enterprise designates a specific hedging instrument as a hedge of a change in value or cash flow of a specific hedged item, rather than as a hedge of an overall net balance sheet position. However, the approximate income statement effect of hedge accounting for an overall net position can be achieved, in some cases, by designating part of one of the underlying items as the hedged position. 

· For hedges of forecasted transactions that result in the recognition of an asset or liability, the gain or loss on the hedging instrument will adjust the basis (carrying amount) of the acquired asset or liability. 

· IAS 39 supplements the disclosure requirements of IAS 32 for financial instruments. 

· The new Standard is effective for annual accounting periods beginning on or after 1 January 2001. Earlier application is permitted as of the beginning of a financial year that ends after issuance of IAS 39. 

· On initial adoption of IAS 39, adjustments to bring derivatives and other financial assets and liabilities onto the balance sheet and adjustments to remeasure certain financial assets and liabilities from cost to fair value will be made by adjusting retained earnings directly. 

Click here for a Table Comparing the IASC and US Standards on Financial Instruments. 

IAS 39 Implementation Guidance 
When the IASC Board voted to approve IAS 39 in December 1998, the Board instructed its staff to monitor implementation issues and to consider how IASC can best respond to such issues and thereby help financial statement preparers, auditors, financial analysts, and others understand IAS 39 and those preparing to apply it for the first time. In March 2000, the Board approved an approach to publish implementation guidance on IAS 39 in the form of Questions and Answers (Q&A) and appointed an IAS 39 Implementation Guidance Committee (IGC) to review and approve the draft Q&A and to seek public comment before final publication. Also, the IAS 39 Implementation Guidance Committee may refer some issues either to the Standing Interpretations Committee (SIC) or to the IASC Board. 

In January 2001, the IGC issued a consolidated set of IAS 39 Implementation Guidance - Questions and Answers approved as of 15 January 2001. The document contains 164 questions and answers (Q&A) that have been approved for issuance in final form. The Q&A are based largely on inquiries received by IASC or by national standard-setters. These Q&A were earlier issued for public comment in four batches in May, June, July, and September 2000. 

There is also an index of individual issues, arranged in order of the Standard. 

IAS 1, Presentation of Financial Statements, requires compliance “with all the requirements of each applicable Standard and each applicable [SIC] Interpretation” if financial statements are to be described as conforming to IAS. The final Q&A do not have the status of a Standard or an Interpretation. However, the Q&A represent the consensus view of the IGC on the appropriate interpretation and practical application of IAS 39 in a range of circumstances. They are issued to assist financial statement preparers, auditors, financial analysts and others better understand IAS 39 and help ensure consistent application. Since the Q&A have been developed to be consistent with the requirements and guidance provided in IAS 39, other IASC Standards, and Interpretations of the Standing Interpretations Committee, and the IASC Framework, enterprises should consider this guidance as they select and apply accounting policies in accordance with IAS 1.20-22. 

The IGC has nine members (all experts in financial instruments with backgrounds as accounting standard-setters, auditors, bankers, and corporate treasury officers, from seven countries) and observers from the Basel Committee, IOSCO, and the European Commission. 

Implementation Guidance Committee 

Members:
· John T. Smith, Deloitte & Touche, USA, Chairman 

· Andreas Bezold, Dresdner Bank, Germany 

· Sigvard Heurlin, Öhrlings PricewaterhouseCoopers, Sweden 

· Petri Hofste, KPMG Accountants, Netherlands 

· James J. Leisenring, Financial Accounting Standards Board, USA 

· J. Alex Milburn, Joint Working Group on Financial Instruments, Canada 

· Ralph Odermatt, UBS, Switzerland 

· Pauline Wallace, Arthur Andersen, United Kingdom 

· Tatsumi Yamada, ChuoAoyama Audit Corporation, Japan

Observers:
· Jerry Edwards, Basel Committee on Banking Supervision 

· David Swanney, International Organization of Securities Commissions (IOSCO) 

· Allister Wilson, European Commission

Project Staff:
· Magnus Orrell - morrell@iasc.org.uk 

Diferencias advertidas

Iasc es consciente de la necesidad de mejorar el tratamiento contable de los instrumentos financieros, actualmente previsto en las normas 32 y 39. En la actualidad se encuentra en curso un trabajo encaminado a fusionar estos dos estándares y proveer reglas que superen las múltiples inquietudes que ellas han despertado.

Una buena descripción de los profundos cambios que implica IAS 39 y de las dificultades existentes para su aceptación, se encuentra al interior de ella misma, en la cual se lee:

“(...) 13.
En esta Norma se aumenta, de forma significativa, el uso de los valores razonables al contabilizar los instrumentos financieros, de forma coherente con la orientación que el Consejo ha dado al Grupo de Trabajo Conjunto, de continuar con el estudio de una contabilización enteramente basada en el valor razonable, aplicable a todos los activos financieros y a todos los pasivos financieros. Esta Norma modifica las prácticas actuales, exigiendo el uso de los valores razonables para todos los siguientes casos:

(a)
prácticamente todos los derivados, tanto de activos financieros como de pasivos financieros (en el momento actual, estos instrumentos, a menudo, no son objeto de reconocimiento, y mucho menos de medición al valor razonable de los mismos);

(b)
todos los valores negociables, ya sean títulos de deuda, acciones u otros activos financieros, que se posean para ser vendidos (en la NIC 25, Contabilización de las Inversiones, se permite registrarlos contablemente al costo, a su valor razonable o al menor entre el valor de costo y el de mercado, y en la práctica actual de las empresas están presentes todos estos métodos);

(c)
todos los valores negociables, ya sean títulos de deuda, acciones u otros activos financieros, que no se posean para su venta, pero que sin embargo estén disponibles para ser eventualmente desapropiados (la NIC 25 permite registrarlos contablemente al costo, a su valor razonable o al menor entre el valor de costo y el de mercado, mientras que la práctica actual de las empresas consiste en contabilizarlos al costo);

(d)
ciertos derivados que están incorporados a otros instrumentos no derivados (que generalmente no se reconocen en la actualidad por parte de las empresas);

(e)
instrumentos financieros no derivados, que contienen en sí mismos otros instrumentos financieros derivados, los cuales no pueden ser objeto de separación, de forma fiable, de los instrumentos no derivados principales (por lo general medidos, en el momento actual, según su costo menos la amortización correspondiente practicada sobre ellos);

(f)
activos financieros y pasivos financieros no derivados, cuyos valores razonables han sido objeto de operaciones de cobertura por medio de instrumentos derivados (puesto que no hay, en el momento actual, normas contables sobre tratamiento de coberturas, la práctica varía ampliamente entre las empresas);

(g)
inversiones con fecha fija de vencimiento, que la empresa no ha elegido para "ser mantenidas hasta el vencimiento" (la NIC 25 permite registrarlas contablemente al costo, a su valor razonable o al menor entre el valor de costo y el de mercado, mientras que la práctica actual de las empresas es registrarlas contablemente al costo), y

(h)
préstamos y partidas por cobrar adquiridas por la empresa, que ésta no ha elegido para "ser mantenidas hasta el vencimiento" (la NIC 25 permite registrarlas contablemente al costo, a su valor razonable o al menor entre el valor de costo y el de mercado, mientras que la práctica actual de las empresas es registrarlas contablemente al costo).

14.
Las únicas tres clases de activos financieros que, según esta Norma, pueden seguir contabilizándose al costo son los préstamos y partidas por cobrar originadas por la propia empresa, otras inversiones con fecha fija de vencimiento que la empresa desea, y puede, mantener hasta su vencimiento y, por último, los instrumentos de capital no cotizados, cuyo valor razonable no pueda ser medido de forma fiable (entre los que se incluyen los derivados que, estando ligados a tales instrumentos no cotizados de capital, deban ser pagados a la entrega de los mismos). El Consejo decidió no exigir en este momento la medición, por su valor razonable, de los préstamos, partidas por cobrar y otras inversiones con fecha fija de vencimiento, por diferentes razones. Una de ellas es la importancia que tal cambio supondría respecto a la práctica actual en muchos países. Otra razón es la relación que, en muchos sectores industriales, y a través de la cartera de inversiones, tienen los préstamos, las cuentas por cobrar y otras inversiones con fecha fija de vencimiento, a los pasivos que sin embargo, según lo establecido en la Norma, serán valorados a su valor original, menos las amortizaciones financieras practicadas sobre los mismos. Por otra parte, algunos comentaristas cuestionaron la relevancia de utilizar valores razonables para inversiones con fecha fija de vencimiento, si se espera conservarlas hasta su reembolso. El Grupo de Trabajo Conjunto está estudiando estos problemas. (...)”

Las normas colombianas regulan una clase de activo a la cual denominan inversiones. Se trata en todo caso de documentos (sean o no títulos valores). Se poseen con uno de tres propósitos: (1) obtener rentas, (2) controlar al ente receptor de la inversión y (3) asegurar relaciones con el ente receptor. Las inversiones se dividen en temporales o permanentes, según sean o no de fácil realización y se tenga o no la intención de enajenarlas en el plazo de un año. Las inversiones se reconocen inicialmente al precio de adquisición más los respectivos costos de transacción. Posteriormente se ajustan por inflación y se enfrentan a su valor realizable. Se reconocen provisiones o valorizaciones, según sea el caso. Si se cotizan en bolsa su valor de realización es el promedio de las cotizaciones en el último mes. Si no se cotizan se usa como valor de realización el valor en libros. Las inversiones en subordinadas se reconocen utilizando el método de participación patrimonial. Por excepción, éstas inversiones se reconocen al costo. Los efectos de los cambios de método contable se reconocen prospectivamente.

La contabilización de inversiones en subordinadas y en asociadas se discute cuando se trata la norma internacional que trata específicamente de cada una de ellas.

La norma internacional que consagraba el tratamiento de las inversiones (IAS 25) ha sido íntegramente derogada. Las partidas sobre las que ella trataba son hoy contempladas en otras disposiciones, por ejemplo IAS 38, IAS 39 y IAS 40. Cuando se elaboró el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se tuvo en cuenta el texto por entonces vigente de IAS 25. Puesto que el mismo IASC reconoce que las nuevas disposiciones introducen cambios significativos, fuerza concluir que las actuales normas colombianas no armonizan con las normas internacionales en vigencia.

Por otra parte, no debe olvidarse que el número de emisores accionarios inscritos en Colombia, así como el volumen de transacciones sobre los respectivos títulos, es bastante bajo. Por ello la mayoría de las inversiones en capital se estiman al valor en libros.

La norma colombiana consagró cuatro formas distintas de determinar el valor de un elemento, a saber: valor histórico, valor actual, valor de realización y valor presente. Tratándose de inversiones, el artículo 61 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 expresamente autorizó que normas especiales exijan que ellas sean reconocidas o valuadas al valor presente.

Tanto la Superintendencia Bancaria como la Superintendencia de Valores han expedido normas para que las entidades sometidas a su supervisión valúen sus inversiones en términos de valor de mercado.

La introducción de la valuación a valores de mercado ha sido accidentada. El 13 de diciembre de 1995 el Consejo de Estado, mediante sentencia de la cual fue ponente la doctora Consuelo Sarria Olcos, declaró la nulidad del artículo 18 de la Resolución número 0200 expedida por la Superintendencia Bancaria el 10 de febrero de 1995.

Conocido el fallo, el Gobierno Nacional decidió expedir el Decreto reglamentario número 2337 de 1995, mediante el cual reiteró la posibilidad de exigir que las inversiones se valuaran a valor de mercado.

Posteriormente, mediante la Ley número 223 de 1995 se le dio efecto fiscal a las valuaciones establecidas al aplicar los “sistemas especiales de valoración” reglamentados por las entidades de control.

Como se anotó al ocuparnos de IAS 32, en Colombia no existen reglas de carácter general que regulen el tratamiento contable de los instrumentos financieros (categoría de mayor comprensión a la de inversiones en la norma colombiana).

Apreciación preliminar

Resulta altamente aconsejable que IAS 39 sea incorporada a las normas contables colombianas. De esta manera se lograría una mejor categorización de los instrumentos financieros (activo o pasivo financiero negociable, inversiones a ser mantenidas hasta el vencimiento, préstamos y partidas por cobrar originados por la propia empresa, activos financieros disponibles para la venta). También se produciría una mejora en el reconocimiento de los instrumentos financieros, incluyendo asuntos tales como garantías, instrumentos de cobertura y titularizaciones.

La adopción de esta norma implica acoger la tendencia al uso de valores razonables para medir las partidas del balance. Este método puede tener muchas dificultades prácticas en un país como Colombia, pero es claro que asegura una mejor información para los usuarios de los estados financieros.

La aplicación de la norma también traería como consecuencia el reconocimiento dentro del balance de compromisos que en muchas ocasiones son mostrados fuera del balance, en cuentas de orden.

La norma produciría un cambio importante en términos de resultados, pues incrementaría los casos en que las variaciones de valor de los instrumentos financieros se reconocerían como elementos del estado de pérdidas y ganancias.

La norma estimula el reconocimiento en términos de esencia y no de forma –privilegia el concepto de control sobre el de propiedad– y propende por un mayor análisis de los flujos de fondos implícitos en los instrumentos.

La norma es un ejemplo claro de la necesidad de que las normas contables se redacten más a la manera de guías, suministrando aclaraciones y ejemplos, que como proposiciones de observancia obligatoria, muchas veces redactadas en forma resumida.

IAS 40: INVESTMENT PROPERTY
Approved by the Board March 2000.

IAS 40 is effective for periods beginning on or after 1 January 2001.

Earlier application is encouraged.

When IAS 40 comes into force, IAS 25, Accounting for Investments, ceases to have effect. 
Summary of IAS 40

 Scope 

· IAS 40 covers investment property held by all enterprises and is not limited to enterprises whose main activities are in this area. 

· Investment property is property (land or a building - or part of a building - or both) held (by the owner or by the lessee under a finance lease) to earn rentals or for capital appreciation or both. 

· Investment property does not include: 

· (a) property held for use in the production or supply of goods or services or for administrative purposes (see IAS 16); 

· (b) property held for sale in the ordinary course of business (see IAS 2); 

· (c) property being constructed or developed for future use as investment property - IAS 16 applies to such property until the construction or development is complete, at which time the property becomes investment property and IAS 40 applies. However, IAS 40 does apply to existing investment property that is being redeveloped for continued future use as investment property; 

· (d) an interest held by a lessee under an operating lease, even if the interest was a long-term interest acquired in exchange for a large up-front payment (see IAS 17). 

· (e) forests and similar regenerative natural resources (see project on Agriculture); and 

· (f) mineral rights, the exploration for and development of minerals, oil, natural gas and similar non-regenerative natural resources (see project on Extractive Industries). 

Accounting Models 

Under IAS 40, an enterprise must choose either: 

· a fair value model: investment property should be measured at fair value and changes in fair value should be recognised in the income statement; or 

· a cost model (the same as the benchmark treatment in IAS 16, Property, Plant and Equipment): investment property should be measured at depreciated cost (less any accumulated impairment losses). An enterprise that chooses the cost model should disclose the fair value of its investment property. 

An enterprise should apply the model chosen to all its investment property. A change from one model to the other model should be made only if the change will result in a more appropriate presentation. The Standard states that this is highly unlikely to be the case for a change from the fair value model to the cost model. 

In exceptional cases, there is clear evidence when an enterprise that has chosen the fair value model first acquires an investment property (or when an existing property first becomes investment property following the completion of construction or development, or after a change in use) that the enterprise will not be able to determine the fair value of the investment property reliably on a continuing basis. In such cases, the enterprise measures that investment property using the benchmark treatment in IAS 16 until the disposal of the investment property. The residual value of the investment property should be assumed to be zero. The enterprise measures all its other investment property at fair value. 

Diferencias advertidas

Las normas colombianas consideran como inversión la realizada en activos financieros como CDT, papeles comerciales, bonos, etc. o en títulos representativos de capital o de derechos como acciones o bonos. 

No se establece como una categoría de inversiones las existentes en terrenos, edificios, casas, oficinas, etc. que se mantienen con el único propósito de generar renta y flujo de caja por alquileres y/o valorización para lograr incrementos patrimoniales por esta vía.

Así las inversiones en propiedades (terrenos y edificios) de esta naturaleza, dependiendo del objeto del ente contable se tratan como inventarios o propiedades, planta y equipo sin considerar las características asignadas a este tipo de activos.

En conclusión no se contemplan en las normas contables colombianas las previsiones consagradas en la NIC 40.

Al no existir distinción entre el tratamiento contable colombiano dado a las propiedades planta y equipo y a los inventarios frente a las inversiones en propiedad se presentan principalmente las siguientes diferencias:

1) Se le da el tratamiento de propiedad, planta y equipo a terrenos y construcciones que no se utilizan por el propietario para producir bienes o servicios para la venta o para administrar y que se tienen con el propósito de que generen rentas.

2) Se clasifican como inventarios en algunos entes cuyo objeto social lo permite bienes que reúnen las características de la inversión en propiedad.

3) En Colombia, como lo exige la NIC 40, no se establece la proporción de un inmueble que corresponde a propiedad, planta y equipo y el utilizado como inversión en propiedad.

4) La NIC 40 considera el modelo o método del valor justo o de realización como el más adecuado para la valoración de las inversiones en propiedad el cual supone el registro de las diferencias entre el valor en libros a la fecha del avalúo y el valor del avalúo al estado de resultados. Entre tanto, en Colombia solo se reconocen en el estado de resultados las pérdidas de valor y los incrementos se reconocen como valorizaciones y superávit por valorizaciones.

Apreciación preliminar

Conveniencia:

En definitiva resulta conveniente la adopción integral de la NIC 40 en Colombia para todas las empresas incluyendo aquellas cuyo objeto social principal es precisamente el de negociar con inversiones en propiedad que son arrendadas o mantenidas por la expectativa de una valorización.

Se logra una adecuada revelación en los estados financieros y el estado de resultados reflejaría la verdadera gestión en el período informado.

En todo caso la NIC 40 mantiene para el tratamiento de las inversiones en propiedad la mayoría de principios aplicables a las propiedades, planta y equipo.

La principal diferencia se presenta en la posibilidad de reconocer en el estado de resultados las diferencias originadas en el valor de mercado y en la necesidad de clasificar y presentar las inversiones en propiedad separadas de otros activos con los cuales se confundían.

Dificultades:

Se impone un cambio significativo en las prácticas contables en Colombia, con efectos desconocidos sobre los estados financieros.

Se requiere un mayor grado de organización y preparación en las áreas contables, pues la clasificación de un activo como inversión en propiedad, además del juicio profesional para ello, obliga la adopción de procedimientos adicionales que incluyen hasta la utilización permanente de peritos para conocer el valor justo de un activo.

Es necesario contar con criterios claros para la distinción entre inventarios y propiedades, planta y equipo de un bien y, sobre todo, de parte del mismo, cuando puede clasificarse como inversión en propiedad total o parcialmente.

La adopción del método puede significar costos adicionales en el proceso contable.

Efectos:

El principal efecto es contar con estados financieros que reflejen la verdadera situación de los activos de la empresa, incluyendo claramente la inversión en propiedad, que en muchos casos puede resultar significativa.

No existe una medición del efecto sobre los estados financieros como consecuencia de la adopción del principio en comento. Se desconoce la magnitud de estos activos en las empresas, razón de más para imponer la obligación de tal clasificación.

Con todo existe la posibilidad de continuar utilizando el método del costo con el cual no se afectan los resultados, pero si se logra la adecuada clasificación para efectos de revelación cuando se mantienen inversiones en propiedad que no se confunden con otros activos. 

IAS 41: AGRICULTURE
Approved by the Board December 2000.

IAS 41 is effective for periods beginning on or after 1 January 2003.

Earlier application is encouraged.
Summary of IAS 41 
This Standard prescribes the accounting treatment, financial statement presentation and disclosures related to agricultural activity. 

Recognition and Measurement 

· biological assets should be measured at their fair value less estimated point-of-sale costs, except where fair value cannot be measured reliably; 

· agricultural produce harvested from an enterprise's biological assets should be measured at its fair value less estimated point-of-sale costs at the point of harvest. However, this Standard does not deal with processing of agricultural produce after harvest. IAS 2, Inventories, or another applicable International Accounting Standard should be applied in accounting for agricultural produce after the point of harvest; 

· there is a presumption that fair value can be measured reliably for a biological asset. However, that presumption can be rebutted only on initial recognition for a biological asset for which market-determined prices or values are not available and for which alternative estimates of fair value are determined to be clearly unreliable. Once the fair value of such a biological asset becomes reliably measurable, an enterprise should measure it at its fair value less estimated point-of-sale costs; 

· if an active market exists for a biological asset or agricultural produce, the quoted price in that market is the appropriate basis for determining the fair value of that asset. If an active market does not exist, an enterprise uses market-determined prices or values (such as the most recent market transaction price) when available; 

· in some circumstances, market-determined prices or values may not be available for an asset in its current condition. In these circumstances, an enterprise uses the present value of expected net cash flows from the asset discounted at a current market-determined pre-tax rate in determining fair value; 

· a gain or loss arising on initial recognition of biological assets and from the change in fair value less estimated point-of-sale costs of biological assets should be included in net profit or loss for the period in which it arises; 

· a gain or loss arising on initial recognition of agricultural produce should be included in net profit or loss for the period in which it arises; 

· the Standard does not establish any new principles for land related to agricultural activity. Instead, an enterprise follows IAS 16, Property, Plant and Equipment, or IAS 40, Investment Property, depending on which standard is appropriate in the circumstances. Biological assets that are physically attached to land are recognised and measured at their fair value less estimated point-of-sale costs separately from the land; 

· an unconditional government grant related to a biological asset measured at its fair value less estimated point-of-sale costs should be recognised as income when the government grant becomes receivable. If a government grant related to a biological asset measured at its fair value less estimated point-of-sale costs is conditional, including where a government grant requires an enterprise not to engage in specified agricultural activity, an enterprise should recognise the government grant as income when the conditions attaching to the government grant are met; 

· if a government grant relates to a biological asset measured at its cost less any accumulated depreciation and any accumulated impairment losses, IAS 20, Accounting for Government Grants and Disclosure of Government Assistance, should be applied.

Disclosure 

The Standard includes the following new disclosure requirements for biological assets measured at cost less any accumulated depreciation and any accumulated impairment losses: 

· a separate reconciliation of changes in the carrying amount of those biological assets; 

· a description of those biological assets; 

· an explanation of why fair value cannot be measured reliably; 

· the range of estimates within which fair value is highly likely to lie (if possible); 

· the gain or loss recognised on disposal of the biological assets; 

· the depreciation method used; 

· the useful lives or the depreciation rates used; and 

· the gross carrying amount and the accumulated depreciation at the beginning and end of the period.

In addition: 

· If the fair value of biological assets previously measured at cost less any accumulated depreciation and any accumulated impairment losses subsequently becomes reliably measurable, an enterprise should disclose a description of the biological assets, an explanation of why fair value has become reliably measurable, and the effect of the change; and 

· significant decreases expected in the level of government grants related to agricultural activity covered by this Standard should be disclosed. 

En general la NIC 41 cubre aspectos específicos del tratamiento contable para la actividad Agrícola, los cuales NO son detallados en las normas contables aplicables para Colombia, ni lo eran para las normas internacionales, hasta la generación de este estándar.

Diferencias advertidas

En general todo el contexto normativo de la NIC 41 genera diferencia al no existir en Colombia normas determinadas para la actividad agrícola. No obstante, se presenta a continuación los puntos destacados de la norma y en los casos que amerite se indicara la observación frente al marco contable en nuestro país:

ACTIVOS BIOLOGICOS

Reconocimiento

Siendo definidos como: los animales y plantas que son controlados por una compañía ya sean propios o de acuerdo con un mandato legal y que son reconocidos como activos de acuerdo con las NIC. Se tiene que deberán ser reconocidos cuando:

· Sea probable que beneficios económicos futuros asociados con el activo se generan para el ente.

· El costo o valor de realización pueda ser determinados confiablemente.

Valuación

Los activos biológicos deberán ser valuados en la fecha del balance a su valor de realización.

Los cambios en el valor de realización de un activo biológico durante un periodo deberán ser reconocidos en el resultado del ejercicio como parte de las utilidades o perdidas de las actividades operativas del negocio.

Alternativas de valuación que podrían ser utilizadas:

Si existe un mercado activo para el bien en el lugar de residencia del ente y el activo biológico será vendido allí, el precio de dicho mercado será el mas confiable para su valuación.

Si el activo biológico será vendió en un mercado externo (exportación) el valor de mercado será el establecido en dicho lugar deduciendo los costos y gastos necesarios para ubicarlo en dicho mercado.

Si no existe un mercado activo para tal bien se podría optar por lo siguiente:

· El mas reciente valor de mercado para esa clase de bien. 

· El valor de mercado para un bien de similares características.

· El valor presente neto de los flujos de caja esperados para el bien descontados a una tasa proporcional a los riesgos asociados con esa clase de activos.

· El valor neto realizable, especialmente en ciclos de producción cortos.

· El costo podría ser algunas veces aproximadamente igual al valor de mercado, especialmente para activos a los cuales:

Una mínima transformación biológica ha ocurrido desde los costos iniciales incurridos, o 

El impacto de la transformación biológica sobre el precio no es material. 

No obstante cambios de mercado propios del manejo de oferta y demanda podrían determinar que el costo no es el mejor indicador para la valuación del bien.

· En los casos de activos biológicos integrados con el terreno como un todo, se deberá buscar su separación teórica, para determinar su valor de realización.

· El valor de mercado de un bien tendrá en cuenta las características del mismo.

· Establecer grupos de clasificación de acuerdo a las características (edad, peso, diámetro, raza) del activo biológico facilitara establecer su valor en el mercado.

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993, dentro de su articulo 10, establece la posibilidad de diferentes bases de valuación, e insta para que los hechos económicos sean adecuadamente cuantificados de acuerdo a un sano criterio que finalmente refleje la realidad en los estados financieros. No obstante dentro de las normas técnicas especificas de los activos dispone la medición al costo histórico, re-expresado posteriormente por inflación. Adicionando que bajo una sana prudencia se ajuste en caso necesario a su valor de mercado o realización. La norma internacional propone su registro al valor de realización que permita reflejar la transformación biológica, elemento fundamental dentro del proceso de producción, lo cual no es adecuadamente tratado bajo los criterios de costo histórico. Además valuar los activos biológicos al valor de realización posibilita el reconocimiento de la transformación biológica en el periodo en que ocurre. 

Tratamiento de costos Incurridos en la producción y cosecha: 

Los costos de producción y cosecha de los activos biológicos deberán ser cargados a gastos cuando ellos ocurran, los costos que incrementen el número de unidades de un activo biológico se adicionaran al valor en libros del activo.

De acuerdo con la dinámica fijada por el plan único de cuentas, para comerciantes en Colombia, se da la posibilidad de diferir los costos de cultivos de tardío rendimiento, cuya cosecha se espera en un periodo mayor a 2 años.

Presentación y revelación:

En el Balance General

· El ente deberá presentar el valor en libros de todos sus activos biológicos en el balance general de manera agregada o por grupos de activos

· El ente deberá describir la naturaleza y fase de producción de cada grupo de activos biológicos.

En el Estado de Resultados

· El ente deberá presentar el monto del cambio en el valor de realización de todos sus activos biológicos, mantenidos durante el periodo actual, en el cuerpo del estado de resultados, de manera agregada o por grupos de activos biológicos.

· Si no es presentado en el cuerpo del estado de resultados, el ente deberá revelarlo separadamente, en notas, el monto del cambio en el valor de realización por cada grupo de activos biológicos durante el periodo.

· Deberá revelarse separadamente los cambios en el valor de realización causados por cambios físicos (crecimiento, degeneración, producción y reproducción) o en precios. 

Notas a los estados financieros describiendo las operaciones y principales actividades:

Tal como lo requiere NIC 1 el ente deberá revelar:

· Sus grupos de activos biológicos.

· La naturaleza de sus actividades relacionada con cada grupo de activos biológicos.

· La madurez o inmadurez de cada grupo de activos biológicos.

· Estadísticas no monetarias con respecto a por ejemplo numero de animales o plantas, o áreas dedicadas a tales grupos.

· Medidas no financieras de las cantidades físicas de cada grupo de activos al cierre del periodo, y producción de los bienes agrícolas en el mismo periodo.

PRODUCCIÓN AGRÍCOLA

Reconocimiento

La producción agrícola deberá ser reconocida como un activo separado, en el punto de cosecha, en el momento en el cual es removida del activo biológico del ente.

La producción agrícola es el producto de la cosecha de un activo biológico del ente esperando su disposición, proceso o consumo, y debe ser reconocida

:

En el punto en el cual el activo biológico es cosechado, después de lo cual la no es posible un proceso adicional, o tal proceso permanece en espera.

Cuando los activos biológicos están maduros y disponibles para la venta antes de ocurrir alguna transformación biológica significativa

Valuación:

La producción agrícola derivada de un activo biológico propiedad del ente deberá ser valuada a su valor de realización en el punto y según el estado de la cosecha. Tal valuación es considerada el costo de acuerdo a la NIC 2, Inventarios.

El cambio neto en el valor de realización entre la ultima fecha de balance y el punto de la cosecha deberá determinar en que periodos se afectara la utilidad o perdida dentro de la operación del ente.

Revelación:

La producción agrícola debe ser clasifica como Inventarios en el balance general. El valor en libros deberá ser separadamente revelado en el cuerpo del balance o en notas.

Apreciación preliminar

Conveniencias y justificación para su aplicación:

La norma sobre la actividad agrícola nace como una necesidad especifica del sector, el cual se enfrenta a una problemática en el ámbito contable, que no ha sido resuelta a plenitud por los métodos tradicionales establecidos tanto en las normas internacionales como nacionales.

Existen diferencias fundamentales entre la agricultura y otras actividades productivas, debido a que los procesos biológicos (crecimiento, procreación, cosecha) de animales vivos y plantas, que dan como resultado la producción agrícola son diferentes de un proceso de manufactura convencional y no encajan dentro de los conceptos tradicionales de costo histórico y realización aplicables a los demás activos.

Dentro del esquema contable actual, los activos biológicos no son considerados como seres vivos con una vida limitada sujeta a riesgos propios de su naturaleza.

La variedad y características de este tipo de activos crean dificultad en su clasificación para efectos de presentación en los estados financieros, sino se tiene una normatividad especifica para el sector.

El efecto de la transformación biológica, elemento fundamental dentro del proceso de producción, no es adecuadamente tratado bajo los criterios de costo histórico. Además valuar los activos biológicos al valor de realización posibilita el reconocimiento de la transformación biológica en el periodo en que se incurre.

Las características propias de algunos procesos de transformación biológica con largos ciclos de maduración del bien biológico, que superan el periodo contable formal de un año.

Por estas razones es necesaria la implantación de esta norma a escala nacional, teniendo en cuenta, igualmente, que la actividad agrícola es una de las principales industrias en el desarrollo del país, pese a los problemas coyunturales que la afectan.

Dificultades para su aplicación:

Muchas de las compañías en el sector son de la pequeña y mediana empresa o sociedades de familia con una mínima disposición a la generación de información financiera para usuarios externos. Esto limitaría la factibilidad de aplicación de la norma en nuestro medio. No obstante, ante las necesidades de conseguir recursos externos y subsidios de apoyo estatal, se esperaría que el sector empiece a generar una cultura empresarial de generación de información externa.

La diversidad de actividades dentro del sector agrícola y ganadero genera complejidad, lo cual seria difícil de cubrir dentro de una sola norma.

Adicionado a los literales anteriores tenemos como puntos neurálgicos, los destacados a continuación:

Costo histórico Versus Valor de realización

La determinación de un valor de realización con base en un mercado de bienes primarios específico para cada grupo de activos biológicos, que reúna las características necesarias para ser una fuente confiable y segura de información de precios es muy incipiente en nuestro medio, sin contar con la volatilidad y factores de estacionalidad que afectan estructuralmente este tipo de mercados. Surge la alternativa de los mercados externos, como fuente de información pero sus estándares y complejidad dificultan su acceso. Además, podría ser oneroso la consecución de un valor de realización para cada informe financiero requerido.

La base comprensiva de las normas nacionales esta aceptada y adopta con base en criterios de costo histórico por tanto el cambio hacia otro concepto de valuación debe ir acompañada de un cambio en la estructura general de las normas. Los defensores del costo histórico afirman que por consistencia con otras normas y otro tipo de industrias, el método de valuación debería ser el mismo, por lo tanto no se justifica el cambio propuesto.

Por ultimo, las políticas gubernamentales que regulan el sector agrícola afectan directamente los mercados de este tipo de bienes, desestabilizando los mecanismos del libre mercado.

El reconocimiento de ingresos o gastos

Reconocer la transformación biológica dentro del estado de resultados en el periodo en el cual ocurre podría generar los siguientes inconvenientes:

· El efecto de este proceso biológico no puede ser medido con certeza por lo tanto afectar el resultado con este tipo de eventos seria improcedente.

· El resultado de la transformación biológica podría nunca ser realizado, por los niveles de riesgo que se manejan dentro del sector y su alta probabilidad de ocurrencia.

· El reconocimiento solo debería registrarse al cerrar el proceso con la venta del bien.

Proyectos de Iasb en curso

Es necesario enfatizar que las normas internacionales de contabilidad no son un conjunto completo ni acabado. Esta normatividad se encuentra permanentemente sometida a acciones de mejoramiento, adaptación a nuevas circunstancias y extensión a nuevos asuntos.

Como puede verse en http://www.iasc.org.uk/frame/cen3_4.htm  Iasb tiene en curso los siguientes proyectos
:

“At its meeting in April 2001, the IASB discussed possible approaches to setting its technical agenda, identifying potential projects as "precedential" (critical), "convergence-related", "leadership" and "improvements". Tentative allocation to each category was made and the IASB asked the Staff to prepare papers for further discussion at its May meeting.

Please note that the IASB has not concluded definitively on any aspect of its technical agenda.
Precedential projects are likely to include: 

· the Framework; 

· liability recognition; 

· revenue recognition; and 

· reporting financial performance.

Convergence projects may include: 

· business combinations; 

· consolidation policy; and 

· revaluation of non-financial assets

Leadership projects may include: 

· banks 

· extractive industries; 

· financial instruments; 

· insurance contracts; 

· intangible assets; 

· leases; 

· present value; and 

· share-based payments.

An ‘improvements’ project may include limited revisions to most existing Standards to remove internal inconsistencies and implicit and explicit alternatives. Where appropriate, matters raised by IOSCO and national standard setters will be addressed within the project. The improvements project is expected to address topics that can be dealt with relatively quickly, and are not significant enough to be a major project on their own or to be part of a major convergence project. 

In addition and pending definitive direction from the IASB, IASB Staff continues work on a number of projects inherited from the previous IASC Board: 

	Business Combinations 


· Added to Agenda: 4th quarter 1998 

· G4+1 Discussion Paper: published 2nd half 1998. 

· Report to the IASB: May 2001 

	Business Reporting on the Internet 


· Staff Research Project 

· Discussion Paper: published November 1999 

· Report to the IASB on proposed Staff Guidance: May 2001 

	Emerging Economies 


· Project Added to Agenda April 1998 

· Staff activity ongoing

	Extractive Industries (including Mining and Oil and Gas) 


· Project Added to Agenda April 1998 

· Issues Paper: issued December 2000

	Financial Instruments -- Comprehensive Project 


· Issues Paper: published 1st quarter 1997 

· Joint Working Group Draft Standard and Basis for Conclusions issued December 2000

	IAS 39, Financial Instruments -- Recognition and Measurement 


· Implementation guidance is being developed 

	Insurance 


· Project approved April 1997 

· Issues Paper: published December 1999

	Present Value (formerly 'Discounting') 


· Project Added to Agenda April 1998 

· Report to IASB: 2001

	Reporting Financial Performance 


· G4+1 Position Paper: published August 1999 

· Report to IASB: Summer 2001

	Disclosures by Banks and Similar Financial Institutions 


· Steering Committee appointed: June 2000”

Una primera conclusión

Puesta de presente la gran problemática hermenéutica y la significativa diferencia existente entre las normas colombianas y las internacionales, es posible esbozar una primera conclusión.

En la historia reciente del País se ha hecho un gran esfuerzo por HACER normas de contabilidad. Desde la expedición del Decreto reglamentario número 2160 de 1986, la dinámica generadora de reglas ha ido en aumento, provocando un crecimiento en la doctrina y en la jurisprudencia.

Ese movimiento regulador e interpretativo ciertamente puede mostrar un avance de tipo técnico con relación al pasado.

Pero, como ya se ha afirmado, el avance ha estado acompañado de varios defectos. Así, por ejemplo:

· Más que una reflexión económica se ha potenciado una reflexión jurídica.

· Los intentos de sistematización y coherencia han fallado: los cuerpos contables especiales aumentaron y no fueron capaces de obrar dentro de un mismo marco conceptual.

· Aunque en 1993 se pretendió cerrar en gran medida la brecha entre las normas contables colombianas y las internacionales, con el tiempo la distancia ha vuelto a aumentar, hasta el punto que hoy es significativa.

· Las Autoridades no han sido capaces de cumplir su obligación de mantener un cuerpo de estándares de alta calidad, coherente y actualizado.

Ante ese panorama la inclinación de muchos se dirige a provocar un nuevo esfuerzo regulador de gran envergadura: expedir un completo y detallado conjunto de normas puestas al día.

Para ello, quisieran contar con un preciso y completo listado de aspectos a modificar y claras sugerencias sobre qué deberían decir las nuevas normas.

En este estudio se concluye que antes de HACER nuevas normas, es necesario acordar CÓMO hacer normas contables en el futuro, en forma tal que se garantice que el cuerpo normativo se mueva sincrónicamente con los compromisos y desarrollos internacionales, así como con las mejores expresiones técnicas.

Por otra parte, pensamos que aunque las normas que se han venido expidiendo han implicado un fuerte esfuerzo intelectual de aprendizaje, enseñanza y aplicación, la evidencia muestra que una gran mayoría de personas no ha sido capaz de ver los planteamientos teóricos ni las justificaciones técnicas existentes detrás de las normas.

Por eso, este estudio concluye que NO BASTA hacer nuevas normas. Es necesario acompañarlas de INTERPRETACIONES autorizadas y de GUIAS DE IMPLANTACIÓN.

Ahora bien: la dinámica de la estandarización contable internacional y el constante trabajo de los cuerpos reguladores contables de los países más desarrollados en esta materia, señalan que el cuerpo de estándares internacionales seguirá cambiando, probablemente a una mayor velocidad.

Definitivamente, el Congreso y la Ley no parecen ser ni el escenario ni el instrumento adecuados para asegurar un cuerpo contable colombiano de alta calidad y flexibilidad. Lo anterior porque ni el Congreso es rápido ni es técnico y porque la Ley tiene una gran vocación de permanencia que no rima con el constante cambio de las reglas técnicas contables.

Por ello, este estudio concluye que la determinación de normas, reglas o estándares contables colombianos debe hacerse adoptando las estructuras y los métodos (debido proceso) que ya han sido acogidos y probados para asuntos técnicos en todas las latitudes del mundo, incluyendo a Colombia. Este punto será ampliado posteriormente.

Opinión de los empresarios

Recordando esfuerzos

Aunque pocos y sin mucho éxito, juzgamos significativos los esfuerzos que se han hecho para procurar la participación de los empresarios en la gestación de las normas contables.

Existe una verdadera brecha entre el discurso teórico sobre la participación, que alcanza manifestaciones constitucionales y desarrollos legislativos, y la real práctica de mecanismos que la hagan posible.

En primer lugar, no existe una tradición seria en materia de consultas a los empresarios sobre asuntos contables. Ciertamente se registran múltiples ocasiones en que algunos empresarios son consultados. Pero en la mayoría de las ocasiones se trata de empresarios seleccionados, convocados a opinar en forma confidencial o en foros cerrados.

En segundo lugar, los plazos de consulta han resultado cortos y, en ocasiones, inadecuados. Generalmente existe gran prisa en la expedición de una reglamentación. En otras ocasiones la consulta se produce en momentos en los cuales la atención de los empresarios está centrada en asuntos de fuerte impacto, como por ejemplo las ya periódicas reformas en materia tributaria.

En tercer lugar, no es evidente la utilidad de participar en la consulta. Los empresarios pueden preguntarse, con razón, hasta qué punto sus opiniones serán tenidas en cuenta. Generalmente las normas contables han carecido de una explicación suficiente de los motivos y objetivos que las inspiran y de una justificación de las reglas finalmente adoptadas. Las posiciones en contra expresadas por los empresarios muchas veces no son reveladas, ni las causas de su rechazo conocidas.

En cuarto lugar, la baja participación en las consultas es usada como instrumento de descalificación de las opiniones expresadas.

Sin embargo, es necesario insistir en que un “debido proceso”, como ha quedado ejemplificado con la referencia a los procedimientos seguidos por Iasc y por Fasb para la expedición de normas contables, supone que se ventilen y discutan suficientemente entre el público los proyectos y que las normas sean acompañadas de serias explicaciones, así como de una revelación de las posiciones en contrario.

El Comité Nacional de Investigaciones Contables

Un primer esfuerzo que conviene recordar tiene que ver con la constitución y funcionamiento del Comité Nacional de Investigaciones Contables.

En diciembre de 1977 se dio a conocer el Pronunciamiento número 1, Principios contables y normas para la presentación de estados financieros. Este fue emitido con el respaldo de la Bolsa de Bogotá, la Bolsa de Medellín, la Asociación Nacional de Industriales –andi–, el Instituto Nacional de Contadores Públicos de Colombia, la Academia Colombiana de Contadores Públicos Titulados, la Unión Nacional de Contadores Públicos de Colombia, la Federación de Contadores Públicos de Colombia –junto con sus afiliadas: Asociación de Contadores Públicos de Bolívar, Asociación de Contadores Públicos de Boyacá y Casanare, Asociación de Contadores Públicos de Córdoba, Asociación de Contadores Públicos de Huila y Caquetá, Asociación de Contadores Públicos de Ipiales, Asociación de Contadores Públicos del Meta, Asociación de Contadores Públicos del Tolima, Asociación de Contadores Públicos del Valle del Cauca, Asociación Santandereana de Contadores Públicos, Colegio de Contadores Públicos de Nariño, Colegio de Contadores Públicos de Nariño, Colegio de Contadores Públicos del Quindío, Unión de Contadores Públicos de la Costa, Unión de Contadores Públicos de Norte de Santander–, el Centro de Contadores Públicos de Manizales y la Asociación Colombiana de Facultades de Contaduría Pública –asfacop–.

Se trató, sin duda, de un esfuerzo de auto-regulación, en el sentido que en ella no participó expresamente el Gobierno. Los empresarios no fueron simples patrocinadores de la iniciativa sino que participaron en ella.

El Gobierno recibió favorablemente el mencionado pronunciamiento. Así, entre otras cosas, la Superintendencia de Sociedades intentó aplicarlo a la hora de evaluar la contabilidad de varios de sus vigilados.

Desafortunadamente, contadores, empresarios y entidades gubernamentales –entre éstas la Junta Central de Contadores– se opusieron a su aplicación. La presión provocó que el asunto se sometiera al criterio de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, quien, en concepto de 21 de mayo de 1981, opinó que el citado pronunciamiento no era jurídicamente obligatorio.

Cambio de rumbo: el Decreto reglamentario número 2160 de 1986

El fracaso político del Pronunciamiento número 1 del Comité de Investigaciones Contables conllevó un cambio de rumbo. Desde entonces la contabilidad se ha regulado mediante normas legales, generalmente reglamentarias, obviando así las carencias que el Consejo de Estado endilgó al citado pronunciamiento.

El Gobierno se convirtió así en el principal protagonista.

Sin embargo, no es posible pasar por alto que el proyecto de norma que luego se convirtió en el Decreto reglamentario número 2160 de 1986, fue gestado al interior de la Cámara de Comercio de Bogotá, entidad que, entre otras cosas, tiene la función de ser vocera de los empresarios.

En la presentación que del mencionado decreto hizo el doctor Néstor Humberto Martínez Neira, se lee
:

“(...) UN ESTATUTO DE LA PROFESIÓN CONTABLE

Teniendo en cuenta como punto de mira la creación de un formulario único empresarial en Colombia, para facilitar los deberes de los particulares frente al Estado, a iniciativa de la Asociación Nacional de Industriales –andi– el Gobierno contrató con Fedesarrollo y el Instituto SER de Investigación un “Estudio de Racionalización de la Información Industrial en Colombia”.

Como corolario del trabajo, los analistas afirmaron que por el momento resultaba imposible que la comunidad empresarial genere un solo documento de reporte financiero al Estado, particularmente por la inexistencia de normas uniformes en materia contable. Dijeron los investigadores: “Mucho se ha discutido en capítulos precedentes de cómo en el país hay un gran vacío acerca de las definiciones, criterios y conceptos contables. Cada empresa puede adoptar sus propias definiciones; así, un balance puede sufrir modificaciones sustanciales según las definiciones que se adoptan en un momento dado, y obviamente no es comparable con el de otras empresas. Esto se hace aún más complejo al cotejarse esta dispersión en la contabilidad privada con los requerimientos de información del Estado dentro de lo que puede considerarse como contabilidad pública”.

De esta manera, diversas entidades coordinadas por el Ministerio de Desarrollo Económico comprendieron que para llegar a un formulario único empresarial en Colombia era imprescindible reglamentar la contabilidad. La Cámara de Comercio de Bogotá fue entonces designada para coordinar la elaboración de un proyecto con destino al Gobierno. Sólo así era posible obtener un estatuto enriquecido por la experiencia del sector privado y la opinión de la contaduría, antes que dispuesto unilateralmente por los conceptos del sector oficial.

El trabajo se inició el 25 de julio de 1984, previa la convocatoria de un distinguido grupo de contadores públicos, representantes de los más diversos sectores académicos, profesionales y empresariales. El trabajo preliminar que se obtuvo de esta comisión, luego de un año de labores, fue inmediatamente divulgado entre los más amplios sectores de la contaduría pública nacional. La Cámara de Comercio de Bogotá asistió para el efecto a los dos congresos más importantes de contadores públicos que se celebran en el país: el Simposio de Revisoría Fiscal, organizado por la Federación de Contadores Públicos, y el Congreso Nacional de Contadores, orientado por el Colegio de Contadores Públicos, certámenes realizados en 1985 en las ciudades de Ibagué y Bucaramanga, respectivamente.

El IX Simposio sobre Revisoría Fiscal, luego de amplias deliberaciones, como recomendación general aprobó una resolución que en su parte pertinente expresa: “Acoger los documentos presentados a este Simposio por la Cámara de Comercio de Bogotá como los elementos básicos sobre los cuales, previa su divulgación, revisión y complementación, se debe estructurar el Decreto reglamentario del Código de Comercio, colmando una justa aspiración de nuestra profesión”.

A su turno, como complemento de la acción de la Cámara de Comercio de Bogotá en el congreso de Bucaramanga, que reclamó un mayor grado de divulgación para la iniciativa, mediante oficio 1369, del 20 de agosto de 1985, se requirió del Colegio Colombiano de Contadores Públicos sus comentarios oficiales sobre la materia.

La universidad colombiana debía vincularse, desde luego, al estudio del proyecto, para lo cual se solicitó la opinión científica de la Asociación Colombiana de Facultades de Contaduría Pública, ASFACOP. Dicha entidad, luego de reunir el pleno de su junta directiva, mediante comunicación del 6 de noviembre de 1985 expresó que no encontraba reserva alguna a los estudios de reglamentación contable y “antes por el contrario los considera convenientes para llevar a cabo una mejor presentación de los estados financieros”.

Con ocasión de la profusa divulgación de la iniciativa prohijada por la Cámara de Comercio de Bogotá, fueron escritos los más diversos comentarios en las revistas y publicaciones especializadas y un sinnúmero de instituciones tuvieron ocasión de formular las más variadas observaciones al proyecto que para entonces se había sometido al escrutinio de la contaduría pública. Entre ellas, debemos mencionar con gratitud los nombres del Centro de Contadores Públicos de Manizales, la Asociación de Contadores Públicos Tadeístas, la Facultad de Contaduría de la Universidad de Antioquia, el Instituto Nacional de Contadores Públicos de Santander, la Asociación de Contadores de la Universidad de Antioquia –ACUDA– y la Facultad de Contaduría de la Universidad Santo Tomás, quienes con su concurso permitieron el enriquecimiento del proyecto coordinado por la Cámara de Comercio, que fuera sometido con sus distintas observaciones a la consideración del Gobierno Nacional a comienzos de 1986. Este, a través del Ministerio de Desarrollo Económico y de su organismo técnico más especializado, la Comisión Nacional de Valores, asumió con suma responsabilidad e interés la tarea de analizar la propuesta presentada, lo que permitió pergeñar el documento final e inclusive dirimir agudos debates en el seno de las comisiones de trabajo, como en punto del tratamiento a las valorizaciones.

De esta suerte, puede decirse que la propia profesión contable ha logrado un estatuto en la materia, simplemente homologado por el Gobierno mediante el Decreto 2160 de 1986. (...)”

Así la empresa colombiana participó promoviendo la creación de un formulario único empresarial, uno de sus voceros ​​–la Cámara de Comercio de Bogotá– coordinó el proceso de gestación del nuevo reglamento y en éste la empresa se hizo presente a través de los contadores públicos.

El Decreto reglamentario número 2160 de 1986 organizó la figura del Consejo permanente para la revisión de las normas contables, así:

“Artículo 95. Consejo permanente para la revisión de las normas contables. Con el propósito de que las normas a que se refiere este Decreto se sometan continuamente a una revisión científica que asegure su vigencia frente a los nuevos fenómenos económicos, así como la bondad de las mismas, créase el Consejo permanente para la revisión de las normas contables, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, integrado así:

a) El Ministro de Desarrollo Económico o su delegado, quien lo presidirá.

b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o su delegado.

c) El Ministro de Educación Nacional o su delegado.

d) El Superintendente Bancario o su delegado.

e) El Superintendente de Sociedades o su delegado.

f) El Presidente de la Comisión Nacional de Valores, o su delegado.

g) El Presidente de la Junta Central de Contadores.

h) Un representante de la Asociación de Facultades de Contaduría Pública ASFACOP.

i) Un Contador Público designado por el Ministro de Desarrollo Económico de ternas elaboradas por los gremios de la producción y de las bolsas de valores.”

Como se ve, en franca minoría, los empresarios fueron llamados a participar en esa revisión permanente de las normas contables, como efectivamente lo han hecho a lo largo de los años.

Ley 43 de 1990: Ignoró los empresarios

Cuando la Ley 43 de 1990 se ocupó las normas sobre la contabilidad, visualizó un organismo de la profesión contable, compuesto por el Gobierno y por representantes de los contadores, sin que se diera cabida a los empresarios, como puede verse en el artículo que se reproduce a continuación:

“ART. 30.—De los miembros. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública estará formado por ocho (8) miembros, así:

1. Un representante del Ministerio de Educación Nacional.

2. Un representante del Superintendente de Sociedades.

3. Un representante del Superintendente Bancario.

4. Un representante del presidente de la Comisión Nacional de Valores.

5. Dos representantes de los decanos de las facultades de contaduría del país.

6. Dos representantes de los contadores públicos.

Para ser miembro del consejo técnico se requiere ser contador público, así como acreditar experiencia profesional no inferior a diez (10) años.”

Un nuevo esfuerzo de mejoramiento: el Decreto reglamentario número 2649 de 1993

El Decreto reglamentario número 2160 de 1986 provocó un fuerte impulso al estudio y debate de las normas de contabilidad. Multitud de nuevos hechos se produjeron en materia contable, destacándose la expedición de varios planes “únicos” de cuentas y, sobre todo, la introducción del sistema de ajustes integrales por inflación. 

El Consejo permanente para la revisión de las normas contables se embarcó en la tarea de concebir un nuevo reglamento contable. Aunque originalmente la labor se orientó hacia un mejoramiento del citado decreto 2160 de 1986 y hacia la incorporación del sistema de ajustes, prontamente adquirió nuevos horizontes, a la luz de los cuales se emprendieron acciones de mayor envergadura.

El Consejo permanente sometió a exposición pública la séptima versión del proyecto que venía preparando. En el documento respectivo, entre otras cosas, manifestó:

“(...) BORRADOR PARA EFECTO DE EXPOSICION

El CONSEJO ha intentado recoger el estado actual de la ciencia contable, evitando aspectos sobre los cuales aún no existe un consenso universal.

Sin embargo, el CONSEJO está convencido de que es ineludible que todos los preparadores y usuarios de la información contable -que incluye, entre otros, los empresarios, la academia, los inversionistas y el Estado- tengan la oportunidad de conocer anticipadamente el proyecto de reglamentación y contribuir en forma científica a su perfeccionamiento. Unicamente este procedimiento garantiza que los principios en cuestión puedan tener el apelativo de «generalmente aceptados».

En consecuencia, el CONSEJO ha dispuesto someter el proyecto de decreto en el estado de discusión en que se encuentra a una exposición pública por un período que culminará el próximo 25 de noviembre, al cabo del cual analizará todos los documentos que presenten en forma razonada con apoyo en la doctrina contable sugerencias o reparos y tomará una decisión motivada sobre los diferentes asuntos que se planteen. Ojalá se citen las fuentes bibliográficas del caso, para poder ampliar cuando sea necesario los fundamentos de las propuestas en cuestión. Para este efecto las comunicaciones respectivas deben hacerse llegar a la Superintendencia de Sociedades, entidad que viene desempeñando la secretaría del CONSEJO.

El CONSEJO espera contar con el mejor esfuerzo de la comunidad interesada en estos asuntos y aspira a que, comprendiendo las limitaciones y dificultades inherentes a la primera vez que se intenta un proceso de esta naturaleza, la presente oportunidad sea aprovechada con la altura que se requiere en forma tal que configure un precedente digno de repetirse.

Santa Fe de Bogotá, octubre 20 de 1992. (...)”

El borrador para exposición pública tuvo una gran difusión. Finalmente el Consejo recibió varias comunicaciones con comentarios de fondo que fueron ampliamente consideradas en las reuniones siguientes.

A sabiendas de la existencia del Consejo Técnico de la Contaduría Pública y de su conformación mediante miembros del Gobierno y de la profesión contable, esa séptima versión incluía el siguiente artículo:

“Artículo 141º Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad. En desarrollo del principio consagrado en la Constitución Política conforme al cual el Estado debe facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan, créase un Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad, presidido por el Ministro de Desarrollo Económico o su delegado, el cual funcionará con el propósito principal de propender a través de sus conclusiones porque las normas legales sobre la contabilidad redunden en información neutral, con fidelidad representativa, adecuada a las características y prácticas de las diferentes actividades económicas, cuyos beneficios excedan el costo de prepararla o usarla:

Dicho Consejo, mientras él mismo con sujeción a su reglamento interno no disponga otra cosa, estará conformado por contadores públicos con no menos de cinco (5) años de experiencia elegidos así:

a) Uno por las instituciones financieras, designado por consenso entre sus agremiaciones;

b) Otro nombrado de común acuerdo por las bolsas de valores;

c) Otro designado por la Confederación de Cooperativas de Colombia;

d) Un docente nombrado por la Asociación de Facultades de Contaduría Pública –ASFACOP;

e) Otro elegido por las Cajas de Compensación Familiar;

f) Otro designado por las asociaciones de contadores públicos en la misma asamblea que se realice para elegir sus representantes ante la Junta Central de Contadores;

g) Otro nombrado por consenso entre los gremios de la producción;

h) Otro elegido por las entidades emisoras de valores inscritas en el registro público correspondiente, mediante el procedimiento que determine el Superintendente de Valores;

i) Otro designado por la Confederación Colombiana de Consumidores y

j) Otro elegido por las instituciones sin ánimo de lucro mediante el procedimiento que determine el Ministerio de Gobierno.”

La propuesta colocaba al Gobierno en su papel de regulador. Este Consejo era más un organismo de participación ciudadana que una forma de coordinación de agencias estatales, en el cual se aspiraba tener presente de manera amplia a los empresarios.

No obstante, en las etapas finales de la preparación del decreto en comento, el Gobierno no compartió el enfoque propuesto y finalmente las cosas quedaron de la siguiente manera:

“ART. 138.—Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad. En desarrollo del principio consagrado en la Constitución Política conforme al cual el Estado debe facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan, créase un consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, el cual funcionará con el propósito principal de propender a través de sus conclusiones porque las normas legales sobre la contabilidad redunden en información neutral, con fidelidad representativa, adecuada a las características y prácticas de las diferentes actividades económicas.

Dicho consejo, estará integrado así:

1. El Ministro de Desarrollo Económico, o su delegado, quien lo presidirá.

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o su delegado.

3. El superintendente bancario, o su delegado.

4. El superintendente de sociedades, o su delegado.

5. El superintendente de valores, o su delegado.

6. El presidente de la Junta Central de Contadores, o su delegado.

7. Un representante de la Asociación de Facultades de Contaduría Pública, Asfacop.

8. Un contador público designado por el Ministro de Desarrollo Económico de ternas elaboradas por los gremios de la producción y de las bolsas de valores.

9. Un contador público designado por el Ministerio de Desarrollo Económico de ternas elaboradas por las asociaciones de contadores públicos.”

Posteriormente, mediante el Decreto número 1259 de 1994 se incluyó como miembro del Consejo al Superintendente Nacional de Salud o su delegado.

Obsérvese que, aún cuando se mantiene la invocación al principio de participación, el Gobierno vuelve a ser mayoritario (7 de 10 miembros) y los empresarios regresan a un renglón. Con esta composición no resulta justificable la existencia simultánea de este Consejo y el Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

La opinión actual de los empresarios

La presencia de la Cámara de Comercio de Bogotá

La Pontifica Universidad Javeriana solicitó y obtuvo de la Cámara de Comercio de Bogotá su ayuda para encuestar a los empresarios sobre ciertos asuntos básicos relacionados con una probable reforma de las normas contables colombianas con el ánimo de armonizarlas con las normas internacionales de contabilidad.

La Cámara envió comunicaciones a más de 10.000 empresas, a través de las direcciones de correo electrónico que los empresarios consignaron en los formularios de matrícula mercantil. Creemos que se trata de una muy amplia indagación, sin precedentes en esta materia.

La Universidad guarda gran gratitud con la Cámara y reconoce su constante y fructífera presencia en los asuntos contables del país. 

Una versión oficial de la encuesta realizada en esta ocasión se presenta en el anexo. Los párrafos siguientes consignarán algunos comentarios que nos permitimos hacer sobre los resultados. 

El marco legal aplicado

Como se sabe, el andamiaje normativo de la contabilidad colombiana es bastante complejo. Incluye disposiciones de orden constitucional, leyes, decretos, resoluciones y circulares. Dejando de lado la cuestión de la jerarquía normativa, se supone que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, en cuanto instrumento teórico y sistematizador, debería jugar el papel principal.

Téngase en cuenta, al respecto, al menos las siguientes normas de dicho decreto:

ART. 11.—Esencia sobre forma. Los recursos y hechos económicos deben ser reconocidos y revelados de acuerdo con su esencia o realidad económica y no únicamente en su forma legal.

Cuando en virtud de una norma superior, los hechos económicos no puedan ser reconocidos de acuerdo con su esencia, en notas a los estados financieros se debe indicar el efecto ocasionado por el cumplimiento de aquella disposición sobre la situación financiera y los resultados del ejercicio

ART. 136.—Criterios para resolver los conflictos de normas. Sin perjuicio de lo dispuesto por normas superiores, tratándose del reconocimiento y revelación de hechos económicos, los principios de contabilidad generalmente aceptados priman y deben aplicarse por encima de cualquier otra norma. Sin embargo, deben revelarse las discrepancias entre unas y otras.

Cuando se utilice una base comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados, éstos se aplicarán en forma supletiva en lo pertinente.

Cuando normas distintas e incompatibles con los principios de contabilidad generalmente aceptados exijan el registro contable de ciertos hechos, estos se harán en cuentas de orden fiscales o de control, según corresponda.

Para fines fiscales, cuando se presente incompatibilidad entre las presentes disposiciones y las de carácter tributario prevalecerán estas últimas.

ART. 137.—Modificado. D. R. 2337/95, art. 5º. Ejercicio de las facultades reguladoras en materia de contabilidad. Salvo lo dispuesto en normas superiores, el ejercicio de facultades en virtud de las cuales otras autoridades distintas del Presidente de la República pueden dictar normas especiales para regular la contabilidad de ciertos entes, está subordinado a las disposiciones contenidas en el título primero y en el capítulo I del título segundo de este decreto. En consecuencia, lo dispuesto en los artículos 61 a 136 del presente decreto se aplicará en forma subsidiaria respecto de las normas contables especiales que dicten las autoridades competentes distintas del Presidente de la República.

Así pues, en teoría, el 100% de los empresarios debería orientar su contabilidad PRINCIPALMENTE por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993. Sin embargo, sólo en un 16.51% de quienes respondieron la encuesta así sucede.

En un 62.11% de los casos, los empresarios tratan de llevar su contabilidad tanto conforme al Decreto reglamentario número 2649 de 1993, como al respectivo plan de cuentas y a las normas tributarias pertinentes.

Desde una perspectiva normativa ese es, sin duda, el comportamiento necesario y aconsejable.

Sin embargo, la cuestión envuelve una gran problemática, puesto que esos tres cuerpos normativos no son armónicos entre sí. De manera que lo que los empresarios están realmente haciendo es un esfuerzo de equilibrio altamente costoso y de cierta manera asumiendo los riesgos de la búsqueda de una coherencia que no existe.

De las 44 empresas que dijeron llevar su contabilidad principalmente con sujeción a las normas tributarias, 30 son microempresas y 9 pequeñas empresas.

La influencia de la normatividad tributaria

Al preguntar sobre si las normas tributarias impiden o facilitan la plena aplicación de las normas contables, un 41.81% de las respuestas se inclinan en calificar la cuestión como “indiferente”. Sin embargo, provista la mecánica de las cuentas de orden fiscales, la respuesta debería haber sido del 100%.

Por ello, resulta especialmente significativo que un 39.6% considere que las normas tributarias le impiden aplicar plenamente las normas contables. Es decir: estos encuestados encuentran que las normas tributarias son un obstáculo. Tienen razón estos empresarios, si se considera que efectivamente muchas normas tributarias exigen registros contables especiales que impiden la aplicación de lo dispuesto por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

De las 293 empresas que opinaron que las normas tributarias no les permiten aplicar las normas contables, 135 son microempresas y 85 pequeñas empresas.

De las 293 empresas que opinaron que las normas tributarias les impiden aplicar las normas contables, 132 son sociedades de responsabilidad limitada.

Fiabilidad de la información

Al preguntar si las normas contables colombianas permiten reflejar la realidad financiera de las empresas, se esperaría una respuesta altamente favorable. Sin embargo, un 47.90% de las respuestas considera que dichas normas NO permiten reflejar la realidad financiera. Se trata de un porcentaje extremadamente alto que pone en duda el beneficio que se está derivando del sistema. Si los preparadores dudan de la bondad de las normas, ¿qué podrá esperarse de los usuarios de la información?

De las 354 empresas que consideran que las normas contables no les permiten mostrar su realidad financiera, 294 son micro y pequeñas empresas.

Contabilidad para las pequeñas y medianas empresas

Un 55.75% de las respuestas se inclinaron por estar de acuerdo en que exista un cuerpo especial de normas contables para las pequeñas y medianas empresas.

De 82 grandes empresas, 51 piensa que no debería existir una contabilidad especial. De 76 medianas empresas, 47 tampoco apoyaría la idea de un cuerpo de normas para las pymes.
Como ha quedado planteado en este estudio, existe una clara y amplia tendencia mundial hacia una regulación especial para las pymes que de alguna manera flexibilice las cargas que se imponen a los participantes en los mercados de valores.

Conocimiento de las normas internacionales de contabilidad

Un 74.56% de las empresas que contestaron la encuesta informó que NO conoce las normas internacionales de contabilidad. De 82 grandes empresas que contestaron la encuesta, 42 manifestaron que no conocen los ias.

He aquí uno de los principales obstáculos para llevar a cabo una armonización o adopción de las normas internacionales. Es evidente que habría que hacer un inmenso esfuerzo de capacitación.

Aplicación de las normas internacionales de contabilidad

En forma consistente con la respuesta a la pregunta sobre el conocimiento de las normas de contabilidad, un 85.93% de las respuestas señala que éstas no son objeto de aplicación. Es importante resaltar que las 104 empresas que dijeron aplicarlas representan a todos los estratos que componen la muestra, es decir, que tales normas se vienen aplicando tanto en micro como en pequeñas, medianas y grandes empresas.

Armonización de las normas contables

Un 72.67% de los que contestaron se manifestaron en acuerdo con que las normas contables colombianas se armonicen con las internacionales. Este porcentaje es parecido al número de empresas que declaró no conocer las ias. Creemos, por tanto, que en esta respuesta se expresa una posición política, estratégica, más que una opinión técnica, aunque claramente definida (no conocen las normas, no las aplican, pero están abiertamente de acuerdo con la armonización).

Regulador contable

75.37% de los que contestaron preferirían que las normas contables fueran determinadas por un organismo compuesto por el Gobierno, la profesión contable y los empresarios. Esta era la única alternativa que presentaba de forma clara la posibilidad de participación de todos los interesados.

La posibilidad de que las normas fuesen expedidas por el Congreso o por el Gobierno no alcanzan juntas el 2%. Un organismo de la profesión contable tendría el respaldo del 9.74%, un organismo gubernamental especializado tendría un 7.04% y un organismo de los empresarios tendría un 6.36%.

Comentarios a las observaciones formuladas por los empresarios

Al finalizar la encuesta, el formato invitó a los participantes a expresar qué adiciones, eliminaciones o cambios deberían hacerse a las normas colombianas de contabilidad. Las respuestas fueron agrupadas por temas, los cuales mencionamos a continuación, junto con nuestros comentarios sobre las observaciones de los empresarios. 

Ajustes por inflación

La gran mayoría de las glosas efectuadas sobre el actual sistema contable colombiano se centran en censurar el sistema de ajustes integrales por inflación, que es considerado por casi todos los que se ocuparon de este tema como un factor que impide mostrar la realidad financiera de las empresas.

Al respecto conviene recordar que el sistema de ajustes integrales por inflación, que inicialmente contempló el Decreto reglamentario 2160 de 1986, vino finalmente a ser objeto de disposiciones de naturaleza tributaria.

El propósito inicial del Gobierno fue el evitar que los contribuyentes pagaran impuestos sobre ganancias nominales y no reales. Con tal fin propuso que se permitiera ajustar el valor de las propiedades, de tal forma que, ante una eventual transacción, el precio se enfrentara a un costo razonable, lo cual ciertamente no es posible cuando el costo se mantiene en su valor original sin tener en cuenta la desvalorización de la moneda
.

Sin embargo, el Congreso hizo eco de quienes opinaron que mejor sería introducir el sistema de ajustes por inflación (Ley número 75 de 1986).

Un primer error en esta materia tuvo que ver con el desconocimiento de la teoría y del método propio de los ajustes por inflación. Prácticamente ninguna escuela contable había enseñado la materia. El resultado fue que las empresas, sus contadores y los supervisores gubernamentales se enfrentaron a textos legales y de ellos aprendieron. Evidentemente las normas legales, al menos las que en esta materia se expidieron (Decretos números 2686 y 2687 de 1988), no fueron el mejor camino para enseñar un asunto que tiene varias complejidades.

Un segundo error tuvo que ver con la importación de modelos legales, según se dice principalmente chilenos, que no armonizaban adecuadamente con la legislación colombiana. Las primeras normas estuvieron impregnadas del casuismo y pretendieron estatuir complejos métodos de cálculo.

La torpeza de las primeras disposiciones provocó grandes debates y trajo como consecuencia el aplazamiento de la puesta en vigor del sistema.

Un tercer error tuvo que ver con la introducción de modificaciones al régimen inicialmente expedido bajo la presión pública, sin ser precedidas de una suficiente investigación y sin que se hubiese logrado consenso al respecto (Decreto número 1744 de 1991).

Un nuevo intento de regulación (decretos 2911 y 2912 de 1992) trajo consigo un acercamiento a lo dispuesto en la norma internacional de contabilidad número 29. Pero fue acompañado de varias deficiencias, entre ellas:

a) No exigió hacer el llamado ajuste inicial. De esta manera la contabilidad quedó expresada parte en pesos nominales y parte en pesos ajustados.

b) Las normas tributarias excluyeron a ciertas personas, como los no contribuyentes, de la aplicación del sistema de ajustes por inflación. Así las cosas, la información contable dejó de ser homogénea, puesto que parte de los preparadores presentaban información ajustada y parte información a valor histórico.

c) La inflación no se calculaba rigurosamente para todas las partidas. Por ejemplo, los ingresos y gastos financieros no se segregaron para distinguir el componente inflacionario de la tasa de interés propiamente dicha.

d) Se estableció un sistema para diferir la corrección monetaria causada por ciertas partidas, como las construcciones en curso. De esta manera se cambió incorrectamente de período el reconocimiento de las consecuencias de la inflación.

Estos errores técnicos necesariamente llevaban dentro de sí la potencialidad de desvirtuar la calidad de la información contable.

Las cosas se complicaron aún más cuando la Corte, en forma inesperada, cambió su doctrina respecto de las facultades extraordinarias concedidas por el Congreso al Gobierno, manifestando que una vez utilizadas tales facultades éstas se agotaban así aún quedara por transcurrir parte del lapso de tiempo por el cual se habían otorgado tales facultades. Con estos argumentos se declaró inconstitucional el Decreto número 2911 de 1992.

De esta manera, la sincronía que se había intentado lograr entre las normas tributarias y las normas contables se perdió. Las normas tributarias retrocedieron a aquél decreto expedido bajo presión y sin debida base técnica.

Sin embargo, el mayor de los problemas provino de la falta de coherencia de los ajustes integrales por inflación al interior del propio sistema tributario. Este regula de forma ciertamente artificiosa cosas como la valuación de inventarios y las provisiones. Lo cierto es que no se introdujeron cambios a las normas sobre determinación del costo de los activos y pasivos a la luz de los efectos de los ajustes por inflación.

La consecuencia fue el incremento de las “ganancias” como consecuencia de la inflación, sin admitir el ajuste de las partidas a su valor de mercado. De esta manera la información se fue apartando de la realidad y empezó a causar serios daños a las finanzas de las empresas, quienes empezaron a percibir el sistema de manera claramente contraria a sus objetivos iniciales: en lugar de haber desligado los impuestos de la inflación, los impuestos gravaban supuestas ganancias, fruto de la indexación indiscriminada de las partidas.

Ese sentimiento de arbitrariedad se convirtió en una inmensa fuerza que vino a lograr el desmonte parcial de los ajustes, excluyendo partidas tales como los inventarios y las que componen el estado de resultados (Ley número 488 de 1998).

Lo que hoy queda es un sistema de ajustes parcial y no integral, de corte tributario y no técnico, que ahora empieza a mostrar efectos contrarios: al parecer ya no incrementa los impuestos sino que los reduce.

Finalmente digamos que la acusación que se hace contra los ajustes por inflación tiene mucho que ver con las reglas sobre distribución de utilidades. No sólo es enojoso pagar impuestos, también los es distribuir utilidades que no están representadas en activos líquidos. De alguna manera, si el mayor valor de las utilidades está representado en activos quietos (inmovilizados o fijos) su reparto trae consigo en la mayoría de los casos un mayor endeudamiento. Las empresas empiezan a pensar que están repartiendo lo que no se han ganado.

En el presente, los índices acumulados por inflación no califican al país como hiperinflacionario. No obstante el sistema se sigue aplicando, contrario a lo que dispone la normatividad internacional.

Aunque compartimos la dura censura de que es objeto el actual sistema legal de ajustes por inflación pensamos que:

1. La contabilidad financiera tiene por objetivo medir e informar sobre los hechos económicos imputables a un ente.

2. La inflación es un hecho económico notorio.

3. Luego la contabilidad financiera debe medir la inflación.

4. Todas las partidas expuestas a la inflación deben ser objeto de reexpresión
.

5. Los modelos de ajustes parciales, como es el que actualmente existe en Colombia, no permiten mostrar una imagen fiel.

6. Conviene, sin embargo, distinguir claramente ente (1) los resultados por exposición a la inflación, (2) los resultados por tenencia y (3) los resultados producto del intercambio.

7. En todo caso los activos deben ser objeto de medición a valor razonable, reduciéndose el costo ajustado por inflación cuando sea necesario.

8. Además, siguiendo la posición asumida por Sec, debe tenerse claro que el sistema de valores razonables es más eficaz para evitar los fraudes en la información que el método de los valores o costos históricos.

9. La contabilidad internacional, y la de muchos países, consagra el método de ajustes integrales por inflación, porque éste es un procedimiento técnico.

10. Al establecer reglas legales sobre los ajustes por inflación, debe considerarse que uno de los valores básicos de la información contable es la “fidelidad representativa”.

11. Para alcanzar la fidelidad representativa es necesario que las normas sean concebidas de manera “neutral”.

12. Los ajustes por inflación no pueden ser regulados en consideración a sus efectos, pues la regulación así diseñada no lo sería en forma neutral y sería incapaz de cumplir el requisito de fidelidad representativa.

Depreciación

Otro de los asuntos que fue objeto de comentarios por quienes respondieron la encuesta que venimos comentando, es el de la depreciación.

El Estatuto Tributario (artículo 141) exige el registro contable de las cuotas por depreciación cargadas a resultados, determina los sistemas de cálculo de la depreciación (artículo 134), así como la vida útil de los activos (artículo 137). Instituye a la Dirección de Impuestos como la autoridad en esta materia.

He aquí un claro ejemplo de la intromisión de la legislación tributaria en materia contable. Las reglas sobre depreciación han venido siendo diseñadas de manera rígida, precaviendo que a través de ella se disminuya la base gravable y consecuentemente los impuestos.

Se establecen criterios arbitrarios, como que la vida útil de un bien depende de la fecha de adquisición (artículo 2º del Decreto reglamentario número 3019 de 1989), o que por su simple valor de compra unos bienes puedan ser depreciados íntegramente en el año de su adquisición (artículo 6º del Decreto reglamentario número 3019 de 1989).

En lugar de confiar en el criterio del preparador contable y en la seguridad derivada de la auditoría, la legislación tributaria somete a trámites costosos asuntos como el cambio de vida útil de un activo (artículo 138 del Estatuto Tributario).

De la misma manera, si el preparador encuentra cierto método como más apropiado para medir la depreciación y éste no está previsto en las normas, debe recurrir a la Dirección de Impuestos para pedirle que le autorice su utilización (artículo 134 del Estatuto Tributario).

En cambio de medir realmente el efecto del uso prolongado de un activo en la generación del ingreso, la legislación tributaria limita la llamada depreciación acelerada al 25% por cada turno de 8 horas (artículo 140 del Estatuto Tributario).

Inventarios

Otro asunto incidentalmente aludido por quienes contestaron la encuesta se refiere a los inventarios.

La atadura entre lo contable y lo tributario proviene del proyecto de Código de Comercio de 1958 y se encuentra actualmente prevista en el párrafo tercero del artículo 450 de dicho código, a cuyo tenor “Los inventarios se avaluarán de acuerdo con los métodos permitidos por la legislación fiscal”.

La legislación tributaria en principio exige la utilización del sistema de inventario permanente (artículo 2º de la Ley número 174 de 1994). Un contribuyente puede obtener de la Dirección de Impuestos autorización para obrar de otra manera. La misma legislación ha establecido reglas de teneduría para el registro de los inventarios (Decreto reglamentario número 187 de 1975).

Si la disminución por pérdidas del inventario excede del 5% es necesario obtener autorización para efectuar el registro correspondiente (artículo 64 del Estatuto Tributario).

Se ordenó desmontar el sistema lifo (ueps) –artículo 65 del Estatuto Tributario–

Se prohíbe que dentro de un mismo ejercicio contable se cambie el método de valoración del inventario (artículo 72 de la Ley número 223 de 1995). Cambios al empezar un período deben ser autorizados por el Director de Impuestos.

Los impuestos ¿un asunto contable?

Un buen número de los comentarios realizados por quienes contestaron la encuesta tiene que ver con la legislación tributaria.

Las glosas, de una parte, ponen de presente el efecto negativo de los impuestos en la liquidez de las empresas. Este es un asunto medido por la contabilidad, pero no constituye por sí mismo un problema del sistema de reconocimiento.

Sin embargo, la contabilidad sirve de prueba para demostrar un efecto que debiera ser objeto de reflexiones en otro ámbito. Originalmente el sistema tributario trabajaba bajo el sistema de caja y excepcionalmente por el de causación. En la actualidad las cosas son al revés. La determinación y pago de impuestos sobre la base de causación implica que los contribuyentes deban trasladar al Estado recursos que aún no han liquidado.

Un creciente grupo de personas considera que es injusto que el contribuyente pague impuestos sobre ingresos no recaudados. Como alguno de quienes respondieron lo señala, para evitar esta situación en ocasiones se altera la contabilidad.

Otro grupo de observaciones tiene que ver con la sobrecarga procedimental que el cumplimiento de las normas tributarias produce sobre el sistema contable. Se presentan amigos de la unificación del impuesto o, al menos, de la disminución del número de declaraciones. He aquí una discusión centrada en la ecuación costo – beneficio.

En tercer lugar se advierte sobre los nocivos efectos de los constantes cambios de reglas tributarias. Esto, ciertamente, tiene un efecto sobre el sistema contable que debe alterarse para enfrentar las nuevas disposiciones.

Cuentas de orden

Uno de los encuestados plantea la inutilidad de las cuentas de orden.

Cuando se redactó lo que hoy es el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, se expandió de gran manera la regulación sobre este tema.

Las cuentas de orden pretenden satisfacer varias necesidades: (1) registrar y por tanto advertir de derechos y obligaciones contingentes, cuya realización podría afectar la situación económica de un ente; (2) permitir el manejo separado de las empresas y otros activos no propios pero administrados por el ente; (3) procurar la separación entre las cifras contables y las cifras tributarias y (4) servir de instrumento de control.

Los planes de cuentas han desarrollado las cuentas de orden.

Sin embargo, es probable que la percepción de inutilidad se derive de la forma como estas cuentas se presentan usualmente en los estados financieros, por totales sin discriminación ni explicación alguna. Al ser saldos acumulados, “mudos”, ciertamente no aportan mayor cosa a los usuarios.

Provisiones

Algunas observaciones tienen que ver con las reglas sobre provisiones, expresando un rechazo a la rigidez y falta de realidad de las normas tributarias en esta materia.

Este es otro aspecto en que la legislación tributaria tiene efectos nocivos para la contabilidad. En lugar de propender abiertamente por la fidelidad representativa, dicha legislación opta, otra vez, por el establecimiento de reglas minuciosas y artificiales. 

Es muy difícil sostener técnicamente la denominada provisión general de cartera, sobre todo si no tiene bases estadísticas en qué apoyarse. Tampoco resulta adecuado imponer el provisionamiento individual de la cartera por terceras partes. Esto puede implicar diferir parte de una pérdida hacia ejercicios futuros. Las exigencias en materia de registro contable terminan primando sobre lo que aconsejan las normas de contabilidad.

Además de los inadecuados efectos contables, en la medida en la cual estas normas no reconocen las pérdidas, son fuente de un sentimiento de arbitrariedad y generan cuestionamientos sobre la legitimidad del sistema. 

Por lo demás, resulta inequitativo el tratamiento preferencial que en materia de evaluación de cartera y de inversiones se ha dado a ciertas entidades, como a las instituciones financieras.

Sociedades extranjeras

Algunos plantean las dificultades provocadas por la conversión de monedas y la disparidad de fechas de corte con las casas matrices.

Obviamente si las sucursales de sociedades extranjeras pudieran llevar su contabilidad siguiendo íntegramente las políticas y prácticas contables de la casa matriz incurrirían en un menor costo en la preparación de la información. 

Mientras la contabilidad de las matrices se conforme con una base comprensiva de contabilidad generalmente aceptada no se ve cuál pudiera ser el inconveniente de esto. Obviamente las mencionadas sucursales deberían suministrar a las autoridades colombianas la información que éstas les exigieran, en la forma y detalle que sea necesario (se trata, simplemente, de distinguir entre el sistema de registro y los reportes que con base en él se producen).

Pensiones de jubilación

Sin duda constituye un defecto el no haber absorbido totalmente el valor de los cálculos actuariales. Estas son normas convenientes pero no técnicas.

Planes únicos de cuentas

En Colombia, históricamente los planes de cuentas obligatorios se justificaron ante la falta de técnica de la contabilidad realmente llevada por las personas y por la inmensa disparidad de criterios de clasificación.

Sin embargo, con el tiempo es claro que estas herramientas han resultado extremadamente minuciosas y rigurosas, fuente de muchas inconsistencias y causantes de la pérdida de uniformidad, con base en las cuales en ocasiones se sacrifica la fidelidad representativa por el cumplimiento de lo legal.

Libros de contabilidad y simplificación del sistema documental

Estamos de acuerdo con quienes plantean que es necesario reducir los tiempos de conservación, simplificar los procedimientos documentales y facilitar el uso de la tecnología actual.

En la vía de la simplificación el Estatuto Tributario dispone:

“ART. 616.—Modificado. L. 223/95, art. 36. Libro fiscal de registro de operaciones. Quienes comercialicen bienes o presten servicios gravados perteneciendo al régimen simplificado, deberán llevar el libro fiscal de registro de operaciones diarias por cada establecimiento, en el cual se identifique el contribuyente, esté debidamente foliado y se anoten diariamente en forma global o discriminada las operaciones realizadas. Al finalizar cada mes deberán, con base en las facturas que les hayan sido expedidas, totalizar el valor pagado en la adquisición de bienes y servicios, así como los ingresos obtenidos en desarrollo de su actividad.

Este libro fiscal deberá reposar en el establecimiento de comercio y la no presentación del mismo al momento que lo requiera la administración, o la constatación del atraso, dará lugar a la aplicación de las sanciones y procedimientos contemplados en el artículo 652, pudiéndose establecer tales hechos mediante el método señalado en el artículo 653.”

Pretender simplificaciones como la que se acaba de transcribir resulta contrario a la técnica. La estrategia debe ser tal que permitiendo reducir la complejidad del sistema, éste siga brindando la información mínima necesaria para conocer la situación financiera y el resultado de las operaciones de un ente.

Armonización

Compartimos el clamor de quienes plantean la necesidad de que el sistema contable elimine las diferencias innecesarias entre la contabilidad financiera internacional, la contabilidad financiera colombiana y la contabilidad tributaria. Las diferencias tuvieron una razón de ser, pero el mejoramiento de los instrumentos contables permite al País dar un paso en esta materia, reduciendo la complejidad y los costos del sistema de información.

Valorizaciones de propiedades

Aún resulta conflictivo el tema de las valorizaciones, indebidamente mezclado con los ajustes por inflación. Algunos consideran que mediante los avalúos no se muestra la realidad y que implican un alto costo innecesario para las empresas.

Sin perjuicio de mejorar los métodos de avalúo, su procedencia podría depender de lo que indicaran índices generales. También se podría explorar más los avalúos basados en el valor de uso.

Consolidación y método de participación

Estamos de acuerdo en que es procedente la abolición de estados financieros individuales para las compañías que consolidan, tal como sucede en otros países. Los estados financieros consolidados, como se propuso y no se aprobó en el contexto de los trabajos que dieron lugar a la Ley 222 de 1995, deberían servir para repartir utilidades.

Entidades sin ánimo de lucro

Las notas propias de las entidades sin ánimo de lucro son base suficiente para considerar que fue errada la remisión que la legislación tributaria hizo a la contabilidad mercantil respecto de estos entes. No se necesita un marco conceptual distinto, como lo advierte Fasb, pero es adecuado dar mejor aplicación al principio de características y prácticas de cada industria. 

Otros problemas mencionados en la propuesta de la Universidad

En la propuesta de la Universidad se mencionaron algunos grandes problemas de la contabilidad colombiana. A lo largo de este escrito se han tratado varios de ellos, como las inadecuadas consecuencias de la multiplicidad de reguladores, el conflicto entre la contabilidad financiera y la contabilidad tributaria y la criticable regulación de los ajustes por inflación. Proceden ahora algunos breves comentarios sobre otros asuntos citados en la propuesta.

Contabilidad para industrias

Recogiendo ideas ya expresadas, debe recordarse que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, en tratándose de las normas técnicas específicas, se ocupó principalmente de empresas dedicadas a la manufactura.

Por regla general, el mencionado decreto no se ocupa de transacciones especiales, propias de ciertas industrias.

El desarrollo colombiano de la contabilidad para industrias ha tenido mucho que ver con la reglamentación expedida por los supervisores gubernamentales. Puede entonces reconocerse una contabilidad bancaria, una contabilidad de seguros, una contabilidad para el sector salud, etc.

Sin embargo, como ya se dijo, estas regulaciones, en lugar de limitarse a las transacciones especiales, se han orientado a establecer disposiciones integrales, generando así, entre otros, problemas de comparabilidad.

Ahora bien: existen muchas industrias que carecen de un supervisor especializado. Estas no encuentran adecuadas respuestas en el régimen general. Podría citarse, como ejemplo, el de las empresas dedicadas a la exploración y explotación de petróleo.

Contabilidad para la pequeña y mediana empresa

Confirmando lo sostenido en varias partes de este documento, debe recordarse que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 no distinguió entre los entes contables por razón de su tamaño. Así en ocasiones la complejidad del sistema abruma a una gran cantidad de unidades empresariales.

Las pequeñas y medianas empresas representan la mayoría de las entidades productivas en Colombia. Algunas de ellas podrían ser alcanzadas por la facultad de inspección de la Superintendencia de Sociedades, pero lo común es que no tienen otro supervisor que la Autoridad tributaria
, la cual, como ya se dijo, suele considerar los problemas contables a la luz del Estatuto Tributario.

Atrás se ha censurado por falta de técnica la denominada “contabilidad simplificada”. Mientras tanto, las Autoridades no han hecho uso de la estrategia consistente en regular “estados financieros abreviados” que planteó, siguiendo la tendencia de otros países, la Ley número 222 de 1995.

La Ley número 190 de 1995 extendió el deber de llevar contabilidad a toda clase de personas, tratando de apoyar una política de prevención y represión de la corrupción. Hasta la fecha el Gobierno no ha desarrollado las posibilidades que esta norma brinda.

La regulación contable para la pequeña empresa en el Reino Unido

A lo largo de este escrito se ha aludido repetidamente a la necesidad de elaborar normas contables para la micro y pequeña empresa. Se señaló que por ahora el Iasb no se ocupará del punto, que sigue confiado a otras instituciones, entre ellas Ifac. Se mostrará cómo en los Estados Unidos de América se han expedido normas contables para empresas no públicas y reglas especiales para pequeñas empresas participantes en el mercado de capitales. Las directivas contables europeas expresamente excluyen de ciertos mandatos a las pequeñas empresas.

La generación de unas reglas apropiadas de contabilidad para estas empresas no es más que otro aspecto de un gran movimiento mundial que propende por el desarrollo de esas unidades empresariales que, así como numerosas en todas las latitudes, entrañan una de las mayores esperanzas de superación de la pobreza.

Ahora bien: ya existen desarrollos concretos de contabilidad para la pequeña empresa, que han llegado al nivel normativo y que se encuentran en aplicación. Tal es el caso en el Reino Unido.

El Financial Reporting Standard for Smaller Entities (frsse), emitido en 1997 y modificado en 1998 y en 1999, prescribe las bases conforme a las cuales las empresas que califiquen en tal categoría y que decidan acogerlo preparan y presentan estados financieros.

Frsse se compone de cuatro partes y siete apéndices:

A. Objetivos

B. Estándares de contabilidad

C. Definiciones

D. Revelaciones voluntarias

I Notas sobre requerimientos legales

II Requerimientos para compañías sujetas a impuestos en la República de Irlanda

III Ejemplos y consideraciones prácticas

IV El desarrollo del borrador de exposición

V Tablas de derivaciones

VI Simplificación en Frsse
VII Modificaciones al Frsse
La base legal de este estándar se encuentra en la Ley de Compañías de cada una de las repúblicas que integran el Reino Unido. La Ley de Compañías de 1985 de Gran Bretaña, en sus secciones 247 a 251, consagra reglas que hacen posible establecer un tratamiento diferente para las pequeñas empresas, que en la actualidad son aquéllas que cumplen al menos dos de los siguientes requisitos: menos de £2.800.000 de facturación, o de £1.400.000 de activos, o un promedio de empleados inferior a 50. Las compañías públicas (inscritas en bolsa), los bancos, las aseguradoras, los emisores de acciones o bonos que se colocan entre el público y personas cobijadas por el Financial Services Act 1986 no pueden acogerse al tratamiento de pequeñas empresas.

“(...) The objective of this Financial Reporting Standard for Smaller Entities (FRSSE) is to ensure that reporting entities falling within its scope provide in their financial statements information about the financial position, performance and financial adaptability of the entity that is useful to users in assessing the stewardship of management and for making economic decisions, recognising that the balance users needs in respect of stewardship and economic decision-making for smaller entities is different from that for other reporting entities. (…)” –sección A. del frsse–

Con ese objetivo el estándar regula de manera más o menos completa la contabilidad de las pequeñas empresas, introduciendo múltiples simplificaciones, especialmente en materia de revelaciones, que se enumeran detalladamente en el apéndice VI. (que tiene una extensión de unas 10 hojas tamaño carta).

Consolidación de estados financieros

Aunque normas anteriores a la Ley número 222 de 1995 impusieron la obligación de consolidar estados financieros, esas normas tuvieron poca aplicación, entre otras cosas porque los respectivos supervisores se abstuvieron de solicitar tales estados.

No sucedió así en el sector de las instituciones financieras, en el cual, la respectiva superintendencia, movida por las necesidades de la supervisión consolidada, exigió consolidar las entidades bajo su vigilancia. Sin embargo, esta consolidación no contempla los estados financieros de entidades no pertenecientes al sector financiero, sea que ejerzan control sobre las instituciones financieras o que sean controladas por éstas.

La Ley número 222 de 1995, al tiempo que reiteró la obligación de preparar y presentar estados financieros consolidados, recreó el concepto y las causas de control y estableció, en el escenario de los procesos concursales y para ciertas circunstancias, responsabilidad patrimonial y subsidiaria sobre las operaciones de las subordinadas.

La determinación del control por causas diferentes a la inversión en el capital es asunto que provoca pocos simpatizantes y sobre el que se ejerce frecuente rechazo.

Ahora bien: la obligación de consolidar estados financieros se impuso a todas las controlantes y no solamente a las entidades mayoritariamente poseedoras del capital de otras. La consolidación de entidades en las cuales se tiene una muy baja inversión de capital o en las cuales no se tiene inversión en el capital ha resultado muy controvertida y acompañada de muchos debates técnicos.

El propósito de reglamentar estas materias o, al menos, de expedir una circular conjunta entre las Superintendencias Bancaria, de Sociedades y de Valores, no se hizo realidad.

El asunto puede sortearse adecuadamente utilizando las normas internacionales de contabilidad, usando cuando sea pertinente el método de integración proporcional y, finalmente, integrando las cuentas respectivas en cuentas de orden.

Otro aspecto que generó un gran intercambio de posturas es el que toca con las sociedades sometidas al control de una compañía extranjera. Finalmente se ha obligado a las compañías colombianas controladas por una misma sociedad extranjera, a consolidar las operaciones en el país, lo cual encuadra perfectamente en lo que se denomina una sub-consolidación, paso intermedio muy acostumbrado dentro de la técnica de consolidar.

Finalmente, recordemos que la propuesta era que se utilizaran los estados financieros consolidados como base para repartir las utilidades de la matriz. Esta idea no fue acogida por el Legislador y no fue contemplada en la Ley número 222 de 1995. En muchos países, las entidades controlantes preparan un solo juego de estados financieros, a saber, los consolidados. En Colombia subsiste la obligación de presentar tantos estados financieros individuales como consolidados.

Puesto que los conglomerados de sociedades suelen controlar entidades de los más diversos sectores, este es uno de los asuntos en que se hace más sentida la necesidad de un cuerpo contable de general utilización, en cambio de la multiplicidad de regímenes especiales que hoy existe.

Método de participación

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 introdujo la obligación de utilizar en los estados financieros individuales de una controlante el método de participación patrimonial. De acuerdo con la teoría, la aplicación de dicho método debe producir efectos similares a los que se obtendrían de la consolidación de estados financieros. Con falta de técnica, el mencionado decreto dispuso la aplicación prospectiva del mismo, rompiendo la homogeneidad de las mediciones, puesto que las inversiones previamente realizadas continuaron bajo el sistema de costo histórico ajustado y cálculo de su eventual valorización.

La ley número 222 de 1995 exigió el uso del método mencionado por parte de todas las controlantes. No obstante, éste no se ha podido aplicar en el sector financiero, en el cual el supervisor gubernamental ha dispuesto otra cosa.

La falta de sincronización entre los recursos reconocidos conforme al principio de causación y los respectivos flujos de efectivo, implicó que algunos consideraran que el método provocaría pérdida de liquidez y deterioro en la solvencia de las entidades matrices. Consecuencialmente hoy se distingue entre los eventos que tienen efecto patrimonial sin afectar resultados y las transacciones que se reconocen contra el estado de pérdidas y ganancias, en forma tal que sólo estas últimas vienen a ser reflejadas en la cuenta de inversiones de la matriz.

En realidad, el problema no reside en el método de participación patrimonial, sino en las reglas que disponen la valorización de inversiones contra cuentas patrimoniales. También el asunto se debe a la política legislativa que en lugar de conceder libertad para resolver sobre la distribución de utilidades, impone un reparto mínimo, el cual solo se puede excusar con una alta mayoría.

Crédito mercantil

Las dificultades que se han presentado respecto de la contabilización del crédito mercantil, sea formado o adquirido, tienen que ver con la idea muy arraigada conforme a la cual la utilidad solo debiera derivarse de las transacciones. Resultados obtenidos por la exposición a la inflación o como consecuencia de la mera tenencia de un recurso no suelen ser reconocidos o, si se hace, se incluyen en cuentas de balance.

Esas dificultades también tienen que ver con la fragilidad de las mediciones. Aunque poco a poco este tema se ha venido estudiando y aplicando, aún se tienen muchas reservas sobre métodos como el de flujo libre de caja descontando. En realidad, más que los métodos de medición, lo censurable son las hipótesis utilizadas para estimar los comportamientos futuros, no siempre acordes con las tendencias y comportamientos pasados y no siempre de probable realización por consistir en meras especulaciones.

Una tercera fuente de problemas radica en la inexplicable ausencia de recálculos para ajustar el valor del crédito mercantil en los ejercicios subsecuentes al de su determinación inicial, lo que ha permitido que su valor llegue a estar sobre estimado. En lugar de exigir su valoración y ajuste al cierre de cada ejercicio se ha preferido imponer su pronta amortización y se ha prohibido su ajuste por inflación. Con estas medidas ciertamente el crédito mercantil se muestra por un valor poco confiable.

Finalmente, adviértase la distorsión producida por la contabilización de las combinaciones de negocios mediante la sumatoria de partidas no ajustadas a los precios reales de las transacciones. Así, mientras la combinación se produce estableciendo relaciones de intercambio sobre valores de mercado, la contabilización se produce sobre valores históricos, generando una inadecuada imagen de lo sucedido.

Valoración de inversiones

Aferrada a mediciones clásicas, la contabilidad colombiana está pensada para mostrar las inversiones a costos históricos, ajustados por inflación.

Como esa estrategia de medición, en forma patente, no muestra la realidad financiera, se introdujeron cuentas valuativas al balance. Así se desconoce, como ya se dijo, los resultados por tenencia.

Por otra parte, la pequeñez del mercado de valores y su falta de transparencia (provocada por la negociación cerca de los cierres contables de acciones en manos de los controlantes) hace que el llamado valor de mercado tomado de las transacciones bursátiles no esté disponible sino respecto de muy pocas sociedades invertidas y que no sea muy confiable.

La gran mayoría de las inversiones vienen a ser valuadas conforme a los saldos patrimoniales establecidos por las compañías en que se tiene la inversión. Pero como la contabilidad de éstas no está orientada a medir el valor de la empresa, su uso resulta poco confiable y normalmente desbordado por transacciones de capital subsecuentes.

Este es un asunto en que existen diferencias importantes con la legislación tributaria. Por fuerza de las necesidades de los supervisores gubernamentales, que han hecho eco del uso de valores de mercado que se viene imponiendo en el mundo, dicha legislación optó por dar trato distinto a los llamados “sistemas especiales de valoración”, nuevamente afectando la comparabilidad.

Flujos de efectivo

Dos son las principales dificultades respecto de los estados de flujos de efectivo. La primera consiste en que imbuida la contabilidad del principio de causación ha dejado de percibir correctamente el efectivo generado y consumido
. Así, las más de las veces, para construir el estado en comento se utiliza un método indirecto, no tan fiable como el método directo. La segunda tiene que ver con la dificultad para tratar en este entorno los ajustes por inflación, que ciertamente no deberían ser considerados en la medida en la cual no reflejan propiamente flujos de efectivo.

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública hizo un pronunciamiento sobre esta materia. Pero respecto de ella, como de otras de las cuales se ha ocupado, nunca ha logrado la plena aceptación de los interesados, que continúan son reconocerle suficiente autoridad epistemológica.

La medición y revelación de los flujos de efectivo es vital para los inversionistas. Por lo mismo es urgente superar los obstáculos anotados y fortalecer la preparación de notas sobre el estado de flujos de efectivo.

Instrumentos financieros

La contabilidad colombiana es excesivamente formal en punto al tratamiento de los instrumentos financieros. Una mirada a los planes de cuentas demuestra que la clasificación responde casi siempre a la estructura legal de los títulos, más que a sus características financieras.

La frecuente aparición de modalidades de transacción y de nuevos instrumentos desborda la lentitud con que la contabilidad colombiana suele adaptarse a los nuevos hechos.

El uso de valores de mercado se enfrenta a las precarias fuentes de información, macro y microeconómica, y a la pequeñez de los mercados.

La valoración de riesgos de interés, de mercado y de los riesgos políticos, entre otros, es práctica muy reciente en la cual el País aún no ha obtenido suficiente experticio.

Factores comunes a diversos problemas

Un análisis de los diferentes problemas que se presentan en ciertas áreas permite concluir que en realidad las dificultades no están generadas por la indebida regulación sino por los grandes obstáculos que existen para medir confiablemente tanto ciertos recursos como el efecto de algunas transacciones.

El crédito mercantil, los costos y gastos diferidos, el reconocimiento de marcas, la valuación de los inmuebles, son ejemplos de asuntos en los que se enfrentan dificultades de medición.

Las dificultades de medición de recursos y transacciones están asociadas con la inexistencia de mercados públicos institucionales para efectuar a través de ellos determinadas operaciones, cuyos reportes de precios pudieran servir de fuente para hacer estimaciones de valor.

A falta de mercados con esas características se ha buscado respuesta en la práctica de avalúos. Pero en algunos casos éstos también son objeto de sospecha, tanto por las calidades no comprobadas de ciertos avaluadores, como por la desconfianza en los métodos utilizados. Muchos avalúos no ponen de presente sus bases ni los procedimientos realizados a partir de ellas para llegar a un valor.

Finalmente se encuentra explicación para las susodichas dificultades en la falta de informes de precios elaborados por entidades especializadas o por gremios. Así, aunque es evidente que existe un fuerte flujo de transacciones sobre ciertos bienes, como los inmuebles, la información sobre los precios no es consolidada y publicada de manera que pudiera ser útil para la medición contable.

Como consecuencia de lo anterior, se discuten diariamente mediciones, especialmente entre las autoridades y sus vigilados, quienes no encuentran como dar credibilidad a las proyecciones futuras de flujos de fondos. Estas discusiones embarcan a sus protagonistas en múltiples subjetividades y son finalmente resueltas, en la mayoría de los casos, mediante el rechazo de tales estimaciones, mediante su admisión bajo la condición de que los valores respectivos sean amortizados contra resultados en cortos lapsos o mediante la adopción de procedimientos que no son otra cosa que usar una contabilidad sobre la base de efectivo.

Como solución se aboga por la expedición de normas que al establecer “reglas de juego” eviten las aludidas discusiones. Desde un punto de vista jurídico, ciertamente las normas pueden arbitrar posturas obligatorias, que al ser acatadas eliminen las controversias y reduzcan los costos de transacción.

Sin embargo, es muy improbable que las normas puedan proveer guías adecuadas, pues si éstas existieran no habría discusiones técnicas.

De manera que, como varias veces se ha anotado, estamos ante un asunto cuya solución debe basarse en el uso del criterio y que debe resolverse propendiendo por la racionalidad y la razonabilidad de las mediciones concretas (es decir, en lugar de establecer valores, definir métodos admisibles para calcularlos).

Si se quiere resolver estas dificultades, el País debe comprender que le es necesario mejorar sus instrumentos de identificación, consolidación y diseminación de datos económicos, tarea en la que hay mucho por hacer, pero que es indispensable acometer para mejorar, entre otras cosas, la información contable.

Vistazo sobre la jurisprudencia colombiana

Antes de emprender modificaciones al régimen contable colombiano, conviene hacer un rápido repaso de las principales manifestaciones de la jurisprudencia colombiana sobre la materia.

Los pronunciamientos privados no son exigibles 

Como ya se mencionó, el esfuerzo del Gobierno por verificar el cumplimiento de los pronunciamientos del Comité Nacional de Investigaciones Contables fue objeto de un fuerte rechazo, que finalmente provocó una consulta al Consejo de Estado.

El doctor Carlos Albán Holguín, quien por entonces era el Ministro de Educación Nacional, preguntó:

“(...) 2. Si las entidades Gubernamentales que ejercen la inspección y vigilancia de las sociedades comerciales pueden obligar a los Revisores Fiscales, de acuerdo con los ordinales 3º y 4º del artículo 208 del Código de Comercio a que apliquen los «principios contables generalmente aceptados» y las normas sobre interventoría de cuentas, elaborados y publicados por un Comité de Contadores Públicos de carácter Privado. (...)”

Con ponencia del doctor Osvaldo Abello Noguera, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en providencia del 21 de mayo de 1981, manifestó:

“(...) El artículo 207 del Código de Comercio señala las funciones del revisor fiscal y el artículo 208 ibídem le prescribe los aspectos esenciales que debe comprender su dictamen o informe sobre los balances generales, entre los cuales se cuentan, según los ordinales 3º y 4º, «si en su concepto la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de la Asamblea o Junta Directiva, en su caso», y además «si el balance y el estado de pérdidas y ganancias han sido tomados fielmente de los libros; y si en su opinión el primero presenta en forma fidedigna, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas, la respectiva situación financiera, al terminar el período financiero, y si el segundo refleja el resultado de las operaciones en dicho período».

De las disposiciones transcritas se infiere que la ley impone al revisor fiscal la obligación de dictaminar sobre los balances generales conforme a las pautas que le prescribe. Entre ellas se cuenta la de dictaminar acerca de si «la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable» y si el balance refleja, «de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas», la situación financiera al finalizar el período revisado. La ley no prescribe especiales métodos de contabilidad sino que se remite a los generalmente aceptados sobre la materia; pero en el Título IV, Libro I, Capítulo I, del Código de Comercio, prescribe reglas especiales sobre la contabilidad y los libros de los comerciantes, que son de obligatoria observancia, a fin de que las cuentas se lleven regularmente y de evitar fraudes en perjuicio de terceros.

Estas y no otras, y mucho menos las de entidades particulares, constituyen el marco jurídico dentro del cual debe orientarse la contabilidad de las sociedades, lo cual, además, excluye las prácticas de lo que se ha denominado la doble contabilidad.

Los organismos de vigilancia del Estado, de acuerdo con sus atribuciones específicas, deben velar porque se cumplan las disposiciones legales, pero no pueden imponer a las sociedades comerciales más obligaciones que las que se derivan directamente de la ley. Por consiguiente, las sociedades comerciales deben llevar su contabilidad «conforme a las normas legales y a la técnica contable» y su actuación está sujeta al control que, conforme a la ley, debe efectuar el revisor fiscal, así como a la inspección y vigilancia de la Superintendencia de Sociedades. De manera que el revisor fiscal examina, «de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas», si el balance refleja la situación financiera de la sociedad al terminar el período revisado. La ley se remite a las técnicas contables acostumbradas cuyo conocimiento defiere exclusivamente a la capacidad técnica del revisor fiscal. (...)”

Lo que estaba pasando era, ni más ni menos, algo parecido a lo que aún sucede en los Estados Unidos de América. Un cuerpo estatal, en lugar de dedicarse a dictar normas contables, hacía propias las expedidas por un cuerpo privado. Esto, lamentablemente, resultó rechazado por la jurisprudencia. Otro muy distinto sería el estado de la cuestión si las cosas hubieran seguido como se pretendió, porque entonces hoy las normas estarían siendo adoptadas por el Gobierno y no hechas por éste.

Desde cierta perspectiva, el fallo convirtió el asunto en una cuestión de forma. Si en lugar de remitirse a lo manifestado por un cuerpo técnico, el Gobierno parafrasea las reglas técnicas y las “viste” de normas jurídicas, entonces éstas vendrían a ser válidas. Este es un argumento muy sólido para los abogados: se trata de hacer respectar la idea de Estado de Derecho, conforme a la cual sólo la autoridad legítimamente constituida puede emitir normas coactivas. Pero, obsérvese, el contenido vendría a ser el mismo.

Los efectos del fallo fueron muy importantes. La legislación comercial centraba sus disposiciones en el subsistema documental de la contabilidad, es decir, en los soportes, comprobantes y libros, más que el subsistema intelectual de la contabilidad, es decir, en las reglas para identificar, reconocer y revelar los hechos económicos.

Mas tarde se comprobó, como ya lo citamos, la inmensa disparidad de prácticas contables existentes en el País, que hacían imposible la generación de un formulario único empresarial y que, obviamente, no permitían la comparación de la información contable.

Lo especial prevalece sobre lo general

Para remedir el pandemónium, se expidió el Decreto reglamentario número 2160 de 1986. Este decreto pretendía gobernar íntegramente la llamada contabilidad comercial
. Sin embargo, era evidente que ello no podía ser así, porque las reglas en él contenidas se refieren principalmente a empresas que producen y comercializan bienes tangibles
.

La Superintendencia Bancaria, preocupada por los efectos negativos de la aplicación del citado decreto en el ámbito de las instituciones financieras, promovió una consulta ante el Consejo de Estado.

El señor Ministro de Hacienda y Crédito Público preguntó:

“(...) Con base en lo expuesto se consulta específicamente a la Honorable Sala lo siguiente, en relación con las instituciones financieras sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria en materia contable:

a) Si sólo han de regirse por las previsiones del Decreto 2160 de 1986.

b) Si únicamente se gobiernan por las instrucciones que imparta la Superintendencia Bancaria, en ejercicio de sus funciones.

c) Si preferencialmente se deben someter a las reglas dictadas por la Superintendencia Bancaria y subsidiariamente por las normas del Decreto 2160 de 1986.

d) Si preferencialmente deben observar el Decreto 2160 y subsidiariamente las reglas proferidas por el Superintendente Bancario. (...)”

Con ponencia del doctor Humberto Mora Osejo, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante providencia del 10 de noviembre de 1987, contestó:

“(...) Del mismo modo, según el art. 3º, letra h), del Decreto-ley 1939 de 1986, que reitera, en lo esencial el artículo 87 de la Ley 45 de 1923, le corresponde
 «fijar las reglas generales que deben seguir las instituciones vigiladas en su contabilidad, sin perjuicio de la autonomía reconocida a estas últimas para escoger y utilizar métodos accesorios, siempre que éstos no se opongan, directa o indirectamente, a las instrucciones generales impartidas por la superintendencia».

Esta disposición tiene por objeto hacer que las instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria faciliten su control mediante la observancia de las reglas generales de contabilidad que le prescriba la misma entidad. Pero esto no significa que las entidades que tengan carácter comercial no deban observar las disposiciones del Código de Comercio, prescritas obligatoriamente para los comerciantes, en cuanto sean compatibles con las especiales que disponga la Superintendencia; es decir, en otros términos, que los comerciantes que están sometidos a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, de conformidad con la Ley 45 de 1923 y Decreto-ley 1939 de 1986, deben observar las disposiciones legales del Código de Comercio, como también los reglamentos del Gobierno, sobre libros de comercio y contabilidad, siempre que no sean incompatibles con las especiales que, sobre reglas generales de contabilidad, prescriba la Superintendencia. Estas medidas, por fundarse directamente en la ley y tener carácter especial, prevalecen sobre las que le sean contrarias.

5. Los métodos accesorios, a que se refiere el artículo 3º, letra h), del Decreto-ley 1939 de 1986, que pueden ser escogidos y utilizados autónomamente por las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, son todos los de carácter complementario de las disposiciones legales y reglamentarias que, en forma obligatoria, deben ser observados por las mismas entidades vigiladas.

La Sala sintetiza su respuesta en los siguientes términos:

1. Las reglas generales de contabilidad que prescriba la Superintendencia Bancaria tienen carácter especial y deben ser observadas por las entidades sometidas a su inspección y vigilancia.

2. Si entre estas entidades, sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, existen comerciantes, éstos deben observar en primer término las reglas generales de contabilidad que les prescriba la Superintendencia Bancaria. Pero también están obligados a cumplir las demás disposiciones prescritas, sobre la misma materia, por el Decreto 2160 de 1986, siempre que no sean opuestas, en todo o en parte, a las primeras; si existe contraposición, las entidades vigiladas deben atenerse a las reglas generales que sobre contabilidad les prescriba la Superintendencia Bancaria.

3. Los métodos accesorios de contabilidad, que autónoma o libremente pueden escoger las entidades vigiladas, son los que tienen carácter complementario de las leyes y reglamentos obligatorios sobre contabilidad. (...)”

Nos encontramos otra vez con un argumento jurídico, en este caso basado en un principio general. Pero las cosas no pueden ser así: existe la necesidad de que la información financiera de todos los entes, cualquiera sea la industria a la que se dediquen, pueda ser comparable y, entre otras cosas, un inversionista pueda decidir si le es más conveniente, por ejemplo, invertir en un banco o en una productora de alimentos.

Si bien varias de las normas del Decreto reglamentario 2160 de 1986 resultaban inapropiadas para las instituciones financieras, no se ve que ello pueda sostenerse de los principios o normas generales incluidas al comienzo del decreto.

Por otra parte, desde un punto de vista técnico, las diferentes políticas y procedimientos contables deberían ser desarrollo o concreción de los principios generales y no cosa de “otro costal”. Sólo así es posible mantener la idea de que la contabilidad es un sistema, en que lo general se hace presente y se realiza en lo particular.

Finalmente, adviértase, como volverá a aparecer más adelante, que la autoridad jerárquica queda desvirtuada, con el argumento de que una entidad dependiente del Gobierno ha recibido facultades directamente de la Ley. Así, como en este caso, una Superintendencia puede apartarse de lo que decida el Gobierno, que, supuestamente, es su superior.

Sólo el Congreso puede dictar normas generales y sólo al Presidente corresponde reglamentarlas

El pronunciamiento de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado fue prontamente aplicado por varias entidades, creciendo en forma apreciable los llamados ordenamientos especiales
. Lo que era una multiplicidad de prácticas por virtud del criterio individual, siguió siendo diverso como consecuencia de la variedad de reguladores.

Recogiendo ideas planteadas en 1978 bajo la inspiración del doctor Juan José Amezquita – Superintendente segundo delegado de la Superintendencia de Sociedades–, en la década de los años 80 se tramitó ante el Congreso de la República un proyecto que, entre otras cosas, pretendía la organización de un Consejo Técnico de la Contaduría Pública, al cual correspondería “Determinar y promulgar los principios de contabilidad y las normas de auditoría de aceptación general en el país” (numeral 2º del artículo 33 del proyecto).

Ya existía el Consejo permanente para la revisión de las normas contables, creado por el Decreto reglamentario número 2160 de 1986. Pero éste era apenas un cuerpo asesor y no tenía competencia en materia de normas de auditoría.

Se pensó entonces, en la conveniencia de establecer un cuerpo regulador, aunque se cayó en el error ya anotado de no contar con la presencia de los empresarios.

Desde el punto de vista gubernamental, el Consejo incluiría a la Superintendencia Bancaria, a la de Sociedades y a la por entonces denominada Comisión Nacional de Valores, los tres organismos que eran percibidos como los más importantes en la materia. El Gobierno no sería capaz de imponer sus criterios: tendría 4 representantes sobre los 8 que integrarían el Consejo. 

Aprobado el proyecto de ley números 034 C y 236 S de 1984, fue objetado por el Señor Presidente de la República.

La Corte Suprema de Justicia, con ponencia del doctor Fabio Morón Díaz, en fallo de la Sala Plena del 27 de septiembre de 1990, dio la razón al Presidente, afirmando:

“(...) Finalmente, estima el Presidente que al conferir el proyecto al Consejo Técnico de la Contaduría Pública la facultad de dictar y promulgar los principios de contabilidad y normas de auditoría de aceptación general en el país, trasgrede los artículos 76-2 y 120-3 C.N., que otorgan al Congreso la competencia de expedir Códigos y al Presidente la de expedir reglamentos.

Aunque el Congreso de la República estimó que no era fundada la objeción referida porque el proyecto establecía la facultad de promulgar y no de expedir, la Corte considera que leído en su conjunto el artículo 29 del proyecto objetado, le asiste razón al Presidente de la República, veamos:

«Artículo 29.- De la naturaleza: El Consejo Técnico de la Contaduría Pública es un organismo permanente, encargado de la orientación técnico-científica de la profesión y de la investigación y promulgación de los principios de contabilidad y normas de auditoría de aceptación general en el país.

Parágrafo primero.- Los gastos de funcionamiento que demanda el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, estarán a cargo de la Junta Central de Contadores.

Parágrafo transitorio.- Mientras el Consejo Técnico de la Contaduría Pública establece para Colombia los principios de contabilidad y las normas de auditoría de aceptación general, se tendrán como vigentes las que actualmente existen.»

El último de los parágrafos transcritos, con claridad meridiana dispone que mientras el Consejo «establece...» (se subraya), con lo que deja sentado que el alcance de la expresión «promulgación» que se utiliza en el primer inciso del artículo objetado no se circunscribe al que ya tiene, de publicar una cosa para hacerla saber a todos y que en derecho colombiano corresponde a lo expresado por el artículo 52 de la Ley 4ª de 1913, al tenor del cual «la promulgación consiste en insertar la ley en el periódico oficial, y se entiende consumada en la fecha del número en que termine la inserción», establecida como función del Presidente de la República (artículo 120-2 C.N.). La Corte en este aspecto, y como surge claramente de lo ya analizado, declarará la inexequibilidad de la palabra «promulgación».

Además, el artículo 33 consagra como función del Consejo Técnico de la Contaduría Pública la de:

«2.Determinar (las subrayas no son del texto) y promulgar los principios de contabilidad y las normas de auditoría de aceptación general en el país.»

Pero además, el artículo 29 y el numeral 2º del artículo 33 de la ley objetada son tan amplios, al determinar la competencia de «establecer» o «determinar» y «promulgar» los principios de contabilidad y las normas de auditoría de aceptación general en el país que comprendería inclusive la actividad que sobre el particular desarrollan las entidades públicas, lo cual constituye una ostensible violación del artículo 60 de la Constitución Nacional, que asigna tales funciones a la Contraloría General de la República.

Resulta, pues, evidente que el proyecto le pretende entregar a un organismo administrativo competencia para dictar normas generales, impersonales y abstractas, lo cual corresponde al Congreso, como titular de la cláusula general de la competencia legislativa consagrada en el artículo 76, y al Presidente de la República en ejercicio de la potestad reglamentaria, artículo 120, ordinal 3º, de la C.N.; por lo que en este punto la Corte encuentra fundadas las objeciones presidenciales. (...)”.

Finalmente, el proyecto se convirtió en la Ley número 43 de 1990, en la cual ya no aparecieron las disposiciones declaradas inconstitucionales.

Corría la década de los 90 y muchas entidades eran reguladoras de lo contable, entre ellas la Superintendencia Bancaria y la de Valores. Lo que éstas podían hacer y estaban haciendo, no lo podría hacer un Consejo Técnico, pues se arrebataría indebidamente las facultades del Congreso y del Presidente.

Las consecuencias de este fallo no fueron tan notorias. En primer lugar, como se produjo dentro del trámite de una ley aprobada pero sin expedir, no fue muy difundido. En segundo lugar, otras normas de la misma ley, cuyo sentido material era el mismo de las demandadas, sobrevivían. El propio Consejo, la Junta Central de Contadores y las Superintendencias Bancaria, de Sociedades y de Valores manifestaron que los contadores estaban obligados a acatar los pronunciamientos de aquél, con base en normas que no habían sido demandadas.

Límites de la competencia del Presidente al reglamentar las leyes

Ya se ha mencionado que el Decreto 2911 de 1992, por el cual se establecían normas en materia del sistema integral de ajustes por inflación, fue declarado inconstitucional puesto que la Corte consideró que al haber expedido el Decreto 1774 de 1991, el Presidente había agotado sus facultades extraordinarias en esta materia.

Saliendo al paso a tal sentencia, el Gobierno expidió el Decreto número 2075 de 1992. Demandado ante el Consejo de Estado, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo, con ponencia del doctor Guillermo Chahín Lizcano, mediante sentencia de agosto 27 de 1993, entre otras cosas, manifestó:

“(...) Artículo 30. Métodos de valuación de inventarios.

Se acusa esta norma, porque limita a tres métodos la valuación de inventarios a saber UEPS, PEPS y Promedio, en contra de lo dispuesto por el estatuto tributario que prevé en el artículo 62, que se admitirá cualquier sistema de reconocido valor técnico dentro de las prácticas contables y aceptado por la Dirección General de Impuestos Nacionales.

Retomando lo expresado en la providencia que decidió la suspensión provisional, se encuentra que el Código de Comercio, en su artículo 450 deja como facultad del legislador en materia fiscal establecer los métodos de valuación de inventarios, materia que por ende no corresponde a una competencia del ejecutivo en ejercicio de la potestad reglamentaria.

En conclusión y atendiendo los reclamos del demandante, si la ley fiscal no ha creado ni definido los métodos de valuación de inventarios ni los ha limitado, en manera alguna puede hacerlo el reglamento.

La norma acusada sin lugar a equívocos prevé cuáles son los métodos admitidos, lo que supone que por fuera de ellos no se aceptan otros.

Comprobado el exceso en la utilización de la potestad reglamentaria, la Sala determina declarar la nulidad del precepto demandado. (...)”

“(...) Artículo 33. Especialidad en la aplicación de las normas tributarias.

En cuanto a la reproducción de igual precepto contenido en el Decreto 2911 de 1991, la Sala se remite a lo expresado en relación con los alcances del artículo 243 de la Carta Política.

Se observa de otra parte, que el precepto acusado, contiene un principio general de aplicación de la ley, consistente en la aplicación prevalente de los preceptos especiales sobre los generales cuando los dos se refieren a la misma materia. Principio regulado de vieja data por la ley y que regularmente se incorpora en la mayoría de estatutos, cuando éstos se ocupan de un tema en particular (Ley 153 de 1887, artículo 3º), a manera de ejemplo se puede mencionar el inciso segundo del artículo primero del Decreto 01 de 1984 que expresa: “Los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales se regirán por éstas...”.

Por tratarse de un principio general, que predica la prevalencia de las normas tributarias sobre las contables para la determinación del impuesto de renta, se considera que está invadiendo la órbita del legislador a quien corresponde genéricamente esta competencia y no al ejecutivo a través de un decreto reglamentario.

Es cierto como lo dice la delegada del Ministerio Público, que la declaración del principio en el decreto reglamentario en nada afecta las reglas generales sobre aplicación de la ley, pues su vigencia se conserva a pesar del enunciado demandado, pero en opinión de la Sala a pesar de lo inocua que pueda resultar la norma acusada, con ella el ejecutivo está ejercitando una potestad que no posee y que de suyo comporta la declaratoria de nulidad del precepto. (...)”

Con base en el primer párrafo transcrito, obsérvese como la Dian puede autorizar un sistema de valoración de inventarios, pero el Gobierno no podría hacerlo por vía reglamentaria. Se trata, nuevamente, del principio de competencia.

El segundo párrafo nos pone de presente cómo aún la reiteración de la Ley puede resultar nula.

Entidades excluidas de reconocer los ajustes por inflación

El Decreto reglamentario número 2649 de 1993 incorporó las disposiciones incluidas en el Decreto reglamentario número 2912 de 1992. En materia de ajustes por inflación, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, con ponencia del doctor Miguel González Rodríguez, en sentencia del 11 de agosto de 1994, sostuvo:

“(...) El Decreto Reglamentario Nº 2649 de 1993, del cual forma parte el precepto transcrito, entre otras disposiciones consagra, en sus artículos 68 a 70, la obligación de efectuar anualmente el ajuste del valor de activos no monetarios y representados en moneda extranjera, en UPAC o con pacto de reajuste, con el fin de reconocer el efecto de la inflación.

Resulta claro para la Sala que estas disposiciones, por mandato del artículo 2º acusado se aplican a todas las personas que por ley están obligadas a llevar contabilidad. Y si bien es cierto las entidades sin ánimo de lucro y las cooperativas, por ley están obligadas a llevar contabilidad, no lo es menos que no deben estar incluidas en las normas citadas sino exceptuadas de las obligaciones impuestas en ellas, por voluntad expresa del artículo 329 del Decreto Ley 624 de 1989.

Ello no aconteció en el evento sub lite. Sin embargo, como el artículo 136 del Decreto 2649 de 1993 en su inciso 4º consagra que “para fines fiscales, cuando se presente incompatibilidad entre las presentes disposiciones y las de carácter tributario prevalecerán estas últimas” (las negrillas y subrayas son de la Sala), y, teniendo los artículos 68 a 70 ibidem incidencia directa en materia tributaria, estima la Sala que el hecho de no haberse previsto las excepciones que el estatuto tributario establece para las entidades sin ánimo de lucro y las cooperativas frente al ajuste del valor de activos por inflación, queda subsanado con el texto de la disposición transcrita. (...)”

De manera que por virtud de una disposición de carácter tributario unas entidades no están obligadas a reconocer el efecto de la pérdida de valor adquisitivo de la moneda. Así las cosas, la información de entidades dedicadas a una misma industria pero dónde unas tienen ánimo de lucro y otras no, no es comparable.

Los reglamentos especiales deben sujetarse a las Leyes

Ya hemos anotado cómo se sostuvo por el Consejo de Estado que las normas de contabilidad emitidas por la Superintendencia Bancaria tienen el carácter de especiales y, en consecuencia, prevalecen sobre normas generales. Dicha entidad resolvió exigir que las inversiones se contabilicen a precios de mercado. La Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo De Estado, en sentencia del 13 de diciembre de 1995, de la cual fue ponente la doctora Consuelo Sarriá Olcos, indicó:

“(...)No es válido lo sostenido por la parte demandada, en el sentido de que no se da la ilegalidad de la norma acusada, por ser de naturaleza eminentemente contable, cuando es clara la relevancia de la contabilidad en materia fiscal, al punto de constituir la misma, prueba fundamental de los ítems de las declaraciones tributarias e, incluso, de preferir a éstas (cfr., en otros, art. 775, E.T.). Esto significa, que a la conclusión de cada ejercicio fiscal, el obligado a tener contabilidad registrada (o que lleve ésta, sin estarlo), debe presentar, en sus declaraciones, estrictamente los conceptos y guarismos a que se contraigan los estados financieros extractados de la contabilidad, so pena de incurrir en inexactitud que tiene prevista una de las sanciones más drásticas del sistema impositivo, aparte de la que cabría por las propias irregularidades contables, como la de que los libros no permitan verificar los factores de la base imposible y del tributo (v. arts. 647, 654 y 655, E.T.). (...)”

“(...) Tratándose de regulaciones de la materia contable, según se contempla en el literal b), numeral 3º, del artículo 2 del decreto 2359 de 1993, que sustituyó al artículo 326 de decreto 663 de 1993 (o Estatuto Orgánico del Sistema Financiero), o del ejercicio de facultades contenidas, en materia análoga, por el artículo 137 del decreto 2649 de 1993, en consonancia con el 70 ib., las facultades del Superintendente Bancario no solamente no son discrecionales, ni exclusivamente subordinadas en su ejercicio al “Título Primero y (….) Capítulo Primero del Título Segundo” del decreto 2649 de 1993 citado, como lo pretende la parte impugnadora, sino a la totalidad de régimen legal incluidas, naturalmente, las normas específicamente contables y tributarias y, entre ellas, las que el actor señala como infringidas. (...)”

Como ya se dijo a esto respondió el Gobierno expidiendo nuevas normas reglamentarias y posteriormente logrando que la Ley tributaria expresamente acepte los métodos de valoración especiales determinados por las Autoridades de supervisión. 

Los principios de contabilidad generalmente aceptados no son un concepto ambiguo, sin alcance específico

Se demandó ante la Corte la inexequibilidad de las disposiciones del Estatuto Tributario que consagran sanciones contra los contadores públicos. Entre otras cosas, se sostuvo que se violaba el principio de legalidad de la infracción cuando la conducta se refería a los principios de contabilidad generalmente aceptados que no están consagrados en forma concreta en la Ley. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-597 de noviembre 6 de 1996, de la cual fue ponente el doctor Alejandro Martínez Caballero, precisó:

“(...) El primer tipo de conductas está referido a actividades directas de estos profesionales, pues se sanciona a los contadores, auditores o revisores que lleven contabilidades, elaboren estados financieros o expidan certificaciones "que no reflejen la realidad económica de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados, que no coincidan con los asientos registrados en los libros". En estos casos, el actor no cuestiona los verbos rectores (llevar contabilidad, elaborar estados financieros o expedir certificaciones), y no podía ser de otra forma, pues se trata de verbos que describen conductas con suficiente claridad. El cargo del demandante versa sobre la expresión "principios de contabilidad generalmente aceptados" pues, según su parecer, ésta es ambigua, y su alcance específico no se encuentra en la ley sino en un decreto reglamentario. La Corte no coincide con el actor pues considera que, como bien lo sostienen todos los intervinientes, esta expresión tiene un contenido técnico suficientemente preciso y determinado por la ley para calificar la conducta de estos profesionales. Así, el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, que debe integrarse al análisis de la presente disposición, señala que los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia son "el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente, sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas". Además, como bien lo indican varios intervinientes, estos principios no son un criterio vago, que puede ser interpretado de cualquier manera por quien imponga la sanción, sino que tales principios tienen un contenido técnico universal que debe ser conocido por cualquiera de estos profesionales, pues es elemento integrante de sus conocimientos profesionales. Por ello la Corte considera que no estamos en frente de un tipo en blanco cuyo alcance es establecido de manera autónoma por un reglamento administrativo, caso en el cual su constitucionalidad sería discutible, sino de una descripción que recurre a un concepto técnico determinable por cualquiera que sea experto en tales disciplinas. Lo único que hace entonces el decreto reglamentario mencionado por el actor es aumentar la seguridad jurídica al codificar los alcances de ese concepto, lo cual en manera alguna genera la inconstitucionalidad de la norma acusada. Se trata pues de una "colaboración reglamentaria", según la expresión de la jurisprudencia comparada(15), que es válida en este campo sancionador, pues la ley no se remite al reglamento para que éste elabore una regulación independiente de la ley sino que el reglamento simplemente contribuye a la precisión de ciertos conceptos legales, que ya se encuentran de por sí suficientemente determinados por la ley. (...)”

No es posible transferir la competencia del Legislador en materia contable al Presidente

La Ley número 222 de 1995 pretendió que los asuntos contables fueron desarrollados por vía reglamentaria, sin que fuera necesario que la Ley previera minuciosamente las obligaciones al respecto. Se trataba de lograr cierta deslegalización o administrativización de la normatividad. La Corte Constitucional no compartió esta estrategia. Mediante la sentencia C-290 del 16 de junio de 1997, de la cual fue ponente el doctor Jorge Arango Mejía, al declarar inexequible casi en su totalidad el artículo 44 de la mencionada Ley, sostuvo:

“(...) 3. La deslegalización.

Dentro del ordenamiento constitucional, los distintos órganos y ramas del poder público tienen delimitadas sus funciones, lo que permite su separación e independencia (art. 113).

Por tanto, cuando la Constitución asigna el conocimiento de una determinada materia a uno de los órganos estatales, no puede hacerse uso de figura alguna para trasladar esa función a otro organismo. Todo intento por mudar esa competencia entre unos y otros, es contraria al orden constitucional. Al respecto, esta corporación ha manifestado:

“... la función legislativa —salvo la expresa y excepcional posibilidad de otorgar facultades extraordinarias al Presidente de la República (art. 150, num. 10, C.P.)— no puede ser entregada por el Congreso al gobierno y menos todavía a otros organismos del Estado, así gocen de autonomía, ya que ésta únicamente es comprensible en nuestro sistema jurídico bajo el criterio de que se ejerce con arreglo a la ley.

Entonces, si el Congreso se desprende de la función que le es propia y la traspasa a otra rama del poder público, o a uno de sus órganos, viola el artículo 113 de la Constitución, que consagra, sin perjuicio de la colaboración armónica, la separación de funciones. Una norma que contravenga este principio despoja a las disposiciones legales de su estabilidad y les resta jerarquía”. (Corte Constitucional. Sentencia C-564 de 1995. Magistrado Ponente, Dr. José Gregorio Hernández Galindo).

Siguiendo estos principios, el inciso final del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución, prohibe expresamente conceder facultades extraordinarias para la expedición de códigos, leyes estatutarias, orgánicas, o para la creación de los servicios administrativos y técnicos de las cámaras.

En relación con estas materias, el legislador no puede delegar de manera transitoria su regulación a través del mecanismo de las facultades extraordinarias, ni mucho menos puede autorizar al Presidente de la República para que, en uso de la potestad reglamentaria, legisle sobre estos asuntos.

Es decir, que en estos casos, la “deslegalización” definida por Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, en su Curso de Derecho Administrativo, como el mecanismo por medio del cual, el legislador otorga a la administración la facultad de regular materias que anteriormente sólo eran reglamentas por él, en desarrollo de su potestad reglamentaria, desconoce abiertamente la Constitución, pues ella, específicamente, ha confiado al legislador la regulación de ciertos asuntos, y por ende, en relación con ellos, no puede darse ninguna clase de delegación.

Al respecto, dicen los autores ya mencionados:

“La técnica deslegalizadora plantea un grave problema en relación con las materias constitucionales reservadas a la ley. Esta reserva de una materia a la ley se infringirá, evidentemente, si pretendiere cumplirse con una ley de contenido puramente formal, operante en el ámbito abstracto del rango de la ley que justamente viene a entregar la regulación de la materia de que se trate a los reglamentos. Por ejemplo: ¿cabría una deslegalización que entregase a una orden ministerial de justicia la sustitución entera del libro II del Código Civil? Parece evidente que no, por el propio concepto de materia reservada a la ley”.

Por tanto, esta figura sólo puede ser admisible cuando no se desconozcan las competencias que por mandato constitucional se han asignado a los distintos entes estatales.

Un ejemplo de la aplicación de esta figura en nuestro derecho, lo constituye la facultad reglamentaria que la Ley 32 de 1979, reconoció a la Comisión Nacional de Valores, hoy Superintendencia de Valores, para regular aspectos del mercado público de valores, materia que por mandato constitucional, sólo puede ser regulada por el Congreso y por el Presidente de la República.

La Corte, al analizar esta ley, determinó que cuando se reconoció a la Comisión Nacional de Valores la potestad reglamentaria en esa área, no se desconoció la Constitución, pues es válido asignar facultades de esta índole a organismos diversos de aquellos que conforman el Gobierno Nacional, siempre y cuando en uso de esa atribución, no se expidan normas contrarias a las dictadas por quienes están constitucionalmente facultados para ello, ya que éstos siguen conservando la competencia que, en esas precisas materias, les asigna el ordenamiento constitucional. Es decir, se reconoció a la Comisión Nacional de Valores, una facultad reglamentaria residual y subordinada, en relación con el Congreso, y con el Presidente de la República. Dijo la Corte, en esa oportunidad:

“Para los efectos de este fallo, que busca deslindar los ámbitos de competencia del Congreso, el Gobierno Nacional y la Superintendencia de Valores en lo relativo a la regulación del mercado público de valores, cabe preguntar si el fenómeno de “deslegalización” que la implantación de este organismo genera —dado que una parte importante de las regulaciones se adoptarán no por ley ni decreto sino por medio de resoluciones administrativas—, es compatible con la previsión constitucional de la ley marco y del respectivo decreto reglamentario, como fuentes de la materia.

La Corte considera que, en principio y con arreglo a las premisas arriba sentadas, la creación de este tipo de entes no solamente no es contraria a la Constitución sino que la hace efectiva, siempre que las competencias que se les asignen no sean de las que, por mandato constitucional, correspondan a órganos estatales diferentes (Congreso y gobierno en este caso, dentro de la órbita constitucional de las leyes marco en razón de la materia tratada), pues ello comportaría una dualidad de atribuciones —inadmisible a la luz de la Carta— y una ruptura de la jerarquía normativa que de ella surge. El efecto de la ley general, desarrollada en el campo específico de la regulación por la actividad reglamentaria del Gobierno Nacional y concretada por disposiciones relacionadas de modo más directo y detallado con el mercado público de valores, lleva a una ampliación de las fuentes normativas, que no desconoce los niveles de jerarquía ni el ámbito material de cada una de las normas que integran el ordenamiento jurídico. Las resoluciones de la Superintendencia de Valores, en el caso presente, deben sujetarse a lo que disponga la ley cuadro relativa a la materia bursátil y los decretos reglamentarios respectivos.

El legislador y el gobierno, de otro lado, podrán ejercer en cualquier tiempo sus atribuciones, sin que la existencia de la función reglamentaria residual de la referida superintendencia sea óbice para ello, límite su acción, le reste alcance a sus determinaciones o signifique duplicidad o choque de órganos y funciones con los mismos asuntos. De hecho, tanto uno como otro, están en la obligación de establecer el marco normativo dentro del cual la superintendencia desarrollará sus competencias de vigilancia, regulación y promoción del mercado de valores”. (C. Const., Sent. C-397 de 1995. M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

En conclusión, y para el caso específico que es objeto de análisis, no puede una ley facultar al Gobierno Nacional, para que en uso de su potestad reglamentaria, expida, reforme o modifique códigos.

Teniendo en cuenta lo hasta aquí expuesto, se hará el estudio de cada una de las normas acusadas, para determinar si, en cada caso concreto, puede darse o no aplicación a la figura de la deslegalización. (...)”

“(...)1. Crítica del numeral 1º.

En cuanto a los principios de contabilidad generalmente aceptados, encuentra la Corte que la ley los menciona en forma general, esto es, sin entrar a definirlos en su detalle. Así, el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, se refiere a ellos en las siguientes palabras:

“De los principios de contabilidad generalmente aceptados. Se entiende por principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente, sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas”.

En estas condiciones, la reglamentación de una materia de la que el legislador sólo ha dicho que atañe al conjunto de principios que deben guiar el registro y la información contables, es imposible por sustracción de materia. Como confirmación de este aserto, el mismo numeral 1º del artículo 44 se vio en la necesidad de pasar de lo abstracto a lo concreto, al ordenar que “tales principios comprenderán, entre otros temas, el marco conceptual de la contabilidad, así como disposiciones sobre reconocimiento, estados financieros, libros, comprobantes y soportes”. Pues bien, puesto que los textos citados demuestran que en esta materia el Presidente de la República no cuenta con un desarrollo legal antecedente, específico y concreto, el ejercicio de su potestad reglamentaria es imposible. La ausencia de ley por reglamentar llevará a la Corte a declarar la correspondiente inexequibilidad por violación del numeral 11 del artículo 189 de la Constitución, disposición que establece que:

“Corresponde al Presidente de la República como jefe de Estado, jefe de gobierno y suprema autoridad administrativa (...).

11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes”.

Lo dicho explica también la inexequibilidad de la anotada parte del numeral 1º que dice que “tales principios comprenderán, entre otros temas, el marco conceptual de la contabilidad, así como disposiciones sobre reconocimiento, estados financieros, libros, comprobantes y soportes”, pues es claro que estos aspectos, considerados como principios de contabilidad, aI ser extraños a la potestad reglamentaria, no pueden ser sino de naturaleza legal. En este campo, la violación de la Constitución obedece a la violación de la cláusula general de competencia del Congreso en la elaboración de las leyes, es decir, la contenida en el artículo 150 de la Carta. (...)”

La incoherencia sistémica del fallo e incorrecto sentido, fue puesta de presente por el Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz en su salvamento de voto, en el cual se lee:

“(...) Con todo respeto, brevemente, paso a exponer las razones que fundamentan mi discrepancia respecto de la referida sentencia de la Corte Constitucional.

Salvo el caso de las denominadas “leyes-cuadro” y de las leyes penales y procesales, el legislador puede directamente gobernar el nivel de generalidad y detalle de su preceptiva. A mayor densidad de la ley, menor será la del reglamento que habrá de dictar el Presidente de la República; igualmente, a menor densidad de la ley, mayor será la extensión y el detalle del reglamento.

La sentencia asume que “no hay materia legal a reglamentar”. Se trata de una premisa equivocada. La ley demandada contiene claros referentes normativos que no trascienden del plano general, pues, el legislador no ha querido comprometerse con el detalle, lo cual es una opción legítima suya. Las normas demandadas, de otro lado, se integran a la legislación comercial que de manera minuciosa se ocupa de tales materias, como ocurre, por ejemplo, con todo lo relacionado con la revisoría fiscal y los libros y papeles del comerciante.

El Código de Comercio, como norma legal, es susceptible de ser reglamentado, si sus disposiciones así lo demandan con miras a su cabal ejecución. Esta reglamentación podrá realizarse aún si el legislador omite referirse a la potestad reglamentaria del Gobierno Nacional. Cuando el legislador se remite a esta función constitucional del gobierno —lo cual no por inusual se torna inconstitucional—, en estricto rigor no está abriendo un espacio de delegación, sino delimitando el ámbito de generalidad de la norma que dicta y reconociendo, expresamente, que el detalle y las precisiones ulteriores correrán por cuenta del reglamento. La Corte incurre en el error de considerar que, por fuera de las “leyes-cuadro”, el legislador no puede limitar su quehacer normativo al plano de la generalidad.

En mi concepto, en muchas materias, la mejor técnica legislativa puede aconsejar situar la ley dentro de las coordenadas más generales y en el momento de impulso y orientación, con el objeto de que el reglamento colonice el programa normativo. Si todavía se cree en la viabilidad de los códigos como fuentes normativas, la extraña idea de que éstos deban ser detallados y que sus disposiciones no puedan tener el carácter de “normas-marco”, contribuirá seguramente a labrar el camino de su definitiva extinción.

En el campo económico, las normas sobre estados financieros, cuando no se confían a la “auto regulación” de los operadores y de las asociaciones profesionales, se vinculan a la competencia de organismos administrativos de inspección y vigilancia —como es el caso de las superintendencias— que en virtud de la técnica normativa de la “deslegalización”, refrendada por la Corte Constitucional, rutinariamente dictan y modifican normas contables. La contradicción o inconsecuencia no pueden ser mayores: Las superintendencias —organismos subalternos del Gobierno Nacional—, pueden dictar normas contables, sujetándose desde luego a la ley y al reglamento, sin embargo lo mismo no lo puede hacer el gobierno en desarrollo de la potestad reglamentaria constitucionalmente prevista con el objeto de lograr la cabal ejecución de las leyes. No deja de sorprender que la “deslegalización” encuentre beneplácito en la Corte, y no así la apelación que el legislador hace a la potestad reglamentaria que no entraña “deslegalización” ni que la materia contable se coloque por fuera del dominio legislativo. Exigir del órgano democrático una mayor densidad normativa en punto a la contabilidad, denota desconocimiento de esta materia y, sobre todo, olvido acerca de la función política y de dirección suprema que dicho órgano está llamado modernamente a desplegar. Otra cosa es que se quiera —tal vez por razones formales— sobrecargar inútilmente al Congreso. Un mejor entendimiento de lo que es la democracia y de lo que es la contabilidad, habría sin duda conducido a una sentencia de exequibilidad. (...)”

Existe libertad para determinar qué libros de contabilidad se llevarán

En ocasiones por vía reglamentaria y en otras por vía de doctrina se ha considerado que son obligatorios los libros Diario, Mayor y Balances e Inventarios. Sin embargo, la jurisprudencia ha reiterado que existiendo obligación de tener libros de contabilidad, los libros concretos que se lleven se determinan libremente por el respectivo ente. Así, por ejemplo, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, con ponencia del doctor Daniel Manrique Guzmán, en sentencia del 19 de marzo de 1999, señaló:

“(...) Teniendo en cuenta lo anterior y que la sanción impuesta por la administración se fundamentó en el hecho de que la actora no llevaba el denominado libro diario, la Sala, de conformidad con lo previsto en el inciso 2º del artículo 169 del Código Contencioso Administrativo, consideró necesario decretar la práctica de una inspección judicial a las oficinas principales de la demandante, “con el fin de esclarecer la forma como la sociedad actora lleva su contabilidad, en especial respecto de los registros cronológicos correspondientes a los años 1993 a 1995”. (fl. 178).

En desarrollo de la diligencia, la contadora de la sociedad procedió a explicar el sistema utilizado para efectuar los registros contables y al efecto, luego de referirse al inicio del proceso contable, esto es, la recepción de documentos y soportes contables, que se registran diariamente y en orden cronológico, lo que se puede apreciar en el libro de comprobantes contables, manifestó lo siguiente:

“Con base en estos libros contables (el primero) el sistema de contabilidad genera un libro que llamamos balance y auxiliares por NIT de empresa, es decir de la Fiduciaria Cafetera S.A., en este libro podemos ver para cada una de las cuentas el saldo anterior los movimientos débitos y créditos y el saldo actual, generándose un balance y para cada uno de éstos se identifica cada una de las operaciones que se ha tenido con cada uno de los terceros. De igual manera este libro refleja día por día las operaciones que se hicieron por cada uno de los terceros reflejando también para cada uno de ellos la fecha en que se hizo la operación, el tipo de documento con que se registró, el número del documento, el NIT del tercero con quien se efectúo la operación, el concepto, el saldo anterior para ese tercero en la respectiva cuenta contable. La estructura del libro es la siguiente: Lo primero que se requiere es la cuenta contable que se afecta. Luego el tercero razón social y NIT, la fecha en que se generó el documento el tipo de documento, el número del documento, y el valor de la operación. Estos libros tienen (sic) mes a mes debidamente empastados e identificados y foliados. Vienen a continuación los libros registrados ante la Cámara de Comercio, en primera medida el libro mayor y balances registrado ante la Cámara de Comercio de Bogotá el día 29 de enero de 1992 con el número 561009 folio 13751, el cual consta de 1.000 (un mil) hojas. En este libro se reflejan los saldos de Ias cuentas mayores de manera mensualizada como lo exige la ley, mostrando el código de la cuenta señalado en la Cámara de Comercio con el código 10.000. Contablemente este libro refleja los saldos de las cuentas mayores en los cuales se escribe el código de la cuenta, el nombre, el saldo anterior, los movimientos débitos y créditos, y el nuevo saldo, operación que se realiza mensualmente en el libro registrado en la Cámara de Comercio; para los registros de los estados financieros del año 1993 se utilizaron los folios del número 20 al 32 inclusive. Luego viene el libro de inventarios y balances registrado ante la Cámara de Comercio el día 29 de enero de 1992 bajo el número 561006 folio 1351 identificado con el código 20.000, el cual consta de cien (100) hojas útiles que han sido debidamente rubricadas y pertenecen a la Fiduciaria Cafetera S.A. La utilización de este libro se hace de manera semestralizada, pues su registro se debe efectuar para cada cierre de ejercicio contable y la Fiduciaria Cafetera realiza dos (2) cierres anuales, uno en el mes de junio y el otro en el mes de diciembre, en este libro se registra para cada cierre de ejercicio los saldos de la cuentas hasta el último nivel de auxiliar de cuenta contable es decir, la subdivisiones que para cada cuenta refleja el plan único de cuentas PUC para el sector financiero”.

Del texto de la norma contenida en el literal a del artículo 654 del estatuto tributario se infiere que lo que la ley sanciona es la inexistencia o la insuficiencia de la contabilidad, cuando exista la obligación legal de llevarla, y no el hecho de que el deber se cumpla mediante la utilización de determinados u obligatorios libros, siempre y cuando que los existentes permitan verificar la realidad económica de la sociedad.

En este sentido se pronunció la Sala en la sentencia de abril 30 de 1998, expediente 8790, actor Eduardo Martínez e hijos y Cía. Ltda., en los siguientes términos que ahora se reiteran:

“... la contabilidad no es otra cosa que el registro cifrado de la situación patrimonial de un ente económico, de suerte que con él se refleje “la historia clara, completa y fidedigna de los asientos individuales y el estado general de los negocios” (C.Co., arts. 48 y ss., E.T., art. 774). El llevar la contabilidad es uno de los principales deberes que la ley le impone a algunas personas, en especial a los comerciantes. Igualmente determina la ley que la contabilidad ha de llevarse en libros, que si bien en un comienzo la propia ley se encargaba de determinarlos con precisión, en la actualidad se le da a los entes económicos obligados a llevar contabilidad libertad para establecer el número y la importancia de los mismos, a condición de que el sistema utilizado tenga valor jurídico contable y que refleje la historia completa y fidedigna de la situación económica. No sobra llamar la atención sobre el hecho de que la ley a veces confunde la obligación de llevar contabilidad con aquella relativa al diligenciamiento de los libros. No obstante, una cosa es la obligación de llevar contabilidad y otra distinta que dicha obligación se cumpla a través de la confección de los libros (C. Co., art. 19)”.

A propósito de lo anterior, la Sala también considera útil precisar lo que ha de entenderse por libro de comercio en general y por libro de contabilidad en particular. Al efecto no resulta ocioso traer a colación la definición que de libro trae el Diccionario de la Lengua Española, esto es, el “conjunto de muchas hojas de papel, vitela, etc., ordinariamente impresas, que se han cosido o encuadernado juntas con cubierta de papel, cartón, pergamino u otra piel, etc., y que forman un volumen”. Tal concepto había sido recogido por nuestra legislación, con el aditamento de que debían mantenerse “forrados y foliados”. En buena hora el anterior criterio ha sido revaluado para ser ampliado y comprender en él todos los progresos que la tecnología ha puesto al servicio de los actores u operadores de los procesos económicos (Cfr. D. 2649/93, art. 128). El citado texto, en lo pertinente y en desarrollo de lo preceptuado en el artículo 48 del Código de Comercio, estatuye:

“ART. 128.—Forma de llevar los libros. Se aceptan como procedimientos de reconocido valor técnico contable, además de los medios manuales, aquéllos que sirven para registrar las operaciones en forma mecanizada o electrónica, para los cuales se utilicen máquinas tabuladoras, registradoras, contabilizadoras, computadores o similares”.

Además, el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil contiene una imagen ampliada del concepto de libro, a propósito de la enumeración de los documentos, al indicar que son los “escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, ... y, en general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo ...”. También para actualizar la denominada “libreta” de ahorros a que se refería el artículo 123 de la Ley 45 de 1923, el artículo 1396 del Código de Comercio, en concordancia con los artículos 48 y 56 ibídem, hace referencia a “documento idóneo”, aspecto que complementa la descripción de documento dada en el Código de Procedimiento Civil.

De lo anterior se deduce, de suyo y necesariamente, que el concepto de libro de comercio en general y de libro de contabilidad en particular, ostenta un carácter bastante amplio y comprende, tanto el concepto tradicional de haz de hojas como también los citados cintas magnetofónicas, vídeo tapes, microfichas, disquetes y demás documentos que, como ya se dijo, los adelantos tecnológicos han puesto al servicio de los procesos económicos y que pueden ser autorizados por vía de reglamento (C. Co., art. 2035). Este concepto amplio de libro ha de tenerse en cuenta cuando quiera que deba calificarse el cumplimiento de la obligación legal de llevar la contabilidad.

En atención a lo anterior y de acuerdo con la inspección judicial mencionada anteriormente, observa la Sala que la manera como la sociedad lleva sus registros contables se ajusta a las normas legales vigentes contenidas en el Código de Comercio y en los artículos 773 de estatuto tributario y 125 del Decreto 2649 de 1993, y permite en cualquier momento establecer la situación fáctica y económica de la sociedad, así como determinar las bases gravables de los tributos que la misma está obligada a pagar.

En efecto, se encuentra demostrado que en el sub lite la actora cumple la exigencia legal de registrar en orden cronológico todas las operaciones, en un libro que denomina “balance y auxiliares por NIT de empresa”, que contiene las operaciones “día por día”, las cuales se reflejan en el libro mayor y balances en forma “mensualizada” y en el de inventarios y balances, de manera “semestralizada”, sistema que permite conocer la situación económica y financiera de la sociedad, por lo que carece de fundamento la sanción impuesta y en consecuencia, la Sala revocará la sentencia de primera instancia y en su lugar declarará la nulidad de los actos acusados, dándole prosperidad al recurso de apelación interpuesto por la parte demandante». (...)”

Las normas especiales no pueden desconocer las normas generales

La contabilización de impuestos diferidos vino a ser cuestionada por la Superintendencia Bancaria, para quien con ello se estaba dejando de reconocer egresos de un ejercicio y en ocasiones dejando de reconocer pérdidas. Así las cosas, la Superintendencia prohibió la contabilización de impuestos diferidos. Sin embargo, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, con ponencia del doctor Germán Ayala Mantilla, en sentencia de 26 de marzo de 1999, consideró que con ello se violaban normas superiores:

“(...) Ahora bien, se entiende que las facultades de instrucción de la Superintendencia Bancaria en materia contable quedan limitadas a los objetivos y principios previamente definidos por el legislador, de manera que no puede dicha entidad, so pretexto del ejercicio de la facultad de instrucción, desconocer el contenido y alcance de las normas legales y reglamentarias que rigen la materia contable, puesto que tal como lo precisó la Sala en sentencia de marzo 5 de 1999, expediente 8971, consejero ponente doctor Daniel Manrique Guzmán, la facultad de instrucción dirigida a los entes vigilados es "la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de tales normas y señalar los procedimientos para su cabal aplicación".

Igualmente en relación con los límites de la facultad reguladora en materia contable deben considerarse las disposiciones contenidas en el Decreto Reglamentario 2649 de 1993 "por el cual se reglamenta la contabilidad en general y se expiden los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia", tal como se infiere de lo dispuesto en su artículo 137, que reza:

"Ejercicio de las facultades reguladoras en materia de contabilidad. Salvo lo dispuesto en normas superiores, el ejercicio de facultades en virtud de las cuales otras autoridades distintas del Presidente de la República pueden dictar normas especiales para regular la contabilidad de ciertos entes, está subordinado a las disposiciones contenidas en el título primero y en el capítulo I del título segundo de este decreto".

Desde esta perspectiva procede la Sala a establecer, si la instrucción cuya nulidad se solicita, fue impartida, observando los principios enunciados en los artículos 11, 17 y 67 del Decreto 2649 de 1993, que dice el accionante vulnerados, y si sus efectos limitan de alguna forma los beneficios fiscales consagrados en los artículos 147 y 175 del estatuto tributario, normas que igualmente señala como violadas el actor, por errada interpretación.

Según el artículo 147 del estatuto tributario, las sociedades podrán compensar las pérdidas fiscales ocurridas en cualquier año o período gravable, con las rentas que obtengan dentro de los cinco años siguientes, es decir que las pérdidas fiscales pueden ser diferidas y activadas para ser amortizadas con posterioridad.

Se entiende que la amortización de las pérdidas, puede disminuir la renta líquida hasta los límites de la renta presuntiva que se calcula, según el artículo 188 del estatuto tributario, tal como quedó al ser modificado por el artículo 5º de la Ley 488 de 1998, sobre el patrimonio líquido del ejercicio gravable inmediatamente anterior al corriente, puesto que la pérdida no exonera al contribuyente del pago del impuesto correspondiente a la renta presuntiva.

El artículo 175 del mismo estatuto, autoriza a todos los contribuyentes del impuesto de renta para restar de la renta bruta determinada, dentro de los 5 años siguientes, el valor equivalente al exceso de la renta presuntiva sobre la renta líquida operacional calculada por el sistema ordinario, advirtiendo que esta deducción se aplicará sin perjuicio de la presunción mínima de rentabilidad que se debe calcular en el año en el cual se efectúe la deducción.

Quiere decir que el contribuyente puede diferir el exceso de la renta presuntiva para amortizarlo en futuras vigencias fiscales, hasta el límite de la renta presuntiva y como en el caso de las pérdidas fiscales, la posibilidad de amortizar el saldo diferido en los años subsiguientes, constituye una expectativa que depende de la rentabilidad futura.

Comoquiera que las deducciones por pérdidas fiscales y exceso de renta presuntiva, corresponden a conceptos estrictamente fiscales, que solo afectan los resultados financieros y contables de aquellas vigencias en que se haga efectivo el derecho de amortización en la declaración del impuesto sobre la renta, surgen por efectos de su aplicación, diferencias temporales fiscales y contables respecto del impuesto de renta generado en el respectivo año gravable y el efectivamente liquidado, cuyo tratamiento contable está previsto en el artículo 67 del Decreto 2649 de 1993, así:

"Activos diferidos.

(...).

Se debe contabilizar como impuesto diferido débito el efecto de las diferencias temporales que impliquen el pago de un mayor impuesto en el año corriente, calculado a tasas actuales, siempre que exista una expectativa razonable de que se generará suficiente renta gravable en los períodos en los cuales tales diferencias se revertirán.

(...).

El impuesto diferido se debe amortizar en los períodos en los cuales se reviertan las diferencias temporales que lo originaron".

Según los términos de la instrucción contenida en la circular externa objeto de acusación, se considera que en ningún caso, tratándose de las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria habrá lugar a contabilizar el impuesto de renta diferido débito, por efectos de la aplicación de las deducciones contempladas en los artículos 147 y 175 del estatuto tributario invocando para el efecto los principios de "esencia sobre la forma" y "prudencia", definidos en el Decreto 2649 de 1993, como el reconocimiento de los hechos económicos de acuerdo con su esencia y la opción de registrar la alternativa que tenga menos probabilidades de sobre estimar los activos e ingresos o de subestimar los pasivos y gastos.

Adicionalmente, argumenta la apoderada de la entidad supervisora, que la existencia de una "expectativa razonable", condición prevista en el reglamento que hace viable el impuesto diferido débito de renta, no se ha venido cumpliendo en el caso de las entidades financieras, por lo que considera ajustada a los principios expuestos la medida adoptada en la circular externa demandada.

Estima la Sala que la aplicación de los principios enunciados, no es oponible a la disposición que autoriza a contabilizar como impuesto diferido débito el efecto de las diferencias temporales, puesto que por el contrario, cuando la norma advierte que solo es posible su aplicación, cuando exista una expectativa razonable de recuperación económica, está reconociendo expresamente el principio de prudencia y tácitamente la esencia sobre la forma, pues se entiende que su aplicación no excluye la obligación enunciada en el artículo 11 del Decreto 2649 de 1993, según la cual:

"Cuando en virtud de una norma superior, los hechos económicos no pueden ser reconocidos de acuerdo con su esencia, en notas a los estados financieros se debe indicar el efecto ocasionado por el cumplimiento de aquella disposición sobre la situación financiera y los resultados del ejercicio".

Ahora bien, la definición de cuando existe o no una expectativa razonable de que se generará la suficiente renta gravable en los períodos en los cuales se revertirán las diferencias temporales, a que se refiere el artículo 67 del Decreto 2649 de 1993, se entiende corresponde en cada caso al sujeto pasivo del impuesto, tal como lo señala el demandante, puesto que en primer término, la norma está autorizando de manera general su aplicación, sin especificar criterios de razonabilidad y de otra parte, porque son los sujetos responsables del manejo de la actividad rentable, quienes de acuerdo con los recursos disponibles y proyecciones futuras, están en condiciones de demostrar las razones por las cuales consideran que existe o no una expectativa razonable de recuperación económica.

El criterio expuesto no implica un desconocimiento a las facultades de vigilancia y control que se atribuyen a la Superintendencia Bancaria, ya que como entidad receptora de los estados financieros de sus vigiladas, está en capacidad de verificar en cada caso particular, el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad contable y en caso de incumplimiento, cuenta con mecanismos idóneos para lograr su efectividad.

Así las cosas, considera la Sala que ni los principios enunciados, ni la situación que dice la apoderada de la Superintendencia Bancaria se ha venido observando respecto de las entidades financieras por efectos de la aplicación del impuesto diferido débito, en relación con las deducciones de que tratan los artículos 147 y 175 del estatuto tributario, justifican la prohibición que en relación con la aplicación del artículo 67 del Decreto 2649 de 1993, se pretende mediante la expedición de la norma acusada, respecto de las entidades vigiladas, y por el contrario, tal prohibición resulta violatoria de la norma reglamentaria en referencia, por restringir su alcance y establecer una modificación a la misma.

En conclusión, si bien el instructivo demandado, no desconoce el derecho que asiste a los contribuyentes de solicitar, cuando las condiciones de rentabilidad lo permitan, las deducciones previstas en los artículos 147 y 175 del estatuto tributario, puesto que tal reconocimiento es independiente del tratamiento contable que al impuesto diferido debe darse, si está quebrantado las disposiciones superiores que gobiernan el ejercicio de la facultad reguladora en materia contable y concretamente las contenidas en los artículos 67 y 137 del Decreto 2649 de 1993, puesto que dispone para el impuesto de renta diferido débito, un tratamiento contable distinto al previsto en el reglamento.

Obrando de conformidad, habrá de decretarse la nulidad del instructivo contenido en la Circular Externa 073 de diciembre 31 de 1997, en el texto acusado. (...)”

En materia de principios de contabilidad puede haber una “colaboración” reglamentaria

La Ley 43 de 1990 fue objeto de un amplio ataque buscando se declarara su inconstitucionalidad. Entre los argumentos se expuso que la expresión “principios de contabilidad generalmente aceptados” carecería de contenido legal. Al respecto la Corte Constitucional, con ponencia del doctor Antonio Barrera Carbonell, mediante la sentencia C-530 del 10 de mayo de 2000, consideró:

“(...) El problema planteado en relación con las normas acusadas se reduce a determinar si se puede sancionar con suspensión a un contador, por desconocer los principios de contabilidad generalmente aceptados, cuando tales principios no se han consagrado por la ley, y de ello resulta la imposibilidad de infringirlos.

Para responder este cargo la Corte se remite a la Sentencia C-597 de 1996(3) en la cual la Corte analizó el artículo 659 del estatuto tributario que alude a la posibilidad de imponer sanciones a los contadores y a las sociedades de contadores, cuando “lleven o aconsejen llevar contabilidades, elaboren estados financieros o expidan certificaciones que no reflejen la realidad económica de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados”, providencia en la cual se dijo lo siguiente:

 “La Corte no coincide con el actor pues considera que, como bien lo sostienen todos los intervinientes, esta expresión tiene un contenido técnico suficientemente preciso y determinado por la ley para calificar la conducta de estos profesionales. Así, el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, que debe integrarse al análisis de la presente disposición, señala que los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia son “el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente, sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas”. Además, como bien lo indican varios intervinientes, estos principios no son un criterio vago, que puede ser interpretado de cualquier manera por quien imponga la sanción, sino que tales principios tienen un contenido técnico universal que debe ser conocido por cualquiera de estos profesionales, pues es elemento integrante de sus conocimientos profesionales. Por ello la Corte considera que no estamos en frente de un tipo en blanco cuyo alcance es establecido de manera autónoma por un reglamento administrativo, caso en el cual su constitucionalidad sería discutible, sino de una descripción que recurre a un concepto técnico determinable por cualquiera que sea experto en tales disciplinas. Lo único que hace entonces el decreto reglamentario mencionado por el actor es aumentar la seguridad jurídica al codificar los alcances de ese concepto, lo cual en manera alguna genera la inconstitucionalidad de la norma acusada. Se trata pues de una “colaboración reglamentaria”, según la expresión de la jurisprudencia comparada(4), que es válida en este campo sancionador, pues la ley no se remite al reglamento para que éste elabore una regulación independiente de la ley sino que el reglamento simplemente contribuye a la precisión de ciertos conceptos legales, que ya se encuentran de por sí suficientemente determinados por la ley”.

Consecuente con lo anterior, la Corte declarará la exequibilidad de las disposiciones examinadas en este acápite. (...)” –Notas: (3) M.P. Alejandro Martínez. (4) Ver, por ejemplo, Tribunal Constitucional Español. Sentencia STC-77/83. Fundamentos jurídicos 2 y 3 y Sentencia STC-101/88. Fundamento jurídico 3.–

En la misma sentencia se dio un “un golpe de gracia” al Consejo Técnico de la Contaduría Pública, al afirmar:

“(...) 3.3.1. El problema que se plantea se reduce a determinar si el Consejo Técnico de la Contaduría puede complementar y actualizar las normas de auditoría de aceptación general. Es decir, no se cuestiona por el actor la posibilidad de que existan normas de auditoría de aceptación general las cuales efectivamente están contempladas en el artículo 7º de la Ley 43 de 1990, que no fue objeto de demanda, salvo su parágrafo.

3.3.2. En el punto anterior se analizó la constitucionalidad de los principios de contabilidad generalmente aceptados y se admitió su constitucionalidad, por las razones ya expuestas.

No obstante, la situación que se examina es bien diferente, y no se podría dar una solución al problema exactamente igual, pues como se dijo antes, de lo que se trata es de definir si el referido consejo tiene o no la mencionada atribución normativa.

3.3.3. A juicio de la Corte, es al legislador a quien le corresponde establecer o reconocer los principios de auditoría generalmente aceptados (C.P., art. 150), aun cuando ello no se opone a que ellos puedan ser establecidos, como lo advirtió la Corte en la Sentencia C-597 de 1996 respecto de los principios de contabilidad generalmente aceptados, a través de los usos reiterados, constantes y públicos. Dentro de dicha atribución naturalmente está la de complementarlos y actualizarlos.

Con todo, no es posible que el legislador pueda atribuir al Consejo Técnico de la Contaduría la aludida facultad normativa, la cual sí es posible que la pueda tener el Presidente de la República o el Contador General de la Nación, según lo autoriza la Constitución (arts. 189-11 y 354, inc. 2º).

3.3.4. Consecuente con lo anterior, resulta igualmente inconstitucional la expresión “así como las disposiciones emanadas de los organismos de inspección y vigilancia de la profesión”, es decir, de la Junta Central de Contadores y del Consejo Técnico de la Contaduría, porque en este supuesto también la ley le está atribuyendo a dichos organismos un poder normativo privativo del legislador.

3.3.5. Por las consideraciones anteriores, se declarará inexequible el parágrafo del artículo 7º; exequible el numeral 3º del artículo 8º, salvo la expresión mencionada en el numeral anterior, que se declara inexequible. Igualmente, se declara inexequible la expresión “y por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública”, contenida en el artículo 37-6 de la Ley 43 de 1990. (...)”

Las provisiones deben corresponder a hechos económicos

En desarrollo de sus facultades reguladoras, la Superintendencia Bancaria determinó reglas de provisión sobre los bienes recibidos en pago por parte de las instituciones financieras. La Superintendencia decidió que las provisiones constituidas sobre uno de tales bienes debían subsistir mientras se recaudaba el precio de ellos cuando fueran vendidos. Al respecto la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, con ponencia del doctor German Ayala Mantilla, en sentencia del 9 de junio de 2000, precisó:

“(...) De acuerdo son los términos de la demanda, las circulares externas 100 de noviembre 24 de 1995, 039 de junio 25 de 1999 y 045 de julio 23 de 1999, expedidas por la Superintendencia Bancaria, en cuanto a las disposiciones que ordenan a las entidades financieras constituir provisiones individuales para la protección de toda clase bienes recibidos en pago, se apartan de las normas reglamentarias contenidas en los artículos 4º, 10, 49, 52 y 137 del Decreto 2649 de 1993 y como consecuencia de ello incurre la entidad supervisora en infracción a las disposiciones contenidas en los literales a) y b) del artículo 326 del estatuto orgánico del sistema financiero, que regulan su potestad reglamentaria en materia contable.

 Los fundamentos de la acusación hacen relación a que las provisiones que se deben hacer respecto de los bienes recibidos en pago, son automáticas, esto es que se ordenan por el simple hecho de haber transcurrido un tiempo sin haberse enajenado el bien recibido en pago, o por el simple hecho de haberse recibido, sin considerar la objetividad, imparcialidad y razonabilidad; que no son justificadas cuantificables y confiables, todo lo cual conlleva a que la contabilidad no sea confiable, carezca de neutralidad objetividad y fidelidad.

 De otra parte argumenta el actor, que la posesión de un bien recibido en pago constituye un “hecho económico” y por tanto se debe reconocer inicialmente por su valor histórico, y una vez ajustado por inflación por su valor actual o de realización, pero que por la obligación de efectuar las provisiones, tales activos van a figurar en el balance no por el valor que significa reponer el activo (valor actual), ni por el valor en que se espera sea convertido (valor de realización), sino por uno que resulta arbitrariamente establecido.

 Debe precisarse en primer término que el criterio expuesto por la Sala en la sentencia de marzo 26 de 1999 que cita el actor para sustentar los cargos, según el cual “se entiende que las facultades de instrucción de la Superintendencia Bancaria en materia contable quedan limitadas a los objetivos y principios previamente definidos por el legislador”, no es por sí mismo demostrativo de las infracciones al reglamento denunciadas, pues para ello es necesario establecer en cada caso, y tomando en consideración el contenido y alcance de las normas instructivas acusadas, si ellas se adecuan o no a los principios y objetivos que según el reglamento rigen la materia objeto de la instrucción.

 El artículo 52 del Decreto 2649 de 1993, reglamentario de la contabilidad general, define expresamente el vocablo “contingencia”, como “una condición, situación o conjunto de circunstancias existentes, que implican duda respecto a una posible ganancia o pérdida por parte de un ente económico, duda que se resolverá en último término cuando uno o más eventos futuros ocurren o dejan de ocurrir” (inc. 2º); y la misma norma ordena expresamente “contabilizar provisiones para cubrir”, entre otros, contingencias de pérdidas probables, esto es, “aquellas respecto de las cuales la información disponible, considerada en su conjunto, indica que es posible que ocurran los eventos futuros” (inc. 4º).

 Señala la misma norma que dichas provisiones “deben ser justificadas, cuantificables y confiables” (inc. 1º).

 Esta última precisión se considera concordante con el artículo 17 ibídem, que trata del principio de “prudencia”, cuyo alcance ha sido precisado por la doctrina en los siguientes términos:

 “prudencia es la inclusión de un cierto grado de precaución al realizar los juicios necesarios al hacer las estimaciones requeridas bajo condiciones de incertidumbre, de tal manera que los activos o los ingresos no se sobrevaloren, y que las obligaciones a los gastos no se infravaloren. Sin embargo, el ejercicio de la prudencia no permite, por ejemplo, la creación de reservas ocultas o provisiones excesivas, la minusvaloración deliberada de activos o ingresos ni la sobrevaloración consciente de obligaciones o gastos, porque de lo contrario los estados financieros no resultarían neutrales, y, por tanto, no tendrían la cualidad de fiabilidad”. (Concepto de la Comisión para las normas internacionales de contabilidad, IASC, expuesto en el documento “marco conceptual para la preparación y presentación de estados financieros”. Régimen contable colombiano-Legis Editores pág. 78).

 Según el artículo 450 del Código de Comercio, “para determinar los resultados definitivos de las operaciones realizadas en el respectivo ejercicio será necesario que se hayan apropiado previamente, de acuerdo con las leyes y con las normas de contabilidad, las partidas necesarias para atender el deprecio, desvaloración y garantía del patrimonio social”. Y conforme el artículo 116 del DR 2649 de 1993, a través del balance general se deben revelar entre otros la naturaleza y cuantía de los “activos no operativos o puestos en venta” (num. 5º), y subsidiariamente en notas, el valor de las provisiones que correspondan a cada una de las calificaciones (Ib., arts. 42 y 121, y Superbancaria CE 39/99, num. 2.1.3).

 Conforme lo hasta aquí expuesto, para la Sala está claro que la constitución de provisiones, atendiendo al principio de prudencia y dentro de los conceptos de justificación, cuantificación y confiabilidad, constituye una exigencia legal y reglamentaria, cuando existan circunstancias que puedan llegar a efectuar la estructura financiera de un ente económico, esto es contingencias probables o incertidumbres y coeficientes de riesgo, y que tales provisiones de acuerdo con las mismas normas contables, deben presentarse en notas adicionales al reconocimiento del valor de los activos no vinculados al proceso de producción o en venta, que a su vez deben reflejarse en los estados financieros, todo ello con el fin de garantizar la fidelidad, objetividad y confiabilidad de la contabilidad.

 La materia regulada por las circulares acusadas tiene relación con la constitución de provisiones sobre toda clase de bienes recibidos en pago por parte de las entidades financieras. Si se tiene en cuenta que el objeto principal de las entidades es la captación y colocación de recursos financieros, y sólo de manera subsidiaria la compra y venta de bienes, es obvio que si por las diferentes circunstancias, se ven abocadas a recuperar la cartera vencida mediante la figura de a dación de pago, y esta modalidad desborda de manera notable las previsiones normales, surge el riesgo de que se afecten considerablemente los recursos líquidos de la entidad, riesgo que debe ser protegido mediante el mecanismo contable de las provisiones.

 Ahora bien, conforme el artículo 2034 del Código de Comercio corresponde a la Superintendencia Bancaria, en relación con las sociedades cuya inspección y vigilancia ejerce, hacer cumplir las disposiciones contenidas en el citado estatuto, y según el artículo 325, literal e) de estatuto orgánico del sistema financiero, la Superintendencia Bancaria tiene a su cargo el cumplimiento, entre otros del siguiente objetivo: “prevenir situaciones que puedan derivar en pérdida de confianza del público, protegiendo el interés general y, particularmente, el de terceros de buena fe”.

 Para la efectividad del anterior precepto, el mismo estatuto consagra en el artículo 326 numeral 3º “Funciones de control y vigilancia”, entre otras las siguientes:

 a) Instruir a las instituciones vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de tales normas y señalar procedimientos para su cabal aplicación.

 b) Fijar las reglas generales que deben seguir las instituciones vigiladas en su contabilidad, sin perjuicio de la autonomía reconocida a estas últimas para escoger y utilizar métodos accesorios, de conformidad con la ley. (Modificado L. 510/99, art. 1º).

 De acuerdo con las anteriores disposiciones, encuentra la Sala justificadas las instrucciones impartidas por la Superintendencia Bancaria a través de los actos acusados, puesto que las provisiones según la ley y el reglamento, constituyen una garantía para el cubrimiento de contingencias y corresponden a una medida que tiene relación con las funciones de prevención que a dicha entidad atribuye la ley, de manera que las reglas generales que sobre este aspecto deben atender las entidades vigiladas en virtud de los instructivos de la Superbancaria, resultan perfectamente válidas, en cuanto sean justificadas, razonables, cuantificables y confiables.

 En este aspecto, no comparte la Sala al concepto expuesto por el Ministerio Público, según el cual esas “reglas generales” a que alude la ley no se refieren a situaciones específicas, particulares o concretas relacionadas con determinadas operaciones que deben ser objeto de contabilización, sino a las formalidades y sistemas contables que deben emplear, porque la generalidad de las reglas fijadas por la entidad supervisora, no es oponible a la especificidad de los temas objeto de regulación, es decir, que en la medida en que tales reglas no desconozcan el contenido y alcance de las normas legales y reglamentarias que rigen la materia contable, pueden fijarse válidamente los procedimientos que faciliten el cumplimiento y efectividad de tales normas.

 Ahora bien, si como lo señala la apoderada de la Superbancaria, y lo demuestran los “indicadores de cartera y de bienes recibidos en pago (fl. 47), la dación en pago se ha incrementado notablemente, es lógico que la consecuencia de tal incremento se refleje en un crecimiento patrimonial representado en activos improductivos, puesto que en las condiciones de crisis económica por las que ha venido atravesando el país y como parte de ellas, de manera importante el sector financiero, existen razones válidas para considerar que las probalidades de enajenación de tales bienes, son inferiores a las que en situaciones de normalidad podrían llegar a estimarse, circunstancias de incertidumbre que están llamadas a proteger las provisiones contables.

 Se entiende entonces, que la provisión sobre los activos recibidos como dación en pago, que se ordena constituir, dentro del término legal de dos años previstos en el artículo 110, numerales 6º, literal b) y 7º del estatuto orgánico financiero, según los cuales todo bien mueble o inmueble que compre o adquiera un establecimiento de crédito debe ser vendido dentro de los dos años siguientes a la fecha de su compra o adquisición, tiene como propósito proteger el riesgo que representa la ausencia de recursos líquidos para el ente financiero, pues éstos constituyen la base de la realización de nuevas operaciones activas de crédito.

 Para la Sala, las razones expuestas resultan suficientes para desvirtuar el cargo que hace relación a la falta de justificación, objetividad y confiabilidad, de las provisiones de que tratan los instructivos acusados, puesto que según la ley y el reglamento contable, siempre que la información disponible, permita prever contingencias o pérdidas probables, deben constituirse las respectivas provisiones, luego basta que la entidad supervisora cuente con información confiable, que genere dudas sobre la posible pérdida o ganancia en la realización o enajenación de los bienes recibidos en pago, como en efecto ocurre, para que pueda válidamente hacer uso del mecanismo contable de las provisiones.

 En síntesis, el hecho de que las razones que justifican las provisiones exigidas por la entidad supervisora a las entidades vigiladas, no aparezcan expuestas en los instructivos respectivos, no quiere decir que aquellas no existan, que no sean objetivas ni confiables, pues como quedó expuesto la necesidad de constituir tales provisiones responde a criterios objetivos y consultan los principios contables de objetividad y confiabilidad.

 Ahora bien, no puede afirmarse válidamente que los encajes obligatorios, excluyan la constitución de provisiones en el evento a que se refieren los instructivos acusados, pues se trata de dos conceptos diferentes, que atienden a finalidades distintas y regulaciones específicas. Así, el encaje bancario constituye un medio de garantizar la disponibilidad de recursos diarios, mediante la disponibilidad de un porcentaje de sus exigibilidades en moneda legal que deberán mantener en sus cajas o en el Banco de la República los establecimientos de crédito. Mientras que las provisiones constituyen un mecanismo contable de protección de contingencias futuras y probables, que representan un factor de riesgo que puede llegar a afectar la estructura financiera de ente económico.

 En cuanto al porcentaje de la provisión y su aplicación sobre el valor comercial del bien al momento de la dación que señalan los instructivos acusados, no encuentra la Sala válidas las objeciones del actor, pues en primer término en este evento la provisión no atiende a la pérdida probable del bien, esto es a su desvalorización, sino que lo que se pretende es cubrir el valor que el bien representaba en la cartera de la institución, ya que una vez recibido el bien se cancela la deuda, y se suspenden los rendimientos propios de la cartera activa.

 De otra parte, el hecho de que los bienes recibidos en pago generen la obligación de constituir provisiones equivalente al 80% o al 100% del valor comercial del bien recibido en pago, según el caso, no implica por sí mismo un desconocimiento al valor por el cual deban reconocerse dichos bienes en el balance general, porque la provisión no es representativa del valor del bien, sino una estimación del riesgo que genera su enajenación tardía, en la liquidez y estabilidad económica de la entidad.

 En síntesis, no encuentra la Sala configurados los cargos que hacen relación a la constitución de las provisiones sobre los bienes recibidos en pago, y la forma en que éstas deben realizarse, según los instructivos acusados, pues no contienen tales actos regulación distinta a la ya prevista en la ley y el reglamento contable en materia de provisiones, ni se observa que por efectos de su aplicación se vulneren los principios de objetividad, neutralidad y confiabilidad de la contabilidad.

 En relación al inciso final del sub numeral 1.2 capítulo III de a Circular Externa 045 de 1999, según el cual “Las daciones en pago que se realicen a partir del 1º de julio del año 2000, no darán lugar a reversar las provisiones constituidas sobre el crédito que se cancela” y se ordena mantener tal provisión en una cuenta de balance, la Sala estima que asiste razón al actor en cuanto considera tal instructivo violatorio de las normas que limitan la facultad reguladora de la superintendencia en materia contable, y del mismo reglamento contable.

 En efecto, resulta excesivo y no razonable, pretender que se mantenga una provisión hecha para la protección del crédito, cuando éste ya no existe, sin que pueda aceptarse como justificación de tal exigencia, que se trate de trasladar y acumular la provisión aplicada sobre el crédito, como argumenta la apoderada de la superintendencia, porque de una parte tal procedimiento no es el descrito en el instructivo referenciado, ya que lo que allí se ordena es trasladar a la cuenta “provisión bienes recibidos en pago”, y mantener allí la provisión hecha sobre el crédito, hasta la realización del bien. Es decir que adicional al valor de la provisión que según el mismo instructivo se debe constituir sobre el bien, se debe mantener el remanente de la provisión sobre el crédito. Tal procedimiento desconoce el objetivo propuesto por el reglamento en esta materia, pues la provisión trasladada no estaría protegiendo una contingencia o riesgo específico, es decir carece de justificación y objetividad. Prospera el cargo. (...)”

Es válida la reglamentación de los principios de contabilidad generalmente aceptados

Con base en lo sostenido por la Corte Constitucional en la sentencia C-290 de 18 de junio de 1997, según la cual la Ley habría sido tan general que no habría manera de reglamentar lo concerniente a los principios de contabilidad generalmente aceptados, se demandaron apartes sustanciales del Decreto reglamentario número 2649 de 1993. El Consejo de Estado, en sentencia de marzo 2 de 2001 de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, de la cual fue ponente el doctor Manuel S. Urueta Ayola, se amparó en una sentencia posterior de la misma Corte y sostuvo:

“(...) La Sala comparte la posición de la Corte Constitucional, contenida en la sentencia C-530 de 10 de mayo de 2000, en el sentido de que el artículo 6º de la Ley 43 de 1990 es constitucional, por lo que el fundamento jurídico de las normas acusadas no resulta cuestionable. El cargo de violación fue estructurado por el actor sobre la idea de que los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia debían ser desarrollados por la ley, según los términos de la sentencia C-290 de 16 de junio de 1997, que declaró la inexequibilidad parcial del artículo 44 de la Ley 222 de 1995.

Sin embargo, de esos principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, definidos de manera genérica por el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, dice la Corte Constitucional que están acordes en su enunciado con la Constitución Política, razón que la Sala estima suficiente para declarar por ese concepto la no nulidad de las normas acusadas, pues dicha acusación tiene como fundamento la declaratoria de inexequibilidad parcial del artículo 44 de la Ley 222 de 1995. (...)”

A manera de conclusión

No ha sido pacífica la jurisprudencia en materia contable, ni algunos de sus pronunciamientos son coherentes con la estructura técnica de los sistemas contables.

Un fallo considera que los principios de contabilidad no son susceptibles de reglamentación, puesto que en su entender el texto de la Ley es tan general e impreciso que no hay base suficiente para una reglamentación y otros más piensan que se trata de un asunto bien definido que sí puede ser reglamentado.

Unos fallos dan prelación a las normas especiales y otros advierten que las autoridades están sujetas tanto a la Ley como a las normas reglamentarias expedidas por el Presidente.

Unos fallos distinguen entre la contabilidad tributaria y la contabilidad financiera y otros sostienen que entre una y otra hay unidad.

Unos fallos sostienen que no puede darse potestad reguladora a organismos administrativos distintos del Presidente, al paso que otros ven con buenos ojos las facultades de ciertas entidades administrativas dependientes del Presidente. 

Multiplicidad de reguladores contables

A lo largo de los años, entidades gubernamentales distintas del Congreso y del Presidente de la República, han sido facultadas para expedir normas contables, atribución que han ejercicio frecuentemente. La Constitución Política de 1991 facultó al Contador General para expedir las normas contables a que han de sujetarse las entidades públicas.

Posiblemente la primera entidad gubernamental que recibió facultades en materia contable fue la Superintendencia Bancaria, por virtud de la Ley 45 de 1923. En la actualidad, de conformidad con el artículo 37 de la Ley número 510 de 1999, le corresponde “Dictar las normas generales que deben observar las instituciones vigiladas en su contabilidad, sin perjuicio de la autonomía reconocida a estas últimas para escoger y utilizar métodos accesorios, de conformidad con la ley.”

De otro lado, según el numeral primero del artículo 86 de la Ley número 222 de 1995, la Superintendencia de Sociedades, puede “Unificar las reglas de contabilidad a que deben sujetarse las sociedades comerciales sometidas a su inspección, vigilancia y control.”

De acuerdo con Artículo 6° del Decreto 1608 de 2000:

“. Facultades de la Superintendencia de Valores respecto de los emisores de valores. Además de las atribuciones que se le confieren en otras disposiciones, para efectos de cumplir con los objetivos de que trata el artículo 4° del presente decreto, la Superintendencia de Valores tendrá sobre los emisores de valores a que se refiere dicho artículo las siguientes funciones:

1. Dictar las normas sobre preparación, presentación y publicación de los informes que se requieran para el cabal desarrollo de sus funciones.

2. Solicitar a las sociedades, a sus administradores, funcionarios o apoderados las informaciones que estime necesarias para la transparencia del mercado de valores, pudiendo ordenar su publicación a la sociedad emisora, cuando lo considere pertinente.

3. Exigir de las sociedades emisoras, cuando lo considere necesario, los estados financieros de fin de ejercicio y sus anexos antes de ser considerados por la Asamblea o por la Junta de socios, pudiendo formular observaciones a los mismos. (...)”

Conforme al artículo 3º del Decreto 2739 de 1991, el Presidente de la República puede delegar en el Superintendente de Valores la función de:

“(...) 19. Señalar los requisitos mínimos que deben cumplir las entidades y personas que participan en el mercado de valores, en lo que se refiere a la forma y contenido de sus estados financieros y demás informaciones suplementarias de carácter contable. (...)”

El artículo 4º del Decreto número 2153 de 1993 permite a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada “Desarrollar sistemas de información que permitan conocer la situación de 
los vigilados en todos sus aspectos en cualquier momento.”

De acuerdo con el artículo 7º del Decreto número 2150 de 1992, corresponde al Superintendente de Subsidio Familiar “Instruir a las entidades vigiladas sobre la forma como deben cumplir las disposiciones que regulan su actividad, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de tales normas y señalar los procedimientos para su cabal aplicación”, “Ejecutar el control administrativo financiero y contable sobre las entidades sometidas a su inspección y vigilancia”, “Solicitar a las entidades vigiladas los estados financieros, para que el Superintendente formule sus observaciones, las cuales serán de obligatoria consideración por parte de la entidad vigilada”.

Al tenor del artículo 36 de la Ley número 454 de 1998, es función de la Superintendencia de la Economía Solidaria “Fijar las reglas de contabilidad a que deben sujetarse las entidades bajo su supervisión, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones legales que regulen la materia.”.

Según el artículo 4º del Decreto número 1259 de 1994, corresponde al Superintendente Nacional de Salud “Fijar con sujeción a los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia y a las instrucciones del contador general de la Nación, cuando sea del caso, los mecanismos y procedimientos contables que deben adoptar los hospitales, las entidades de medicina prepagada, las empresas sociales del Estado, las entidades especiales de previsión social, las instituciones prestadoras de servicios de salud y las empresas promotoras de salud cuando no estén sujetas a la inspección, vigilancia y control de otra autoridad.”

A la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, según reza el artículo 79 de la Ley número 142 de 1994, corresponde “Establecer los sistemas uniformes de información y contabilidad que deben aplicar quienes presten servicios públicos, según la naturaleza del servicio y el monto de sus activos, y con sujeción siempre a los principios de contabilidad generalmente aceptados.”

En otro lugar de este documento se citan algunas de las atribuciones que en materia contable posee la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

La lista anterior no es exhaustiva. Pero sirve para demostrar la existencia de múltiples reguladores contables.

Con el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, teniendo en cuenta que el Presidente de la República es la autoridad superior de la Rama Ejecutiva, se ordenó a las entidades gubernamentales ejercer su función reguladora con sujeción al marco conceptual y a las normas técnicas generales de contabilidad. Esta fue una respuesta a la problemática, ya sentida en esa época, por la diversidad de reglas contables en el País.

En el mismo sentido se obró en la Ley número 222 de 1995, con la desafortunada circunstancia de que la Corte Constitucional declaró inexequible la respectiva disposición.

Por otra parte, tanto en el escenario de los Consejos Permanentes organizados por los Decretos reglamentarios números 2160 de 1986 y 2649 de 1993, como en el seno del Consejo Técnico de la Contaduría Pública creado por la Ley número 43 de 1990, se ha intentado reunir representantes de las distintas entidades gubernamentales, en busca de la gestación de posiciones únicas o, al menos, coherentes en materia contable.

Sin embargo, esos esfuerzos han tenido poco éxito. Por lo general las entidades prefieren actuar en forma independiente y sus representantes, a la luz de los hechos, no han sabido actuar como tales, puesto que en varias ocasiones han adoptado decisiones que no guardan armonía con las expresiones de los respectivos Despachos
.

Sometida la contabilidad al Derecho, no ha habido más avance que el que han dispensado las normas legales. Es verdad que desde 1986 hasta hoy este proceso ha sido más dinámico y en ocasiones ha despertado esperanza. Pero en el camino se han tenido que padecer múltiples males.

Así, la información contable emitida por los entes contables en el País no es comparable, debido a que con frecuencia se introducen tratamientos distintos para transacciones similares.

Por otra parte, las entidades gubernamentales, en más de una ocasión, se han apartado de los mejores cánones técnicos, privilegiando objetivos no contables. Es muy frecuente utilizar la contabilidad para introducir regulaciones prudenciales, facilitar el ejercicio de la supervisión estatal o provocar efectos en materia tributaria.

En algunos casos más que en otros, las entidades gubernamentales han sido muy activas en la expedición de reglas dentro de un mismo período y con efecto inmediato. También se han proferido varias normas con efectos retroactivos.

Ya no es sorprendente que las autoridades gubernamentales tramiten normas legales para obtener facultades o imponer reglas que en el ordenamiento precedente fueron declaradas como ilícitas por los jueces.

Las autoridades gubernamentales no han tenido en cuenta el concepto de costo – beneficio (no se conoce ningún estudio en este sentido). Han propendido por muy bajos niveles de materialidad. Han sometido el registro y las revelaciones contables a muy abundantes y rígidas reglas, especialmente a través de los planes únicos de cuentas. Han detenido la incorporación de adelantos tecnológicos cuando éstos sobrepasan las habilidades del ente gubernamental. Han privilegiado la forma sobre la esencia, fomentado un entendimiento legal de los asuntos contables, muchas veces pegadas de la letra de disposiciones que se aplican fuera de contexto. Han hecho uso reiterado e indebido del principio de prudencia
. Y, concretamente en el caso de la Dian, han sometido la contabilidad financiera a criterios y reglas fiscales.

Y, como ya se dijo en otra parte, no han sabido obrar prontamente ante los múltiples cambios que los estándares internacionales han venido experimentando en la última década.

Comentarios sobre la contabilidad en los Estados Unidos de América

Razón de ser de estos comentarios

Es conveniente hacer una referencia a la contabilidad en los Estados Unidos de América por las siguientes razones:

1. La contabilidad de los Estados Unidos de América es reconocida como una de las más desarrolladas en el planeta.

2. Estados Unidos de América considera que sus normas contables permiten obtener información de mejor calidad de la que se obtendría de aplicar normas internacionales de contabilidad.

3. Muchas empresas cotizan sus valores en las Bolsas de los Estados Unidos de América, dentro de las cuales se destaca la Bolsa de Nueva York. Poco a poco las empresas colombianas se están acercando a tales bolsas, para transar en ellas bonos y, en menor cuantía, acciones. Esta presencia en los mercados estadounidenses obliga a las empresas colombianas a utilizar USGAAP o a conciliar las cifras obtenidas conforme a la reglamentación colombiana con la que se habría obtenido de utilizar USGAAP.

4. Existe una estrecha relación comercial entre Colombia y Estados Unidos de América

5. La inversión extranjera en Colombia proveniente de los Estados Unidos de América es importante para el país
. Esta inversión recae en muchas ocasiones en sociedades colombianas que son controladas por compañías estadounidenses, razón por la cual esas empresas colombianas consolidan sus cuentas con sus matrices en términos de USGAAP. 

Ahora bien: aunque Colombia y Estados Unidos de América participen de la cultura occidental y aunque nuestro País tenga tan fuertes conexiones con los Estados Unidos, las diferencias culturales, políticas, jurídicas y económicas son grandes en número e importantes. No es este el escenario para hacer aquí una explicación detallada de esas diferencias, pero debe advertirse que ellas deben ser tenidas en cuenta a la hora de intentar una reflexión sobre las normas del País del Norte y sobre la posibilidad de que ellas sean aplicadas en Colombia.

Reglamentación de la contabilidad en los Estados Unidos de América

Se tiene la creencia de que en los Estados Unidos de América las normas de contabilidad son una manifestación meramente privada, sin intervención alguna del Estado. Esta creencia no es del todo cierta.

La autoridad principal en materia contable en los Estados Unidos de América es el Congreso. Luego se encuentra la Securities and Exchange Comisión (sec) y finalmente el Financial Accounting Standards Board (fasb).

Al respecto, Horngren y otros
 manifiestan:

“(...) Reconsidere la estructura de tres niveles anterior. Observe que el Congreso puede invalidar tanto a la sec como al fasb, y la sec puede invalidar al fasb. Tal invalidación de la fasb ocurre en raras ocasiones, pero las sociedades ejercen sobre los tres niveles si consideran que una declaratoria pendiente está «mal». Por consiguiente, la determinación de los principios contables es un proceso complejo que involucra fuertes interacciones entre las partes afectadas: los reguladores públicos ( el Congreso y la sec), los reguladores privados (fasb), las compañías, la profesión de contaduría pública, los representantes de los inversionistas y otros grupos interesados. (...)”.

Por su parte, Solomon y otros
 señalan:

“(...) El Congreso norteamericano promulgó varias leyes relativas a la preparación de estados financieros para las sociedades anónimas abiertas, por virtud de la creencia generalizada, en la década de 1930 – 1939, de que el gobierno debería cumplir una función creciente en la regulación de las empresas. Se dio a la Securities and Exchange Comisión (sec) a la que coloquialmente se denomina el «perro guardián del Congreso», el poder de vigilar la observancia de estas leyes y el de prescribir principios contables y prácticas de preparación de informes para las compañías que emiten valores negociados públicamente. La sec tiene la autoridad necesaria para tomar la decisión final en cuanto a los principios contables generalmente aceptados en los eua, pero gran parte la ha delegado informalmente a otros organismos elaboradores de normas de contabilidad. La sec principalmente ha cumplido una función de asesoría para la elaboración de estándares contables recién propuestos, y ha mostrado actividad particular en promover la revelación de información adicional a los usuarios de estados financieros. (...)”.

Spiller y Gosman
 explican el comportamiento de la sec respecto de fasb así:

“(...) En el Boletín Núm. 4 de la Serie Contable, emitido en 1938, y reafirmado en el Boletín Núm. 150 de 1973, la sec declaró formalmente que los principios de contabilidad que fundamentan los estados financieros deben estar apoyados sustancialmente en autoridad. Aunque la sec posee poder estatutario para regular los procedimientos contables, tradicionalmente ha recurrido a la profesión contable para el suministro de este apoyo de autoridad. Históricamente, los principios promulgados por la sec reflejan los que existen y han sido expuestos por la profesión contable o han sido formulados mediante una estrecha cooperación con los grupos normativos del sector privado. Sin embargo, el impacto de la sec es de gran magnitud debido a la autoridad que ha adquirido, y sus pronunciamientos no son tomados «a la ligera» (...)”.

Consecuentemente, Anthony y Reece
 señalaron:

“(...) Las empresas no están legalmente obligadas a adherir a los principios contables generalmente aceptados (gaap) establecidos por la Fasb. En la práctica, sin embargo, actúan fuertes presiones para que así suceda. Esto se debe a que los estados contables de la mayoría de las empresas de cierta magnitud tienen auditores que son miembros de la Aicpa. Si bien la Aicpa no requiere que sus miembros presionen a las empresas para que adhieran a las normas de la Fasb, sí exige que si el Contador Público encuentra que la empresa ha empleado un principio diferente, esa diferencia sea llevada a la atención pública. Y como las empresas suelen abstenerse de contravenir las normas de la Fasb –aún cuando consideren firmemente que el principio de la Fasb no contempla su situación particular– casi siempre aceptan sus pronunciamientos.

Otro tipo de presión enderezado a adherir a los principios contables generalmente aceptados (gaap) proviene de la Comisión de Valores y Cambios de los Estados Unidos (sec), organismo creado para proteger los intereses de los inversores que ejerce jurisdicción sobre casi todas las empresas cuyos valores se cotizan en el comercio interestatal. La Comisión exige que las empresas le presenten estados contables y que los mismos estén confeccionados de acuerdo con los gaap. En su Regulation S-X y en sus Accounting Series Releases, la sec expone los principios aceptables con más detalle que lo hecho por la fasb, pero en general coinciden con los de ésta. (...)”

Diferentes etapas en el establecimiento de normas contables

El establecimiento de normas contables por parte del sector privado en los Estados Unidos de América ha pasado por varias etapas. Bernstein
 nos cuenta:

“(...) El papel de la profesión contable. No es difícil averiguar las razones por las que la profesión contable asumió desde el principio el liderato en la elaboración de principios contables. Una de las más importantes y exclusivas funciones de la profesión consiste en atestiguar que los estados financieros están razonablemente presentados. Sin embargo, la expresión razonabilidad de presentación exige un marco de referencia con respecto al cual se pueda juzgar. Se supone que los principios de contabilidad generalmente aceptados (pcga) proporcionan un marco de referencia, y que la profesión contable tiene tanto la independencia como la capacidad técnica necesarias para desarrollarlos. Al elaborar los pcga, la profesión no sólo llevó a cabo un servicio público esencial, sino que además satisfizo sus propios intereses vitales.

El primer esfuerzo de la profesión se plasmó en un informe, «Memorando on Balance Sheet Audits», preparado por el American Institute of Certified Public Accountants (aicpa) a solicitud de la Federal Trade Comisión. Se publicó en 1917 en el Federal Reserve Bulletin con el título «Uniform Accounting». El aicpa elaboró una revisión de este compendio de métodos aprobados para la preparación de informes financieros, que fue publicada en 1929 por el Federal Reserve Board con el título «Verification of Financial Statement».

Los vientos de cambio social y económico que soplaron con furia a partir del colapso financiero de 1929 ejercieron una influencia decisiva en el ritmo del cambio contable. Si bien ninguna fuente bien informada culpó de la debacle económica a las deficiencias de la contabilidad y la inadecuación de la información, se reconoció de modo general que debían haberse introducido mucho tiempo antes mejoras en los principios y en las revelaciones contables. La profesión encontró un decidido apoyo a favor del cambio en la nyse, cuya reputación había quedado empañada por el desastre que comenzó en 1929. Impulsada por fuertes y renovados incentivos para elevar la responsabilidad financiera de las compañías cotizadas a niveles más altos, la nyse cooperó con un comité del aicpa en la elaboración de las normas. El resultado de dos años de colaboración entre el comité del aicpa y el Committee on Stock List de la nyse se publicó en 1934. Incorporaba una serie de principios básicos de contabilidad que debían cumplir las compañías cotizadas: clarificación de las limitaciones de los estados financieros y acuerdo con respecto a la redacción del informe de auditoría. Fue el primer caso conocido de utilización de la expresión «principios de contabilidad aceptados» (que más tarde se convirtió en «principios de contabilidad generalmente aceptados»).

Con la creación de un departamento de investigación, el aicpa puso en 1938 manos a la obra en el esfuerzo de elaboración de principios de contabilidad de forma permanente. Con este fin creó un Committee on Accounting Procedure, cuyo propósito era reducir las áreas de diferencia en contabilidad y limitar las opciones disponibles en el campo de los principios contables.

El Committee on Accounting Procedure pretendía al principio elaborar un pronunciamiento general sobre principios contables, pero abandonó ese propósito a favor de otro más asequible: ocuparse de áreas concretas de controversia y dificultad. Mientras estuvo vigente, el comité consideró gran cantidad de problemas contables e hizo públicos sus pronunciamientos en 51 Accounting Research Bulletin (arb). Emitidos con la aprobación de al menos dos terceras partes de los miembros del comité, la autoridad de los arb, salvo en los casos en que se había solicitado y garantizado la adopción formal por los miembros del instituto, dependía de la aceptación general de los dictámenes alcanzados.

En 1959 las críticas, que llegan tanto de afuera como de la propia profesión contable, llevaron a la sustitución del Committee on Accounting Procedure por el Accounting Principles Board (apb). Este organismo, investido de mayor autoridad y respaldado por más personal de investigación, se encargó de reducir las áreas de diferencia en los principios contables y de promover la expresión escrita de los principios de contabilidad generalmente aceptados. El apb, que fue sustituido por el Financial Accounting Standards Board (fasb) en 1973, emitió 31 Opinions; algunas de ellas mejoraron la teoría y la práctica en áreas significativas (como la de la contabilidad de pensiones); otras mejoraron la teoría pero tuvieron un impacto práctico inadecuado (como ocurrió en el área del arrendamiento financiero); otras, por último, confundieron el terreno de la teoría y el de la práctica (como en el caso del beneficio por acción).

Es evidente que en muchos casos el apb trató de cambiar un principio adoptado por el comité precedente, no porque la teoría en que se basaba presentara deficiencias, sino porque había pasado por alto o se había utilizado mal en la práctica. Sin embargo, la adopción de una nueva teoría no remediaba la deficiencia original, que radicaba en la inobservancia voluntaria de la norma antigua por miembros de la profesión. Tampoco garantizaba, por otra parte, la observancia de la nueva teoría que sustituyó a la anterior. El meollo de la cuestión, sobre todo por lo que se refiere al usuario de datos financieros, es, en resumen, que no sólo debe conocer la teoría en que se basan los principios de contabilidad promulgados por la profesión contable, sino que además debe saber:

1. En qué medida se observa en la práctica tanto el espíritu como la letra de esos principios.

2. Qué grado de libertad permiten los principios, de acuerdo con su propia naturaleza, en su aplicación.

En general, a la hora de determinar las normas de contabilidad aplicables a una situación dada, el auditor empezará por los pronunciamientos oficiales del fasb, que incorporan también pronunciamientos todavía en vigor de los comités anteriores, las Interpretaciones del fasb, fuentes especializadas como las aicpa Industry Guides y la aicpa Interpretation, y, sin son aplicables, pronunciamientos oficiales de la sec, como la normativa de este organismo sobre revelaciones de los estados financieros, los Accounting Series Releases (ars), codificados como Financial Reporting Releases (frr), los Staff Accounting Bulletins (sap) o reglamentos administrativos.

En ausencia de un pronunciamiento autorizado de primera categoría, el auditor recurrirá a los libros y artículos de autores eminentes y conocidos. Tal vez revisará asimismo estados financieros publicados tratando de encontrar autoridad y precedentes para diversos principios.

Aparentemente, de acuerdo con las directivas del aicpa, que exigen revelar las desviaciones con respecto a los pronunciamientos del fasb y comités anteriores, el auditor tendrá que seguir, a todos los efectos prácticos, los principios contables establecidos o adoptados por el fasb. El uso de principios alternativos que también gocen de respaldo autorizado desplazará el peso de la defensa de los mismos hacia el auditor.

Sin embargo, no es en absoluto fácil identificar las desviaciones con respecto a los principios promulgados. Los criterios de muchos pronunciamientos y opiniones son a menudo tan vagos y amplios, y están hasta tal punto sujetos a interpretación, que en el momento actual sería difícil identificar de manera inequívoca desviaciones claras con respecto a tales pronunciamientos. En consecuencia, el efecto práctico de la obligación de revelar desviaciones con respecto a las opiniones profesionales es más aparente que real. (...)”.

USGAAP es más que FAS

Como consecuencia de su historia y debido a la diversidad de protagonistas, la expresión Principios contables generalmente aceptados tiene en los Estados Unidos de América un contenido superior al conjunto que conforman los Fas emitidos por Fasb.

Así, la Guía Miller de Pcga explica
:

“(...) Sobre la jerarquía de los PCGA
El significado de la expresión principios contables generalmente aceptados (PCGA) ha variado a lo largo del tiempo. Originalmente, se refería a las políticas y procedimientos contables que se usaban más ampliamente en la práctica. Conforme los organismos estipuladores de normas y las organizaciones profesionales se fueron involucrando cada vez más en el registro de prácticas y fueron recomendando prácticas preferentes, la expresión pasó a referirse en particular a los pronunciamientos que emitía cada organismo contable, como el Comité de Procedimientos Contables y la Junta de Principios Contables, ambos del AICPA, y, más recientemente, FASB. Hoy, existen muchas series de literatura de referencia, algunas de las cuales siguen en vigor pero ya no se publican, como las Opiniones de la APB y los Boletines de Investigación sobre Contabilidad del AICPA. Otros, como las Declaraciones e Interpretaciones de FASB, las siguen editando organizaciones contables.

Para organizar mejor y dejar bien claro qué significan los PCGA, SAS (Statement on Auditing Standards, Declaración de Normas de Auditoría) Nº 69 (el significado de «presentación de total conformidad con los principios contables generalmente aceptados», en el informe del auditor independiente) estableció lo que se suele denominar la jerarquía de los PCGA. El propósito de la jerarquía es instruir a los técnicos preparadores de estados financieros, auditores y usuarios de los estados financieros en lo referente a la prioridad relativa de las diversas fuentes de PCGA que utilizan los auditores para juzgar la imparcialidad en la presentación de los estados financieros. Aunque la jerarquía de los PCGA aparece en la literatura profesional sobre auditoría, su importancia va más allá de los auditores: los preparadores, los usuarios y demás personas interesadas en los estados financieros deben comprender las fuentes de los PCGA que subyacen bajo dichos estados.

SAS 69 define la jerarquía de los PCGA delimitando cuatro categorías de principios contables establecidos. Dado que estas fuentes de principios contables han ido surgiendo a lo largo de cinco décadas y los promulgaron distintos grupos, es posible que existan conflictos entre ellos. Las cuatro categorías de PCGA tal y como establece SAS 69 corresponden a la autoridad relativa de dichos principios. Las fuentes de principios contables de las categorías más altas tienen más peso y son las que se deben seguir cuando surjan conflictos. Cuando dos o más fuentes de PCGA dentro de un nivel dado de la jerarquía no están de acuerdo sobre la contabilidad de un tipo concreto de transacción, se seguirá el enfoque que se ajuste mejor a la esencia de dicha transacción. 

Además de los cuatro niveles de principios contables establecidos, la jerarquía de los PCGA reconoce otros tipos de literatura contable que puede servir para resolver problemas con los informes financieros, cuando tales cuestiones no estén cubiertas en las fuentes establecidas de los PCGA.

El siguiente gráfico muestra los cuatro niveles de jerarquía de los PCGA en cuanto a los principios establecidos que se apoyan en la literatura contable de referencia, así como las fuentes adicionales de los PCGA. La Guía Miller de PCGA se basa en la categoría A, que es el más alto nivel de principios contables establecidos.

Jerarquía de principios contables

 Nivel A

FAS (Normas de Contabilidad Financiera de FASB).





FIN (Interpretaciones de FASB).





APB (Opiniones de la junta de Principios Contables).





ARB (Boletines de Investigación sobre Contabilidad).

Nivel B

FTB (Boletines Técnicos de FASB).





Guías de Auditoría y Contabilidad Industrial del AICPA.





SOF (Declaraciones de Postura del AICPA).

Nivel C

Posturas de Consenso del EITF (DECE, Destacamento Especial de Cuestiones





Emergentes).





PB (Boletines Prácticos del AcSEC del AICPA).

Nivel D

AIN (Interpretaciones Contables del AICPA).





FIG (Guías de Implementación de FASB).





Prácticas de las industrias ampliamente reconocidas y que prevalecen.

 Resto de literatura contable





CON (Declaraciones de Concepto de FASB).





Declaraciones de la Junta de Principios Contables.





Publicaciones sobre Cuestiones del AICPA.





Declaraciones del Comité Internacional de Normas Contables.





Declaraciones, Interpretaciones y Boletines Técnicos del GASB.





Pronunciamientos de las demás asociaciones profesionales y organismos normativos.





Ayudas para la Práctica Técnica del AICPA.





Libros de textos, manuales y artículos sobre contabilidad. (...)”

La organización del Fasb

Sobre la organización del Fasb, Kieso y Weygandt
 recuerdan:

“(...) El apb fue asediado durante sus 13 años de existencia. Muy pronto se le atacó, acusándole de falta de productividad y de no haber actuado con prontitud para corregir supuestos abusos en materia de contabilidad. Más adelante abordó muchos problemas contables difíciles, sólo para encontrarse con una gran oposición por parte de la industria y con la ocasional interferencia del gobierno. En 1971 los líderes de la profesión contable, ansiosos por evitar la creación de reglamentos por parte del gobierno, respondieron nombrando un Grupo de Estudio sobre el Establecimiento de Principios de Contabilidad (conocido generalmente como Comité Wheat), encargado de “examinar la organización y el funcionamiento del Consejo de Principios de Contabilidad y determinar qué cambios son necesarios para lograr mejores resultados con mayor rapidez”. Las recomendaciones del Grupo de Estudio fueron presentadas al Consejo del aicpa en la primavera de 1972, adoptadas en su totalidad y puestas en práctica a principios de 1973. Como resultado de las recomendaciones del Comité Wheat, desapareció el apb y se creó el Consejo de Normas de la Contabilidad Financiera (Financial Accounting Standards Board. fasb). La creación de este consejo privado e independiente, sin precedentes, tuvo respaldo general. Las expectativas de éxito y el apoyo del nuevo fasb se basaron en varias diferencias significativas que existían entre este organismo y predecesor el apb:

1. Menor número de miembros. El fasb consta de siete miembros, en lugar del número relativamente grande de 18 con que contaba el apb.

2. Membresía del tiempo completo y remunerada. Los miembros del fasb, bien pagados, laboran por tiempo completo y son nombrados por períodos renovables de cinco años, mientras que a los miembros del apb no se les pagaba y laboraban medias jornadas.

3. Mayor autonomía. El apb era un comité principal del aicpa, mientras que el fasb no es un organismo que dependa de una sola organización profesional. Es nombrado por la Fundación para la Contabilidad Financiera y sólo responde ante ella.

4. Mayor independencia. Los miembros del apb conservaban sus puestos en las respectivas firmas, compañías e instituciones, mientras que los miembros del fasb deben terminar todas esas relaciones.
5. Representación más amplia. Se exigía que todos los miembros del apb fueran contadores públicos y miembros del aicpa, mientras que únicamente cuatro de siete miembros del fasb deben ser cps (este requisito está suprimido en la actualidad). (...)”.
Presentación oficial del Fasb

Misión

Sobre la misión del Fasb, en http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/facts/fasfact1.html se lee
:

Since 1973, the Financial Accounting Standards Board has been the designated organization in the private sector for establishing standards of financial accounting and reporting. Those standards govern the preparation of financial reports. They are officially recognized as authoritative by the Securities and Exchange Commission (Financial Reporting Release No. 1, Section 101) and the American Institute of Certified Public Accountants (Rule 203, Rules of Conduct, as amended May 1973 and May 1979).

The SEC has statutory authority to establish financial accounting and reporting standards for publicly held companies under the Securities Exchange Act of 1934. Throughout its history, however, the Commission's policy has been to rely on the private sector for this function to the extent that the private sector demonstrates ability to fulfill the responsibility in the public interest. 

The Mission of the Financial Accounting Standards Board

The mission of the Financial Accounting Standards Board is to establish and improve standards of financial accounting and reporting for the guidance and education of the public, including issuers, auditors, and users of financial information. 

Accounting standards are essential to the efficient functioning of the economy because decisions about the allocation of resources rely heavily on credible, concise, and understandable financial information. Financial information about the operations and financial position of individual entities also is used by the public in making various other kinds of decisions. 

To accomplish its mission, the FASB acts to:

1. Improve the usefulness of financial reporting by focusing on the primary characteristics of relevance and reliability and on the qualities of comparability and consistency; 

2. Keep standards current to reflect changes in methods of doing business and changes in the economic environment; 

3. Consider promptly any significant areas of deficiency in financial reporting that might be improved through the standard-setting process; 

4. Promote the international comparability of accounting standards concurrent with improving the quality of financial reporting; and 

5. Improve the common understanding of the nature and purposes of information contained in financial reports.

The FASB develops broad accounting concepts as well as standards for financial reporting. It also provides guidance on implementation of standards. 

Concepts are useful in guiding the Board in establishing standards and in providing a frame of reference, or conceptual framework, for resolving accounting issues. The framework will help to establish reasonable bounds for judgment in preparing financial information and to increase understanding of, and confidence in, financial information on the part of users of financial reports. It also will help the public to understand the nature and limitations of information supplied by financial reporting. 

The Board's work on both concepts and standards is based on research aimed at gaining new insights and ideas. Research is conducted by the FASB staff and others, including foreign national and international accounting standard-setting bodies. The Board's activities are open to public participation and observation under the "due process" mandated by formal Rules of Procedure. The FASB actively solicits the views of its various constituencies on accounting issues. 

The Board follows certain precepts in the conduct of its activities. They are:

· To be objective in its decision making and to ensure, insofar as possible, the neutrality of information resulting from its standards. To be neutral, information must report economic activity as faithfully as possible without coloring the image it communicates for the purpose of influencing behavior in any particular direction. 

· To weigh carefully the views of its constituents in developing concepts and standards. The ultimate determinant of concepts and standards, however, must be the Board's judgment, based on research, public input, and careful deliberation, about the usefulness of the resulting information. 

· To promulgate standards only when the expected benefits exceed the perceived costs. While reliable quantitative cost-benefit calculations are seldom possible, the Board strives to determine that a proposed standard will fill a significant need and that the costs it imposes, compared with possible alternatives, are justified in relation to the overall benefits. 

· To bring about needed changes in ways that minimize disruption to the continuity of reporting practice. Reasonable effective dates and transition provisions are established when new standards are introduced. The Board considers it desirable that change be evolutionary to the extent that can be accommodated by the need for relevance, reliability, comparability, and consistency. 

· To review the effects of past decisions and interpret, amend, or replace standards in a timely fashion when such action is indicated. 

The FASB is committed to following an open, orderly process for standard setting that precludes placing any particular interest above the interests of the many who rely on financial information. The Board believes that this broad public interest is best served by developing neutral standards that result in accounting for similar transactions and circumstances similarly and for different transactions and circumstances differently.”

Independencia

Con relación a la independencia del fasb, puede leerse en la página electrónica http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/facts/fasfact2.html lo siguiente
:

“An Independent Structure 



Financial Accounting Standards Board 

The FASB is part of a structure that is independent of all other business and professional organizations. Before the present structure was created, financial accounting and reporting standards were established first by the Committee on Accounting Procedure of the American Institute of CPAs (1936-59) and then by the Accounting Principles Board, also an arm of the AICPA (1959-73). Pronouncements of those predecessor bodies remain in force unless amended or superseded by the FASB.

Financial Accounting Foundation 

The Financial Accounting Foundation, which is incorporated to operate exclusively for charitable, educational, scientific, and literary purposes within the meaning of Section 501(c)(3) of the Internal Revenue Code, is responsible for selecting the members of the FASB and its Advisory Council, funding their activities, and for exercising general oversight (except with regard to the FASB's resolution of technical issues).

In 1984, the Foundation established a Governmental Accounting Standards Board to set standards of financial accounting and reporting for state and local governmental units. As with the FASB, the Foundation is responsible for selecting its members and exercising general oversight.

The Foundation also receives contributions and approves the FASB budget. More than half the funds contributed are from the public accounting profession, with the remainder coming from industry and the financial community.

The Foundation is separate from all other organizations. However, its Board of Trustees is made up of nominees from sponsoring organizations whose members have special knowledge of, and interest in, financial reporting. There are also at large Trustees not nominated by those organizations. The sponsoring organizations are:

American Accounting Association 

American Institute of Certified Public Accountants 

Association for Investment Management and Research 

Financial Executives Institute 

Government Finance Officers Association 

Institute of Management Accountants 

National Association of State Auditors, Comptrollers and Treasurers 

Securities Industry Association 

Members of the Board of Trustees
Financial Accounting Standards Advisory Council 

The Financial Accounting Standards Advisory Council (the Council) is responsible for advising the Financial Accounting Standards Board (the FASB) on issues related to projects on the FASB's agenda, possible new agenda items, project priorities, procedural matters that may require the attention of the FASB, and other matters as requested by the chairman of the FASB. At present, the Council has more than 30 members who are broadly representative of preparers, auditors, and users of financial information. Robert C. Butler, former senior vice president and chief financial officer of International Paper Company, is chairman of the Council.”

Estructura interna y asociados

Sobre los miembros del Consejo, su planta de apoyo y los asociados, se dice en la página electrónica
 http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/facts/fasfact5.html lo siguiente:

“The Board Members 


The seven members of the Financial Accounting Standards Board serve full time and are required to sever all connections with the firms or institutions they served prior to joining the Board. They have diverse backgrounds, but they must possess "knowledge of accounting, finance, and business, and a concern for the public interest in matters of financial accounting and reporting." 

Board members are appointed for five-year terms and are eligible for reappointment to one additional five-year term. The Board Members as of January 1, 2000: 


Edmund L. Jenkins, Chairman 2002 

Anthony T. Cope 2003 

G. Michael Crooch 2005 

John M. Foster 2003 

Gaylen N. Larson 2001 

Gerhard G. Mueller 2001 

Edward W. Trott 2004 



The Staff 

The Board is assisted by a staff of approximately 40 professionals drawn from public accounting, industry, academe, and government, plus support personnel. The staff works directly with the Board and task forces, conducts research, participates in public hearings, analyzes oral and written comments received from the public, and prepares recommendations and drafts of documents for consideration by the Board. 

Carmen L. Bailey, Assistant Director of Research and Technical Activities 

James J. Leisenring, Director of International Activities 

Timothy S. Lucas, Director of Research and Technical Activities 



FASB Fellowship Program 

FASB Fellows are an integral part of the research and technical activities staff. The Fellowship program gives the Board the benefit of current experience in industry, academe, and public accounting and gives the Fellows first-hand experience in the accounting standard-setting process. Fellows take a leave of absence from their firms or universities and serve as project managers or consultants on a variety of projects.”

Debido proceso en Fasb

En una parte anterior de este documento se incluyó información sobre el debido proceso que sigue Iasb para la elaboración de las normas internacionales de contabilidad. La cuestión de observar un debido proceso en desarrollo de la función normativa es fundamental para asegurar que los respectivos pronunciamientos gocen de autoridad.

También Fasb tiene establecido un debido proceso, que, como podrá observarse a continuación, sigue el modelo que es comúnmente utilizado por diversas agencias federales en los Estados Unidos de América. En http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/facts/fasfact4.html 
 se lee:

“An Open Decision-Making Process 


Actions of the Financial Accounting Standards Board have an impact on many organizations within the Board's large and diverse constituency. It is essential that the Board's decision-making process be evenhanded. Accordingly, its Rules of Procedure require the FASB to follow an extensive "due process" that is open to public observation and participation. This process was modeled on the Federal Administrative Procedure Act and in several respects is more demanding.

In addition to broad issues of financial accounting and reporting, the Board considers certain issues related to implementation of existing standards and other problems arising in practice. Though rigorous, the "due process" required to be followed on such projects is not as extensive as that for projects dealing with major issues.

MAJOR PROJECTS
For each major project on its technical agenda, the Board appoints an advisory task force of outside experts, studies existing literature on the subject and conducts or commissions such additional research as may be necessary, publishes a discussion document setting forth the issues and possible solutions as the basis for public comment, conducts a public hearing, and gives broad distribution to an Exposure Draft of the proposed Statement for public comment.

Significant steps in the process are announced publicly. The Board's meetings are open to public observation and a public record is maintained.

The Task Force 
Soon after a major project is placed on the Board's technical agenda, a task force of approximately 15 persons is appointed, including preparers, auditors, and users of financial information who are knowledgeable about the subject matter. Experts from other disciplines also may be appointed. Care is taken to ensure that various points of view on the issues involved are represented on the task force.

The task force meets with and advises the Board and staff on the definition and scope of the project, the nature and extent of any additional research that may be needed, and the preparation of a discussion document and related material as a basis for public comment. Task force meetings are open to public observers.

Task forces play an important role in the standard-setting process by providing expertise, a diversity of viewpoints, and a mechanism for communication with those who may be affected by proposed standards. 

The Discussion Document 
As a basis for both written comment and oral presentations at a public hearing, a Discussion Memorandum or other discussion document is prepared by the FASB staff with the advice and assistance of the task force. The discussion document generally sets forth the definition of the problem, the scope of the project, and the financial accounting and reporting issues; discusses research findings and relevant literature; and presents alternative solutions to the issues under consideration and the arguments and implications relative to each.

A discussion document specifies a deadline for written comments and generally contains a Notice of Public Hearing. It is distributed broadly to interested parties. In some circumstances, an Exposure Draft may provide the basis for a public hearing, either initially or at a later stage in the project.

The Public Hearing 
A public hearing is held to provide an opportunity for the Board and staff to ask questions about information and points of view offered by respondents. The Board announces its intent to hold a public hearing generally 60 days or more before the earliest hearing date.

Any individual or organization may request to be heard at a public hearing and the FASB attempts to accommodate all such requests. Hearings are conducted by the Board plus the staff project manager and other staff personnel assigned to the project. Public observers are welcome.

Most oral presentation time is reserved for questions from Board and staff members. Questions are based on written material submitted prior to the hearing as well as on oral comments. The hearing transcript and written comments, including those from persons who do not choose to make oral presentations, become part of the public record.

Analysis of Oral and Written Comments 
The staff makes an exhaustive analysis of all comments, both oral and written. This is a search for information and persuasive arguments regarding the issues; it is not intended to be simply a "nose count" of how many support or oppose a given point of view. In addition to studying this analysis, Board members read the comment letters to help them in reaching conclusions. After available input is absorbed, formal Board deliberations begin.

Meetings of the Board 
The Board meets as many times as necessary to resolve the issues. All meetings are open to public observers, although observers do not participate in the discussions. The agenda for each meeting is announced in advance.

The staff is required to present written material, including analysis and recommendations, to the Board members in advance as the basis for discussion in a Board meeting. The meeting format calls for oral presentation of a summary of the written materials by the staff, followed by Board discussion of each issue presented, and questioning of the staff on the points raised. When the Board has reached conclusions on the issues, the staff is directed to prepare a proposed Exposure Draft for consideration by the Board. After further discussion and revision, a vote is taken. Five votes of the seven-member Board are required to approve an Exposure Draft for issuance.

The Exposure Draft 
The Exposure Draft sets forth the proposed standards of financial accounting and reporting, the proposed effective date and method of transition, background information, and an explanation of the basis for the Board's conclusions.

At the end of the exposure period, generally 60 days or more, all comment letters and position papers again are analyzed by the staff, and again Board members read or refer to them. When analysis and review are completed, the Board is ready to resume deliberation leading to issuance of a final Statement.

Further Deliberation of the Board 
As in earlier stages of the process, all Board meetings are open to public observation. The Board considers comments received on the Exposure Draft and often incorporates suggested changes in the final Statement. If substantial modifications appear to be necessary, the Board may decide to issue a revised Exposure Draft for additional public comment. In such cases, the Board also may determine that a second public hearing is necessary. When the Board is satisfied that all reasonable alternatives have been considered adequately, a vote is taken on the final Statement. Five votes are required for adoption of a pronouncement.

Statements of Financial Accounting Standards 
Like the Exposure Draft, the Statement sets forth the actual standards, the effective date and method of transition, background information, a brief summary of research done on the project, and the basis for the Board's conclusions, including the reasons for rejecting significant alternative solutions. It also identifies members of the Board voting for and against its issuance and includes comments of dissenting members in support of their dissents.

Statements of Financial Accounting Concepts 
Statements of Concepts do not establish new standards or require any change in the application of existing accounting principles, but are intended to provide guidance in solving problems. Because of their long-range importance, Statements of Concepts are developed under the same extensive due process the FASB must follow in developing Statements of Financial Accounting Standards on major topics. 

IMPLEMENTATION AND PRACTICE PROBLEMS
Depending on their nature, implementation and practice problems may be dealt with by the Board in Statements or Interpretations, or by the staff in Technical Bulletins.

When a Statement is to be developed to amend an existing standard or establish a new standard on a relatively narrow subject, the Board may determine that it is appropriate to proceed without appointing a task force, issuing a discussion document, or holding a public hearing. However, the Rules of Procedure require that an Exposure Draft of the proposed Statement be issued for public comment, generally for at least 60 days but a minimum of 30 days. 

Written comments are analyzed and considered to the same extent as on a major project. Board deliberations are open to public observation and a public record is maintained.

Interpretations 
The Board issues Interpretations to clarify, explain, or elaborate on existing FASB Statements of Financial Accounting Standards or the effective pronouncements of its predecessors, the Accounting Principles Board and the Committee on Accounting Procedure of the American Institute of Certified Public Accountants.

Under the Rules of Procedure, proposed Interpretations must be exposed for comment for a period of not less than 30 days.

Written comments on proposed Interpretations constitute a part of the FASB's public record.

Technical Bulletins 
Technical Bulletins issued by the FASB staff may address issues not directly covered by existing standards and may provide guidance that differs, for particular situations, from the general application required by existing pronouncements. Generally, guidance can be provided in a Technical Bulletin if it is not expected to cause a major change in practice for a significant number of companies; the cost of implementation is not expected to be significant; and the guidance does not conflict with a broad fundamental accounting principle or create a novel accounting practice. Proposed Technical Bulletins must be discussed by the Board in a public meeting prior to distribution for public comment. The comments received on proposed Bulletins must be discussed by the Board in a public meeting prior to the issuance of a final Technical Bulletin. A Bulletin may not be issued if more than two of the Board members object to the guidance in it or object to communicating that guidance by means of a Technical Bulletin.

THE PUBLIC RECORD
Transcripts of public hearings, letters of comment and position papers, research reports, and other relevant materials on projects leading to issuance of pronouncements become part of the Board's public record. The public records on all projects are available for inspection in the public reference room at FASB headquarters in Norwalk, Connecticut. Copies of public records also may be purchased at prices that vary according to the volume of material that has to be copied.

AVAILABILITY OF PUBLICATIONS
To encourage public comment, Discussion Memorandums and Exposure Drafts are distributed widely through the FASB's established mailing plans. Single copies are available without charge during the comment period to all who request them. Statements of Standards, Statements of Concepts, and Interpretations also are distributed broadly when published through FASB subscription plans and may be purchased separately.

The FASB strives to keep the public informed of developments on its projects through a newsletter (Status Report) and a weekly notice of upcoming Board meetings and their agendas with brief summaries of actions taken at previous meetings (Action Alert).”
Las normas de contabilidad emitidas por el Fasb

Ya se ha mencionado en este documento que el Fasb emitió una serie a la cual denominó Conceptos en la cual reunió los principales aspectos teóricos del modelo contable estadounidense. Dicha serie, como también se anotó en su oportunidad, fue tenida en cuenta cuando se elaboró el marco de conceptos de la contabilidad colombiana, hoy contenido en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

Continuando con la tradición de sus predecesores, Fasb se ocupa generalmente de casos concretos. Este método arroja una gran cantidad de pronunciamientos y ha permitido que mantengan vigencia algunos pronunciamientos anteriores.

Lista de normas expedidas

La lista oficial de pronunciamientos emitidos por Fasb, tal como aparece en su página electrónica, es la siguiente
:

	1
	Disclosure of Foreign Currency Translation Information

	2
	Accounting for Research and Development Costs 

	3
	Reporting Accounting Changes in Interim Financial Statements--an amendment of APB Opinion No. 28 

	4
	Reporting Gains and Losses from Extinguishment of Debt--an amendment of APB Opinion No. 30

	5
	Accounting for Contingencies 

	6
	Classification of Short-Term Obligations Expected to Be Refinanced--an amendment of ARB No. 43, Chapter 3A 

	7
	Accounting and Reporting by Development Stage Enterprises 

	8
	Accounting for the Translation of Foreign Currency Transactions and Foreign Currency Financial Statements 

	9
	Accounting for Income Taxes: Oil and Gas Producing Companies--an amendment of APB Opinions No. 11 and 23 

	10
	Extension of "Grandfather" Provisions for Business Combinations--an amendment of APB Opinion No. 16 

	11
	Accounting for Contingencies: Transition Method--an amendment of FASB Statement No. 5

	12
	Accounting for Certain Marketable Securities 

	13
	Accounting for Leases 

	14
	Financial Reporting for Segments of a Business Enterprise 

	15
	Accounting by Debtors and Creditors for Troubled Debt Restructurings

	16
	Prior Period Adjustments 

	17
	Accounting for Leases: Initial Direct Costs--an amendment of FASB Statement No. 13 

	18
	Financial Reporting for Segments of a Business Enterprise: Interim Financial Statements--an amendment of FASB Statement No. 14 

	19
	Financial Accounting and Reporting by Oil and Gas Producing Companies 

	20
	Accounting for Forward Exchange Contracts--an amendment of FASB Statement No. 8 

	21
	Suspension of the Reporting of Earnings per Share and Segment Information by Nonpublic Enterprises--an amendment of APB Opinion No. 15 and FASB Statement No. 14

	22
	Changes in the Provisions of Lease Agreements Resulting from Refundings of Tax-Exempt Debt--an amendment of FASB Statement No. 13

	23
	Inception of the Lease--an amendment of FASB Statement No. 13

	24
	Reporting Segment Information in Financial Statements That Are Presented in Another Enterprise's Financial Report--an amendment of FASB Statement No. 14 

	25
	Suspension of Certain Accounting Requirements for Oil and Gas Producing Companies--an amendment of FASB Statement No. 19 

	26
	Profit Recognition on Sales-Type Leases of Real Estate--an amendment of FASB Statement No. 13 

	27
	Classification of Renewals or Extensions of Existing Sales-Type or Direct Financing Leases--an amendment of FASB Statement No. 13 

	28
	Accounting for Sales with Leasebacks--an amendment of FASB Statement No. 13 

	29
	Determining Contingent Rentals--an amendment of FASB Statement No. 13 

	30
	Disclosure of Information about Major Customers--an amendment of FASB Statement No. 14 

	31
	Accounting for Tax Benefits Related to U.K. Tax Legislation Concerning Stock Relief 

	32
	Specialized Accounting and Reporting Principles and Practices in AICPA Statements of Position and Guides on Accounting and Auditing Matters--an amendment of APB Opinion No. 20

	33
	Financial Reporting and Changing Prices 

	34
	Capitalization of Interest Cost

	35
	Accounting and Reporting by Defined Benefit Pension Plans

	36
	Disclosure of Pension Information--an amendment of APB Opinion No. 8 

	37
	Balance Sheet Classification of Deferred Income Taxes--an amendment of APB Opinion No. 11 

	38
	Accounting for Preacquisition Contingencies of Purchased Enterprises--an amendment of APB Opinion No. 16 

	39
	Financial Reporting and Changing Prices: Specialized Assets-Mining and Oil and Gas--a supplement to FASB Statement No. 33 

	40
	Financial Reporting and Changing Prices: Specialized Assets-Timberlands and Growing Timber--a supplement to FASB Statement No. 33 

	41
	Financial Reporting and Changing Prices: Specialized Assets-Income-Producing Real Estate--a supplement to FASB Statement No. 33 

	42
	Determining Materiality for Capitalization of Interest Cost--an amendment of FASB Statement No. 34

	43
	Accounting for Compensated Absences 

	44
	Accounting for Intangible Assets of Motor Carriers--an amendment of Chapter 5 of ARB No. 43 and an interpretation of APB Opinions 17 and 30 

	45
	Accounting for Franchise Fee Revenue 

	46
	Financial Reporting and Changing Prices: Motion Picture Films 

	47
	Disclosure of Long-Term Obligations

	48
	Revenue Recognition When Right of Return Exists 

	49
	Accounting for Product Financing Arrangements 

	50
	Financial Reporting in the Record and Music Industry

	51
	Financial Reporting by Cable Television Companies 

	52
	Foreign Currency Translation

	53
	Financial Reporting by Producers and Distributors of Motion Picture Films

	54
	Financial Reporting and Changing Prices: Investment Companies--an amendment of FASB Statement No. 33

	55
	Determining whether a Convertible Security is a Common Stock Equivalent--an amendment of APB Opinion No. 15 

	56
	Designation of AICPA Guide and Statement of Position (SOP) 81-1 on Contractor Accounting and SOP 81-2 concerning Hospital-Related Organizations as Preferable for Purposes of Applying APB Opinion 20--an amendment of FASB Statement No. 32

	57
	Related Party Disclosures 

	58
	Capitalization of Interest Cost in Financial Statements That Include Investments Accounted for by the Equity Method--an amendment of FASB Statement No. 34 

	59
	Deferral of the Effective Date of Certain Accounting Requirements for Pension Plans of State and Local Governmental Units--an amendment of FASB Statement No. 35 

	60
	Accounting and Reporting by Insurance Enterprises 

	61
	Accounting for Title Plant 

	62
	Capitalization of Interest Cost in Situations Involving Certain Tax-Exempt Borrowings and Certain Gifts and Grants--an amendment of FASB Statement No. 34 

	63
	Financial Reporting by Broadcasters

	64
	Extinguishments of Debt Made to Satisfy Sinking-Fund Requirements--an amendment of FASB Statement No. 4 

	65
	Accounting for Certain Mortgage Banking Activities 

	66
	Accounting for Sales of Real Estate

	67
	Accounting for Costs and Initial Rental Operations of Real Estate Projects 

	68
	Research and Development Arrangements 

	69
	Disclosures about Oil and Gas Producing Activities--an amendment of FASB Statements 19, 25, 33, and 39 

	70
	Financial Reporting and Changing Prices: Foreign Currency Translation--an amendment of FASB Statement No. 33 

	71
	Accounting for the Effects of Certain Types of Regulation 

	72
	Accounting for Certain Acquisitions of Banking or Thrift Institutions--an amentsumt of APB Opinion No. 17, an interpretation of APB Opinions 16 and 17, and an amendment of FASB Interpretation No. 9 

	73
	Reporting a Change in Accounting for Railroad Track Structures--an amendment of APB Opinion No. 20 

	74
	Accounting for Special Termination Benefits Paid to Employees 

	75
	Deferral of the Effective Date of Certain Accounting Requirements for Pension Plans of State and Local Governmental Units--an amendment of FASB Statement No. 35 

	76
	Extinguishment of Debt-an amendment of APB Opinion No. 26

	77
	Reporting by Transferors for Transfers of Receivables with Recourse

	78
	Classification of Obligations That Are Callable by the Creditor--an amendment of ARB No. 43, Chapter 3A 

	79
	Elimination of Certain Disclosures for Business Combinations by Nonpublic Enterprises--an amendment of APB Opinion No. 16 

	80
	Accounting for Futures Contracts

	81
	Disclosure of Postretirement Health Care and Life Insurance Benefits 

	82
	Financial Reporting and Changing Prices: Elimination of Certain Disclosures--an amendment of FASB Statement No. 33

	83
	Designation of AICPA Guides and Statement of Position on Accounting by Brokers and Dealers in Securities, by Employee Benefit Plans, and by Banks as Preferable for Purposes of Applying APB Opinion 20--an amendment FASB Statement No. 32 and APB Opinion No. 30 and a rescission of FASB Interpretation No. 10 

	84
	Induced Conversions of Convertible Debt--an amendment of APB Opinion No. 26 

	85
	Yield Test for Determining whether a Convertible Security is a Common Stock Equivalent--an amendment of APB Opinion No. 15 

	86
	Accounting for the Costs of Computer Software to Be Sold, Leased, or Otherwise Marketed 

	87
	Employers' Accounting for Pensions

	88
	Employers' Accounting for Settlements and Curtailments of Defined Benefit Pension Plans and for Termination Benefits 

	89
	Financial Reporting and Changing Prices 

	90
	Regulated Enterprises-Accounting for Abandonments and Disallowances of Plant Costs--an amendment of FASB Statement No. 71 

	91
	Accounting for Nonrefundable Fees and Costs Associated with Originating or Acquiring Loans and Initial Direct Costs of Leases--an amendment of FASB Statements No. 13, 60, and 65 and a rescission of FASB Statement No. 17

	92
	Regulated Enterprises-Accounting for Phase-in Plans--an amendment of FASB Statement No. 71 

	93
	Recognition of Depreciation by Not-for-Profit Organizations 

	94
	Consolidation of All Majority-owned Subsidiaries--an amendment of ARB No. 51, with related amendments of APB Opinion No. 18 and ARB No. 43, Chapter 12 

	95
	Statement of Cash Flows

	96
	Accounting for Income Taxes

	97
	Accounting and Reporting by Insurance Enterprises for Certain Long-Duration Contracts and for Realized Gains and Losses from the Sale of Investments 

	98
	Accounting for Leases: Sale-Leaseback Transactions Involving Real Estate, Sales-Type Leases of Real Estate, Definition of the Lease Term, and Initial Direct Costs of Direct Financing Leases--an amendment of FASB Statements No. 13, 66, and 91 and a rescission of FASB Statement No. 26 and Technical Bulletin No. 79-11

	99
	Deferral of the Effective Date of Recognition of Depreciation by Not-for-Profit Organizations--an amendment of FASB Statement No. 93

	100
	Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96--an amendment of FASB Statement No. 96

	101
	Regulated Enterprises-Accounting for the Discontinuation of Application of FASB Statement No. 71 

	102
	Statement of Cash Flows-Exemption of Certain Enterprises and Classification of Cash Flows from Certain Securities Acquired for Resale--an amendment of FASB Statement No. 95 

	103
	Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96--an amendment of FASB Statement No. 96

	104
	Statement of Cash Flows-Net Reporting of Certain Cash Receipts and Cash Payments and Classification of Cash Flows from Hedging Transactions--an amendment of FASB Statement No. 95 

	105
	Disclosure of Information about Financial Instruments with Off-Balance-Sheet Risk and Financial Instruments with Concentrations of Credit Risk 

	106
	Employers' Accounting for Postretirement Benefits Other Than Pensions

	107
	Disclosures about Fair Value of Financial Instruments 

	108
	Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96--an amendment of FASB Statement No. 96

	109
	Accounting for Income Taxes

	110
	Reporting by Defined Benefit Pension Plans of Investment Contracts--an amendment of FASB Statement No. 35

	111
	Rescission of FASB Statement No. 32 and Technical Corrections

	112
	Employers' Accounting for Postemployment Benefits--an amendment of FASB Statements No. 5 and 43 

	113
	Accounting and Reporting for Reinsurance of Short-Duration and Long-Duration Contracts 

	114
	Accounting by Creditors for Impairment of a Loan--an amendment of FASB Statements No. 5 and 15 

	115
	Accounting for Certain Investments in Debt and Equity Securities 

	116
	Accounting for Contributions Received and Contributions Made

	117
	Financial Statements of Not-for-Profit Organizations 

	118
	Accounting by Creditors for Impairment of a Loan-Income Recognition and Disclosures--an amendment of FASB Statement No. 114 

	119
	Disclosure about Derivative Financial Instruments and Fair Value of Financial Instruments 

	120
	Accounting and Reporting by Mutual Life Insurance Enterprises and by Insurance Enterprises for Certain Long-Duration Participating Contracts--an amendment of FASB Statements 60, 97, and 113 and Interpretation No. 40 

	121
	Accounting for the Impairment of Long-Lived Assets and for Long-Lived Assets to Be Disposed Of

	122
	Accounting for Mortgage Servicing Rights--an amendment of FASB Statement No. 65 

	123
	Accounting for Stock-Based Compensation 

	124
	Accounting for Certain Investments Held by Not-for-Profit Organizations

	125
	Accounting for Transfers and Servicing of Financial Assets and Extinguishments of Liabilities

	126
	Exemption from Certain Required Disclosures about Financial Instruments for Certain Nonpublic Entities--an amendment to FASB Statement No. 107

	127
	Deferral of the Effective Date of Certain Provisions of FASB Statement No. 125--an amendment to FASB Statement No. 125

	128
	Earnings per Share

	129
	Disclosure of Information about Capital Structure

	130
	Reporting Comprehensive Income

	131
	Disclosures about Segments of an Enterprise and Related Information

	132
	Employers' Disclosures about Pensions and Other Postretirement Benefits--an amendment of FASB Statements No. 87, 88, and 106

	133
	Accounting for Derivative Instruments and Hedging Activities

	134
	Accounting for Mortgage-Backed Securities Retained after the Securitization of Mortgage Loans Held for Sale by a Mortgage Banking Enterprise—an amendment of FASB Statement No. 65

	135
	Rescission of FASB Statement No. 75 and Technical Corrections

	136
	Transfers of Assets to a Not-for-Profit Organization or Charitable Trust That Raises or Holds Contributions for Others

	137
	Accounting for Derivative Instruments and Hedging Activities—Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 133—an amendment of FASB Statement No. 133 

	138
	Accounting for Certain Derivative Instruments and Certain Hedging Activities—an amendment of FASB Statement No. 133 

	139
	Rescission of FASB Statement No. 53 and amendments to FASB Statements No. 63, 89, and 121 

	140
	Accounting for Transfers and Servicing of Financial Assets and Extinguishments of Liabilities—a replacement of FASB Statement No. 125 


Proyectos en curso

Los siguientes son los proyectos en curso
 según la información existente en la página http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/tech/bdagenda.htm :

	
	2001
	2002

	As of April 1, 2001
	2Q
	3Q
	4Q
	1Q

	Asset Impairment and Disposal Issues:
	
	
	
	

	*Impairment or Disposal of Long-Lived Assets
	
	F
	
	

	*Obligations Associated with Disposal Activities
	
	
	
	

	*Asset Retirement Obligations
	F
	
	
	

	Business Combinations:
	
	
	
	

	*Business Combinations
	F
	
	
	

	*Goodwill and Intangible Assets
	F
	
	
	

	*Not for Profits
	
	
	
	

	*Procedures and New Basis Issues
	
	
	
	

	Consolidations and Related Matters:
	
	
	
	

	*Policy
	
	
	
	

	Procedures
	
	
	
	

	Unconsolidated Entities
	
	
	
	

	Financial Instruments:
	
	
	
	

	*Measuring at Fair Value
	C
	
	
	

	*Liabilities and Equity
	C
	
	
	

	Amendment to Concepts Statement 6
	C
	
	
	


	
	Codes:

C – Comment Period Ends  

F – Final Statement or Other Final Document  


	
	*Current updates of these projects are maintained under Project Updates at 
this website.


Empresas “no públicas”

Una revisión del texto de las normas expedidas por el Fasb muestra que un número apreciable de normas aplica a todo tipo de empresas. Sin embargo, como puede comprobarse en la lista que se incluyó en el aparte precedente, es usual encontrar disposiciones para ciertas industrias, como la petrolera, para entidades sin ánimo de lucro y para empresas conocidas como “no públicas”.

Aunque desde 1973, año en el cual se organizó el Fasb, se han postulado diferentes definiciones de empresas “no públicas”, puede decirse que en todo caso se trata de compañías que no acuden al mercado público de valores para obtener recursos.

Así planteadas las cosas, es necesario advertir que no existe coincidencia entre el concepto de empresa “no pública” y el concepto de “pequeños” negocios, pues la Sec ha establecido reglas especiales para que las pequeñas compañías puedan intervenir en el mercado de capitales
.

Mediante fas 21 (abril de 1978) se decidió exceptuar a las pequeñas empresas de cumplir con las revelaciones exigidas tanto por la opinión número 15 del Apb (ganancias por acción) como por Fas 14, (información por segmentos). El párrafo 13 de Fas 21 señaló:

“13.
For purposes of this Statement, a nonpublic enterprise is an enterprise other than one (a) whose debt or equity securities trade in a public market on a foreign or domestic stock exchange or in the over-the-counter market (including securities quoted only locally or regionally) or (b) that is required to file financial statements with the Securities and Exchange Commission. An enterprise is no longer considered a nonpublic enterprise when its financial statements are issued in preparation for the sale of any class of securities in a public market.”

Al respecto, Kieso y Weygandt
 anotaron:

“(...) El que deba haber diferencias de revelación entre las empresas públicas y las no públicas (lo que se llama revelación de dos filas) es motivo de controversia. Por lo tanto, las empresas no públicas (por lo general pequeñas y particulares) critican el papeleo adicional y los gastos de auditoría asociados con el aumento de requisitos relativos a la información financiera. Otros consideran que el desarrollo de un posible sistema de información “de dos filas”, en que los estados financieros difieren entre las empresas públicas y las no públicas, puede dar lugar a confusión y a prácticas contables inferiores por parte de las empresas no públicas. (...)”

Mediante fas 33 –Información financiera y cambios de precios– (septiembre de 1979) se impusieron especiales revelaciones a las compañías que reunieran los requisitos previstos en el párrafo 23, el cual decía:

“23.
The requirements of this Statement apply to public enterprises that prepare their primary financial statements in U.S. dollars and in accordance with U.S. generally accepted accounting principles and that have, at the beginning of the fiscal year for which financial statements are being presented either:

a.
Inventories and property, plant, and equipment 1 (before deducting accumulated depreciation, depletion, and amortization) amounting in aggregate to more than $125 million; or

b.
Total assets amounting to more than $1 billion (after deducting accumulated depreciation).

Both amounts shall be measured in accordance with generally accepted accounting principles as reported in the primary financial statements (consolidated if applicable) of the enterprise.”

Como se ve, en este caso al tiempo que se excluyeron las empresas “no públicas” se exceptuaron algunas empresas públicas con ciertos saldos menores.

En febrero de 1984, mediante Fas 79, se exceptuaron las empresas “no públicas” de ciertas revelaciones respecto de las combinaciones de negocios. En tal ocasión se afirmó que “ (…) The Board has concluded that the costs of providing the pro forma disclosures prescribed by Opinion 16 generally exceed the benefits for the users of nonpublic company financial statements. (…)”.

En el párrafo 5 del mencionado Fas se señaló:

“5.
For purposes of this Statement, a nonpublic enterprise is an enterprise other than one (a) whose debt or equity securities are traded in a public market, including those traded on a stock exchange or in the over-the-counter market (including securities quoted only locally or regionally), or (b) whose financial statements are filed with a regulatory agency in preparation for the sale of any class of securities.”

En marzo de 1990, tal como puede verse en los apéndices de Fas 105, el Consejo consideró que tratándose de instrumentos financieros las empresas “no públicas” debían hacer revelaciones como las demás compañías. Al efecto afirmó:

“(…) Applicability to Small, Nonpublic, or Nonfinancial Entities

118.
The Board considered whether certain entities should be excluded from the scope of this Statement and concluded that the Statement should apply to all entities. In particular, the Board considered the usefulness of the disclosure of information for small, nonpublic, or predominantly nonfinancial entities. After considering the costs and benefits of the disclosure of information about financial instruments with off-balance-sheet risk and financial instruments with concentrations of credit risk required by this Statement, the Board concluded that the disclosures are important for small and nonpublic entities and should be required. To the extent that a small or nonpublic entity has those instruments, some respondents have suggested that the disclosures required by this Statement may have a greater effect because, while many larger, public entities have disclosed information about financial instruments with off-balance-sheet risk voluntarily, few of the smaller or nonpublic entities have done so. The Board also observed that many small entities may have few, if any, financial instruments with off-balance-sheet risk. (…)”

Mediante Fas 107 –Revelaciones sobre el valor justo de los instrumentos financieros– (diciembre de 1991), el Consejo insistió en que las empresas “no públicas” hicieran las revelaciones previstas en la norma:

“(...) 79. 
The Board considered whether certain entities should be excluded from the scope of this Statement. In particular, the Board considered the usefulness of the disclosures about fair value required by this Statement for small, nonpublic, or predominantly nonfinancial entities; a number of respondents to the 1990 Exposure Draft suggested exclusions on one or more of those bases. After considering the costs and benefits of those disclosures, the Board concluded that the disclosures are important and should be required for all entities, including small and nonpublic entities. The Board believes that the notion of "practicability" discussed in paragraph 15 ensures that excessive costs do not have to be incurred to comply with the disclosure requirements. In addition, the Board's decision to allow smaller entities additional time to apply the provisions of this Statement recognizes the fact that the costs of compliance can be reduced for those entities because the overall benefits of the information might be less than for larger entities. (…)”

En Fas 109 –Contabilidad para el impuesto de renta– (febrero de 1992), el Consejo admitió pequeñas diferencias en las revelaciones de empresas públicas y “no públicas”, las que explicó así:

“(...) 189.
The Board believes that the disclosure requirements of this Statement generally do not create significant new complexities or significant incremental costs. Paragraph 47 generally requires a numerical reconciliation between the reported amount of income tax expense and the amount that would result from applying domestic federal statutory tax rates. A numerical reconciliation was previously required only for public enterprises. The Board decided that nonpublic enterprises should disclose the reasons for significant differences but that a numerical reconciliation should not be required. Similarly, paragraph 43 requires that nonpublic enterprises disclose the types of temporary differences, but not the tax effect of each, that give rise to significant portions of deferred tax liabilities and assets. In addition, the disclosures required when an enterprise's income is taxed directly to owners are applicable only for public enterprises. The Board decided that there should be no other differences between the disclosures required by this Statement for public enterprises and the disclosures required for nonpublic enterprises. (…)”

En mayo de 1993, como puede verse en Fas 115 –Contabilidad para ciertas inversiones en títulos de deuda y de capital–, el Consejo recalcó que las pequeñas empresas deben establecer el valor justo de sus inversiones:

“(...) 105.
Respondents, principally bankers, also suggested that smaller and nonpublic enterprises be exempted because they lack the capabilities or resources necessary to provide estimates of fair values. The Board believes that prudent investment management normally warrants knowledge of market estimates, and smaller enterprises should have access to those estimates. Additionally, the fair value of investments in debt and equity securities owned by smaller or nonpublic enterprises is affected by changes in market interest rates in the same manner as those owned by large or public enterprises. The Board notes that even small, nonpublic banks have been required for many years to disclose the market value of their investments in securities. (…)”

Fas 123 –Contabilidad de las compensaciones basadas en acciones– (octubre de 1995) permitió ciertas prácticas a las empresas “no públicas”:

“(...) 20.
A nonpublic entity shall estimate the value of its options based on the factors described in the preceding paragraph, except that a nonpublic entity need not consider the expected volatility of its stock over the expected life of the option. The result of excluding volatility in estimating an option's value is an amount commonly termed minimum value. (…)”

“(…) 40.
To restrict control to a limited group, for example, the members of a particular family, a nonpublic entity may obligate itself to repurchase its equity instruments for their fair value at the date of repurchase. In practice, such an obligation is not deemed to convert the stock to a liability. This Statement is not intended to change that view of the effect of a fair value repurchase agreement for a nonpublic entity. Thus, a nonpublic entity may grant or otherwise issue to employees equity instruments subject to such a repurchase agreement. The repurchase agreement does not convert those equity instruments to liabilities, provided that the repurchase price is the fair value of the stock at the date of repurchase. (…)”

“(…) 142.
For a stock that pays no dividends, minimum value is the same regardless of which method is used, and the lower the expected dividend yield, the less difference between the results of the two methods. This Statement permits only nonpublic entities to measure their options at minimum value (paragraphs 174-178 explain the Board's conclusions on nonpublic entities), and many of the nonpublic entities that use employee stock options extensively pay either no or relatively low dividends. Moreover, the expected life of employee stock options with a contractual term of 10 years often is substantially shorter, which also reduces the amount of potential difference. In addition, models are available that compute value based on a fixed dividend amount, rather than a constant dividend yield. Therefore, the Board acceded to the request of some respondents to permit either method of computing minimum value. (…)” 

“(…) 174.
An emerging entity whose stock is not yet publicly traded may offer stock options to its employees. In concept, those options also should be measured at fair value at the grant date. However, the Board recognizes that estimating expected volatility for the stock of a newly formed entity that is rarely traded, even privately, is not feasible. The Board therefore decided to permit a nonpublic entity to omit expected volatility in determining a value for its options. The result is that a nonpublic entity may use the minimum value method discussed and illustrated in paragraphs 139-142. Options granted after an entity qualifies as a public entity must be measured using the procedures specified for public entities. Paragraphs 273-287 in Appendix B provide guidance on how to determine the assumptions required by option-pricing models, including expected volatility for a publicly traded stock that has little, if any, trading history.

175.
The Exposure Draft included a provision that permitted a nonpublic entity to use the minimum value method except when its stock was traded with sufficient frequency to reasonably estimate expected volatility. Several respondents to the Exposure Draft thought that "traded with sufficient frequency" would be difficult to judge and that few nonpublic entities would likely incorporate volatility into their measurements on that basis. The Board decided to permit any nonpublic entity to exclude volatility from its measurement of option value. However, a nonpublic entity may incorporate volatility if it desires to do so.

176.
Some respondents to the Exposure Draft suggested that there is no reason for different measurement methods for public and nonpublic entities. They believe all entities should use the same method and that requiring public entities to report higher compensation cost based on fair value creates a bias against them. Some respondents endorsed using minimum value for all entities. Others said that the need for special guidance for nonpublic entities was additional evidence that the Exposure Draft's proposals were flawed and that the Board should abandon its approach. (…)”

“(…) 178.
The Board believes that mandating the same estimate of expected volatility for use by all entities would impair, rather than improve, comparability because the volatilities of different entities differ. The use of minimum value by nonpublic entities is a practical solution to the difficulties of estimating expected volatility for a nonpublic entity. For a public entity, estimating the fair value of its options is practicable because an estimate of expected volatility can be made. (…)”

“(…) 181.
Some respondents to the Exposure Draft suggested that a newly public entity should continue to be classified as nonpublic for some period. Others suggested that a public entity whose stock is thinly traded should be classified as nonpublic. In contrast, some respondents suggested that a nonpublic entity that expected to go public within a certain period should be classified as a public entity. The Board decided that the most straightforward approach would be to determine public or nonpublic status based on an entity's characteristics at the date an award is granted. (…)”

A través de Fas 126 ​–Excepción de ciertas revelaciones sobre instrumentos financieros de ciertas empresas no públicas– (diciembre de 1996) se permitió a algunas empresas “no públicas” abstenerse de presentar ciertas revelaciones respecto de instrumentos financieros, al tiempo que se introdujo como nuevo criterio para ser calificado como empresa “no pública” el de no ser controlado por una empresa pública:

“(...) 2.
Disclosures about the fair value of financial instruments prescribed in Statement 107 shall be optional for an entity that meets all of the following criteria:

a.
The entity is a nonpublic entity.

b.
The entity's total assets are less than $100 million on the date of the financial statements.

c.
The entity has not held or issued any derivative financial instruments as defined in FASB Statement No. 119, Disclosure about Derivative Financial Instruments and Fair Value of Financial Instruments, other than loan commitments, during the reporting period.

The criteria shall be applied to the most recent year presented in comparative financial statements to determine applicability of this Statement. If disclosures are not required in the current period, the disclosures for previous years may be omitted if financial statements for those years are presented for comparative purposes. If disclosures are required in the current period, disclosures about the fair value of financial instruments prescribed in Statement 107 that have not been reported previously need not be included in financial statements that are presented for comparative purposes. 

3.
For purposes of this Statement, a nonpublic entity is any entity other than one (a) whose debt or equity securities trade in a public market either on a stock exchange (domestic or foreign) or in the over-the-counter market, including securities quoted only locally or regionally, (b) that makes a filing with a regulatory agency in preparation for the sale of any class of debt or equity securities in a public market, or (c) that is controlled by an entity covered by (a) or (b). (…)”

“(…)14.
The Board has concluded in its Exposure Draft, Accounting for Derivative and Similar Financial Instruments and for Hedging Activities, that fair value is the most relevant measure for financial instruments. Nothing in this Statement changes that view. However, the Board concluded that the disclosures required by Statement 107 likely have limited utility to users of the financial statements of certain nonpublic entities. In reaching that conclusion, the Board considered (a) the types of financial instruments held by smaller nonpublic entities, (b) the extent to which those entities' financial statements already provide information about the fair value of financial instruments, and (c) the extent to which those entities make use of Statement 107's practicability provisions. (…)”

“(…)20.
Previous FASB Statements that provided differential disclosure requirements have done so based on whether the entity is nonpublic. That criterion alone would have removed many large, nonpublic entities with complicated financial activities from the scope of Statement 107. The Board does not believe that it is appropriate to exempt those entities from the scope of Statement 107.

FAS126, Par. 21

21.
The Board decided that a size criterion was necessary to supplement the nonpublic criterion used in earlier pronouncements. The Exposure Draft proposed $10 million of total assets. The majority of the respondents to the Exposure Draft said that that amount was too low. The Board considered the nature of financial instruments in smaller nonpublic firms that do not use derivative financial instruments and decided that a higher threshold was acceptable. The Board settled on $100 million of total assets as an amount. In reaching its decision, the Board noted that exempting certain entities from current fair value disclosures is a practical matter and that the criteria used in paragraph 2 of this Statement are not meant to carry over into or influence future considerations about the usefulness of disclosures about financial instruments or other matters. (…)”

En febrero de 1997 se emitió Fas 128 –Ganancias por acción– que se mantuvo en la línea de no incluir en este asunto a las empresas “no públicas”:

“(...) 77.
This Statement, which provides computation, presentation, and disclosure requirements for earnings per share, requires presentation of earnings per share by entities with publicly held common stock or potential common stock and by entities that are in the process of selling that stock to the public. Nonpublic entities are excluded from the scope because, generally, those entities have simple capital structures and few common stockholders; thus, EPS data may not be meaningful for users of their financial statements. In addition, nonpublic entities were excluded from the scope of Opinion 15 (as amended by FASB Statement No. 21, Suspension of the Reporting of Earnings per Share and Segment Information by Nonpublic Enterprises), and the Board was not aware of any new information that would suggest that those entities should be required to report EPS data. For similar reasons, the Board decided not to include in the scope of this Statement entities whose publicly traded securities include only debt. However, any entity that chooses to present EPS data should do so in accordance with this Statement. (…)”

En febrero de 1997, se eliminó la excepción que se había previsto a favor de las empresas “no públicas” mediante Fas 21. En efecto, en Fas 129 –Revelación de información sobre la estructura de capital– se señaló:

“(...) 16.
This Statement is applicable to all entities that have issued securities addressed by this Statement. The Board believes that all of the required disclosures will be useful to users of financial statements of entities that have issued any type of security covered by this Statement, whether or not those securities are publicly held. The scope of this Statement is unchanged from that of the standards that previously contained its disclosure requirements (Opinions 10 and 15 and Statement 47), except for the elimination of the exemption of nonpublic entities from the provisions of Opinion 15. That exemption was provided by FASB Statement No. 21, Suspension of the Reporting of Earnings per Share and Segment Information by Nonpublic Enterprises, which was amended by FASB Statement No. 128, Earnings per Share. (…)”

En junio de 1997, se mantuvo la excepción de presentar información sobre segmentos. Fas 131 –Revelaciones sobre segmentos de empresas e información correspondiente–:

“(...) 115.
The Board decided to continue to exempt nonpublic enterprises from the requirement to report segment information. Few users of nonpublic enterprises’ financial statements have requested that the Board require that those enterprises provide segment information. (…)”

En febrero de 1998, mediante fas 132 –Revelaciones de los empleadores sobre pensiones y otros beneficios posteriores al retiro– se establecieron reglas especiales para las empresas “no públicas”:

“(...) 8.
A nonpublic entity may elect to disclose the following for its pension and other postretirement benefit plans in lieu of the disclosures required by paragraph 5 of this Statement:

a.
The benefit obligation, fair value of plan assets, and funded status of the plan

b.
Employer contributions, participant contributions, and benefits paid 

c.
The amounts recognized in the statement of financial position, including the net pension and other postretirement benefit prepaid assets or accrued liabilities and any intangible asset and the amount of accumulated other comprehensive income recognized pursuant to paragraph 37 of Statement 87, as amended

d.
The amount of net periodic benefit cost recognized and the amount included within other comprehensive income arising from a change in the minimum pension liability recognized pursuant to paragraph 37 of Statement 87, as amended

e.
On a weighted-average basis, the following assumptions used in the accounting for the plans: assumed discount rate, rate of compensation increase (for pay-related plans), and expected long-term rate of return on plan assets

f.
The assumed health care cost trend rate(s) for the next year used to measure the expected cost of benefits covered by the plan (gross eligible charges) and a general description of the direction and pattern of change in the assumed trend rates thereafter, together with the ultimate trend rate(s) and when that rate is expected to be achieved

g.
If applicable, the amounts and types of securities of the employer and related parties included in plan assets, the approximate amount of future annual benefits of plan participants covered by insurance contracts issued by the employer or related parties, and any significant transactions between the employer or related parties and the plan during the period

h.
The nature and effect of significant nonroutine events, such as amendments, combinations, divestitures, curtailments, and settlements. (…)”

“(…) 57.
Before issuing the Exposure Draft, the Board had asked certain users of financial statements of nonpublic entities to comment on the usefulness of current and proposed disclosure requirements. Those users observed that they did not require the same level of precision in assessing benefit costs and net income when analyzing the financial statements of nonpublic entities but that they did rely on information about the benefit obligations, assets, and cash flows. Based on the input of those users, the Board concluded that a reduced disclosure set would be appropriate for nonpublic entities. The Board determined that a nonpublic entity should, at a minimum, provide the same information about the benefit obligations, plan assets, recognized assets or liabilities, cash flows, benefit costs, actuarial assumptions, and related party transactions as required for a public entity. 

58.
The Exposure Draft would have required that a nonpublic entity disclose all of the information in paragraph 5 if total unrecognized pension and other postretirement benefit amounts exceeded 5 percent of equity (or unrestricted net assets). Many respondents objected to that provision out of concern that it might be viewed as the establishment of a materiality standard that could be applied in other circumstances. The Board decided not to require that disclosure but, rather, to provide for reduced disclosures for all nonpublic entities. The Board concluded that introducing a specific threshold was therefore unnecessary. 

59.
However, because nonpublic entities are not required to provide a reconciliation of the benefit obligation or the fair value of plan assets under the provisions of this Statement, the Board decided to require disclosure of information about the effects of significant nonroutine events during the period, such as amendments, combinations, divestitures, curtailments, and settlements, whenever those events occur. The Board believes that that disclosure is necessary for users of financial statements to understand the effects of those changes that otherwise might not be apparent. Even though this Statement permits reduced disclosures for nonpublic entities, the Board concluded that the incremental information required by paragraph 5 improves understanding and, therefore, encourages those entities to disclose that information. (…)”

Como se observa, la reflexión sobre las empresas “no públicas” ha acompañado al Fasb durante un largo lapso. Los tratamientos excepcionales no son regla general, sino que son estudiados y decididos en cada caso. Por lo general tales excepciones tienen que ver con revelaciones; raramente se refieren a otros asuntos, como, por ejemplo, criterios de medición. La utilidad de la información y la necesidad de que su costo sea inferior a los beneficios que de ella se espera, han sido criterios a los cuales se ha recurrido frecuentemente para tomar una decisión en esta materia.

Contabilidad para ciertas industrias

Fasb ha emitido varias declaraciones para regular la contabilidad de industrias específicas. Tal como puede verse en Williams
, existen disposiciones especiales para las Instituciones bancarias y de ahorro y préstamo, para la Industria del espectáculo (difusoras, compañías de televisión por cable, películas cinematográficas, discos y música), para los Ingresos por concesión, para la Industria aseguradora (empresa aseguradora, registro de títulos), para el Sector de la banca de crédito hipotecario, para las Compañías productoras de petróleo y gas, para las Transacciones de bienes inmuebles (costos de bienes inmuebles y operaciones iniciales de arrendamiento, registro de ventas inmobiliarias) y otras Industrias reguladas.

Una revisión de las normas de contabilidad para industrias enseña que en ellas no se hace una regulación íntegra de la contabilidad de los entes respectivos. Las normas se limitan al establecimiento de reglas para tratar las transacciones especiales que tales entes efectúan, en forma tal que el resto de las declaraciones les son aplicables. Este enfoque coincide con el que recientemente ha utilizado Iasc al expedir su norma internacional sobre agricultura. Así las cosas, la estrategia difiere sustancialmente de la que se utiliza en Colombia, en donde las autoridades supervisoras han expedido cuerpos contables completos para sus vigilados.

A título de ilustración, a continuación incluimos los resúmenes oficiales que aparecían en “FASB Financial Accounting Research System (FARS) which is current through September 15, 2000”

Contabilidad de las organizaciones sin ánimo de lucro

En diciembre de 1980, Fasb emitió su Concepto número 4, Objetivos de la información financiera de las organizaciones sin ánimo de lucro.
Este concepto, a diferencia de los números 1, 2, 5 y 6, NO fue considerado cuando se preparó en Colombia el proyecto de lo que actualmente es el Decreto reglamentario número 2649 de 1993.

En el Concepto 4, Fasb manifestó que había concluido que no es necesario desarrollar marcos conceptuales diferentes para las empresas de negocios y las organizaciones sin ánimo de lucro.

Según Fasb, las principales características que distinguen las organizaciones sin ánimo de lucro son
:

1. Sus principales recursos les son provistos por personas que no esperan su repago como tampoco aspiran a ser receptores de otros beneficios económicos.

2. Suministran bienes y servicios con propósitos diferentes de obtener a cambio beneficios.

3. Carecen de un propietario que pueda vender, transferir, recuperar el capital o que tenga derecho a participar en los remanentes al momento de la liquidación de la organización.

Durante largo tiempo, en los Estados Unidos de América la contabilidad de las organizaciones sin ánimo de lucro estuvo orientada por estándares emitidos por entidades distintas de Fasb.
Esos otros estándares desarrollaron la que se conoce como “contabilidad por fondos” que aún hoy se aplica ampliamente por muchas organizaciones sin ánimo de lucro.

La contabilidad por fondos reconoce que una organización sin ánimo de lucro posee recursos sujetos a diferentes reglas de uso, encontrándose algunos de libre disponibilidad, al paso que otros pueden tener un uso restringido, sea por la voluntad del respectivo donante, sea por decisiones de los órganos competentes de la organización
.

Haried y otros
 señalan:

“(...) In order to account for these legally imposed, externally imposed, and self-imposed restrictions or limitations on the utilization of their resources, non-business organizations have generally adopted the concept of fund accounting. A fund has been defined by National Council of Governmental Accounting as

a fiscal and accounting entity with a self-balancing set of accounts recording cash and other financial resources, together with all related liabilities and residual equities or balances, and changes therein, which are segregated for the purpose of carrying on specific activities or attaining certain objectives in accordance with special regulations, restrictions, or limitations.

In fund accounting, each fund consist of assets, liabilities, and a fund balance and constitutes a separate accounting entity created and maintained for a specific purpose. The inflow and outflow of resources of each fund must be accounted for such a way that they can be compared with the approved or stipulated resource flows for that fund. (…)”

Como puede verse en la lista que se incluyó antes en este documento, Fasb ha emitido varias disposiciones aplicables a las entidades sin ánimo de lucro, como son las declaraciones números 93, 99, 116, 117, 124 y 136.

Fas 117 regula los estados financieros de las organizaciones sin ánimo de lucro, exigiéndoles presentar balance, estados de actividad y flujos de efectivo. También exige la sistemática revelación sobre si los activos netos y los ingresos respectivos están sometidos a restricciones permanentes o temporales o si son de libre disponibilidad. El régimen de estas entidades se resume así:

“(…) No5 Summary


This section presents standards for accounting and reporting by not-for-profit organizations as it relates to general-purpose external financial statements, contributions, and expirations of donor-imposed restrictions.


All not-for-profit organizations are required to provide a statement of financial position, a statement of activities, and a statement of cash flows in their general-purpose external financial statements.  Voluntary health and welfare organizations must also provide a statement of functional expenses.  Amounts for the organization's total assets, liabilities, and net assets are to be reported in a statement of financial position; the change in an organization's net assets is reported in a statement of activities; and the change in its cash and cash equivalents is reported in a statement of cash flows.


An organization's net assets and its revenues, expenses, gains, and losses are classified based on whether they are restricted by donors.  Amounts for each of three classes of net assets--permanently restricted, temporarily restricted, and unrestricted--are required to be displayed in a statement of financial position and amounts of change in each of those classes of net assets are required to be displayed in a statement of activities.  Recognition of the expiration of donor-imposed restrictions in the period in which the restrictions expire is required.  Expirations of restrictions that simultaneously increase one class of net assets and decrease another (reclassifications) are reported separately from other transactions in the statement of activities.


This section presents standards for accounting for certain investments held by not-for-profit organizations.  Investments in equity securities with readily determinable fair values and all investments in debt securities are reported at fair value with gains and losses included in a statement of activities.  Certain disclosures are required about investments held by not-for-profit organizations and the return on those investments.  


This section also presents standards for reporting losses on investments held because of a donor's stipulation to invest a gift in perpetuity or for a specified term.


In addition, this section requires certain disclosures if a not-for-profit organization transfers assets to a recipient organization and specifies itself or its affiliate as the beneficiary or if it includes in its financial statements a ratio of fundraising expenses to amounts raised. (…)”

Broadcasting Industry

“(…) Br5 Summary


This section presents standards of financial accounting and reporting for broadcasters.  Exhibition rights acquired under a license agreement for program material shall be accounted for as a purchase of rights by the licensee.  The asset and liability for a license agreement shall be reported by the licensee, at either the present value or the gross amount of the liability, when the license period begins and certain specified conditions have been met.  This section also presents standards of reporting by broadcasters for barter transactions and network affiliation agreements. (…)”

Banking And Thrift Industries

“(…) Bt7 Summary


If, and to the extent that, the fair value of liabilities assumed exceeds the fair value of identifiable assets acquired in the acquisition of a banking or thrift institution, the unidentifiable intangible asset recognized generally shall be amortized to expense by the interest method over a period no longer than the discount on the long-term interest-bearing assets acquired is to be recognized as interest income.


An accelerated method also may be used to amortize goodwill arising from the purchase of a savings and loan association if an enterprise demonstrates that (a) the goodwill represents an amount paid for factors such as the capacity of existing savings accounts and loan accounts to generate future income, but there is not a satisfactory basis for assigning amounts to individual factors, and (b) the benefits expected to be received from the factors decline over the expected life of those factors.


Financial assistance granted to an enterprise by a regulatory authority in connection with a business combination shall be accounted for as part of the combination if receipt of the assistance is probable and the amount is reasonably estimable.


A savings and loan association generally shall not provide deferred taxes on the difference between taxable income and pretax accounting income attributable to its bad-debt reserve because the association controls the events that create the tax consequence. (…)”

Cable Television Industry

“(..) Ca4 Summary


This section presents standards of financial accounting and reporting for costs, expenses, and revenues applicable to the construction and operation of a cable television system.  During a period while a cable television system is partially under construction and partially in service (the prematurity period), costs incurred that relate to both current and future operations shall be partially capitalized and partially expensed. (...)”

Computer Software To Be Sold, Leased, Or Otherwise Marketed 

“(…) Co2 Summary


This section specifies the accounting for the costs of computer software to be sold, leased, or otherwise marketed as a separate product or as part of a product or process.  It applies to computer software developed internally and to purchased software.


Costs incurred internally in creating a computer software product shall be charged to expense when incurred as research and development until technological feasibility has been established for the product.  Technological feasibility is established upon completion of a detail program design or, in its absence, completion of a working model.  Thereafter, all software production costs shall be capitalized and subsequently reported at the lower of unamortized cost or net realizable value.  Capitalized costs are amortized based on current and future revenue for each product with an annual minimum equal to the straight-line amortization over the remaining estimated economic life of the product. (…)”

Contractor Accounting: Construction-Type Contracts

“(…) Co4 Summary


The percentage-of-completion method of accounting for long-term construction-type contracts is preferable if estimates of costs to complete and extent of progress toward completion of long-term contracts are reasonably dependable.  The completed-contract method is preferable if lack of dependable estimates or inherent hazards cause forecasts to be doubtful.  Income recognized under the percentage-of-completion method shall be that percentage of estimated total income (a) that incurred costs to date bear to estimated total costs or (b) that may be indicated by such other measure of progress toward completion as may be appropriate having due regard to work performed.  The completed-contract method recognizes income only if the contract is completed, or substantially so. (…)”

Contractor Accounting: Government Contracts

“(...) Co5 Summary


Fees under government cost-plus-fixed-fee contracts may be credited to income on the basis of such measurement of partial performance as will reflect reasonably assured realization or may be accrued as they are billable unless such accrual is not reasonably related to the proportionate performance of the total work or services to be performed.


Profit of a contractor on a fixed-price supply contract terminated for the convenience of the government accrues as of the effective date of termination. (…)”

Development Stage Enterprises

“(...) De4 Summary


Generally accepted accounting principles that apply to established operating enterprises shall govern the recognition of revenue by a development stage enterprise and shall determine whether a cost incurred by a development stage enterprise is to be charged to expense when incurred or is to be capitalized or deferred.  Accounting treatment should be governed by the nature of the transaction rather than by the degree of maturity of the enterprise.  Thus, the determination of whether a particular cost should be charged to expense when incurred or should be capitalized or deferred should be based on the same accounting standards regardless of whether the enterprise incurring the cost is already operating or is in the development stage. (…)”

Franchising:  Accounting By Franchisors

“(…) Fr3 Summary


Franchise fee revenue from individual and area franchise sales shall be recognized only when all material services or conditions relating to the sale have been substantially performed or satisfied by the franchisor.  This section also contains accounting standards for continuing franchise fees, continuing product sales, agency sales, repossessed franchises, franchising costs, commingled revenue, and relationships between a franchisor and a franchisee. (…)”

Insurance Industry

“(...) In6 Summary


This section applies to all insurance enterprises.  This section also provides that the AICPA Statement of Position 95-1, Accounting for Certain Insurance Activities of Mutual Life Insurance Enterprises, should be applied to those participating life insurance contracts of mutual life insurance enterprises that meet the conditions specified in this section and that the SOP may be applied by stock life insurance enterprises to those participating contracts that meet those specified conditions.  However, this section does not address the accounting in SOP 95-1.


Insurance contracts, for purposes of this section, are classified as short-duration or long-duration contracts.  Long-duration contracts include contracts, such as whole-life, universal life, guaranteed renewable term life, endowment, annuity, title insurance, and participating life insurance contracts that are expected to remain in force for an extended period.  Long-duration contracts with terms that are not fixed and guaranteed are referred to as universal life-type contracts.  All other insurance contracts are considered short- duration contracts and include most property and liability insurance contracts.


Some contracts issued to policyholders by insurance enterprises do not incorporate significant insurance risks as that concept is contemplated in this section.  Those contracts are referred to as investment contracts and are not accounted for as insurance contracts.  Investment contracts are accounted for in a manner consistent with the accounting for interest-bearing or other financial instruments.


Premiums from short-duration contracts ordinarily are recognized as revenue over the period of the contract in proportion to the amount of insurance protection provided.  Claim costs, including estimates of costs for claims relating to insured events that have occurred but have not been reported to the insurer, are recognized when insured events occur.


Premiums from long-duration contracts other than universal life- type contracts are recognized as revenue when due from policyholders.  The present value of estimated future policy benefits to be paid to or on behalf of policyholders less the present value of estimated future net premiums to be collected from policyholders are accrued when premium revenue is recognized.  Those estimates are based on assumptions, such as estimates of expected investment yields, mortality, morbidity, terminations, and expenses, applicable at the time the insurance contracts are made.  Some long-duration contracts subject the insurance enterprise to mortality or morbidity risk over a period that extends beyond the periods in which premiums are collected.  Income from those contracts, which are referred to as limited-payment contracts, is recognized over the period that benefits are provided rather than on collection of premiums.


Universal life-type contracts differ from other long-duration contracts in the flexibility and discretion that is granted to one or both parties to the contract.  The liability for policy benefits is established at an amount determined by the account or contract balance that accrues to the benefit of the policyholder.  Amounts assessed against policyholders for contract services, rather than premium receipts, are reported as revenue.  


Claim costs on all long-duration contracts are recognized when insured events occur.


Costs that vary with and are primarily related to the acquisition of insurance contracts, other than universal life-type contracts, are capitalized and charged to expense in proportion to premium revenue recognized.  Acquisition costs associated with universal life-type contracts are capitalized and amortized in proportion to gross profit amounts from the operation of those contracts.  


Investments are reported as follows:  equity securities that have readily determinable fair values and all debt securities in accordance with the provisions of Section I80, "Investments:  Debt and Equity Securities," mortgage loans at outstanding principal or amortized cost, and real estate at depreciated cost.  Realized investment gains and losses on securities other than trading securities are reported in the income statement as a component of other income.  Realized investment gains and losses may not be deferred to future periods, either directly or indirectly.  


This section also specifies the accounting by insurance enterprises for the reinsuring (ceding) of insurance contracts.  It requires reinsurance receivables (including amounts related to claims incurred but not reported and liabilities for future policy benefits) and prepaid reinsurance premiums to be reported as assets.  In addition, this section establishes the conditions required for a contract with a reinsurer to be accounted for as reinsurance and prescribes accounting and reporting standards for those contracts.  For all reinsurance transactions, immediate recognition of gains is precluded unless the ceding enterprise's liability to its policyholder is extinguished. (…)”

Investment Companies

“(…) In8 Summary


Highly liquid investment companies, provided they meet certain conditions, are exempt from the requirement to provide a statement of cash flows as part of a full set of financial statements. (…)”

Mortgage Banking Activities

“(...) Mo4 Summary


This section applies to certain activities of a mortgage banking enterprise and to the mortgage banking operations of other enterprises, such as commercial banks and thrift institutions.


Mortgage loans held for sale are reported at the lower of cost or market value.  Mortgage-backed securities are reported in accordance with the provisions of Section I80, "Investments:  Debt and Equity Securities."  However, a mortgage banking enterprise must classify as trading any retained mortgage-backed securities that it commits to sell before or during the securitization process.  Loan origination fees and related direct loan origination costs for loans held for sale shall be capitalized as part of the carrying amount of the related loan and shall not be amortized.


Mortgage banking enterprises shall follow the guidance in Section F35, "Financial Instruments: Servicing," with regard to acquiring mortgage servicing rights and servicing of mortgage loans.


Loan origination fees and related direct loan origination costs for loans held for investment shall be deferred and recognized as an adjustment to yield.  Loan commitment fees shall be deferred and recognized over the life of the loan or until the loan is sold, while fees paid to permanent investors shall be recognized as expense when loans are sold.  Fees for services performed by third parties and loan placement fees are recognized as revenue when all significant services have been performed. (…)”

Motion Picture Industry

“(…) Mo8 Summary


An entity that is a producer or distributor of films and that previously applied Section Mo6, "Motion Picture Industry," is now required to follow the guidance in the AICPA Statement of Position 00-2, Accounting by Producers or Distributors of Films. (…)”

Oil And Gas Producing Activities

“(...) Oi5 Summary


An enterprise with oil and gas producing activities shall classify production payments payable in cash as debt and shall apply comprehensive income tax allocation like other enterprises.  Both publicly traded and other enterprises shall disclose the method of accounting for costs incurred in oil and gas producing activities and the manner of disposing of related capitalized costs.


Publicly traded enterprises with significant oil and gas activities, when presenting a complete set of annual financial statements, are to disclose the following as supplementary information, but not as a part of the financial statements:

a.
Proved oil and gas reserve quantities

b.
Capitalized costs relating to oil and gas producing activities

c.
Costs incurred in oil and gas property acquisition, exploration, and development activities

d.
Results of operations for oil and gas producing activities

e.
A standardized measure of discounted future net cash flows relating to proved oil and gas reserve quantities.


In addition, this section describes a preferable, but not required, form of the successful efforts method of accounting for oil and gas producing activities.  Under that method, costs shall be accounted for as follows:

a.
Geological and geophysical costs and costs of carrying and retaining undeveloped properties are charged to expense as incurred.

b.
Costs of drilling exploratory wells and exploratory-type stratigraphic test wells that do not find proved reserves are charged to expense when the wells do not find proved reserves.

c.
Costs of acquiring properties, costs of drilling development wells and development-type stratigraphic test wells, and costs of drilling successful exploratory wells and exploratory-type stratigraphic test wells are capitalized.

d.
The capitalized costs of wells and related equipment are amortized as the related oil and gas reserves are produced.

e.
Costs of unproved properties are assessed periodically, and a loss is recognized if the properties are impaired. (…)”

Pension Funds:  Accounting And Reporting  By Defined Benefit Pension Plans

“(...) Pe5 Summary


This section presents standards of financial accounting and reporting for the annual financial statements of a defined benefit pension plan (plan) in the private sector.  This section does not require the preparation, distribution, or attestation of financial statements for any plan.


The primary objective of a plan's financial statements is to provide financial information that is useful in assessing the plan's present and future ability to pay benefits when due.  To accomplish that objective, the financial statements are to include information regarding (a) the net assets available for benefits as of the end of the plan year, (b) the changes in net assets during the plan year, (c) the actuarial present value of accumulated plan benefits as of either the beginning or end of the plan year, and (d) the effects, if significant, of certain factors affecting the year-to-year change in the actuarial present value of accumulated plan benefits.  If the date as of which the benefit information ((c) above) is presented (the benefit information date) is the beginning of the year, additional information is required regarding both the net assets available for benefits as of that date and the changes in net assets during the preceding year.  Flexibility in the manner of presenting benefit information and changes therein (items (c) and (d) above) is permitted.  Either or both of those categories of information may be presented on the face of one or more financial statements or in accompanying notes.  A defined benefit pension plan is not required to provide a statement of cash flows; however, it is encouraged to do so when that statement would provide relevant information about the ability of the plan to meet future obligations.


Information regarding net assets is to be prepared on the accrual basis of accounting.  Plan investments (excluding insurance contracts) are to be presented at fair value.  Insurance contracts are to be presented the same manner as specified in the plan's annual report to certain governmental agencies pursuant to the Employee Retirement Income Security Act of 1974 (ERISA).  Plans not subject to ERISA are to account for their insurance contracts as though they also filed that annual report.


The primary information regarding participants' accumulated plan benefits reported in plan financial statements will be their actuarial present value.  This section defines participants' accumulated plan benefits as those future benefit payments that are attributable under the plan's provisions to employees' service rendered to the benefit information date.  Their measurement is primarily based on employees' history of pay and service and other appropriate factors as of that date.  Future salary changes are not considered.  Future years of service are considered only in determining employees' expected eligibility for particular types of benefits, for example, early retirement, death, and disability benefits.  To measure their actuarial present value, assumptions are used to adjust those accumulated plan benefits to reflect the time value of money (through discounts for interest) and the probability of payment (by means of decrements such as for death, disability, withdrawal, or retirement) between the benefit information date and the expected date of payment.  An assumption of an ongoing plan underlies those assumptions.


The use of averages and other methods of approximation consistent with recommended actuarial practice is permitted, provided the results are substantially the same as those contemplated by this section.  Such simplified techniques may be particularly useful for plans sponsored by small employers.


Plan financial statements are required to include certain information about (a) the plan, (b) the results of transactions and other events that affect the information presented regarding net assets and participants' benefits, and (c) other factors necessary for users to understand the information provided. (…)”

Real Estate:  Sales

“(...) Re1 Summary


For retail land sales, the seller's receivables from the land sales must be collectible and the seller must have no significant remaining obligations for construction or development before profits can be recognized by the full accrual method.  Other sales in retail land sales projects are to be reported under either the percentage- of-completion or the installment method, for which this section specifies criteria based on the collectibility of the seller's receivables from the land sales and the seller's remaining obligations.


For other sales of real estate, this section provides for profit recognition by the full accrual and several other methods, depending on whether a sale has been consummated, the extent of the buyer's investment in the property being sold, whether the seller's receivable is subject to future subordination, and the degree of the seller's continuing involvement with the property after the sale.  Paragraphs .103 through .105 set forth the general requirements for recognition of all the profit at the date of sale.  Paragraphs .106 through .118 elaborate on those general rules.  Paragraphs .119 through .143 provide more detailed guidance for a variety of more complicated circumstances if the criteria for immediate profit recognition are not met. (…)”

Real Estate:  Accounting For Costs And Initial Rental Operations Of Real Estate Projects

“(…) Re2 Summary


This section indicates whether costs associated with acquiring, developing, constructing, selling, and renting real estate projects should be capitalized.  Guidance also is provided on the appropriate methods of allocating capitalized costs to individual components of the project.  This section also indicates that a rental project changes from nonoperating to operating when it is substantially completed and held available for occupancy, that is, upon completion of tenant improvements but no later than one year from cessation of major construction activities.  At that time, costs should no longer be capitalized. (…)”

Record And Music Industry

“(…) Re4 Summary


This section presents standards of financial accounting and reporting for licensors and licensees in the record and music industry.  If a license agreement is, in substance, an outright sale and collectibility of the licensing fee is reasonably assured, this section requires the licensor to recognize the licensing fee as revenue.  This section requires a licensee to record minimum guarantees as assets and charge them to expense in accordance with the terms of the license agreement.  It also presents accounting standards for artist compensation cost and cost of record masters. (…)”

Regulated Operations

Algunas empresas no tienen libertad total para establecer los precios de los bienes y servicios que producen. Pueden existir reglas legales que determinen las tarifas que ellas pueden cobrar, las cuales suelen determinarse en atención a los costos en que incurren.

Para orientar la contabilidad de tales empresas, Fasb ha emitido una serie de declaraciones, entre las cuales se cuentan las números 71, 90, 92 y 101. Otras normas complementan a éstas, como las números 106, 109 y 121.

En “FASB Financial Accounting Research System (FARS) which is current through September 15, 2000”, sección Re6, se encontraba el siguiente resumen:

“(…) This section provides guidance in preparing general-purpose financial statements for most public utilities.  Certain other enterprises with regulated operations that meet specified criteria are also covered.


In general, the type of regulation covered by this section permits rates (prices) to be set at levels intended to recover the estimated costs of providing regulated services or products, including the cost of capital (interest costs and a provision for earnings on shareholders' investments).


For a number of reasons, revenues intended to cover some costs are provided either before or after the costs are incurred.  If regulation provides assurance that incurred costs will be recovered in the future, this section requires enterprises to capitalize those costs.  If current recovery is provided for costs that are expected to be incurred in the future, this section requires enterprises to recognize those current receipts as liabilities.


The cost of electric utilities' plants constructed in the 1980s has been much greater than the cost of those completed in earlier years, so that, for some utilities, conventional rate-making methods would result in significantly increased rates when a newly completed plant goes into service.  In such cases, some regulators have adopted phase-in plans to moderate the initial rate increase.  The objective of those plans is to increase rates more gradually than would be the case under conventional rate making, while providing the utility eventual recovery of all of its allowable costs and a return on investment.  This section requires allowable costs deferred for future recovery under a phase-in plan related to plants completed before January 1, 1988 and plants on which substantial physical construction had been performed before that date to be capitalized if certain criteria are met. 


This section requires the future revenue that is expected to result from the regulator's inclusion of the cost of an abandoned plant in allowable cost for rate-making purposes to be reported at its present value when the abandonment becomes probable.  Any costs in excess of that present value of the abandoned plant shall be recognized as a loss.  This section also requires loss recognition for any disallowed costs of a recently completed plant.


This section requires recognition, as costs of assets and increases in net income, of two types of allowable costs that include amounts not usually accepted as costs in the present accounting framework for unregulated enterprises, as follows:

•
If rates are based on allowable costs that include an allowance for the cost of funds used during construction (consisting of an equity component and a debt component) and it is probable that the allowance for funds used during construction will be allowed for rate-making purposes, then the enterprise shall capitalize and increase net income by the amount used for rate-making purposes--instead of capitalizing interest in accordance with Section I67, "Interest:  Capitalization of Interest Costs."

•
If rates are based on allowable costs that include reasonable intercompany profits, the enterprise shall not eliminate those intercompany profits in its financial statements.


Regulated enterprises shall account for income taxes as required under Section I27, "Income Taxes."  Specifically: 

a.
Net-of-tax accounting and reporting is prohibited

b.
Deferred taxes are to be recognized for temporary differences

c.
Adjustments to deferred taxes are to be made for an enacted change in tax law or rates.


If it is probable that a future increase or decrease in taxes payable will result from the above and be recovered from or returned to customers than an asset or liability should be recognized for that amount.


This section may require that a cost be accounted for in a different manner from that required by another section.  In that case, this section is to be followed because it reflects the economic effects of the rate-making process--effects not considered in other sections.  All other provisions of that other section apply to the regulated enterprise.


An enterprise's operations can cease to meet the specified criteria mentioned above for various reasons, including deregulation, a change in the method of regulation, or a change in the competitive environment for the enterprise's regulated services or products.  Regardless of the reason, an enterprise whose operations cease to meet those criteria should discontinue application of the accounting described above and report that discontinuation by eliminating from its statement of financial position the effects of any actions of regulators that had been recognized as assets and liabilities but would not have been recognized as assets and liabilities by enterprises in general.  However, the carrying amounts of plant, equipment, and inventory measured and reported pursuant to this section should not be adjusted unless those assets are impaired, in which case the carrying amounts of those assets should be reduced to reflect that impairment.  The net effect of the adjustments should be included in income of the period in which the discontinuation occurs and classified as an extraordinary item. (…)”

Title Plant

“(…) Ti7 Summary


This section applies to enterprises, such as title insurance enterprises, title abstract enterprises, and title agents, that use a title plant in their operations.  Costs directly incurred to construct a title plant are capitalized until the enterprise can use the title plant to do title searches.  Capitalized costs of a title plant are not depreciated and costs of maintaining a title plant and doing title searches are expensed as incurred. (…)”

Diferencias entre la contabilidad de los Estados Unidos de América y las normas internacionales de contabilidad

Como puede verse en GAAP 2000, A survey of National Accounting Rules in 53 Countries
, existen diferencias entre la contabilidad estadounidense y las normas internacionales de contabilidad emitidas por iasc
:

“(…) UNITED STATES XE "UNITED STATES" \i 
The United States has a very detailed framework of generally accepted accounting principles ( US GAAP). This is based on accounting standards and guidance of the Financial Accounting Standards Board and those of its predecessor bodies, Statements of Position and interpretations from the AICPA and, consensuses reached by the Emerging Issues Task Force. In addition, listed companies must follow the rules, regulations and releases issued by the Securities and Exchange Commission SEC.

US accounting may differ from that required under IAS because of less specific rules in the US as follows:

· discounting provisions is not clearly defined (IAS 37.45)

· the requirement for annual impairment tests when the depreciable lives of goodwill or intangible assets exceed twenty years (IAS 22.56 and 38.99)

· the requirement for segment reporting of liabilities (IAS 14.56).

There are inconsistencies between US and IAS rules which could lead to differences for many enterprises in certain areas. Under US rules:

· in the context of an acquisition, part of the purchase price should be allocated to in-process research and development costs of an acquiree that can be identified and measured; these amounts are then expensed in the period after acquisition (IAS 22.27/40 and IAS 38.79)

· the classification of business combinations between acquisitions and unitings of interest is based on compliance with a set of criteria rather than whether an acquirer can be identified (IAS 22.8)

· provisions in the context of business combinations can be made under less strict conditions (IAS 22.31)

· provisions may be recognized on the basis of the probability of outflows of resources without there always being an obligation (IAS 37.14)

· impairment tests use undiscounted cash flows and impairments are measured based on fair value rather than on recoverable amount (IAS 36.5/58)

· once recognized, an impairment may not be reversed (IAS 36.95)

· an issuer’s financial instruments are classified on the legal form of the instrument rather than on the basis of whether they are in substance liabilities, and compound instruments are not split on this basis (IAS 32.18/23)

· segments are identified and information measured based on management’s organization of segments for operational and internal reporting purposes, with no segment reporting on a secondary basis, although certain geographic disclosure is required (IAS 14.69-72).

In certain enterprises, these other issues could lead to differences from IAS:

· some enterprises that are de facto controlled but neither majority owned nor contractually controlled may be excluded from consolidation (IAS 27.6, SIC 12)

· the excess of the fair value of identifiable net assets acquired over the cost of an acquisition should be used to reduce the fair values of the non-monetary assets with only any remainder being recognized as negative goodwill (IAS 22.59)

· inventories can be valued at replacement cost, if lower than cost (IAS 2.6)

· financial statements of subsidiaries in hyperinflationary economies are remeasured using the reporting currency of the parent (IAS 21.36)

· employee benefit past service costs must be amortized even if they are vested and a additional minimum liability may have to be recognized as a deduction of equity (IAS 19.96)

· discontinuing operations disclosures may be made prior to a formal announcement (IAS 35.16)

· defined benefit pension plans with flat-benefit formulas generally use a unit credit method to determine the liability and the discount rate used to determine pension liabilities reflects the rate at which the liability could be settled (IAS 19.64/78)

· deferred taxes are calculated using enacted rates as opposed to those substantially enacted (IAS 12.34/47)

· amortization of goodwill is based on the useful life, consistent with ias, but is limited to 40 years whereas ias provides a rebuttable presumption that the useful life will not exceed 20 years but does not specify a maximum life (IAS 22.44) (…)”

La posición de Fasb frente a las normas internacionales de contabilidad

Puesto que Iosco recomendó a los distintos reguladores del mercado de valores aceptar la utilización de las normas internacionales de contabilidad, la Sec consultó al respecto a los diferentes interesados sobre la viabilidad de proceder conforme a tal recomendación.

Fasb se pronunció mediante comunicación de junio de 2000, que puede verse en forma completa en el anexo.

Fasb observó que la encuesta de Sec plantea la posibilidad de aceptar el uso de las normas internacionales por parte de los emisores extranjeros (no radicados en los Estados Unidos de América). Observó también que Sec no había considerado la necesidad de conciliar la información basada en ias con la que se hubiera presentado usando usgaap. Fasb no está de acuerdo en que no se exija dicha conciliación, pues ello podría confundir a los usuarios de la información al encontrarse frente a datos no comparables. Considera que los usuarios no deben asumir el costo implícito en la falta de homogeneidad.

La falta de conciliación entre fas y ias eliminaría una de las principales fuentes para advertir diferencias, debilitaría el interés de trabajar en la armonización, dificultaría medir los progresos en esta materia. Eventualmente, el uso de ias puede conllevar una fuerte presión sobre la Sec para que reduzca su alto nivel de exigencia sobre la información dirigida al mercado de valores estadounidense e, incluso, puede provocar una presión para que también se acepte el uso de normas de otros países sin necesidad de conciliación.

Fasb reconoce los esfuerzos de cambio de Iasc, los cuales ha apoyado. Pero considera que aún es pronto para estar seguro del éxito de los mismos. Indica que probablemente no hay aún un número suficiente de emisores que utilice ias.

Fasb expresa su preocupación por existencia implícita y explícita de tratamientos alternativos dentro de las normas internacionales, la ambigüedad en las guías emitidas para su aplicación y la falta de instrucciones para llevar a la práctica varios de esos estándares. Anota que subsisten muchos problemas de interpretación y que varias normas aún no han entrado en aplicación o su corto tiempo de vigencia no permite juzgar su bondad. Como normas que contienen alternativas implícitas Fasb menciona los números 1, 8, 10, 11, 16, 19, 22, 31, 37, 38. Como se ve, se trata de un conjunto significativo sobre el total de estándares emitidos y en vigencia.

Fasb puso de presente que Iasc no ha desarrollado aún un cuerpo suficiente de disposiciones o se ha referido en forma muy general sobre temas tales como industrias especializadas, leasing, compensaciones en acciones, contabilidad para empresas sin ánimo de lucro, cambios en la información contable, operaciones sobre participaciones de capital, ciertos aspectos que se presentan en la consolidación de negocios, instrumentos financieros. Fasb ha hecho un amplio estudio al respecto, que puede verse en la publicación titulada The IASC-U.S. Comparison Project: A Report on the Similarities and Differences Between IASC Standards and U.S. GAAP
.

Fasb ha identificado varias inconsistencias en el uso de términos dentro de las normas internacionales de contabilidad, tales como finance costs, monetary item, bank overdrafts, probable, substantively enacted.

Para Fasb resulta confuso el método según el cual parte del estándar tendría el carácter de regla
 y parte el carácter de guía. Fasb observa que en muchas ocasiones dentro de las guías existen verdaderas reglas.

Para Fasb un sistema que produzca información financiera de alta calidad no se reduce a un conjunto de normas contables. Se requiere, entre otras cosas, un sistema de registro suficiente, adecuadas normas de auditoría, controles de calidad efectivos y una supervisión extensa por parte de los reguladores. Fasb duda que estos elementos estén rodeando los ias.

En esta materia existe coincidencia entre el pensamiento de fasb y lo expresado por la Fédération des Experts Comptables Européens (fee), para la cual
:

“(…) Enforcement can be defined as all procedures in a country in order to assure the proper application of accounting principles and standards. Efficient enforcement should be made up of due process and economic efficiency, the essential performance measure being to deter harmful violations. A key feature of enforcement is to be able to require the restatement of financial statements that do not comply with applicable accounting standards. Reviews limited to formal checks are for this study not considered as enforcement – reviews need to be substantive in nature.

In relation to enforcement, several aspects can be considered and enforcement appears in most of the European countries at six levels:

Self-enforcement: preparation of financial statements

Statutory audit of financial statements

Approval of financial statements

Institutional oversight system

Court: sanctions/complaints

Public and Press reactions

First of all, clear accounting standards 4 and timely interpretations and implementation guidance should be in place.(...)”
Funciones y características de un regulador internacional según Fasb

En el documento “INTERNATIONAL ACCOUNTING STANDARD SETTING: A Vision for the Future Report of the FASB”, se postulan unas características y unas funciones que debería reunir y satisfacer un organismo con capacidad para expedir estándares internacionales.

Según Fasb el organismo en cuestión debería obrar con: 

· Liderazgo

· Creatividad

· Pertinencia

· Sensibilidad

· Objetividad

· Aceptabilidad

· Credibilidad

· Comprensibilidad

· Responsabilidad

El organismo generador de estándares debería:

· Ser una entidad capaz de tomar decisiones libremente

· Observar un adecuado “debido proceso” para producir las normas

· Poseer una adecuada planta de personal

· Obtener sus recursos en forma que le garantice independencia

· Estar sometido a una supervisión independiente

Las empresas colombianas ante la contabilidad de los Estados Unidos de América

Aún son muy pocas las empresas colombianas que han incursionado en los mercados internacionales.

Así por ejemplo, en http://www.site-by-site.com/adr/latin/adr_col.htm a 28 de abril de 2001 aparecía la siguiente información:

	Issue
	CUSIP
	Exchange
	Symbol
	Ratio*
	Industry

	BANCO GANADERO COMMON SHARES
	059594408
	NYSE
	BGA
	1:
	100
	BKS

	BANCO GANADERO PREFERRED SHARES
	059594507
	NYSE
	BGA+
	1:
	100
	BKS

	BANCOLOMBIA S.A. PREFERRED
	05968L102
	NYSE
	CIB
	1:
	4
	BKS

	CARULLA & CIA. PREFERRED SHARES 144A
	146794102
	144A
	CCIAYP
	1:
	1
	RET

	CEMENTOS DIAMANTE S.A. 144A
	151261104
	144A
	CGLOY
	1:
	3
	CST

	CEMENTOS PAZ DEL RIO, S.A. 144A
	151264108
	144A
	CMNZYP
	1:
	15
	CST

	COMUNICACION CELULAR, S.A.
	205847106
	OTC 
	CMCQY
	1:
	10000
	TEL

	CORPORACION FINANCIERA DEL VALLE 144A
	219869104
	144A
	CFVLY
	1:
	2
	BKS

	CORPORACION FINANCIERA DEL VALLE LEVEL-I
	P3138W127
	OTC 
	CFDVY
	1:
	2
	BKS

	GRAN CADENA DE ALMACENES COLOMBIA 144A
	385003108
	144A
	GCACYP
	1:
	10
	RET

	OCCIDENTE Y CARIBE CELULAR, S.A.
	674608302
	OTC 
	OYCCY
	1:
	25
	TEL


En sus estados financieros a 31 de diciembre de 2000, el Banco Ganadero reportó varias diferencias entre las normas colombianas y las US-GAAP, a saber:

1. Impuestos diferidos

2. Planes de beneficios para empleados

3. Ajustes por inflación

4. Valorizaciones de activos

5. Inversiones en compañías no subordinadas

6. Inversiones contabilizadas por el método patrimonial

7. Provisiones por pérdidas en préstamos

8. Intereses no reconocidos por préstamos 

9. Leasing financiero

10. Erogaciones en software y costos laborales diferidos

11. Goodwill

12. Seguros

13. Inversiones para la venta

14. Derivados

15. Pérdidas en cuentas no conciliadas

16. Pérdidas en venta de subsidiarias

17. Provisiones y castigos voluntarios

18. Valorización de inversiones en Corfigan

19. Recuperaciones de préstamos provisionados

20. Bienes recibidos en pago

21. Ingresos y costos originados en préstamos

22. Valor justo de instrumentos financieros

23. Prima en colocación de acciones

24. Concentración del riesgo de crédito

25. Intereses recibidos por anticipado

26. Ganancias por acción

27. Presentación de estados financieros

En sus estados financieros a 31 de diciembre de 1999, el Bancolombia reveló diferencias en:

1. Impuestos diferidos

2. Planes de beneficios para empleados

3. Ajustes por inflación

4. Valorización de activos

5. Provisiones de créditos

6. Ingresos y costos originados en créditos

7. Ingresos no reconocidos por préstamos

8. Gastos preoperativos

9. Inversiones en valores

10. Inversiones en compañías no subordinadas

11. Inversiones en compañías subordinadas

12. Diferencia en cambio

13. Leasing

14. Combinaciones de negocios

15. Valor justo de instrumentos financieros

16. Prima en colocación de acciones

17. Intereses recibidos por anticipado

18. Ganancias por acción

19. Costos en combinaciones

20. Información por segmentos

Cementos Diamante S.A. reportó diferencias en:

1. Ajustes por inflación

2. Inversiones

3. Leasing

4. Depreciación

5. Valorización de activos

6. Pensiones y beneficios para empleados

7. Impuestos diferidos

8. Cuentas de orden

9. Ganancias por acción

En septiembre de 1999 Transtel S.A. reveló diferencias en:

1. Impuestos diferidos

2. Valorización de activos

3. Depreciación

4. Capitalización de intereses

5. Costos diferidos

6. Leasing

7. Reconocimiento de ingresos

8. Corrección monetaria diferida

9. Interés minoritario

10. Compras al accionista controlante

11. Goodwill

12. Ajustes por inflación sobre los inventarios

13. Fiducia en garantía

14. Ganancias por acción

A 31 de diciembre de 1998, Comunicación Celular S.A. reportó diferencias en:

1. Capitalización de intereses – activos intangibles

2. Capitalización de intereses – propiedades, planta y equipo

3. Corrección monetaria diferida

4. Amortización de costos financieros diferidos

5. Amortización de activos intangibles

6. Capitalización de diferencia en cambio

7. Subsidios a nuevos clientes

8. Leasing

9. Publicidad

10. Comisiones y otros cargos diferidos

11. Ajustes al goodwill

12. Valuación de activos

13. Bonos

14. Ajustes por inflación

15. Eliminaciones en consolidación

16. Valuación de inversiones – método patrimonial

A 31 de diciembre de 1997, Occidente y Caribe Celular S.A. reportó diferencias en:

1. Capitalización de intereses

2. Leasing

3. Activos intangibles

4. Gastos preoperativos

5. Corrección monetaria diferida

6. Bonos

7. Efectos en revaluación del patrimonio

8. Impuestos diferidos

9. Información por segmentos geográficos

10. Valor de mercado de los instrumentos financieros

Como se puede advertir, son varias e importantes las áreas de los estados financieros que presentan diferencias respecto de las normas de contabilidad de los Estados Unidos de América
.

Relaciones entre las Ias, Usgaap y las normas colombianas

La diferencia estructura de las normas no permite hacer un enfrentamiento totalmente exacto entre las normas internacionales de contabilidad, las normas colombianas y las normas emitidas por Fasb. Sin embargo, a manera de instrumento de orientación, a continuación presentamos un cuadro que pretende relacionar los tres sistemas.

	IAS 1
	Presentation of Financial Statements
	Statement No.130

Statement No. 129


Statement No. 111

Statement No. 78


Statement No. 32


Statement No. 30

	Reporting Comprehensive Income 
(Issue Date 6/97)

Disclosure of Information about Capital Structure 
(Issue Date 2/97) 


Rescission of FASB Statement No. 32 and Technical Corrections 
(Issue Date 11/92) 

Classification of Obligations That Are Callable by the Creditor--an amendment of ARB No. 43, Chapter 3A 
(Issue Date 12/83) 


Specialized Accounting and Reporting Principles and Practices in AICPA Statements of Position and Guides on Accounting and Auditing Matters--an amendment of APB Opinion No. 20 
(Issue Date 9/79) 

Disclosure of Information about Major Customers--an amendment of FASB Statement No. 14 
(Issue Date 8/79) 

	Art. 113 al 122.
	“Normas técnicas sobre revelaciones”

	IAS 2
	Inventories


	
	
	Art. 63
	Inventarios

	IAS 3
	No longer effective. Replaced by IAS 27 and IAS 28.


	
	
	
	

	IAS 4
	No longer effective. Replaced by IAS 16 and IAS 38.
	
	
	
	

	IAS 5
	No longer effective. Replaced by IAS 1.
	
	
	
	

	IAS 6
	No longer effective. Replaced by IAS 15.
	
	
	
	

	IAS 7
	Cash Flow Statements
	Statement No. 104

Statement No. 102


Statement No. 95


	Statement of Cash Flows-Net Reporting of Certain Cash Receipts and Cash Payments and Classification of Cash Flows from Hedging Transactions--an amendment of FASB Statement No. 95 

(Issue Date 12/89) 

Statement of Cash Flows-Exemption of Certain Enterprises and Classification of Cash Flows from Certain Securities Acquired for Resale--an amendment of FASB Statement No. 95 
(Issue Date 2/89) 

Statement of Cash Flows 
(Issue Date 11/87) 
	Art. 3

Art.. 15

Art 22

Art.120
	Objetivos Básicos

Revelación Plena

Estados Financieros Básicos

Estado de Flujos de Efectivo

	IAS 8
	Profit or Loss for the Period, Fundamental Errors and Changes in Accounting Policies 
	Statement No. 16


Statement No. 3

	Prior Period Adjustments 
(Issue Date 6/77) 


Reporting Accounting Changes in Interim Financial Statements--an amendment of APB Opinion No. 28 
(Issue Date 12/74)


	Art. 106
	Reconocimiento de errores de ejercicio anteriores

	IAS 9
	No longer effective. Replaced by IAS 38.
	
	
	
	

	IAS 10
	Events After the Balance Sheet Date
	
	
	Art. 59. 

Art. 81. 
	Tratamiento de informaciones conocidas después de la fecha de cierre.

Contingencias de pérdidas.  

	IAS 11
	Construction Contracts
	
	
	
	

	IAS 12
	Income Taxes
	Statement No. 109 


Statement No. 108
Statement No. 103
Statement No. 100



Statement No. 96


Statement No. 37


Statement No. 31



	Accounting for Income Taxes

(Issued 2/92)
Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96 an amendment of FASB Statement
Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96--an amendment of FASB Statement 
No. 96 
(Issue Date 12/89) 

 Accounting for Income Taxes-Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 96--an amendment of FASB Statement
No. 96 
(Issue Date 12/88) 

Accounting for Income Taxes 
(Issue Date 12/87) 


Balance Sheet Classification of Deferred Income Taxes--an amendment of APB Opinion No. 11 
(Issue Date 7/80) 


Accounting for Tax Benefits Related to U.K. Tax Legislation Concerning Stock Relief 
(Issue Date 9/79) 


	Art.67

Art. 78
	Activos Diferidos

Impuestos por Pagar

	IAS 13
	No longer effective. Replaced by IAS 1.
	
	
	
	

	IAS 14
	Segment Reporting
	Statement No. 131


Statement No. 24

Statement No. 18



Statement No. 14
	Disclosures about Segments of an Enterprise and Related Information 
(Issue Date 6/97)

Reporting Segment Information in Financial Statements That Are Presented in Another Enterprise's Financial Report--an amendment of FASB Statement No. 14 .

(Issue Date 12/78) 


Financial Reporting for Segments of a Business Enterprise: Interim Financial Statements--an amendment of FASB Statement No. 14 
(Issue Date 11/77) 

Financial Reporting for Segments of a Business Enterprise 
(Issue Date 12/76) 


	
	

	IAS 15
	Information Reflecting the Effects of Changing Prices
	Statement No. 89

Statement No. 82
Statement No. 54


Statement No. 46


Statement No. 41



Statement No. 40

Statement No. 33
	Financial Reporting and Changing Prices 
(Issue Date 12/86) 

Financial Reporting and Changing Prices: Elimination of Certain Disclosures--an amendment of FASB Statement No. 33 (Issue Date 11/84) 

Financial Reporting and Changing Prices: Investment Companies--an amendment of FASB Statement No. 33 
(Issue Date 1/82)


 Financial Reporting and Changing Prices: Motion Picture Films 
(Issue Date 3/81) 

 Financial Reporting and Changing Prices: Specialized Assets-Income-Producing Real Estate--a supplement to FASB Statement No. 33 
(Issue Date 11/80) 


Financial Reporting and Changing Prices: Specialized Assets-Timberlands and Growing Timber--a supplement to FASB Statement No. 33 
(Issue Date 11/80) 

Financial Reporting and Changing Prices 
(Issue Date 9/79) 
	
	

	IAS 16
	Property, Plant and Equipment


	
	
	Art. 64
	Propiedades, Planta y Equipo

	IAS 17
	Leases
	Statement No. 13


Statement No. 17
 


Statement No. 98


Statement No. 91


Statement No. 27


Statement No. 26
Statement No. 23


Statement No. 22

Statement No. 28


	Accounting for Leases 
(Issue Date 11/76) 


Accounting for Leases: Initial Direct Costs--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 11/77) 

Accounting for Leases: Sale-Leaseback Transactions Involving Real Estate, Sales-Type Leases of Real Estate, Definition of the Lease Term, and Initial Direct Costs of Direct Financing Leases--an amendment of FASB Statements No. 13, 66, and 91 and a rescission of FASB Statement No. 26 and Technical Bulletin No. 79-11 
(Issue Date 5/88) 


Accounting for Nonrefundable Fees and Costs Associated with Originating or Acquiring Loans and Initial Direct Costs of Leases--an amendment of FASB Statements No. 13, 60, and 65 and a rescission of FASB Statement No. 17 
(Issue Date 12/86) 


Classification of Renewals or Extensions of Existing Sales-Type or Direct Financing Leases--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 5/79) 

Profit Recognition on Sales-Type Leases of Real Estate--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 4/79) 

Inception of the Lease--an amendment of FASB Statement 
No. 13 
(Issue Date 8/78) 


Changes in the Provisions of Lease Agreements Resulting from Refundings of Tax-Exempt Debt--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 6/78) 

Accounting for Sales with Leasebacks--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 5/79) 


	
	

	IAS 18
	Revenue
	Statement No. 48


Statement No. 45


	Revenue Recognition When Right of Return Exists 
(Issue Date 6/81) 


Accounting for Franchise Fee Revenue 
(Issue Date 3/81) 


	Art. 96

Art. 97

Art. 98

Art. 99

Art.100
	Reconocimiento de ingresos y gastos

Realización del Ingreso

Reconocimiento de Ingresos por la venta de Bienes

Reconocimiento de Ingresos por la prestación de servicios

Reconocimiento de otros Ingresos

	IAS 19
	Employee Benefits
	Statement No. 123

Statement No. 110


Statement No. 106


Statement No. 87

Statement No. 74


Statement No. 59

Statement No. 43

Statement No. 36


Statement No. 35

	Accounting for Stock-Based Compensation 
(Issue Date 10/95) 

Reporting by Defined Benefit Pension Plans of Investment Contracts--an amendment of FASB Statement No. 35 
(Issue Date 8/92) 

Employers' Accounting for Postretirement Benefits Other Than Pensions 
(Issue Date 12/90) 


Employers' Accounting for Pensions 
(Issue Date 12/85) 


Accounting for Special Termination Benefits Paid to Employees 
(Issue Date 8/83) 

Deferral of the Effective Date of Certain Accounting Requirements for Pension Plans of State and Local Governmental Units--an amendment of FASB Statement No. 35 
(Issue Date 4/82) 

Accounting for Compensated Absences 
(Issue Date 11/80) 


Disclosure of Pension Information--an amendment of APB Opinion No. 8 
(Issue Date 5/80) 
Accounting and Reporting by Defined Benefit Pension Plans 
(Issue Date 3/80) 


	Art. 76.  

Art.  77.

Art.116.  numeral 7  

Art. 117.  .numeral 4
	Obligaciones Laborales

Pensiones de jubilación

Revelaciones sobre rubros del balance general.  

Revelaciones sobre rubros del estado de resultados

	IAS 20
	Accounting for Government Grants and Disclosure of Government Assistance
	
	
	
	

	IAS 21
	The Effects of Changes in Foreign Exchange Rates
	Statement No. 70
Statement No. 52


Statement No. 8

Statement No. 1

	Financial Reporting and Changing Prices: Foreign Currency Translation--an amendment of FASB Statement No. 33 
(Issue Date 12/82) 

 Foreign Currency Translation 
(Issue Date 12/81) 


Accounting for the Translation of Foreign Currency Transactions and Foreign Currency Financial Statements 
(Issue Date 10/75) 

 Disclosure of Foreign Currency Translation Information
(Issue Date 12/73) 

	Art. 8

Art. 50

Art. 102
	Unidad de Medida

Moneda Funcional

Diferencia en cambio

	IAS 22
	Business Combinations
	Statement No. 79


Statement No. 38

Statement No. 10


	Elimination of Certain Disclosures for Business Combinations by Nonpublic Enterprises--an amendment of APB Opinion 
No. 16 
(Issue Date 2/84) 


Accounting for Preacquisition Contingencies of Purchased Enterprises--an amendment of APB Opinion No. 16 
(Issue Date 9/80)

Extension of "Grandfather" Provisions for Business Combinations--an amendment of APB Opinion No. 16 
(Issue Date 10/75) 


	Art. 29

Art. 61
	Estados financieros Extraordinarios

Inversiones



	IAS 23
	Borrowing Costs
	Statement No. 62

Statement No. 58

Statement No. 47

Statement No. 42



Statement No. 34


Statement No. 15

	Capitalization of Interest Cost in Situations Involving Certain Tax-Exempt Borrowings and Certain Gifts and Grants--an amendment of FASB Statement No. 34 
(Issue Date 6/82) 


Capitalization of Interest Cost in Financial Statements That Include Investments Accounted for by the Equity Method--an amendment of FASB Statement No. 34 
(Issue Date 4/82) 


Disclosure of Long-Term Obligations (Issue Date 3/81) 

Determining Materiality for Capitalization of Interest Cost--an amendment of FASB Statement No. 34 
(Issue Date 11/80) 

 Capitalization of Interest Cost 
(Issue Date 10/79) 


 Accounting by Debtors and Creditors for Troubled Debt Restructurings 
(Issue Date 6/77) 


	Art. 64

Art. 71
	Propiedad, Planta y Equipo

Tratamiento de los gastos financieros capitalizables

	IAS 24
	Related Party Disclosures
	Statement No. 57

	Related Party Disclosures 
(Issue Date 3/82) 
	Art. 113

Art. 115
	Normas técnicas sobre revelaciones

Norma general sobre revelaciones- numeral 10



	IAS 25
	No longer effective. Replaced by IAS 39 and IAS 40 effective 1.01.2001.
	
	
	
	

	IAS 26
	Accounting and Reporting by Retirement Benefit Plans
	Statement No. 132

Statement No. 88

Statement No. 135

Statement No. 112



Statement No. 75


	Employers' Disclosures about Pensions and Other Postretirement Benefits--an amendment of FASB Statements No. 87, 88, and 106
(Issue Date 2/98)

Employers' Accounting for Settlements and Curtailments of Defined Benefit Pension Plans and for Termination Benefits 
(Issue Date 12/85) 

Rescission of FASB Statement No. 75 and Technical Corrections
(Issue Date 2/99)

Employers' Accounting for Postemployment Benefits--an amendment of FASB Statements No. 5 and 43 
(Issue Date 11/92) 

Deferral of the Effective Date of Certain Accounting Requirements for Pension Plans of State and Local Governmental Units--an amendment of FASB Statement No. 35 
(Issue Date 11/83)


	Art 77
	Pensiones de Jubilación

	IAS 27
	Consolidated Financial Statements and Accounting for Investments in Subsidiaries 
	Statement No. 94

	Consolidation of All Majority-owned Subsidiaries--an amendment of ARB No. 51, with related amendments of APB Opinion No. 18 and ARB No. 43, Chapter 12 
(Issue Date 10/87) 
	Art. 23
	Estados Financieros Consolidados

	IAS 28
	Accounting for Investments in Associates
	
	
	Art. 61
	Inversiones

	IAS 29
	Financial Reporting in Hyperinflationary Economies
	
	
	Art. 51
	Ajuste de la unidad de medida

	IAS 30
	Disclosures in the Financial Statements of Banks and Similar Financial Institutions
	Statement No. 134

Statement No. 122
Statement No. 72



Statement No. 65

	Accounting for Mortgage-Backed Securities Retained after the Securitization of Mortgage Loans Held for Sale by a Mortgage Banking Enterprise—an amendment of FASB Statement No. 65

(Issue Date 10/98)

Accounting for Mortgage Servicing Rights--an amendment of FASB Statement No. 65 
(Issue Date 5/95) 
Accounting for Certain Acquisitions of Banking or Thrift Institutions--an amentsumt of APB Opinion No. 17, an interpretation of APB Opinions 16 and 17, and an amendment of FASB Interpretation No. 9 
(Issue Date 2/83) 

 Accounting for Certain Mortgage Banking Activities 
(Issue Date 9/82) 
	
	

	IAS 31
	Financial Reporting of Interests In Joint Ventures
	
	
	
	

	IAS 32
	Financial Instruments: Disclosures and Presentation
	Statement No. 126

Statement No. 119

Statement No. 107

Statement No. 105

	Exemption from Certain Required Disclosures about Financial Instruments for Certain Nonpublic Entities--an amendment to FASB Statement No. 107 
(Issue Date 12/96) 

Disclosure about Derivative Financial Instruments and Fair Value of Financial Instruments 
(Issue Date 10/94) 


Disclosures about Fair Value of Financial Instruments 
(Issue Date 12/91) 

Disclosure of Information about Financial Instruments with Off-Balance-Sheet Risk and Financial Instruments with Concentrations of Credit Risk 
(Issue Date 3/90)

 
	
	

	IAS 33
	Earnings Per Share
	Statement No. 128

Statement No. 85

Statement No. 21
	Earnings per Share 
(Issue Date 2/97) 

Yield Test for Determining whether a Convertible Security is a Common Stock Equivalent--an amendment of APB Opinion No. 15 
(Issue Date 3/85)

Suspension of the Reporting of Earnings per Share and Segment Information by Nonpublic Enterprises--an amendment of APB Opinion No. 15 and FASB Statement No. 14
(Issue Date 4/78)

 
	
	

	IAS 34
	Interim Financial Reporting
	
	
	Art. 26
	Estados Financieros de periodos intermedios

	IAS 35
	Discontinuing Operations
	
	
	
	

	IAS 36
	Impairment of Assets 
	Statement No. 121

	Accounting for the Impairment of Long-Lived Assets and for Long-Lived Assets to Be Disposed Of 
(Issue Date 3/95)
	Art. 10 

Art. 49

Art.54

Art. 64 

Art. 63. 

Art.105. 

Art. 115 


	Valuación Medición

Medición al valor Histórico

Asignación

Inversiones

Inventarios

Reconocimiento de la extinción o pérdida de utilidad futura

Normas generales sobre revelaciones. Numeral  9

	IAS 37
	Provisions, Contingent Liabilities and Contingent Assets
	Statement No. 29

Statement No. 11

Statement No. 5
	Determining Contingent Rentals--an amendment of FASB Statement No. 13 
(Issue Date 6/79

Accounting for Contingencies: Transition Method--an amendment of FASB Statement No. 5 
(Issue Date 12/75)

Accounting for Contingencies 
(Issue Date 3/75) 


	Art. 52.
	PROVISIONES Y CONTINGENCIAS

	IAS 38
	Intangible Assets
	Statement No. 44

	Accounting for Intangible Assets of Motor Carriers--an amendment of Chapter 5 of ARB No. 43 and an interpretation of APB Opinions 17 and 30 
(Issue Date 12/80)

 
	Art.  66
	Activos Intangibles

	IAS 39
	Financial Instruments: Recognition and Measurement
	Statement No. 140

Statement No. 133

Statement No. 127

Statement No. 125


Statement No. 138

Statement No. 137

Statement No. 118

Statement No. 114

Statement No. 115

Statement No. 84

Statement No. 80

Statement No. 77
Statement No. 76
Statement No. 64

Statement No. 55
Statement No. 20
Statement No. 12
Statement No. 6

Statement No. 4

	Accounting by Creditors for Impairment of a Loan-Income Recognition and Disclosures--an amendment of FASB Statement No. 114 
(Issue Date 10/94) 


Accounting for Derivative Instruments and Hedging Activities

(Issue Date 6/98)


Deferral of the Effective Date of Certain Provisions of FASB Statement No. 125--an amendment to FASB Statement No. 125 
(Issue Date 12/96)

Accounting for Transfers and Servicing of Financial Assets and Extinguishments of Liabilities 
(Issue Date 6/96) 

Accounting for Certain Derivative Instruments and Certain Hedging Activities—an amendment of FASB Statement No. 133 

(Issue Date 6/00)

Accounting for Derivative Instruments and Hedging Activities—Deferral of the Effective Date of FASB Statement No. 133—an amendment of FASB Statement No. 133 
(Issue Date 6/99)

Accounting by Creditors for Impairment of a Loan-Income Recognition and Disclosures--an amendment of FASB Statement No. 114 
(Issued 10/94)

Accounting by Creditors for Impairment of a Loan--an amendment of FASB Statements No. 5 and 15 
(Issued 5/93)


Accounting for Certain Investments in Debt and Equity Securities 
(Issued 5/93)


Induced Conversions of Convertible Debt--an amendment of APB Opinion No. 26 
(Issued 3/85)

Accounting for Futures Contracts 
(Issued 8/84)


 Reporting by Transferors for Transfers of Receivables with Recourse 
(Issue Date 12/83) 

Extinguishment of Debt-an amendment of APB Opinion No. 26 
(Issue Date 11/83) 

Extinguishments of Debt Made to Satisfy Sinking-Fund Requirements--an amendment of FASB Statement No. 4 
(Issue Date 9/82)


Determining whether a Convertible Security is a Common Stock Equivalent--an amendment of APB Opinion No. 15 
(Issue Date 2/82)  
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La estándarización: un modelo para considerar

A lo largo de este escrito se ha planteado reiteradamente el carácter técnico de la contabilidad, insistiendo que ella tiene una función definida: mostrar la realidad económica. Consecuentemente se ha censurado el uso de la contabilidad para fines distintos, tales como el control jurídico o la intervención en la marcha de las empresas.

Mientras esto sucede en nuestro País respecto de la contabilidad, el mundo ha ido perfeccionando un sistema para adoptar estándares técnicos, sin enrarecerlos con factores ajenos a su naturaleza y propósito.

De una parte, se encuentra el sistema de estándares y códigos de conducta que se han dispuesto dentro de las políticas de la comunidad de naciones para buscar el mejoramiento de los mercados de capitales. En el aparte destinado a describir la acogida que ha tenido Iasc hicimos mención del sistema que comparten instituciones como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial e Iosco, dentro del cual se ha reconocido a Iasc como emisor de estándares contables.

En ese orden de ideas, en este documento se han descrito el “debido proceso” que observan tanto Iasb como Fasb al actuar como entidades emisoras de estándares contables.

Ante el hecho de que la comunidad de naciones ha decidido establecer estándares y dentro de ellos estándares de contabilidad, lo que sigue es preguntarse cómo un País concreto puede hacer propias esas disposiciones. Se trata de decisiones de orden político que deben plasmarse en normas legales, según el marco jurídico de cada pueblo.

Ya hemos señalado como la Unión Europea decidió aplicar las normas internacionales de contabilidad a partir del año 2005. Del documento denominado “Propuesta de REGLAMENTO DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO relativo a la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad” que parece en los anexos, tomamos la siguiente explicación:

“(...) 3.3. Mecanismo de control

Para realizar la supervisión pública necesaria, es necesario un mecanismo de control de la UE. La función de ese mecanismo no es la de reformular o reemplazar las NIC, sino la de supervisar la adopción de nuevas normas e interpretaciones, interviniendo solamente cuando éstas contengan deficiencias importantes o no cubran características específicas para el ámbito económico o legal de la UE. La misión principal de este mecanismo debería ser la de confirmar que las NIC proporcionan una base adecuada para la información financiera por parte de las empresas de la UE que cotizan en bolsa. El mecanismo se basará en una estructura a dos niveles, combinando el nivel político de reglamentación con un nivel técnico.

Nivel político de reglamentación del mecanismo de control

El nivel de reglamentación incluirá a representantes de todos los Estados miembros y funcionará sobre la base de acuerdos institucionales apropiados con normas de comitología establecidas que garanticen la total transparencia y responsabilidad con respecto al Consejo y al Parlamento. El nivel de reglamentación se pronunciará sobre si una NIC debe ser adoptada por la UE y en qué fecha se aplicará en la UE esta NIC adoptada.

Nivel técnico del mecanismo de control

Un Comité técnico contable se encargará de proporcionar el apoyo y la experiencia necesarios para evaluar oportunamente las normas. Aportará también su contribución en el proceso de fijación de normas CNIC en todas las etapas, y particularmente en las fases iniciales. El nivel técnico debe poder adoptar decisiones de manera expeditiva. Los usuarios de la UE de las NIC y los mercados en general tienen que estar seguros de las normas que deben utilizarse. La adopción de decisiones a su debido tiempo sólo puede garantizarse si el mecanismo puede anticipar problemas potenciales de las NIC futuras. Esto significa que el mecanismo necesita hacer un seguimiento, de manera activa y continuada, al proceso de fijación de normas del CNIC.

El nivel técnico del mecanismo de control garantizará que los usuarios y los preparadores de la UE participen en las discusiones preparatorias de las normas a nivel internacional y en la evaluación técnica de las mismas antes de su adopción por la UE. Esto requiere la implicación de los que elaboran las normas, de la profesión contable, de los usuarios y de los preparadores, así como una estrecha colaboración con las autoridades supervisoras y prudencial. El mecanismo de control facilitará la aplicación de las NIC en el ámbito de la UE. El Comité técnico contable aconsejará a la Comisión si es o no aconsejable modificar las Directivas habida cuenta de los progresos contables internacionales. (...)”

Al lado de ese sistema de estándares y códigos de conducta existe otro que se ocupa principalmente de los bienes. Este sistema de estandarización ha sido también acogido por la comunidad de naciones, incluida Colombia. Su presencia está extendida mundialmente y sobre él se ha pronunciado los acuerdos de libre comercio adoptados en el marco de la Organización Mundial de Comercio, de la cual, como ya se dijo, hace parte Colombia. En sus más recientes desarrollos la estrategia de libre comercio se está extendiendo a los servicios, habiéndose ya expedido normas sobre la prestación de servicios contables. 

Conviene, entonces, echar una mirada a los procesos internacionales de estandarización o normalización de requisitos, a la cabeza de los cuales se encuentra la International Organization for Standardization (ISO)
.

Si bien la estandarización se ocupó inicialmente de los bienes, hoy está ocupada también en los servicios.

En Colombia hace tiempo venimos practicando la estandarización. Se trata de un procedimiento que se ha venido desarrollando con base en leyes de intervención económica, concretamente la Ley número 155 de 1959. Entre sus principales normas se cuentan los Decretos números 2269 de 1993 y 1112 de 1996. Estas disposiciones guardan armonía con las Decisiones 376 y 419 de la Comisión de la Comunidad Andina, así como con la Resolución número 502 de 1997 expedida por la Junta del Acuerdo de Cartagena y las disposiciones que la modifican y adicionan.

El Decreto número 2269 de 1993 nos presenta las siguientes definiciones:

ART. 2º—Para los efectos de la aplicación e interpretación de este decreto se entiende por:

a)  Normalización. Actividad que establece, en relación con problemas actuales o potenciales, soluciones para aplicaciones repetitivas y comunes, con el objeto de lograr un grado óptimo de orden en un contexto dado. En particular consiste en la elaboración, la adopción y la publicación de las normas técnicas;

b)  Norma técnica. Documento establecido por consenso y aprobado por un organismo reconocido, que suministra, para uso común y repetido, reglas, directrices y características para las actividades o sus resultados, encaminados al logro del grado óptimo de orden en un contexto dado. Las normas técnicas se deben basar en los resultados consolidados de la ciencia, la tecnología y la experiencia y sus objetivos deben ser los beneficios óptimos para la comunidad;

c)  Norma técnica colombiana. Norma técnica aprobada o adoptada como tal por el organismo nacional de normalización;

d)  Norma técnica colombiana oficial obligatoria. Norma técnica colombiana, o parte de ella, cuya aplicación ha sido declarada obligatoria por el organismo nacional competente;

e)  Reglamento técnico. Reglamento de carácter obligatorio, expedido por la autoridad competente, con fundamento en la ley, que suministra requisitos técnicos, bien sea directamente o mediante referencia o incorporación del contenido de una norma nacional, regional o internacional, una especificación técnica o un código de buen procedimiento;

f)  Organismo nacional de normalización. Entidad reconocida por el Gobierno Nacional cuya función principal es la elaboración, adopción y publicación de las normas técnicas nacionales y la adopción como tales de las normas elaboradas por otros entes. El Instituto Colombiano de Normas Técnicas Icontec continuará siendo el organismo nacional de normalización;

g)  Unidades sectoriales de normalización. Son aquellas reconocidas por el organismo nacional de normalización, de acuerdo con las directrices fijadas por el consejo nacional de normas y calidades, las cuales tienen como función la preparación de normas propias de un sector, dentro de los lineamientos internacionales establecidos para esta actividad, con la posibilidad de ser sometidas, ante el organismo nacional de normalización, al proceso de adopción y publicación de normas técnicas colombianas;

h)  Acreditación. Procedimiento mediante el cual se reconoce la competencia técnica y la idoneidad de organismos de certificación e inspección, laboratorios de ensayos y de metrología para que lleven a cabo las actividades a que se refiere este decreto;

i)  Reconocimiento. Procedimiento mediante el cual se homologan y aceptan los métodos relativos a la implantación de uno o más elementos funcionales de un sistema de certificación de otro país, previo acuerdo o convenio, en condiciones no menos favorables que las exigidas a las partes de origen nacional, en una situación comparable.

j)  Organismo de acreditación. Entidad gubernamental que acredita y supervisa los organismos de certificación, los laboratorios de pruebas y ensayo y de metrología que hagan parte del sistema nacional de normalización, certificación y metrología;

k)  Certificación. Procedimiento mediante el cual una tercera parte da constancia por escrito o por medio de un sello de conformidad de que un producto, un proceso o un servicio cumple los requisitos especificados en el reglamento;

l)  Certificado de conformidad. Documento emitido de acuerdo con las reglas de un sistema de certificación, en el cual se manifiesta adecuada confianza de que un producto, proceso o servicio debidamente identificado está conforme con una norma técnica u otro documento normativo específico;

m)  Declaración del proveedor. Procedimiento mediante el cual un proveedor da constancia por escrito de que un producto, un proceso o un servicio cumple determinados requisitos específicos;

n)  Organismos de certificación. Entidad imparcial, pública o privada, nacional, extranjera o internacional, que posee la competencia y la confiabilidad necesarias para administrar un sistema de certificación, consultando los intereses generales;

ñ)  Organismo de certificación acreditado. Organismo de certificación que ha sido reconocido por el organismo de acreditación;

o)  Organismo de inspección. Organismo que ejecuta servicios de inspección a nombre de un organismo de certificación;

p)  Organismo de inspección acreditado. Organismo de inspección que ha sido reconocido por el organismo de acreditación;

q)  Patrón. Medida materializada, aparato de medición o sistema de medición destinado a definir, realizar, conservar o reproducir una unidad o uno o varios valores conocidos de una magnitud para transmitirlos por comparación a otros instrumentos de medición;

r)  Patrón nacional. El patrón reconocido por decisión oficial nacional para obtener, fijar o contrastar el valor de otros patrones de la misma magnitud, que sirve de base para la fijación de los valores de todos los patrones de la magnitud dada;

s)  Calibración. El conjunto de operaciones que tiene por finalidad determinar los errores de un instrumento para medir y, de ser necesario, otras características metrológicas;

t)  Verificación metrológica. Conjunto de operaciones efectuadas por un organismo legalmente autorizado con el fin de comprobar y afirmar que un instrumento de medición satisface enteramente las exigencias de los reglamentos de verificación;

u)  Laboratorio de pruebas y ensayos. Laboratorio nacional, extranjero o internacional, que posee la competencia e idoneidad necesarias para llevar a cabo en forma general la determinación de las características, aptitud o funcionamiento de materiales o productos;

v)  Laboratorio de pruebas y ensayos acreditado. Laboratorio que ha sido acreditado o reconocido por el organismo de acreditación;

w)  Laboratorio de metrología. Laboratorio que reúne la competencia e idoneidad necesarias para determinar la aptitud o funcionamiento de equipos de medición;

x)  Laboratorio de metrología acreditado. Laboratorio de metrología que ha sido acreditado por el organismo de acreditación;

y)  Control metrológico. Procedimiento utilizado para verificar si un método, un medio de medición o un producto preempacado cumple con las exigencias definidas en las reglamentaciones metrológicas, y

z)  Oficina de control metrológico. Ente acreditado para realizar controles metrológicos y expedir certificación de ello.

Los reglamentos técnicos sólo pueden ser expedidos con base en una norma técnica colombiana oficial obligatoria. De acuerdo con el Decreto número 1112 de 1996:

ART. 6º—Del contenido del reglamento técnico. Los ministerios y entidades de cualquier orden facultados para expedir reglamentos técnicos, deberán observar la siguiente metodología para su elaboración:

1.  Objeto y campo de aplicación. Precisar la finalidad del reglamento, así como los productos o servicios comprendidos en él.

2.  Contenido técnico específico del reglamento. Deberá abarcar como mínimo los siguientes aspectos:

2.1.  Definiciones: contiene las necesarias para la adecuada interpretación del reglamento.

2.2.  Condiciones generales: la descripción de las características generales del producto, tales como su olor, color, apariencia, aspecto, presentación, procesos previos, elementos que no debe contener además de los permitidos y todas aquellas características necesarias del bien o servicio.

2.3.   Requisitos: establecer en forma detallada los requerimientos técnicos que debe cumplir el bien o servicio objeto de reglamento.

2.4.  Envase, empaque y rotulado o etiquetado: descripción de los requerimientos necesarios que debe cumplir el producto en su envase o empaque, así como la información que debe contener el producto o el servicio, incluyendo su contenido o medida.

2.5.  Procedimientos para verificar el cumplimiento de los requisitos: señalar los métodos y condiciones de los ensayos a que debe someterse el bien o servicio para considerarse ajustado a los requisitos.

3.  Inspección, vigilancia, control, medidas de seguridad o preventivas. Definición de los controles a los cuales quedan sujetos los importadores, productores y comercializadores de los bienes y servicios objeto del reglamento.

4.  Certificación o registros. Define el tipo de certificado o registro al cual debe acceder el importador o el productor del bien o servicio para su comercialización.

5.  Partida arancelaria. Se deberá especificar la partida arancelaria bajo la cual está cobijada el producto de que trate.

6.  Régimen sancionatorio. Específica las sanciones legales previstas que serán aplicadas por incumplimiento de lo establecido en el reglamento.

Pensamos que una norma de contabilidad bien pudieran ser una norma técnica colombiana oficial obligatoria adoptada sobre la base de una norma técnica expedida por un organismo de normalización, que pudiera tener unidades sectoriales de normalización, organismo y unidades que deberían ser previamente acreditados. La auditoría financiera haría las veces de un organismo de certificación.

El andamiaje pudiera ser diferente al que utiliza el sistema nacional de normalización. Pero pueden rescatarse varias cosas:

1. Las normas técnicas se hacen obligatorias en virtud de facultades de intervención.

2. Las normas oficiales se basan en normas técnicas.

3. Las normas técnicas son fruto del consenso.

4. “Las normas técnicas se deben basar en los resultados consolidados de la ciencia, la tecnología y la experiencia y sus objetivos deben ser los beneficios óptimos para la comunidad”

La expedición de una norma técnica puede someterse a un “debido proceso” similar al que practican Iasc o Fasb.

Nueva sociedad, nueva economía, nueva contabilidad

La agenda que tienen por delante organismos como Iasb y Fasb muestra claramente que los estándares de contabilidad cambiarán prontamente.

Los movimientos políticos y económicos que están sucediendo a lo largo del mundo, destacándose los que están ocurriendo en la Unión Europea, presentan un Derecho Contable en transformación.

Pero el cambio no es sólo de estándares ni de leyes. Detrás de unos y otras se mueve una inmensa cantidad de estudios y pensadores innovando. En los anexos se han recogido unos cuantos documentos para ayudar a mostrar que muchos conceptos contables están cambiando.

Como se dijo desde un principio, este documento no pretende ser un ensayo o escrito de teoría contable.

Pero, culturalmente, una visión meramente legal o exclusivamente mecánica de la contabilidad, puede impedirnos ver el pensamiento emergente. Y, consecuentemente, podemos subestimar la necesidad de modificar nuestra estructura normativa de la contabilidad.

La estrecha vinculación entre lo contable y lo económico debiera indicarnos que no le será posible a la contabilidad permanecer inmutable ante la construcción de una nueva arquitectura financiera, en la cual están empeñados instituciones internacionales, gobiernos, organizaciones técnicas y muchas empresas.

La creciente conciencia de la necesidad de asumir la complejidad del mundo, que exige reemplazar reflexiones parciales o especializadas por visiones más comprensivas, el aumento del tratamiento inter tras disciplinario del conocimiento y de los problemas, la demanda de información más completa sobre las unidades económicas, nos invita sin duda a asumir una contabilidad poli-informativa que más allá de asuntos meramente económicos integre datos, tales como los sociales y los ambientales.

La aptitud poli-informativa de la contabilidad ha de hacernos reflexionar sobre modelos o sistemas contables que no podrán limitarse a la expresión bifocal de los eventos objeto de información. Múltiples causas y múltiples efectos serán medidos y reconocidos simultáneamente. Estructuras matriciales reemplazarán, mejorándola, la partida doble, en un esfuerzo de explosionar lo contable más allá de lo financiero – patrimonial.

La globalización, la armonización, la estandarización y otros muchos fenómenos de corte similar nos seguirán empujando hacia modelos de aceptación mundial, procurando aún con mayor vigor el establecimiento de un lenguaje contable común, útil para diferentes necesidades y para diversos usuarios.

El vertiginoso avance de la tecnología y dentro de ella de la tecnología de la información (máquinas, procesos y comunicaciones), tal como ha sucedido en el pasado, están transformando la forma de hacer negocios y la forma de documentarlos e informar sobre ellos. Negocios electrónicos, contabilidad electrónica, diseminación electrónica de información, auditoría electrónica, traerán consigo muchas innovaciones, entre otras la entronización de la información en tiempo real.

De este movimiento no se salvará la teoría contable. Aunque los cambios se presenten como evoluciones, la comparación histórica entre dos puntos nos mostrará una enorme distancia entre las concepciones de cada época.

El reemplazo del valor o costo histórico por el valor razonable o justo, la medición no solo de los ingresos sino también de las ganancias, así como de las pérdidas y no únicamente los costos y gastos, la incorporación de muchos intangibles de la mano de la contabilidad del conocimiento, la reformulación y mejora de las revelaciones, la probable desarticulación entre el balance y el estado de resultados y otras muchas cosas están sucediendo y creciendo en número, tamaño y consecuencia.

De contera, la educación contable (formal e informal) se encuentra ante una extrema exigencia: asumir el estado actual de las cuestiones disciplinares y preparar para un mundo cambiante.

Ante todo este panorama no es posible pensar que la contabilidad colombiana podrá tener clase mundial con pequeños ajustes hechos de vez en cuando. Debe abrirse las puertas a un nuevo modo de hacer contabilidad, de estandarizarla, de vigilarla, de practicarla.

El reto de los países en desarrollo es ser capaces de construir un método que le permita la transición entre una y otra cosa, sin pasar por encima de su identidad y sin desconocer sus crudas realidades. El reto de los países en desarrollo implica reconocer la diversidad de sus empresas y de los potenciales usuarios de los sistemas de información. Se trata de una tarea que tenemos que adelantar en común. Tal cual lo advierte Ifad en su visión:

“(…) Achieving the Vision will involve many interested and affected parties who must commit to the implementation of policies and procedures - the Vision cannot be achieved solely by the accounting profession or by any other participant acting alone: it requires the establishment of strong co-operative relationships or a "partnership" between many international and national organisations. 

There are many parties that must work together to effect change. Governments are responsible for promulgating laws under which accounting and auditing operate, for setting the tone regarding transparency and disclosure and for reporting the results of government activities and government owned organisations. Regulators and standard setters provide the standards that are used in each country and are more or less effective to the extent to which they have adequate processes in place to ensure compliance. Governments, regulators and standard setters must raise accounting, auditing and ethical standards locally and strengthen the way they operate co-operatively on a global basis. 

Capital providers, in setting the criteria that they use in making their financing decisions, are a very strong influence on what accounting is used and what auditing standards are practised. International financial institutions have a strong ability to influence by conditions attached to sovereign debt or by the provision of finance to infrastructure projects or may have a more general role in acting as a catalyst of change. 

Issuers are responsible for preparing and issuing financial reports and are therefore the first place to go if there are deficiencies in reporting. Implementation of clearly defined corporate governance practices is needed. 

Supreme audit institutions have a key direct role in the audit of government and government owned entities. The accounting and auditing profession acting through its international, regional and national professional bodies and the large firms collectively or individually must continue to work to raise standards. (...)”

Resumen, conclusiones y recomendaciones

En el nivel internacional

1. En el nivel internacional se están desarrollando varias acciones, aún no satisfactorias, para combatir la pobreza.

2. Los organismos internacionales de la comunidad de naciones se están articulando cada vez mejor para adelantar un programa de cambio y mejoramiento.

3. Entre esas acciones se encuentran los esfuerzos dirigidos al mejoramiento y fortalecimiento de los mercados de capitales, tanto en ámbito internacional, como regional y nacional.

4. La arquitectura financiera mundial está cambiando.

5. La contabilidad también se está modificando.

6. En el contexto del cambio que se viene produciendo, el fortalecimiento de los mercados de capitales ha implicado un movimiento mundial dirigido al establecimiento de estándares internacionales y de códigos de buena conducta, dentro del cual participa Colombia.

7. Se exige que los cuerpos encargados de expedir normas sean independientes, técnicos y que estén sometidos a supervisión independiente.

8. La estandarización es practicada en el nivel mundial respecto de todo tipo de bienes y servicios.

9. La estandarización se produce como consecuencia de consensos.

10. Los mercados de capitales necesitan de mayor información macro y micro económica, estándares globales, mayor transparencia y oportunidad de la información.

11. El movimiento para establecer estándares y códigos incluye la estandarización de normas de contabilidad, distinguiendo entre (a) la contabilidad pública y la privada, (b) la contabilidad de las empresas participantes en los mercados de capitales y la contabilidad de las empresas que no participan en él y (c) la contabilidad de las grandes y medianas empresas y la contabilidad de las pequeñas empresas.

12. Ya existen en varios países cuerpos normativos para la contabilidad pública y para la contabilidad de las pequeñas empresas y se está trabajando en marcos de aceptación internacional.

13. En ese movimiento de estandarización mundial se procura el establecimiento de unas reglas comunes para todos los entes. Los activos, pasivos o transacciones especiales, propios de ciertas industrias, se someten a reglas particulares, que no tienen la pretensión de conformar cuerpos contables separados.

14. No basta el establecimiento de normas contables. Se requiere de interpretaciones y de guías de aplicación.

15. Además el sistema necesita de normas de auditoría, claras reglas de aprobación de los estados financieros, mecanismos institucionales de supervisión, tribunales que garanticen su cumplimiento y una activa información y reacción del público.

16. La comunidad internacional ha reconocido a Iasc como el organismo responsable de establecer estándares internacionales de contabilidad para el sector privado.

17. Iasc fue sometido a importantes cambios de estructura y procedimiento para aumentar su idoneidad como regulador internacional.

18. En el inmediato futuro, los esfuerzos de Iasb estarán orientados, principalmente, al mercado de capitales.

19. El reconocimiento y adopción de las normas internacionales de contabilidad es cada vez mayor.

20. No obstante, existen claras manifestaciones en el sentido de que las normas internacionales de contabilidad deben mejorarse.

21. Por tanto, las normas expedidas por Iasc han sido objeto de profundos ajustes y seguirán siéndolo, a un ritmo cada vez más acelerado.

22. Los resultados futuros del Iasb serán determinantes de su existencia y progreso.

23. El movimiento de cambio de las normas internacionales implica recrear los marcos conceptuales sobre los que se ha basado el fenómeno normativo de la contabilidad.

24. Está emergiendo una nueva contabilidad. Cada día se hacen más esfuerzos para fortalecer su carácter de instrumento de medición económica, no solamente de transacciones ni de bienes tangibles. Cada día se exigen mayores revelaciones y más transparencia. Se procura el establecimiento de requisitos de calidad mínimos y comunes.

25. La expedición de estándares está siendo objeto de presiones orientadas a aumentar su legitimidad.

26. La legitimidad de un conjunto de estándares depende, entre otras cosas, de la observancia de un debido proceso.

27. Ese debido proceso comprende, principalmente, (a) la exigencia de actuar bajo criterios y métodos técnicos, (b) la eficaz participación de todos los interesados, (c) la transparencia de los procedimientos y decisiones, (d) la publicidad tanto de la agenda de reuniones, como de los documentos sometidos a discusión, de las deliberaciones y decisiones de los cuerpos reguladores, (e) la expedición motivada de los estándares y (f) la existencia de pronunciamientos interpretativos y de guías de aplicación.

28. La contabilidad moderna centra sus esfuerzos en los informes o reportes que se difunden al público, más que en la configuración de los sistemas de registro.

29. Los sistemas de registro han cambiado y seguirán cambiando significativamente como consecuencia de los desarrollos tecnológicos.

30. Los cambios en los marcos conceptuales, en las normas y en los sistemas de registro conllevan inevitablemente modificaciones aceleradas en la formación de contadores.

31. La comunidad internacional ya acordó la globalización del mercado de servicios profesionales en contabilidad.

En el nivel colombiano

32. Las normas colombianas se han rezagado con relación al movimiento de cambio internacional.

33. Las normas internacionales de contabilidad no son suficientemente conocidas.

34. Solo un pequeño número de empresas utiliza normas internacionales o normas de los Estados Unidos de América.

35. Las normas contables colombianas tienen diferencias importantes con las normas internacionales de contabilidad y con las normas de contabilidad de los Estados Unidos de América.

36. Las diferencias actuales podrían seguir aumentando dada la dinámica de cambio de las normas externas frente a  la lentitud de adaptación de las normas colombianas.

37. Hay excesivo número de reguladores contables.

38. Los cuerpos reguladores colombianos no han actuado en forma oportuna ni armónica.

39. El intento de procurar contabilidades especializadas sometidas a un mismo marco conceptual falló, porque los cuerpos reguladores no han obrado como se esperaba.

40. Los cuerpos reguladores han tomado en ocasiones decisiones contrarias a las mejores normas técnicas.

41. La contabilidad es usada por los cuerpos reguladores para propósitos de control, regulación prudencial o determinación de tributos, con sacrificio del objetivo de mostrar la realidad económica.

42. La influencia de la política y la regulación tributaria en la contabilidad es muy alta.

43. La influencia de lo tributario en lo contable es nociva para la calidad de la información financiera.

44. Las normas de contabilidad y sus interpretaciones han privilegiado el discurso legal antes que el discurso económico, haciendo prevalecer la forma sobre la esencia.

45. Las normas contables colombianas no son el fruto de un “debido proceso”.

46. Los empresarios no son suficientemente tenidos en cuenta en el diseño y adopción de las normas.

47. Antes de expedir una norma no se ha reflexionado debidamente sobre el costo – beneficio de su modificación.

48. Se producen muchos cambios de las normas contables.

49. En un mismo período contable se utilizan diferentes normas.

50. Debe admitirse que el instrumento reglamentario ha perdido efectividad y se ha vuelto precario.

51. La doctrina y la jurisprudencia sobre las normas contables no han sido pacíficas, pues han sostenido posiciones encontradas.

52. El Consejo Permanente para la Evaluación de las Normas sobre Contabilidad y el Consejo Técnico de la Contaduría Pública no han resultado eficaces para promover el mejoramiento del sistema contable colombiano.

53. Las normas contables colombianas no consideran debidamente las pequeñas y medianas empresas, ciertas industrias especializadas y las entidades sin ánimo de lucro.

54. La mayoría de las empresas colombianas son pequeñas y muy pocas participan en el mercado de capitales.

55. Por virtud de la diferencia entre las normas aplicables a uno u otro sector, algunos tienen tratamientos que se consideran preferenciales.

56. Los planes únicos de cuentas someten la contabilidad a reglas rígidas. La multiplicidad de planes de cuentas genera pérdida de comparabilidad.

57. Algunas reglas de los planes contables no están de acuerdo con el marco conceptual.

58. Muchos problemas contables se deben a la falta de información pertinente o a la debilidad de los sistemas de estimación de precios o valores.

59. Los sistemas contables colombianos carecen de suficiente información macro y micro económica.

60. No se han estudiado suficientemente, ni estandarizado, los métodos de medición de los recursos y las transacciones.

61. Se da muy poco espacio al criterio provocando un exceso de regulación.

62. No existe suficiente conciencia de los cambios que están ocurriendo en la teoría contable, en los modelos contables ni sobre la integración de las distintas formas de información.

Qué hacer y qué no hacer

63. Las normas contables deben ser reconocidas como normas técnicas.

64. Las normas contables deben definirse mediante procesos de estandarización.

65. Las normas contables deben dejar de ser usadas como instrumentos para lograr propósitos no contables.

66. La información contable debe privilegiar la realidad económica, la esencia sobre la forma.

67. Tratándose del mercado de capitales, las normas contables propias de éste mercado deben primar sobre las establecidas para otros propósitos.

68. Tratándose del mercado de capitales deben adoptarse las normas internacionales de contabilidad. Las normas internacionales de contabilidad conforman un sistema. Unas normas suponen otras. Iasc rechaza la posibilidad de afirmar que una información está conforme con las normas internacionales de contabilidad cuando no se han acogido tales normas íntegramente.

69. Deben expedirse y oficializarse normas técnicas para la pequeña y mediana industria, las industrias especializadas y las entidades sin animo de lucro, atendiendo los consensos internacionales que se van logrando en estos campos.

70. Consecuencialmente, Colombia debe aumentar y mantener una activa participación en los organismos internacionales de estandarización.

71. Debe evitarse el constante cambio de normas dentro de un período.

72. Debe fortalecerse la distinción entre información de propósito general y la de propósito especial.

73. Debe permitirse el uso de la moneda funcional.

74. Deben separarse la contabilidad financiera de la contabilidad tributaria.

75. Sin perjuicio de lo anterior, la contabilidad tributaria debe ser objeto de modernización, disminuyendo las diferencias con la contabilidad financiera y eliminando las mediciones arbitrarias.

76. Debe admitirse el uso de la mejor tecnología al alcance de los entes, liberando el sistema de registro de formalismos innecesarios y de la imposición a ciertos medios y métodos de registro.

77. Deben fortalecerse los bancos de datos contables de acceso público y, con base en ellos, disminuir las cargas de preparación y difusión de información para fines particulares.

78. Deben crearse o fortalecerse mecanismos de diseminación de información pública macro y micro económica necesaria para la contabilidad.

79. Deben estandarizarse los métodos de medición de los recursos y las transacciones.

80. Debe estandarizarse las normas de auditoría generalmente aceptadas, siguiendo el modelo de gestación y expedición que se utiliza para las normas contables.

81. Debe imponerse coordinación entre los reguladores y supervisores contables.

82. Deben crearse espacios suficientes y métodos de participación efectivos para los empresarios y para los estamentos técnicos en la formulación de las normas contables.

83. Deben introducirse ajustes significativos a la educación contable formal e informal, asegurándolos mediante el establecimiento de estándares de calidad del sistema educativo.

84. La dinámica del movimiento contable internacional desaconseja la expedición de normas contables mediante Leyes.

85. La dinámica del movimiento contable internacional desaconseja la consagración legal de marcos conceptuales, pues éstos están siendo objeto de ajustes e inevitablemente serán cambiados.

86. La dinámica del movimiento contable internacional aconseja la construcción de un sistema contable colombiano abierto, flexible, con gran capacidad de adaptación a nuevos fenómenos y con habilidad para absorber rápida y completamente los cambios tecnológicos.

Hacia un nuevo esquema de regulación

87. Por lo anterior, en lugar de que la Ley establezca directamente las normas de contabilidad, ella debe ordenar la intervención de la economía con la finalidad de garantizarle información contable razonable, suficiente y transparente, que privilegie en todo caso la esencia sobre la forma.

88. Como instrumento de intervención, deberá crearse un cuerpo pequeño, de carácter regulador, compuesto por personas de comprobadas calidades técnicas, designadas en virtud de concurso público, que sean y puedan obrar en forma independiente, de dedicación exclusiva y de tiempo completo, de vinculación estable, apoyadas debidamente por un adecuado grupo de expertos, que se encargue de suministrar un adecuado marco conceptual común (orientación política) y al que corresponda la oficialización de normas contables.

89. Este organismo deberá tener competencia sobre todo el sistema contable. Por tanto deberá poder obrar, respecto de todos los emisores de información, tanto en materia del subsistema intelectual como respecto del subsistema documental de la contabilidad, así como sobre las mecánicas de difusión y almacenamiento público de los datos.

90. No obstante, el rol de esta entidad deberá ser de orden político y no técnico. La oficialización no consiste en la elaboración de normas sino en la adopción de normas técnicas, una vez se verifique que éstas se han preparado observando un debido proceso.

91. Siguiendo los acuerdos internacionales en que participa Colombia, el control político de las normas técnicas deberá limitarse a “garantizar la seguridad nacional, la seguridad y protección de la vida y la salud humana, animal y vegetal, de su medio ambiente y la prevención de prácticas que puedan inducir a error a los consumidores”

92. Los actuales reguladores de lo contable deberán ser convertidos en unidades de normalización, autorizados para expedir reglamentos técnicos, con sujeción al “debido proceso” que deberá observar todo el sistema.

93. Los reglamentos técnicos deberán basarse en normas técnicas internacionales o en normas técnicas colombianas.

94. La Ley de intervención deberá admitir y fomentar la creación de organismos privados de carácter técnico, debidamente acreditados, que diseñen y expidan normas técnicas y las sometan al procedimiento de oficialización. Estos organismos podrán ser sectoriales. Los supervisores estatales deberán promover y podrán supervisar (acreditación) estas unidades de normalización.

95. La Ley establecerá los principios conforme a los cuales el Gobierno reglamentará un debido proceso para la expedición de normas técnicas y para su oficialización, que incluya expresa consideración del  costo beneficio, que tenga las características e implique los procedimientos que se utilizan en los organismos reguladores internacionales.

96. La expedición de normas técnicas deberá estar precedida de un amplio estudio de las normas contables internacionales y de los pronunciamientos de los cuerpos técnicos mundiales que obran como organismos de consulta o supervisión del proceso.

97. Mediante la exposición de proyectos, mecanismos de participación y deberes de argumentación, deberá procurarse que las normas técnicas sean objeto de un consenso. 

98. Las normas técnicas deberán ser acompañadas de documentos en que se hagan constar las bases científicas en que se soporten.

99. Las unidades normalizadoras establecerán un sistema expedito y autorizado de interpretación de las normas técnicas.

100. Las unidades normalizadoras deberán expedir guías detalladas y comprensibles que orienten la aplicación de las normas técnicas.

101. La Ley de intervención creará un sistema público, ordenado y concordado, de información sobre las normas contables oficializadas.

102. Las autoridades gubernamentales conservarán su capacidad de pedir información, en la forma y detalle que consideren conveniente, pero sin alterar con ello los sistemas contables ni intervenir en la información de propósito general.
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� La Ley número 550 de 1999, “Por la cual se establece un régimen que promueva y facilite la reactivación empresarial y la reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función social de las empresas y lograr el desarrollo armónico de las regiones y se dictan disposiciones para armonizar el régimen legal vigente con las normas de esta ley”, consagra, en el numeral 8 de su artículo 2º, como objetivo de la intervención que ella dispone, el “Asegurar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que se suministre a socios o accionistas y a terceros”. Al respecto, en la exposición de motivos se afirmó: “ (...) La intervención también persigue el objetivo consistente en facilitar de nuevo el acceso de las empresas reestructuradas al crédito con base en la recuperación de su capacidad de pago. Para ello es necesario fortalecer la dirección y los sistemas de control interno de las mismas, lo cual implica mejorar la estructura administrativa, financiera y contable por parte de las empresas reestructuradas; asegurar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información suministrada a socios, acreedores y terceros en general; y establecer reglas de comportamiento para la administración de las empresas que correspondan a estándares mínimos constitutivos de una ética empresarial cuya construcción y apropiación colectiva es indispensable para la confianza recíproca de la cual depende la celebración y el cumplimiento de acuerdos de reactivación. Con ese propósito se introduce el concepto del código de conducta empresarial, entendido como el desarrollo contractual que en cada caso den los interesados a los deberes legales de los administradores, con vocación a convertirse en fuente o forma consuetudinaria de derecho comercial. (...)”


� La contabilidad gubernamental colombiana se encuentra apenas en etapa de definición e implantación, debido principalmente a que durante mucho tiempo las unidades que componen el sector público carecieron de un sistema de contabilidad financiera. En un futuro y en tanto ese sector concurra en los mercados con el sector privado, será necesario asegurar armonía entre las informaciones que uno y otro sector coloquen a disposición de tales mercados.


� Por ejemplo: la exhibición de los libros de contabilidad para efectos judiciales, tributarios, de inspección o de intervención en la economía; el derecho a recibir información veraz e imparcial; las normas sobre el Contador General; la regulación de la información que debe suministrarse para la comercialización de bienes y servicios.


� Mientras el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 ha permanecido prácticamente sin modificaciones, las normas superiores han tenido varios cambios. Por eso, en el momento actual ya no existe la debida correspondencia entre aquél y estas.


� En los planes de cuentas existen ciertas disposiciones que se apartan de lo dispuesto en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993. En tanto tales planes han sido expedidos por el Gobierno se produjo una derogatoria de dicho decreto, rompiendo la consistencia del sistema contable. En tanto han sido expedidos por otras autoridades, sometidas al Presidente de la República, llevan dentro de sí motivos de nulidad. Sin embargo, en muchos casos los doctrinantes y los compiladores no han advertido que el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 ha sido modificado por los planes de cuentas.


� En algunos casos, como tratándose de la Superintendencia Bancaria y de Valores, existe una compilación más o menos completa de estas normas. En otros casos las normas se hallan dispersas y en ocasiones fueron en su origen meras instrucciones individuales que las autoridades vienen aplicando de manera general.


� Principalmente no quiere decir exclusivamente. A lo largo del escrito se aludirán otras normas, de distintas jerarquías.


� Consultada el 10 de mayo de 2001.


� En atención a las modificaciones estructurales introducidas a Iasc, en el futuro las normas serán expedidas por el International Accounting Standards Board y se denominarán International Financial Reporting Standards


� No existe una clara definición de qué debe entenderse por norma internacional. Usualmente se atribuye ese adjetivo a pronunciamientos efectuados por cuerpos conformados por personas de distintos países. Sin embargo, podría pensarse que no basta que exista un pronunciamiento sino que es necesario que efectivamente lo que en él se haya dispuesto o recomendado tenga aplicación en diferentes territorios. Bajo este segundo entendimiento se reduciría notablemente el número de reglas que se entenderían como normas internacionales.


� En tanto la contabilidad colombiana está regida por normas legales muchas personas entienden que para tener un mejor modelo contable es necesario consagrarlo en la Ley. Sin embargo, esto no debe ser ni es necesario que sea así. Simplemente las normas legales han estado llenando los vacíos que deja la ausencia de normas técnicas, las cuales, entre otras cosas, faltan porque la profesión contable colombiana no ha logrado organizarse para acometer esta tarea en forma que la comunidad le reconozca legitimidad y validez.


� “In March 2001, the IASC Foundation was formed as a not-for-profit corporation incorporated in the State of Delaware, USA. The IASC Foundation is the parent entity of the International Accounting Standards Board, and independent accounting standard setter based in London, UK.


Effective 1 April 2001, the International Accounting Standards Board (IASB) assumed accounting standard setting responsibilities from its predecessor body, the International Accounting Standards Committee.  This was the culmination of a restructuring based on the recommendations of the report Recommendations on Shaping IASC for the Future.


The new structure has the following main features: the IASC Foundation is an independent organisation having two main bodies, the Trustees and the IASB, as well as a Standards Advisory Council and the Standing Interpretations Committee. The IASC Foundation Trustees appoint the IASB members, exercise oversight and raise the funds needed, whereas IASB has sole responsibility for setting accounting standards.” Véase � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk/frame/cen4.htm" ��http://www.iasc.org.uk/frame/cen4.htm� 


� Véase International Accounting Standards Committee, Normas Internacionales de Contabilidad 1999, Instituto Mexicano de Contadores Públicos A.C., México, 2000, página 37.


� Véase � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk/frame/cen4_1.htm" ��http://www.iasc.org.uk/frame/cen4_1.htm� 


� Consultada el 9 de mayo de 2001.


� Véase Misión de estudios del mercado de capitales, Ministerio de Hacienda – Banco Mundial – Fedesarrollo, Informe final, Santafé de Bogotá, mayo de 1996, páginas 1 a 3.


� En el informe final que estamos citando esta nota aparece como la número 1, en la cual se lee: “Por recursos de capital se entiende aquellos de mediano y largo plazo destinados a financiar la inversión, por oposición a los recursos de corto plazo que constituyen el objeto del mercado monetario.”


� En el informe final que estamos citando esta nota aparece como la número 2, la cual reza: ”Por otra parte, los mecanismos intermediados y no intermediados pueden ser formales o informales. En el caso del sistema no intermediado se hace con base en este principio una distinción entre los mercados bursátiles y los mercados sobre el mostrador (otc).”


� En el informe final que estamos citando esta nota aparece como la número 3, donde dice: “En el caso de riesgo moral los deudores llevan a cabo acciones riesgosas que aumentan la probabilidad de no pago de la deuda. La selección adversa tiene lugar cuando la mezcla de solicitantes se deteriora (sólo los más propensos a no pagar se postulan)”.


� Véase en http://www.iasc.org.uk/frame/cen4_62.htm


� � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk" ��www.iasc.org.uk� �–consultada en marzo 3 de 2001–


� Véase en � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk/frame/cen4_0.htm" ��http://www.iasc.org.uk/frame/cen4_0.htm� 


� Véase International Accounting Standards Committee, Normas Internacionales de Contabilidad 1999, Instituto Mexicano de Contadores Públicos A.C., México, 2000, páginas 45 y 46.


� International Organization of Securities Commissions


� PriceWaterhouseCoopers, Understanding IAS, analysis and interpretation of International Accounting Standards, segunda edición, Gran Bretaña 1998, páginas xi a xiii.


� Las primeras normas de contabilidad internacionales hacían un recuento de las diversas prácticas contables que podían observarse en los países miembros. Así eran instrumentos adecuados para mostrar un estado de cuestión pero no constituían un eficaz medio de orientación. Poco a poco las normas internacionales de contabilidad fueron tomando partido ante esa diversidad, aprobando unas prácticas y rechazando otras. Más recientemente, especialmente como consecuencia del convenio con Iosco, las normas han reducido las prácticas a dos, una de las cuales aunque admitida viene a ser excepcional. En un futuro, muy probablemente, no habrá tratamientos alternativos: las normas postularán prácticas concretas únicas.


� Véase � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk/frame/cen10_1.htm" ��http://www.iasc.org.uk/frame/cen10_1.htm� 


� Como puede verse en � HYPERLINK "http://www.imf.org/external/np/sec/memdir/members.htm#total" ��http://www.imf.org/external/np/sec/memdir/members.htm#total�, consultado el 28 de abril de 2001, Colombia posee el 0.37% de los votos.


� Véase � HYPERLINK "http://www.imf.org/external/np/exr/facts/spa/glances.htm" ��http://www.imf.org/external/np/exr/facts/spa/glances.htm�, consultado el 28 de abril de 2001.


� Véase � HYPERLINK "http://www.imf.org/external/np/exr/facts/spa/glances.htm" ��http://www.imf.org/external/np/exr/facts/spa/glances.htm�, consultado el 28 de abril de 2001.


� Consultado el 28 de abril de 2001


� Véase una lista de las agencias reguladoras en http://www.imf.org/external/standards/agency.htm


� Consultada en abril 28 de 2001.


� Véase http://www.iosco.org/resolutions/resolutions-document47.html


� Véase http://europa.eu.int/abc-es.htm


� Véase http://europa.eu.int/comm/internal_market/en/company/account/news/com359en.pdf


� Colombia aprobó el tratado de constitución de la Organización Mundial de Comercio mediante la Ley número 170 de 1994.


� Véase en http://docsonline.wto.org/


� Véase en http://www.oecd.org//sge/ccnm/pubs/ar95/ch4-fin.htm


� Véase en http://www.sec.gov/rules/concept/34-42430.htm


� Véase en http://www.bis.org/publ/index.htm


� Sobre éste y otros asuntos relacionados, véase Hernando Bermúdez Gómez, El Derecho Contable en Colombia, en Tendencias actuales de la profesión contable en Colombia, volumen III. Publicación de la Asociación de Contadores de la Universidad de Antioquia ACUDA y el Departamento de Contaduría Facultad de Ciencias Económicas Universidad de Antioquia. Páginas 79 a 128.


� Véase � HYPERLINK "http://www.ifad.net" ��www.ifad.net� 


� Adviértase, como ya se dijo, que Iasb proyecta modificar su marco conceptual.


� Esta distinción se introdujo a nuestro ordenamiento por el Decreto reglamentario número 2649 de 1993; luego fue acogida por la Ley número 222 de 1995.


� Si así fuera es seguro que la cantidad de información especial sería menor y que no se expedirían regulaciones para definir asuntos correcta y claramente definidos por las normas generales.


� Diccionario de la Lengua Española.


� Implica un cambio de enfoque: desde la capacidad de la empresa determinada por su valor patrimonial (enfoque anterior) hasta la capacidad de la empresa determinada por la capacidad de los activos de generar beneficios económicos futuros (enfoque nuevo). 


� IFAC. Estudio 1. Información financiera para los gobiernos. 


� El estudio IFAC no define expresamente la base contable como una base de reconocimiento o de medición, pero se determina con claridad que corresponde al primer concepto. 


� Un extenso análisis se puede encontrar en los estudios de IFAC sobre información y elementos para el sector público.(1 a 6).


� En las normas de contabilidad colombianas se cita el concepto de “bases compresivas de contabilidad”, pero no se definen. Forzando una interpretación se colige que pueden comprender oportunidades de reconocimiento que persiguen unos objetivos de información, enmarcados en principios de contabilidad de general aceptación”. De cualquier forma, no parece claro. 


� El marco de conceptos de IAS incorpora en esta definición los importes de reconocimiento, por cuanto tratata como base de medicición el “costo histórico”. 


� Fowler Newton, Enrique. Cuestiones Contables Fundamentales. 


� Ob. Cit. IFAC.


� Ob. Cit. IFAC.


� Ob. Cit. IFAC. Un recurso económico (activos reales) es el que se determina en función de su capacidad de generar beneficios económicos futuros, independientemente de su convertibilidad en dinero, mientras que un recurso financieros se determina por la generación de efectivo.  


� IAS. Marco de conceptos.


� El capital financiero puede representar, bien el capital invertido en términos nominales o el poder de compra invertido, que implicaría una variación del enfoque. 


� El marco de conceptos IASC indica que la comisión, en todo caso, no tiene la intención de prescribir un modelo particular, a menos que se traten circunstancias excepcionales, tales como las de aquellas empresas que informan en economías de alta inflación.


� Las bases de medición, atendiendo a la interpretación del marco de conceptos IAS, corresponden  a las alternativas utilizadas en el proceso de determinación de los importes monetarios a los que los elementos de los estados financieros serán reconocidos y mantenidos en los estados financieros y los enfoques de medición, a lo que se pretende medir, sí la capacidad de un recurso económico, el valor del recurso financiero o la liquidez generada. Esto último, entre otras cosas, constituye la esencia de las distintas bases de contabilidad, articuladas por IFAC. 


� El resumen general de las normas conciliadas, permite colegir, en principio, que el enfoque de medición (recursos económicos) no está en discusión, así como la base de reconocimiento (causación total) tampoco. No es claro el enfoque de determinación de utilidad. De cualquier forma, las bases de medición si son un tema álgido por el conflicto con el costo histórico. 


� En el mercado de capitales eficiente se estima que el precio de la acción negociada determina el valor de la empresa, por cuanto incorpora las políticas de dividendos actuales y futuras sobre la base de las ganancias futuras (ebit), las tasas de crecimiento de las utilidades de la empresa (políticas de inversión-financiamiento), las tasas de riesgo de la operación futura y las tasas de rentabilidad esperadas por los inversionistas. Así, la correlación entre información financiera disponible y valor de la empresa es significativamente alta. Es una relación directa valor-propiedad-control-inversionista. Se destaca la noción de valor en función de las corrientes presentes y futuras.     


� Valor de reposición, valor de realización, valor presente neto, precio de mercado 


� Inversiones financieras negociables a valores de reposición de capital y no a precios de mercado.  


� El reavalúo estimado se infiere de propiedades con mercado eficientes o semieficientes objetivos y el costo de reposición de propiedades con mercados ineficientes como parte de un negocio en continuidad.


� Un factor que se sumaría en la discusión, es que en condiciones normales , los mercados ni siquiera tienen la capacidad de determinar valores de referencia justos, como bases de medición de los recursos.


� No se da aquí, una correlación entre el valor de mercado estimado de la empresa y el precio de la acción o cuota patrimonial negociado. De suerte que el enfoque valor empresa-mercado-inversionista, propio de mercados de capitales no se produce. 


� Pueden destacarse dos usuarios básicos en la PYMES: los propietarios y los proveedores. Tanto los unos como los otros toman decisiones de inversión y financiación, respectivamente en la empresa, en función de la actividad, que tiene la capacidad de producir las ganancias futuras, mas que sobre el valor de realización o liquidación de la empresa (valor justo).   


� Se cuestiona si la maquinaria, por ejemplo, debe ser medida por “reavaluos” o “costos de reposición”, cuando lo importante en una empresa pequeña, es su capacidad productiva, la cual no depende ni de su costo de adquisión, ni del valor de una maquinaria nueva, ni del valor de su reposición, pero si de la generación de ingresos por su explotación. 


� Aún más: se crean normas técnicas contra el Marco. Y las normas técnicas se interpretan omitiendo totalmente al Marco.


� Véase Eduardo Jiménez Ramírez, John Cardona Arteaga, José Joaquín Maldonado Rojas, Ricardo Vásquez Bernal, Carlos Espinosa Reyes, Heriberto Madrid Hernández, Luis Humberto Ramírez Barrios, Javier Carvalho Betancur, Samuel Alberto Mantilla Blanco, Fabiola Torres Agudelo , Perspectivas y Aplicación de la Contabilidad en Colombia, Cámara de Comercio de Bogotá, Bogotá, 1996, páginas 59 a 61.


� Esto es muy importante. Del total de empresas en Colombia solo un muy pequeño número está sometido a inspección, vigilancia o control especializado. De manera que la inmensa mayoría de las empresas en realidad sólo tienen por supervisor a la autoridad tributaria. Como ésta mira lo contable a la luz de lo tributario, esa es la forma de ver que han aprehendido las empresas, sus dueños, sus contadores y auditores. En síntesis: la cultura contable colombiana es una cultura tributaria.


� Rafael Franco Ruiz, Revisoría Fiscal hoy, véase en Revista Legis del Contador, número 1, enero – marzo de 2000, Legis Editores S.A., Bogotá, página 183.


� Las normas posteriores y la doctrina jurídica se han apartado del propósito inicial. Muchas cuestiones en materia de realización son resueltas con criterios jurídicos antes que económicos.


� Un interesante recorrido de esta cuestión puede verse en Stephen A. Zeff, La evolución del marco conceptual para las empresas mercantiles en Estados Unidos, en la Revista Legis del Contador, número 4, octubre – diciembre de 2000, Legis Editores, Bogotá.


� Véase el Concepto número 7 emitido por Fasb en febrero de 2000 “Using Cash Flow Information and Present Value in Accounting Measurements.”


� Consultada en marzo 5 de 2001


� Las diferentes normas de contabilidad internacionales se repartieron entre los miembros del Centro de Estudios en Derecho Contable, presentando cada cual su ponencia. Estas fueron revisadas en plenarias realizadas para el efecto. Se podrá advertir varias diferencias de estilo y método como consecuencia de la pluralidad de autores que intervienen en la formación de este escrito.


� Se presentan algunos desarrollos normativos de las prácticas contables que se deben seguir en los temas de combinación de negocios en normas expedidas por los organismos de vigilancia y control. Se aclara que la mayoría de tales reglamentos surgen para establecer las características y formas legales, económicas o tributarias de los mecanismos para combinar negocios, por lo tanto, el tema contable sobre combinaciones de negocios de estos reglamentos tampoco es tratado con la profundidad que lo hace el IASC. 


� Debe recordarse que el proyecto presentado al Gobierno si contenía normas sobre combinaciones de negocios, contemplando los métodos de adquisición y de unión de intereses. Sin embargo, funcionarios del Gobierno, a quienes correspondió una revisión final, consideraron que la norma propuesta era confusa y prefirieron eliminarla, razón por la cual el Decreto reglamentario número 2649 de 1993 no contiene norma que regule la combinación de negocios.


� Para efectos de este análisis se entiende por combinación de negocios la reestructuración de empresas realizadas a través de transformaciones, escisiones, fusiones y cesiones totales o parciales de activos, pasivos y contratos.


� La Nic 15 establece que el enfoque del poder adquisitivo general implica la reexpresión de todas o algunas de las partidas de los estados financieros. Bajo este enfoque, las utilidades normalmente reflejan los efectos de los cambios en el nivel general de precios sobre depreciación, costo de ventas y partidas monetarias netas, reveladas después de mantener el ajuste del capital contable. 


Igualmente, el enfoque de costos actuales implica el reconocimiento del costo de reposición o valor de realización de los activos, de la depreciación y del costo de ventas; de manera opcional algunas variaciones del método reconocen en los resultados el efecto de la posición monetaria neta.


� El sistema Integral de Ajustes por inflación aplicado en Colombia, conforme con el Decreto 2649 califica la generación de utilidades después de que el capital contable al inicio del mismo, haya sido mantenido o recuperado. Indica la norma que esta evaluación puede hacerse respecto del patrimonio financiero (aportado) o del patrimonio físico ( operativo). De entrada aparece esta primera inconsistencia. La definición es consecuente con el mantenimiento de la capacidad financiera del patrimonial pero no con el mantenimiento de la capacidad física. Así mismo, aceptando que el enfoque colombiano es el del poder adquisitivo general, no incorpora para su cálculo el efecto de la posición financiera neta de activos monetarios en los resultados. 


� EL concepto de mantenimiento de capital físico requiere la adopción de una base de medición, pero no así para los fines de mantenimiento de capital financiero. 


� Cuando la empresa es productiva y sus activos no monetarios son significativos, de suerte que mantiene bajo nivel de activos monetarios, se produce un desbalance en los resultados por el impacto de la reexpresión de estos recursos que puede inducir a condiciones de descapitalización de la empresa, por pago de impuestos o distribución de utilidades. 


� Este punto puede interpretarse como que así concebida la norma, puede ser favorable para la empresa pero desfavorable para el Gobierno Nacional. 


� En Colombia los consorcios y uniones temporales no están obligados a llevar libros de contabilidad, pero en la práctica con el fin de facilitar el cumplimiento de sus obligaciones de Retenedores en la Fuente lo hacen e incluso solicitan su número de identificación tributaria.


� Esta norma no aplicaría para la figura de cuentas en participación (artículos 507 al 514 del código de Comercio) puesto que allí existe un gestor que desarrolla la labor a su nombre y bajo su crédito mercantil, lo que implica que él tendría en primera instancia el control y manejo del negocio ( ver NARVÁEZ, JOSÉ IGNACIO. La Asociación por partes de interés en Colombia. Legis. Bogotá 1983.) 


� No obstante en materia tributaria es claro que los miembros de la unión temporal no tienen responsabilidad solidaria en la exigibilidad de sus obligaciones tributarias sustanciales. (para más información ver concepto DIAN 68459 de septiembre 2 de 1.996).


� Los consorcios fueron asimilados a sociedades comerciales en diferentes etapas de la legislación tributaria así: En 1.986 mediante la ley 75 en su artículo 24 se dijo que eran contribuyentes sobre la renta y complementarios, no obstante en 1.990 dejan de ser contribuyentes al caerse la norma que sustentaba su aplicación legal, nuevamente en 1993 mediante el artículo 6 de la ley 80 son sometidos al régimen tributario asimilándolos a sociedades pero solo los consorcios constituidos para contratar con el Estado. Pero la ley 223 de 1.995 deroga lo estipulado anteriormente situando a todos los consorcios en la misma posición de no estar obligado a no cancelar el impuesto de venta y complementarios. (para más detalle ver concepto DIAN 23345 de marzo 14 de 1.997)


� Siempre que en este aparte se alude a las normas colombianas o a lo que sucede en Colombia, si no se indica otra cosa, debe entenderse que el comentario se hace con relación al Decreto reglamentario número 2649 de 1993.


� Ver artículo 41 de la ley 222/95 y otras regulaciones en materia de publicidad de estados financieros.


� (...) Con fundamento en lo anteriormente enunciado, los estados financieros individuales se clasifican en: Estados financieros intermedios, Estados financieros extraordinarios, Estados financieros de fin de ejercicio (...)


� (CTCP, Conc. Nº 2, Bol. 3, nov./95). No debe interpretar que la expresión “aunque en aras de la oportunidad se apliquen métodos alternos” se refiera a la posibilidad de que se utilicen principios de contabilidad distintos a los generalmente aceptados incluidos en el Decreto 2649 de 1993. Los métodos alternos se refieren a que la administración puede hacer estimaciones razonables en la determinación de algunos valores, tales como provisiones para prestaciones sociales, para cuentas por cobrar, para inventarios, etc.


� En los términos las normas internacionales de contabilidad una estimación contables se define como la consecuencia necesaria de la presentación periódica de estados financieros, que se basan en muchos estimados y suposiciones. 


�El artículo 113 del Decreto 2649/93 establece: (...) Las reglas contenidas en este capítulo son aplicables respecto de los estados financieros de propósito general. Deben observarse para preparar y presentar otros estados siempre que fueren apropiadas (...)


� Ver el capítulo VII de la circular externa 100/95


� Ver artículo 34 de la ley 222/95.


� Según consulta efectuada el 12 de mayo de 2001


� Cámara de Comercio de Bogotá, Contabilidad comercial Presentación de estados financieros, reglamentación. Anexo: Proyecto sobre libros de comercio. Documentos 2, Bogotá 1986, páginas 5 a 7.


� Recuérdese que bajo ciertas condiciones la venta de activos es gravada por el sistema de ganancias ocasionales, que sólo admite ser enfrentado a pérdidas ocasionales. De esta manera la “utilidad” obtenida por la venta de los activos fijos se vuelve, prácticamente, gravable en su totalidad.


� Es claro que las partidas monetarias son las que pierden valor como consecuencia de la inflación. Está matemáticamente demostrado que para calcular esa pérdida de valor puede recurrirse a la reexpresión de las partidas no monetarias. Pero, para que efectivamente el cálculo sea correcto, se requiere ajustar todas las partidas no monetarias.


� Desde 1981, la tendencia ha sido excluir de la vigilancia a ciertas entidades en razón de su pequeño tamaño.


� Una revisión de los planes de cuentas permite advertir que éstos no consideran debidamente el efectivo.


� Esta no es, como algunos parece, una forma o clase de contabilidad. Es simplemente la contabilidad que deben llevar los comerciantes. Lo que las leyes han regulado principalmente hasta ahora no es otra cosa que una contabilidad financiera.


� Similar enfoque tienen las normas técnicas específicas del Decreto reglamentario número 2649 de 1993.


� Se refiere a la Superintendencia Bancaria


� En Colombia existen muchas entidades con facultades en materia de contabilidad. Principalmente las Superintendencias, aunque otras, como la DIAN, también gozan de atribuciones en este asunto.


� El sector privado ha permanecido en silencio frente a todos estos fenómenos, en el sentido que no ha realizado acciones para evitarlos, limitándose a expresar censura, en muchas veces con poca energía.


� En realidad las Autoridades han acuñado en la práctica un significado del concepto de prudencia verdaderamente diferente del que ella tiene en la literatura técnica contable.


� De acuerdo con la información que aparecía el 9 de abril de 2001 en � HYPERLINK "http://www.proexport.com.co/proexportim/documentos/boletin/ExpoEne2001.doc" ��http://www.proexport.com.co/proexportim/documentos/boletin/ExpoEne2001.doc� las exportaciones colombianas a Estados Unidos representaron durante enero de 2001 el 48.8% del total exportado.


� De acuerdo con los datos que aparecían el 9 de abril de 2001 en � HYPERLINK "http://www.banrep.gov.co/estadcam/estadis/proceden.htm" ��http://www.banrep.gov.co/estadcam/estadis/proceden.htm� la inversión registrada de los Estados Unidos de América para 1996 (dato más actual) representó el 44.12% sobre el total.


� Charles T. Horngren, Gary L. Sundem, John A. Elliot, Contabilidad Financiera, Prentice-Hall Hispanoamericana S.A., México, 1994, página 73.


� Lanny M. Solomon, Richard J. Vargo, Richard G. Schroeder, Principios de Contabilidad, Harla, México, 1988, página 712.


� Eral A. Spiller, Martin L. Gosman, Contabilidad Financiera, McGraw-Hill, México 1988, página 12.


� Robert N. Anthony, James S. Reece, Principios constables, Librería El Ateneo Editorial, Argentina, 1982, página 13.


� Leopold A. Bernstein, Análisis de estados financieros, Irwin, España, 1996, páginas 55 a 57.


� Jan R. Williams, 1998 – 1999 Guía Miller de PCGA, nueva exposición y análisis de los actuales pcga promulgados, Harcourt Brace, España 1999, páginas xvii y xviii.


� Donald E. Kieso, Jerry J. Weygandt, Contabilidad intermedia, Editorial Limusa, México, 1988, páginas 30 y 31.


� Consultada el 9 de abril de 2001.


� Consultada el 9 de abril de 2001.


� Consultada el 9 de abril de 2001.


� Consultada el 10 de abril de 2001.


� En los anexos se incluye un archivo, denominado sumfas, en que presentamos juntos los resúmenes oficiales de las normas que aparecen en la página electrónica de Fasb.


� Consultada el 20 de mayo de 2001.


� Véase http://www.sec.gov/info/smallbus/qasbsec.htm


� Donald E. Kieso, Jerry J. Weygandt, Contabilidad intermedia, Editorial Limusa, México, 1988, página 766.


� Jan R. Williams, 1998 – 1999 Guía Miller de PCGA, nueva exposición y análisis de los actuales pcga promulgados, Harcourt Brace, España 1999.


� Obsérvese que las que en Colombia llamamos entidades sin ánimo de lucro no siempre cumplen con los requisitos que aquí se enuncian. Así, por ejemplo, muchas de tales entidades dependen financieramente, en forma casi exclusiva, de los precios que obtienen por la prestación de los bienes y servicios que suministran.


� En Colombia varias universidades utilizan la contabilidad por fondos para llevar en forma separada el movimiento de los fondos patrimoniales creados por mandato de la legislación tributaria que son alimentados con donaciones o con el valor de los aportes al SENA que dichas instituciones no están obligadas a pagar a éste.


� Andrew A. Haried, Leroy F. Imdieke, Ralph E. Smith, Avanced Accounting, Wiley, Estados Unidos de América, 1994, página 757.


� Preparado y publicado por Arthur Andersen, BDO, Deloitte Touche Tohmatsu, Ernest & Young International, Grand Thornton, KPMG, PricewaterhouseCoopers. Editor: Chistopher W. Nobes. Diciembre de 2000.


� Un estudio más completo y profundo puede verse en la publicación de Fasb denominada “The IASC-U.S. Comparison Project: A Report on the Similarities and Differences between IASC Standards and U.S. GAAP”, second edition—october 1999 


� La segunda versión de este reporte es de octubre de 1999 y se componía de 500 páginas. Véase una presentación del reporte en http://accounting.rutgers.edu/raw/fasb/IASC/iascpg2d.htm


� Recuérdese que en la edición oficial de las normas internacionales de contabilidad la “regla” aparece en negrilla inclinada.


� Véase ENFORCEMENT MECHANISMS IN EUROPE A Preliminary Investigation of Oversight Systems


� En loa anexos se incluyen algunos de estos estados financieros, en los cuales se explican las razones por las cuales no hay armonía entre las normas colombianas y usgaap.


� Véase http://www.iso.ch/


� Todos estos documentos son de propiedad de sus autores. Se incluyen sólo con fines y por razones académicas.
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